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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, la Ministra de Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, y el Subsecretario de Previsión Social, señor Marcos Barraza Gómez.                     

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 4ª, en 31 de marzo, y 5ª, en 1 de abril, ambas ordinarias y del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que modifica el seguro de cesantía de la ley N° 19.728 (boletín Nº 9.126-13).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las materias que se indican:



1.- Proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).



2.- Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el Derecho Internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los que informa que dio su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- La que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



2.- La que concede la nacionalidad por gracia a don Roberto Kozak (boletín N° 9.777-06) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto de los proyectos de ley que se especifican a continuación:



1.- El que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines Nos.7.873-07 y 7.011-07, refundidos).



--Se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



2.- El que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



--Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada del texto refundido de la sentencia definitiva pronunciada por esa Magistratura, que incorpora la resolución rectificatoria de fecha 2 del mes en curso, en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de señores Senadores con relación al proyecto de ley que regula la admisión de los y las estudiantes; elimina el financiamiento compartido, y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (boletín N° 9.366-04).


--Se manda archivar el documento. 



Del señor Ministro de Justicia:


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, relativa a la factibilidad de igualar el bono trimestral que se paga a los funcionarios de las corporaciones de asistencia judicial con el que perciben los demás trabajadores del sector público.



De la señora Ministra de Salud:


Atiende solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Chahuán, en materia de variaciones de la superficie programada para el nuevo edificio del Hospital Gustavo Fricke, de la comuna de Viña del Mar.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales:


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, sobre medidas adoptadas frente a denuncias por dificultades de acceso a la playa ubicada en el sector Calcurrupe, comuna de Lago Ranco.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Atiende solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los antecedentes considerados por el Comité Científico de Pesca al proponer el rango de captura biológicamente aceptable para las pesquerías de sardina común y anchoveta en la Región del Biobío.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:


Da respuesta a solicitudes de información, requeridas en nombre del Senador señor Navarro, respecto de situaciones que afectan a la comuna de Coronel:



1.- Reapertura de la Central Termoeléctrica Bocamina II y sus implicaciones para la recuperación ambiental de aquella zona.



2.- Antecedentes sobre una eventual contaminación producida por depósitos de asbesto generados por la planta Bocamina I y medidas adoptadas por esa Secretaría de Estado.



Del señor Subsecretario de Previsión Social:


Contesta solicitud de información, formulada en nombre de la Senadora señora Muñoz, sobre las evaluaciones realizadas por la Comisión Ergonómica Nacional en materia de certificación de trabajo pesado de las labores que desempeñan los tripulantes de embarcaciones de pesca artesanal.



Del señor Presidente del Consejo Directivo del Banco del Estado:


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de los Senadores señores Navarro, Guillier y Horvath, sobre la posibilidad de poner término al cobro de comisiones por giro y consulta de saldo de las cuentas RUT, y de adoptar medidas para el fomento y la expansión de las cajas vecinas.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social (t y p):


Informa que se ha reiterado el oficio dirigido el 26 de junio de 2014 a la Inspección Comunal del Trabajo de Viña del Mar, para que haga una visita inspectiva a la empleadora de don Rodolfo Álvarez Cantillano, domiciliado en dicha comuna, materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



Segundo informe de las Comisiones de Agricultura y Salud, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (boletines Nos 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.



En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:



Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el seguro de cesantía de la ley N° 19.728 (boletín N° 9.126-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para tabla.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités en sesión de hoy adoptaron los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en segundo lugar del Orden del Día de la presente sesión ordinaria la iniciativa que modifica el seguro de cesantía de la ley N° 19.728 (boletín Nº 9.126-13) y autorizar a la Comisión de Hacienda para informar mediante un certificado.



2.- Colocar en el tercer y cuarto lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, respectivamente, el proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07) y la iniciativa que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (boletines Nos 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


3.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que incorpora título nuevo sobre navegación fluvial en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación (boletín N° 8.913-02), hasta las 12 horas del lunes 11 de mayo, en la Secretaría de la Comisión de Defensa Nacional.



4.- Dejar sin efecto la sesión extraordinaria convocada para mañana miércoles 8 de abril.



5.- Autorizar a las Comisiones a sesionar simultáneamente con la Sala durante la sesión especial que se celebrará mañana miércoles 8 de abril de 11:30 a 14 horas.



6.- Remitir a la Comisión Especial encargada de conocer las materias relativas a probidad y transparencia los siguientes proyectos de reforma constitucional:



-El que limita la reelección de las autoridades que indica (boletines Nos 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).


-El que regula la reelección y vacancia de parlamentarios (boletín N° 9.031-07).



-El que modifica el inciso primero del artículo 119 de la Carta Fundamental para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como concejal (boletín N° 9.215-07).



-El que incorpora un inciso final al artículo 48 de la Constitución para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como diputado (boletín N° 9.216-07).



-El que agrega un inciso final al artículo 50 del Texto Fundamental para limitar a dos los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como senador (boletín N° 9.217-07).



-El que modifica el inciso segundo del artículo 113 de la Carta para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como consejero regional (boletín N° 9.218-07).



-Y el que limita a un máximo de dos reelecciones consecutivas la participación de un candidato a alcalde (boletín N° 9.225-07).


Eso es todo, señor Presidente.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Aprovechamos de saludarlo por su cumpleaños.



¡Muchas felicidades y que lo pase muy bien!


--(Aplausos en la Sala).
El señor LABBÉ (Secretario General).- Muy agradecido.
V. ORDEN DEL DÍA
PROTOCOLO DE ACUERDO DEL GRUPO MUNDIAL DE COMERCIO DEL VINO DE 2007 SOBRE REQUISITOS PARA ETIQUETADO. 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo del Acuerdo del Grupo Mundial del Comercio del Vino de 2007 sobre Requisitos para el Etiquetado de Vinos para la Tolerancia del Alcohol, Años de Cosecha, Variedad y Regiones Vinícolas, del Grupo Mundial del Comercio del Vino”, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 22 de marzo de 2013, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.419-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 95ª, en 4 de marzo de 2015.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 5ª, en 1 de abril de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facilitar el comercio del vino entre las Partes y minimizar cualquier obstáculo innecesario relacionado con el etiquetado, a través del establecimiento de parámetros comunes aceptables y el desarrollo de una mayor confianza mutua en sus respectivos regímenes de etiquetado.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos y Pizarro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, vamos a votar hoy el “Protocolo del Acuerdo del Grupo Mundial del Comercio del Vino de 2007 sobre Requisitos para el Etiquetado de Vinos para la Tolerancia del Alcohol, Años de Cosecha, Variedad y Regiones Vinícolas, del Grupo Mundial del Comercio del Vino”, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 22 de marzo del año 2013.


Dicho Grupo es una entidad informal de países productores de vino, en la que participan representantes de los gobiernos y de las industrias de cada nación integrante. Está constituido como un espacio de discusión y análisis de los principales temas que afectan al sector vitivinícola en el contexto internacional. Además, es una instancia de negociación de acuerdos multilaterales en materias vitivinícolas de interés común. 


Actualmente, sus miembros son Argentina, Australia, Canadá, Estados Unidos de América, Georgia, Nueva Zelandia, Sudáfrica y Chile.



En el marco de la reunión celebrada entre los días 20 y 22 de marzo de 2013 en Bruselas, Bélgica, se adoptó este Protocolo sobre requisitos para el etiquetado de vinos. Dicho instrumento fue negociado y establecido en aplicación de lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 13 del “Acuerdo sobre Requisitos para el Etiquetado de Vinos y su Anexo I”, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007, vigente desde el 13 de enero de 2012, en virtud del cual las Partes acordaron continuar conversaciones con miras a llegar a un acuerdo suplementario sobre etiquetado.



El presente Protocolo beneficiará a los productores y a los distribuidores de vinos, al facilitar las exportaciones y reducir los costos de producción, almacenamiento y etiquetado. La uniformidad en los requisitos reglamentarios del etiquetado del vino sobre tolerancia del alcohol, años de cosecha, variedad y regiones vinícolas, a través de la fijación de reglas comunes para un etiquetado aceptable entre todas las Partes, posibilitará el entendimiento mutuo de la información en el rotulado y contribuirá a evitar obstáculos innecesarios al comercio.



El proyecto de acuerdo que nos ocupa fue aprobado en general y en particular por la Sala de la Cámara de Diputados el 3 de marzo de este año, por 104 votos a favor, ninguno en contra y una abstención.



Sin lugar a dudas, esta iniciativa representa un impulso necesario para facilitar las exportaciones.



Durante el debate en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado se escuchó la opinión del Asesor del Departamento Regulatorio de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, señor Fernando Acuña. Y también se consultó el parecer de la Asociación Gremial Vinos de Chile. Ambas entidades se pronunciaron a favor.


El proyecto de acuerdo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión de Relaciones Exteriores, y solicito que la Sala obre en igual sentido.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo no es uno más. Si bien todos los que analizamos contienen conceptos e influencias, cabe destacar que este vislumbra un futuro importante, porque representa en el ámbito internacional una realidad nueva.



¿De qué se trata el Protocolo que se propone aprobar? Básicamente, de un grupo de países productores de vino del nuevo mundo -con esa expresión se planteó el asunto- que hace un esfuerzo para establecer un etiquetado común y uniforme, a efectos de facilitar el acceso a otros mercados en condiciones equivalentes. La idea es homogeneizar los requisitos de etiquetado.



¿De qué estamos hablando en específico? De diversa información: de la tolerancia del alcohol, que se busca que sea uniforme; de los años de cosecha, un dato muy relevante -quienes representamos zonas vitivinícolas así lo entendemos-; de la variedad, que debe ser específica y chequeable -hoy la diferenciación, en mercados como el chileno, puede ser un gran activo al momento de comercializar los productos-, y de la región de la que proviene el vino que se exporta, materia que implica un gran desafío futuro.



Entonces, aquí se enfrentan dos fórmulas distintas.



Una es quedarse con las estructuras -voy a expresarlo de manera figurativa- del mundo tradicional, en el que la ventaja objetiva la poseen los países con mucha más historia en el sector vinícola, los cuales han desarrollado sus propias estrategias de comercialización. 



Y la otra, avalar el esfuerzo de un conjunto de países del nuevo mundo -así se definen- en esta materia, para darle identidad al producto y proveerlo de características diferenciadoras que lo transparenten, de modo que se sepa lo que realmente se está consumiendo.



Señor Presidente, el esfuerzo desarrollado en Bruselas empieza a rendir sus frutos. Tales medidas ayudan mucho desde el punto de vista de la explicación del producto y de la comercialización. 



Además, lo anterior no implica un costo fiscal, pues consiste en ponerse de acuerdo en qué tipo de compromisos deben adquirir los países que forman parte de este conjunto de naciones emergentes que exportan vinos.



Chile hoy es el cuarto productor del mundo a nivel vitivinícola. Por tanto, asume cierto rol de líder en este grupo de países del nuevo mundo. Es relevante mostrar liderazgo en la conformación de escenarios hacia delante en este ámbito. Lo señalo como representante de zonas agrícolas: esto se halla instalado y se espera avanzar a través de este Tratado con mejores formas de comercialización y con una exigencia interna respecto a lo que debemos asumir.



Pongo un solo ejemplo: el lugar de origen del vino. Hoy los valles tienen, como señalan algunos, “terroir”. Algunos dirán “historia”; otros, “características especiales”. En la actualidad, al no poseer el vino una particularidad distintiva, simplemente se lo conoce como “vino chileno”. La idea es ir abordando con creatividad la multiplicidad de factores que representan las diferencias en tipos de valles, en tipos de cepas, etcétera. Ello obliga a no vender cualquier cosa por vino. 



Obviamente, a mi juicio, eso también es una forma de colocar una barrera de entrada a la vinificación de la uva de mesa, que suele ser una complejidad muy grande respecto de la exportación de nuestros productos.



Hemos analizado muchos protocolos de acuerdo en esta Sala. De hecho, la semana pasada aprobamos una serie de proyectos de acuerdo al respecto, varios de los cuales se relacionaban con exenciones de visa. Sin embargo, el instrumento que nos ocupa en esta oportunidad es más importante, por cuanto busca concordar un conjunto de requisitos para el etiquetado de vinos en materia de tolerancia del alcohol, años de cosecha, variedad y regiones vinícolas del Grupo Mundial del Comercio del Vino.



Señor Presidente, me parece que este proyecto de acuerdo apunta en el sentido correcto y, por lo mismo, lo vamos a aprobar.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, a quienes hemos tenido la fortuna de recorrer diferente latitudes del planeta no nos cabe duda de que uno de los elementos que identifican a nuestro país con tremendo éxito es el vino, el que se obtiene del esfuerzo de muchos agricultores y productores, más allá de que algunos Senadores de las bancas de enfrente relativicen y distorsionen los hechos.



La imagen de Chile está definida por diferentes factores. Uno es nuestro patrimonio paisajístico; otro, ciertos productos, como la fruta. Y dentro de ellos el vino cumple un rol determinante.



Chile, en los últimos 25 años, se ha elevado entre los cinco productores vitivinícolas más importantes del planeta. 



Por eso resulta tan relevante lograr establecer acuerdos marco sobre requisitos para el etiquetado, dado su carácter determinante en la venta de los vinos, y donde además se precisen las tolerancias en el rango de grados alcohólicos, por un lado, y los años de cosecha, las variedades y las regiones o denominaciones de origen, por el otro.



Señor Presidente, este Protocolo, que fue firmado el año 2013 en Bruselas, Bélgica, es sin duda un instrumento de protección para los productores chilenos. Como lo ha indicado parcialmente el Senador Coloma, que me antecedió en el uso de la palabra, aún tenemos mucho por hacer, por avanzar en materia de denominación de origen. Y, por lo mismo, este proyecto de acuerdo que vamos a aprobar, espero en forma unánime, hay que vincularlo con otras iniciativas que pueden estar bien inspiradas, pero que también dicen relación con el etiquetado de los vinos, el cual, si se aborda en forma parcial, puede provocarle un tremendo daño a una de las industrias que han tenido más éxito entre los rubros de exportación de nuestro país.



Quienes representamos zonas vitivinícolas, desde la Quinta a la Octava Regiones, que es donde está la mayor producción de vinos y variedades, sabemos que aquí hay mucho empleo, mucha tecnología, mucho valor agregado involucrados, y nos damos cuenta de que esta industria, que antes la veíamos quizás como marginal, hoy se ha transformado en un elemento de imagen país y significa millones de dólares en exportaciones y, por tanto, decenas de miles de fuentes de trabajo.



Señor Presidente, por ello, más que considerar esto un simple Protocolo, quiero subrayar la importancia de que estemos como país entre los primeros cinco productores mundiales: en cualquier carta de vinos que uno vea, en cualquier continente, aparecen los vinos franceses, los australianos, los sudafricanos, los californianos; a veces, los argentinos; siempre los chilenos. Y ese ha sido el logro de muchos emprendedores, que yo saludo. Porque no estamos hablando solo de las grandes industrias procesadoras, sino de muchas pequeñas viñas que han hecho un tremendo aporte. De ahí la trascendencia de esta iniciativa. Por cierto, no debemos olvidar otro proyecto -muy bien intencionado también- que aborda uno de los tópicos aquí tratados: el etiquetado. Tenemos que coordinar ambas propuestas en lo que dice relación con resguardar y cuidar un mercado de tremenda importancia para Chile.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se me ha solicitado abrir la votación. 



¿Habría acuerdo?



Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nosotros no tenemos el Protocolo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a repartir inmediatamente, señor Senador.



¿No hay acuerdo para abrir la votación? 

El señor HARBOE.- Esperemos el Protocolo, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor Espina desea plantear una petición.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito autorización para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización pueda sesionar simultáneamente con la Sala a partir de las cinco de la tarde con el objeto de seguir conociendo el proyecto de ley sobre probidad en la función pública. Nosotros tenemos urgencia en despacharlo y queremos trabajar hoy día de cinco a ocho para ese efecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solo quiero celebrar este convenio, que es patrocinado por un grupo mundial de productores de vino en el que participan representantes de los gobiernos y de las industrias de cada país. Me parece un avance que se logren acuerdos internacionales que permitan minimizar los inconvenientes que pueda haber en el intercambio internacional de productos.



En este caso particular, el Protocolo tiene que ver con el tipo de etiquetado, con cómo se reflejan las distintas graduaciones, con la temporada o el año de la cosecha y con una serie de normas que deberíamos cumplir para uniformar el modo en que los países productores comercializan en los distintos mercados.



Chile es uno de los pocos países que pueden mostrar que sus vinos están presentes en casi todo el mundo. Por tanto, creo que tenemos mucho que ganar al concretar una asociación informal, primero con la industria, para luego suscribir un acuerdo internacional que es de interés común para todos los países con vocación vitivinícola, entre los cuales se cuentan actualmente Argentina, Australia, Canadá, Estados Unidos de América, Georgia, Nueva Zelandia, Sudáfrica y, por supuesto, Chile.



Me parece que este es un paso adelante en facilitar la comercialización de los vinos nacionales, que han ido creciendo en importancia en nuestras exportaciones y en el prestigio de nuestros productos.



Por tanto, señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto de acuerdo y espero que sea aprobado unánimemente.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de cederle la palabra al Honorable señor Harboe, Presidente de la Comisión de Agricultura, consulto a la Sala si habría acuerdo para abrir la votación. 

El señor LAGOS.- Sí

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme.



En votación el proyecto de acuerdo.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.
El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo quiero hacer una advertencia, porque cuando el Congreso Nacional aprueba acuerdos internacionales sin duda está limitando su facultad legislativa. Es decir, nosotros no podemos emanar normas que vayan contra los acuerdos internacionales que suscribimos, por aplicación del artículo 5° de la Constitución Política.



Ahora bien, creo que este Protocolo es muy trascendente. La posibilidad de que Chile participe en un grupo de esta naturaleza y de que nuestros vinos de exportación estén en los mercados más importantes del mundo es de gran relevancia.



Pero también quiero hacer presente que el texto que estamos aprobando hoy día contiene ocho artículos. Y uno de ellos, el artículo 3, dispone que se incorporen y formen parte del Protocolo los artículos 1, 3, 4, 5.4, 14, 16, 17 y 18 de otro instrumento internacional: el Acuerdo Sobre Requisitos para el Etiquetado de Vinos y su Anexo I, del año 2007. 



Pues bien, todas estas normas establecen restricciones a nuestra capacidad legislativa interna. Y si uno mira la tabla del día de hoy, observa que, en tercer lugar, figura un proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, fruto de un conjunto de mociones refundidas, y que, en esencia, modifica por completo el etiquetado de las bebidas alcohólicas.



Entonces, señor Presidente, quiero advertir que vamos a aprobar un Protocolo internacional en virtud del cual nos estaremos limitando nosotros mismos y luego el Senado discutirá un proyecto de ley que establece un conjunto de consideraciones distintas en materia de etiquetado, las cuales pueden ser contradictorias con los acuerdos que estamos sometiendo a votación en este momento.



He querido hacer la advertencia porque desconozco el detalle del Protocolo -no lo tenemos-, y como el Senador Chahuán, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, fue miembro de las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, que trabajaron arduamente el proyecto del etiquetado de alcoholes, me gustaría que nos explicara si hay una contradicción o no, porque no podemos aprobar normas que se contradicen entre sí.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor presidente, voy a concurrir con mi voto favorable a la aprobación del proyecto de acuerdo. Creo que fue el Senador Coloma quien señaló que este no era un protocolo más. Ciertamente, todo convenio tiene un valor en sí mismo, pero esta es una iniciativa que, si no me equivoco, se remonta a mediados de los años 2000 -tiene más de una década-, y cuyo propósito original fue, básicamente, sentar a una mesa a los que en su oportunidad se denominaron “productores de vino del Nuevo Mundo”.



Si se ve la composición del Grupo Mundial del Comercio del Vino, se advierte que ella excluye a los países de Europa, lo cual se explica porque esto se da en el contexto de un proceso de negociaciones internacionales respecto a la propiedad intelectual, a las denominaciones de origen. La idea fue unir fuerzas entre naciones productoras de vino del Hemisferio Sur -léase Australia, Nueva Zelandia, Chile, Argentina y Sudáfrica-, más Estados Unidos y Canadá, para generar entre todos, respetando las normas internacionales, reconocimientos mutuos a la hora de realizar prácticas vinculadas a la producción de vino y, en un segundo paso, frente al tema del etiquetado.



El Acuerdo sobre Aceptación Mutua de Prácticas Enológicas se halla vigente desde hace muchos años; fue uno de los primeros logros del grupo de productores de vino del Nuevo Mundo. A continuación surgió lo que tenemos hoy día: un acuerdo de etiquetados, que fue suscrito el 2007, ratificado el 2012, y que recién ahora lo vamos a incorporar a nuestra legislación.



Ello, básicamente, permitirá ponernos de acuerdo entre los miembros del grupo sobre temas relacionados con la tolerancia del alcohol que debe tener cada vino, con cómo se identifican los años de cosecha, con las variedades de que estamos hablando y con las regiones vitivinícolas.



Lo que se persigue, al final del día, es un entendimiento mutuo para poder comerciar, para poder resolver problemas comunes y, también, para poder generar un punto de referencia al momento de negociar los vinos en el mundo.



No es un secreto para nadie que el Viejo Continente, Europa, tiene una tradición vitivinícola muy antigua, un peso muy grande a nivel internacional. Por eso, al discutir las reglas que nos iban a regir en la materia fue importante contar con este grupo de países -los así llamados “productores de vino del Nuevo Mundo”-, que es diverso pero que tiene algo en común.



Ahora bien, quisiera agregar que los planteamientos que hizo el Senador Felipe Harboe ameritan, a mi juicio, una clarificación. Porque, al menos en lo que dice relación con la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, se entendía que la razón por la que se requería un proyecto era, entre otras, que el texto propuesto afecta la forma en que se encuentra establecido el contenido de las bebidas alcohólicas en Chile, su graduación. En efecto, el Protocolo respecto del cual nos estamos pronunciando hoy día contempla la posibilidad de que haya una variación de aproximadamente uno por ciento en el etiquetado. Y eso habría que hacerlo ley de la república; de lo contrario, podríamos incurrir en falta debido a lo que consigna en la actualidad nuestro reglamento en materia de graduación alcohólica.



Eso es lo que deseaba compartir con ustedes.



Finalmente, quisiera felicitar a todos los que han participado en este estudio; a la Cancillería chilena; a los productores privados que han logrado constituirse en un punto de referencia respecto de Europa y, desde esa perspectiva, darle valor a lo que nosotros producimos, que, además, se ha ganado una presencia muy significativa en los mercados internacionales.



Y para que eso siga siendo así se requiere, entre otras cosas, contar con un marco jurídico adecuado y con fuerza para poder defender nuestros intereses, de manera de no quedar a merced de quienes creen producir el mejor vino del mundo, por mucho que sea más viejo que el nuestro.



Muchas gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (27 votos favorables), y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor HORVATH.- ¿Puede agregar mi voto, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Horvath.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En cuanto al siguiente punto de la tabla, la Ministra del Trabajo, señora Javiera Blanco, solicita autorización para que pueda ingresar a la Sala el Subsecretario de Previsión Social, señor Marcos Barraza.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

MODIFICACIÓN DE SEGURO DE CESANTÍA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el seguro de cesantía de la ley N° 19.728, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, certificado de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 7).



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.126-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 78ª, en 7 de enero de 2015.



Informes de Comisiones:



Trabajo y Previsión Social: sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.



Hacienda (certificado): sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos del proyecto son:



-Aumentar el promedio de remuneraciones en todos los giros con cargo a la cuenta individual por cesantía, entre el primer y el séptimo mes.



-Establecer que el trabajador cesante podrá percibir hasta diez pagos en un período de cinco años, financiados con cargo al Fondo de Cesantía Solidario.



-Incrementar los topes mínimos y máximos de entrega del seguro de cesantía para los trabajadores con contrato indefinido y a plazo fijo o para obra o faena.



-Aportar a la cuenta de capitalización de la AFP del trabajador sujeto al Fondo de Cesantía un monto equivalente al 10 por ciento de la prestación.



-Ampliar el acceso al Sistema de Información Laboral y a la Bolsa Nacional de Empleo a todos los trabajadores cesantes mayores de 18 años.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en su oportunidad, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Larraín y Letelier.



En cuanto a la discusión en particular, el mencionado órgano técnico introdujo diversas enmiendas, todas las cuales aprobó por unanimidad.



Por su parte, la Comisión de Hacienda efectuó varias modificaciones a los artículos transitorios de la iniciativa, las que acordó, al aprobar una indicación del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.



Cabe hacer presente que los numerales 1) a 5) del artículo 1° (que pasó a ser artículo único) tienen el carácter de normas de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación de 20 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 10 a 16 del certificado de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra al Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, durante el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos Escobar se creó el seguro de cesantía en nuestro país, y cinco o seis años atrás se realizó el primer perfeccionamiento de dicho mecanismo, que constituye uno de los instrumentos de seguridad social más importantes para el mundo del trabajo.



Hoy estamos frente a una iniciativa que se comenzó a discutir durante la Administración del Presidente Piñera y respecto de la cual el actual Gobierno de la Presidenta Bachelet ha presentado una indicación sustitutiva significativa.



Para situar este debate, señor Presidente, permítame reflexionar no sobre los objetivos, sino acerca de ciertos datos.



Los activos que existían en el Fondo de Cesantía Solidario a noviembre del año 2014 superaban los 2 mil 475 millones de dólares, y la tasa de uso del Fondo era de 16,9 por ciento -casi 17 por ciento- para quienes tenían contratos indefinidos y de 6,2 por ciento para quienes tenían contratos a plazo fijo.



Por su parte, los activos existentes en la Cuenta Individual por Cesantía, también a noviembre del año pasado, eran de 5 mil 612 millones de dólares, y la tasa de uso era de 41 por ciento para los contratos indefinidos y de 28,5 por ciento para los contratos a plazo fijo o por obra y faena.



Es necesario recordar que el seguro de cesantía en nuestro país es de financiamiento mixto, tanto de los trabajadores como de los empleadores, dependiendo del tipo de contrato, lo que da derecho a diferentes clases de beneficios.



El proyecto que se somete a consideración de la Sala tiene como objeto, dado que tanto en las cuentas individuales por cesantía cuanto en el Fondo de Cesantía Solidario existen recursos cuantiosos, variar la situación actual aumentando los porcentajes de los sueldos percibidos en los últimos seis o doce meses -según el tipo de contrato-, es decir, el porcentaje de sueldo que se va a recibir en las cuotas cuando se use la referida cuenta. Hoy -hago un recuerdo-, una persona que cae en cesantía puede recurrir a su cuenta individual. En el primer pago recibe 50 por ciento del ingreso que tenía en el período anterior; en el segundo, 45 por ciento del sueldo precedente; luego, 40, 35, 30, 25 por ciento, y así sucesivamente, hasta que se agote la cuenta individual.



El proyecto sometido a consideración de la Sala esta tarde aumenta el porcentaje de los pagos con relación a los últimos sueldos, pasando en el pago del primer mes a 70 por ciento del sueldo; en el del segundo, a 55 por ciento; en el del tercer mes, a 45 por ciento; luego, a 40 por ciento, y así sucesivamente, permitiendo que, cuando se recurra al uso de la cuenta individual, el monto del pago sea mayor.



También hay que recordar que aquello opera dentro de una franja. Después me voy a referir a eso. Pero hago solo un recuerdo. La situación actual respecto del primer pago varía entre 247 mil y 114 mil  pesos. Ello ahora cambia, pues se aumenta no solo el porcentaje de los pagos, sino también la franja, que oscilará entre 525 mil y 157 mil pesos. Esto significa que en la cuenta individual, cuando la persona tiene contrato indefinido, podrá recibir porcentajes de pagos mayores en una franja de ingresos superiores.



Aquel es, pues, uno de los beneficios más importantes.



Adicionalmente, como recordarán los colegas, cuando un trabajador cae en situación de cesantía puede optar por usar su cuenta individual o la cuenta del Fondo de Cesantía Solidario.



También en la cuenta del mencionado Fondo va a existir mayor flexibilidad en lo concerniente a la cantidad de pagos.



Actualmente, el Fondo de Cesantía Solidario posibilita el uso en dos ocasiones en cierto plazo, sin hablar del número de pagos en cada evento de cesantía.



La indicación del Ejecutivo permite mayor flexibilidad para que en caso de cesantía se puedan usar pagos en diez ocasiones, distribuidos de acuerdo a la realidad que el trabajador enfrente en cada episodio de desocupación.



Entonces, se aumenta el monto de los pagos, se eleva la cantidad de estos y se consigna una franja más amplia tanto para quienes tienen contrato indefinido cuanto para aquellos que están contratados a plazo fijo o por obra o faena. Y, por cierto, en el caso de estos últimos trabajadores la cantidad de pagos es menor, pues hay una situación de ahorros distinta y mayor inestabilidad.



De otra parte, señor Presidente, este proyecto incorpora una innovación tremendamente significativa: la contribución para financiar con recursos de los fondos las cuentas de capitalización individual.



No es correcto usar el concepto “laguna” en el actual sistema previsional. Eso correspondía al sistema antiguo -por así decirlo-, en el cual el trabajador debía tener determinada cantidad de cotizaciones. El sistema actual, como es de capitalización individual, se expresa en monto de recursos, más que en número de cotizaciones.



Pues bien: ahora se permite financiar aportes equivalentes al 10 por ciento de las prestaciones correspondientes.



¿Cuál es el sentido? Que el Estado contribuya con recursos a los efectos de que las cuentas para las futuras jubilaciones no se resientan tanto frente a un momento de cesantía.



En todo caso, señor Presidente, es sobremanera relevante asegurar que existan perfeccionamientos de los requisitos y de los medios necesarios para verificar que la persona que se halla en situación de cesantía esté buscando empleo. Porque estos mecanismos tienen como propósito tratar de garantizar flujos de ingresos pensando que, en promedio, para quienes viven episodios de cesantía hay ciclos de entre cinco y seis meses para volver a encontrar trabajo (por eso los plazos de pagos están calculados en términos genéricos). O sea, para tener derecho a recibir los beneficios del Fondo de Cesantía Solidario hay que estar buscando ocupación.



Al respecto, se establece una serie de criterios: inscribirse en la Bolsa Nacional de Empleo; postular en forma reiterada; no rechazar sin causa justificada una oportunidad de ocupación o de capacitación. Se trata de diversos indicadores destinados a asegurar que quien reciba el beneficio pertinente esté de verdad buscando empleo. Es decir, no corresponde que una persona que sin justificación desecha un trabajo use el Fondo de Cesantía Solidario.



Eso establece la ley en proyecto, con los perfeccionamientos del caso.



Adicionalmente -es otro de los objetivos de la iniciativa-, se introducen modificaciones al artículo 34 B de la ley vigente, conforme al cual “Las Subsecretarías de Hacienda, Subsecretaría de Servicios Sociales, de Evaluación Social y del Trabajo y la Dirección de Presupuestos, estarán facultadas para exigir los datos personales contenidos en la Base de Datos a que se refiere el artículo  34 y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones a la Sociedad Administradora de los Fondos de Cesantía.”. Lo nuevo es la incorporación de la Subsecretaría de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social entre los entes individualizados.



Tal facultad es muy relevante, porque permitirá que la Subsecretaría de Previsión Social y la Superintendencia de Seguridad Social definan políticas de forma más adecuada.



De otro lado, se crean el Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero se acabó su tiempo.



Le vamos a dar medio minuto.

El señor MOREIRA.- Un minuto, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor Moreira dice un minuto.



Puede proseguir, Su Señoría, por ese tiempo.

El señor LETELIER.- Como quieran, señor Presidente. Mi único propósito es dar información detallada sobre un proyecto tremendamente significativo.



Esta iniciativa tiene que ver con la creación de un sistema de información fundamental para las políticas públicas.



También se incluyen la responsabilidad del SENCE, el financiamiento de la Bolsa Nacional de Empleo y la obligación de transferir los datos al sistema informático.



Se discutió mucho sobre el uso de los datos personales.



Y la ley en proyecto establece también un mecanismo de compensaciones -esto fue motivo de debate; lo planteó un Senador en la Comisión de Trabajo- a la Administradora de Fondos de Cesantía, pues se redefinen los contratos. Hay que recordar que se licita la administración del Fondo de Cesantía Solidario.



Por último, señor Presidente -y pido un minuto más para precisar este concepto-…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Un minuto más, señor Senador.



Vamos a considerar su intervención como informe.

El señor LETELIER.- Estoy entregando el informe, señor Presidente. Después voy a dar mi opinión.



En la Comisión de Trabajo se generó un debate en cuanto al artículo 13 de la ley vigente. Lo plantearon algunas centrales sindicales que manifestaron su inconformidad porque en dicho precepto se hace imputable a la indemnización por años de servicio la parte del saldo de la cuenta individual por cesantía constituida por cotizaciones que efectúa el empleador, más su rentabilidad.



¿A qué se refiere ese punto, que es un tema pendiente, pues no se encuentra abordado en este proyecto? A que cuando un trabajador es despedido y cobra el mes por año no se le paga una parte porque el empleador hace una operación contable por los aportes que ha efectuado al Fondo de Cesantía Solidario.



Señor Presidente, este proyecto es muy relevante. Invito al debate. Se trata de uno de los instrumentos de seguridad social más significativos que tiene nuestro país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me han solicitado que sugiera abrir la votación, sin perjuicio de que quiero informar en nombre de la Comisión de Hacienda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No tengo ningún problema, señor Senador, pero dejando constancia de que se reúnen al menos 20 votos favorables para aprobar los numerales 1) a 5) del artículo único, que son de quórum calificado.



Entonces, sugiero realizar una sola votación, dejando constancia del quórum en el caso de aquellas disposiciones y, por supuesto, dando por aprobadas todas las normas respecto de las cuales no hay indicaciones ni solicitud de discusión y votación.



¿Existe acuerdo para votar en general y particular el proyecto, dejando constancia del quórum de las normas individualizadas?



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Entiendo que esta iniciativa tiene “discusión inmediata”. Por lo tanto, hay que votarla en general y en particular.



Abrir la votación sirve, pero se necesita la presencia de los Senadores en cada votación.



Entonces, solo quiero advertir que, si se pide votación individual y los colegas salen de la Sala, podemos tener problemas para aprobar el proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Veamos cómo solucionamos el punto, Su Señoría.



Podemos hacer una sola votación, dejando constancia, por una parte, de que se reunió el quórum exigido para aprobar las normas que acabo de explicitar, y por otra, de que en el artículo segundo transitorio, que fija el plazo de vigencia de la ley en proyecto, se tendrá como aprobada la indicación que aprobó la Comisión de Hacienda.



Si dejamos claro aquello, podemos efectuar una sola votación. 



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación general y particular.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, después de la exposición del Presidente de la Comisión de Trabajo, no quiero entrar en precisiones de fondo sobre este proyecto, que tiene como objeto, según vio la Comisión de Hacienda, mejorar las condiciones y los beneficios previstos en el Fondo de Cesantía Solidario.



La idea es aumentar los porcentajes y posibilitar un mayor ingreso a quienes se acojan a dicho Fondo, incluso ampliando a siete meses los cinco originales. 



Además, se incluyó una indicación relacionada con la aplicación del seguro de cesantía en las zonas afectadas por la catástrofe del norte. Ello habla de la máxima urgencia con que debemos despachar este proyecto, pues en virtud de él se rebajan las exigencias a la gente que deba acogerse al beneficio en las zonas extremas. En efecto, se reducen a ocho cotizaciones, continuas o discontinuas, en veinticuatro meses, las doce previstas. Y a los trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra se les exigirá un mínimo de cuatro meses de cotizaciones, continuas o discontinuas. 



Entonces, de esto me interesa tener conciencia: de que debemos despachar este proyecto urgentemente. 



De otro lado, quiero hacer presente que esta iniciativa no tiene costo fiscal, salvo por la indicación que formuló el Ejecutivo, que implica un gasto de 73 millones de pesos, para los efectos de aplicar el beneficio a la gente que pueda acceder al Fondo de Cesantía Solidario gracias a los mejoramientos que se introducen. 



Y quiero hacer notar un hecho que se nos dio a conocer en la Comisión de Hacienda y que es interesante considerar: cómo ha funcionado en el tiempo el Fondo de Cesantía Solidario, que hoy tiene acumulado del orden de cinco mil millones de excedentes tras aplicar el beneficio en comento a la gente que incurre en un episodio de cesantía. 



Fue una buena gestión, en consecuencia, el proyecto que aprobó este Parlamento. La ley ha funcionado bien.



En lo medular, para la administración del Fondo se nos propone un acuerdo tripartito entre los interesados: trabajadores, empresa y gobierno. 



Se nos ha dicho que si a la referida acumulación, le aplicamos las normas que vienen en este proyecto, en régimen debe entenderse que, en vez de los mencionados 5 mil millones…

El señor LARRAÍN.- ¿De dólares?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).-… de pesos, el Fondo podría llegar a un excedente de 2 mil 500 millones. 



O sea, nos encontramos frente a un Fondo que está actuando, y bien.



Por supuesto, hay que tener conciencia de que en esto la actitud no puede ser siempre absolutamente optimista. Porque el día de mañana, si aumenta la cesantía a niveles mayores que los del promedio de los últimos años, por supuesto el Fondo será más exigido.



En tales condiciones, creo que el Parlamento hace muy bien en aprobar la propuesta que formuló el Ejecutivo a los fines de crear mejores condiciones para recibir los beneficios por concepto de cesantía, ampliando en plazo y monto, pero además aprobando disposiciones excepcionales para que goce del beneficio gente que hoy día está afectada por falta de trabajo a raíz de la catástrofe del norte. 



Por todas esas razones, la Comisión de Hacienda aprobó unánimemente la propuesta que hizo el Ejecutivo y la indicación que se formuló en esa instancia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, seré muy breve, a la luz de lo que explicó el Senador que me acaba de anteceder.



Solo quiero destacar dos cosas. 



Primero, que esta es una forma de utilizar -y fue lo central al menos en la Comisión de Hacienda- más racionalmente fondos destinados a enfrentar momentos difíciles vinculados con la cesantía. 



Uno puede especular sobre si este es el momento justo para hacer aquello porque puede venir o no una situación económica compleja, o si, simplemente, es una medida de perfeccionamiento per se. Eso es parte de la discusión. Pero a mí me parece oportuno, ante indicadores económicos que no son los mejores, estar actualizados respecto a lo que pueda suceder en el ámbito de la cesantía.



Lo medular a mi juicio, fuera del muy exiguo costo fiscal involucrado, es básicamente utilizar mejor lo que hay. Y este utilizar mejor lo que hay, más allá de algunas explicaciones, lo resumo en el sentido de que, en vez de dos veces en cinco años, se puedan girar diez pagos en cinco años. La diferencia podrá aparecer menor, pero no es tal, porque permite, en un mundo de mayor flexibilización laboral, tener también momentos diferentes en los cuales se haya de enfrentar el flagelo de la cesantía.



Si algo hemos aprendido todos es que al final no existe nada más indigno que la desocupación: afecta no solo al sustento, sino también a la confianza en sí mismo, a la familia, a la credibilidad.



Por tanto, me parece bien que, ante situaciones que se pueden producir -algunas serán de efectos internacionales; otras, de origen interno-, el país esté preparado para enfrentar el problema de manera más eficiente. 



Yo quiero dejar claro, señor Presidente, que había muchas alternativas. Incluso, en el Gobierno anterior se plantearon fórmulas como la de destinar parte de los recursos a jardines infantiles (me parecía bien inspirada).



Empero, al final hay que respetar las mayorías y lo que el Gobierno plantee en uso de sus facultades.



En todo caso, al menos aquí uno ve el ánimo de mejorar la estructura del funcionamiento de algo que en sí mismo es importante. 



Y lo segundo -es lo novedoso; y fue lo que se incorporó en la Comisión de Hacienda, obviamente por indicación del Ejecutivo- es un sistema para facilitarle a la gente de Atacama, de Antofagasta y de Taltal el acceso a los recursos en cuestión sin cumplir todos los requisitos que se exigen para un caso de cesantía -entre comillas- normal (la cesantía nunca puede calificarse de normal; pero es un hecho que puede ocurrir). 



Aquí se hace una comprensión en el sentido de que, si bien los requisitos para usar el subsidio de cesantía son exigentes, hay situaciones sobrevinientes -como la del terrible aluvión que afectó al norte- que motivan que trabajadores que en otras condiciones podrían tener una multiplicidad de alternativas se vean impedidos de acceder a ellas por razones absolutamente ajenas a su voluntad.



Esos son efectos indeseados. Y la que se propone es una norma que, si bien se incluye con carácter transitorio en la ley en proyecto, a mi juicio deberá tener una lógica un poco más permanente, porque Chile es un país que vive con problemas de la naturaleza: el invierno blanco en Coihaique hace algunos años; o la sequía persistente del norte; o las heladas de la Región del Maule; o los incendios en Los Lagos, en Los Ríos.



En nuestro país hay momentos en que la normalidad desde el punto de vista económico se ve afectada por fenómenos de la naturaleza, no de buenos o malos negocios, no de buenas o malas soluciones, no de buenos o malos empresarios, no de buenos o malos trabajadores.



Aquí suceden situaciones muy dramáticas.



Lo que se hizo en este caso -y me parece bien- fue decir: si ocurre esto -y lo planteé en la Comisión-, que sea claro que la última labor ha sido en la zona afectada y que los trabajadores puedan acceder en forma más fácil al subsidio y utilizar el beneficio de dos pagos adicionales que la ley contempla cuando se dan determinados requisitos de alza en la cesantía.



No hay un indicador de este último efecto. Lo que hay es uno demostrativo de un drama social que puede redundar en que ella sea alta. De alguna manera, se innova -es algo que puede ser interesante- en términos de entender que no es preciso esperar para hacer frente a las consecuencias, sino que es posible adelantar la acción a fin de poder funcionar en forma adecuada.



Quizás habrá que considerar una institucionalidad más permanente, porque lo sucedido en el norte -insisto- lamentablemente no es único y excluyente de esa zona. Probablemente va a ocurrir también en otros lugares. La verdad es que parece que todos los meses pasa algo. Vamos a tener que hacer un poco más normal, tal vez, la disposición excepcional en orden a que la gente siempre acceda al trabajo o al seguro en caso de sobrevenir situaciones completamente inesperadas.



Así que nos parece que se apunta en un sentido correcto. Creo que la indicación está llamada a dar una mayor permanencia al mecanismo en el tiempo. Y, por eso, nosotros hemos aprobado el proyecto. No me cabe duda de que en la discusión general y particular existirá unanimidad sobre el punto, lo que me parece adecuado.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, deseo comenzar por anunciar mi voto a favor de la iniciativa.



Estimo relevante que se pueda fortalecer el seguro de cesantía. Hoy día mismo estamos pasando por una situación económica de lento crecimiento y nadie garantiza que no vaya a aumentar la tasa de desocupación. Hasta ahora hemos registrado niveles importantes de empleabilidad, pero ninguno de nosotros puede asegurar que no habrá un incremento del desempleo sobre todo en el invierno.



Juzgo necesario que nos preocupemos de un cuadro semejante, porque claramente implica no solo la pérdida de ingresos, sino que también muchas veces se cae en una realidad de dificultades, de vulnerabilidad, de complejidad, o bien, las personas, por razones de sobrevivencia, aceptan cualquier empleo que ya es sin contrato o sin contrato indefinido y, por lo tanto, sin ningún tipo de protección. Y eso también es inquietante, porque consideramos que siempre debemos tender al empleo “decente”, como se dice.



Entonces, celebro que con el proyecto se mejoren los beneficios monetarios para los trabajadores, se aumenten los recursos necesarios y se dé más flexibilidad.



Quisiera centrarme, sin embargo -aprovechando que la señora Ministra se encuentra presente-, en un punto específico. Me alegro de que en el proyecto se haya contemplado una indicación que recoja un grado de adecuación para los trabajadores de la Región de Atacama, porque lo que deseaba consignar a la Sala es que nos encontramos en una situación de emergencia en la que hoy día mismo no es posible evaluar cuánta gente de allá ha perdido su empleo o no ha podido asistir a su lugar de trabajo.



Ojalá la titular de la Cartera me preste atención, porque ya he recibido denuncias de que algunos empresarios, por el hecho de haber transcurrido equis días en que la gente no se ha presentado, simplemente han procedido al despido. Creo que ello es absolutamente injustificado. Entiendo que un pequeño comerciante con cinco o diez empleados y que ya lleva diez días sin poder abrir esté proyectando que a lo mejor no le será posible seguir con esas personas; pero es muy distinto el caso -deseo que la Dirección del Trabajo y el Ministerio lo tomen en serio, por favor- de empleadores que sencillamente han exonerado a quienes llevan ya siete u ocho días sin concurrir al trabajo.



No cabe pensar, tratándose de la Tercera Región, que un trabajador en una condición extrema puede simplemente asistir a su labor como en la vida normal, en circunstancias -el Senador señor Prokurica sabe muy bien cómo es la situación y cómo se ha vivido- de que prácticamente no se puede transitar. Esto último ha mejorado un poco, pero, durante días de días, fue imposible llevarlo a cabo. Las personas han enfrentado el barro en sus casas e incluso la pérdida de sus automóviles, y prácticamente no ha funcionado la locomoción colectiva y muy poco los taxis.



O sea, la emergencia es de tal magnitud que lo que quiero hacer presente a la Sala es la necesidad de una particular consideración, no solo en cuanto a la flexibilidad de que sean ocho y no doce las cuotas para acceder al seguro de cesantía, sino a que no se puede despedir por la no presentación al trabajo.



Además, el Ministerio del ramo, junto al de Economía, evidentemente tienen que ir viendo, como parte del enfrentamiento del problema, la forma de regularizar mucho de las pymes y del pequeño comercio, que dan empleo, pero que hasta ahora no han podido funcionar, no solo porque no ha sido posible transitar, sino también porque no se ha contado con los servicios básicos.



¿De qué manera puede atender un pequeño restaurante que carece de agua, de modo que no reúne las condiciones sanitarias y no se pueden usar los baños?



¿Cómo puede abrir un comercio si ni siquiera dispone de abastecimiento?



Y así, sucesivamente.



No sé si todos somos conscientes del asunto, pero llevamos casi diez días en una situación de desastre total, en la que no hay ninguna “normalidad”, particularmente en lo referente al empleo.



Entonces, se han hecho proyecciones -creo que mañana vamos a tener la oportunidad de ver cifras más redondeadas- sobre la base de que han paralizado el comercio, restaurantes, el retail, e incluso trabajos mineros, como en El Salvador, por falta de agua.



La gran interrogante -y termino-…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Dispone de un minuto para concluir, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Solo le pido a la señora Ministra poner especial atención en el caso del trabajo. Sé que viaja mañana. Le solicito, por favor, observar la situación que está afectando a nuestros trabajadores.


Y creo que corresponde hacer un llamado de atención al respecto, porque es tremendo, aparte de todo lo que ha pasado, que la gente además quede cesante, que no tenga cómo normalizar su vida y que no pueda ni siquiera acceder al seguro.



Muchas gracias.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el seguro de cesantía o de desempleo fue aprobado y establecido en Chile, por ley, en el año 2001, y creo que ha sido un muy buen instrumento para resolver los problemas de quienes, por la forma como se estructura nuestro mercado laboral, no tienen trabajo durante un período.



No se supone que el propósito del mecanismo sea permitir que una persona permanezca indefinidamente en esa situación, sino que más bien es un apoyo durante el lapso de búsqueda de empleo, por lo que se halla acotado y va disminuyendo en la medida en que van pasando los meses, como una manera de poner un mayor incentivo.



Ahora, el seguro ha logrado acumular recursos bastante importantes durante todos estos años. El fondo excede los 8 mil 183 millones de dólares. Es decir, ha sido bastante exitoso en la recaudación. Sin embargo, no ha sido enteramente utilizado. Y esta es una de las cuestiones que la iniciativa de alguna forma aborda.



En la Comisión le pregunté a la señora Ministra del Trabajo la razón de lo anterior, en circunstancias de que el instrumento se encuentra llamado a resolver los problemas de quienes se hallan cesantes durante un tiempo. Y la verdad es que no hay una explicación muy completa.



Uno de los antecedentes es el desconocimiento al respecto entre los propios trabajadores.



También tienen que ver las limitaciones del sistema, las oportunidades en que se puede aprovechar, y otras cuestiones que el proyecto precisamente busca resolver.



Si se analiza el texto -ello ya se ha explicado, de modo que lo señalaré muy someramente-, se observa un importante cambio en los beneficios contemplados en la cuenta individual.



La iniciativa se originó en una propuesta de la anterior Administración, encabezada por el Presidente Sebastián Piñera, pero se corrigió durante la actual. Y eso ha sido muy importante. Porque el primer articulado buscaba mejorar el porcentaje promedio de las remuneraciones que se percibirían durante los distintos períodos de cesantía, y si bien el texto aprobado por la Cámara de Diputados, que incluye la indicación de este Gobierno, mantiene los incrementos planteados en el original respecto de los primeros meses, mejora el porcentaje de los últimos. Eso me parece realista, porque corresponde más bien al tiempo promedio en que las personas se encuentran sin trabajo.



En cuanto al Fondo de Cesantía Solidario, una de las limitaciones encontradas para su mayor uso radica en que la ley permite su utilización por dos veces en un período de cinco años. El texto aprobado por la Cámara posibilita que en el mismo período se realicen diez pagos, lo cual efectivamente significará una mayor ayuda.



Finalmente, respecto de las ventajas del Fondo en el caso de los trabajadores con contrato indefinido, se aumentan el número de cuotas que se pueden cobrar, los porcentajes del beneficio con relación a las últimas remuneraciones y los límites superiores e inferiores del subsidio.



Todo lo anterior hace que el incentivo cumpla los objetivos que se propuso el legislador y que se corrijan, en cierto sentido, las deficiencias que han limitado su uso. Pero queda pendiente algo que la propia Ministra del Trabajo señalaba en la Comisión: la necesidad de una mayor información a los usuarios.



En el mismo orden de ideas, uno de los aspectos presentes en el debate -lo planteó el Honorable señor Letelier- es la cobertura de las administradoras de Fondos de Cesantía a lo largo del territorio nacional. Según nos explicaron, hay 51 oficinas, correspondientes a las 54 provincias, las que no se encuentran todas cubiertas, porque en ciudades como Santiago hay más de una sucursal. Luego, cuando un trabajador se encuentra cesante, enfrenta una dificultad adicional para hacer los trámites -como sabemos, siempre son engorrosos- si su provincia no cuenta con una de esas dependencias.


Por consiguiente, aparte de la mayor información requerida, creo que asegurar la presencia de más sucursales en todo el territorio ayudaría al éxito del mecanismo.



Votaré a favor, porque este buen proyecto lo merece.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, la iniciativa que perfecciona el seguro de cesantía forma parte de la agenda legislativa impulsada por la Presidenta Michelle Bachelet para mejorar las condiciones laborales y de vida de los trabajadores de nuestro país, materia esta última sobre la cual en el Congreso hemos legislado abundantemente. El año pasado la Comisión de Trabajo despachó diez proyectos que se transformaron en leyes. Como lo han mencionado los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, la normativa en estudio es de la máxima importancia en esa misma línea.



El proyecto en análisis presenta un componente principal, que es la modificación del seguro de cesantía tras una evaluación de su aplicación durante diez años. Ello origina la corrección a que ha hecho referencia el Senador señor Letelier.



Como ya se mencionó, el Ejecutivo introdujo en la Comisión de Hacienda una indicación que facilita la obtención del beneficio o lo extiende en el caso de trabajadores de la Región de Atacama y de las comunas de Antofagasta y Taltal, quienes fueron lamentablemente afectados por las inundaciones recientes. Al haber sido ello debatido en dicho órgano técnico, no conozco los criterios aplicados para definir que solo esas zonas se vieran favorecidas con la flexibilización de requisitos. Lo señalo porque la Región de Coquimbo ha enfrentado una situación grave en las comunas de Río Hurtado, de La Higuera y particularmente de Vicuña.


Me preocupa que la medida quede con un carácter puntual para cierta área y no como algo que se extendería permanentemente ante una catástrofe, factor que, como lo han expuesto varios colegas, ha pasado a ser un componente esencial de la vida del país, de modo que tiene que ser un elemento, por cierto, en la definición de políticas, de marcos legislativos, etcétera. Ello resulta ahora muy circunscrito a la realidad que viven las zonas mencionadas en primer término, a las que felicito y saludo, pero manifiesto mi preocupación -repito- al respecto.



En la evaluación a que hice referencia se constató, como lo ha mencionado recién el Honorable señor Larraín, que los resultados financieros del seguro muestran que los montos acumulados en las cuentas individuales y en el Fondo de Cesantía Solidario alcanzan niveles importantes, exhibiendo altas tasas de crecimiento anual y un uso de los recursos notoriamente inferior al volumen de ingresos. A partir de lo anterior, se ha concluido que es posible aumentar los beneficios con cargo a estos últimos, sin comprometer la solvencia ni la viabilidad del seguro.



Por tal razón, en lo que respecta a las disposiciones puntuales, resulta muy importante el incremento en los beneficios financiados con cargo a la cuenta individual de cesantía, que ven elevarse el porcentaje de remuneraciones en todos los giros, tal como fue expuesto por el Presidente de la Comisión de Trabajo.



En cuanto al Fondo, destaco que se va a permitir que los trabajadores reciban hasta diez pagos en un plazo de cinco años, en lugar de hasta dos veces en el mismo período, como se dispone actualmente.



También se incorporan importantes mejoramientos en los beneficios del Fondo, según el tipo de contrato.



Para los trabajadores con contrato indefinido, se eleva el porcentaje promedio de remuneraciones y los topes.



Para los trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena, se eleva el porcentaje promedio de remuneraciones considerado para los giros. Asimismo, se incorpora un tercer giro, equivalente al 35 por ciento del promedio de las remuneraciones devengadas en los últimos doce meses.



Otro aspecto relevante de las modificaciones propuestas consiste en financiar un aporte equivalente al 10 por ciento de las prestaciones destinado a la respectiva cuenta de capitalización individual obligatoria para pensiones, durante los meses en que el trabajador opte por el Fondo de Cesantía Solidario, procurando mantener así la continuidad del ahorro previsional del trabajador pese a vivirse una situación de desempleo.



Por último, se fortalecen los servicios de información e intermediación laboral, para apoyar a los trabajadores cesantes en la búsqueda de empleo, y se amplía el acceso de todos ellos…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señora Senadora.


Tiene un minuto adicional.

La señora MUÑOZ.- Gracias, señor Presidente.



Expresaba que se extendía el acceso a todos los trabajadores cesantes a la Bolsa Nacional de Empleo y se perfeccionan los requisitos y medios de verificación para garantizar que efectivamente buscan una ocupación.



Señor Presidente, Honorables colegas, creo que el proyecto en análisis recoge un clamor de los trabajadores, quienes permanentemente nos indican que pese a que el seguro constituye un avance en comparación con la situación anterior, de absoluta precariedad, sus prestaciones resultan insuficientes tanto en monto como en duración. Ello, especialmente considerando la realidad actual del mercado laboral, caracterizado por una gran rotación en los empleos.



Llamo a aprobar el proyecto y voto afirmativamente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional nos pronunciaremos a favor, ya que el mejoramiento que se hace del seguro de cesantía es muy sustantivo, tal como se ha dicho, fruto de que la suma de los fondos para financiarlo -el de Cesantía Solidario y las Cuentas Individuales por Cesantía- alcanzan alrededor de 8 mil millones de dólares, cifra muy significativa que muestra cómo se ha cumplido con el pago de las cotizaciones desde el momento de su creación.



El aumento es realmente sustantivo. Por ejemplo, respecto del límite superior del promedio de remuneraciones, el subsidio se va a incrementar, el primer mes, de 247.583 a 525 mil pesos; el segundo, de 222.825 a 412.500 pesos; el tercero, de 198.066 a 337.500 pesos; el cuarto, de 173.308 a 262.500 pesos, y el quinto, de 148.550 a 225 mil pesos.



Lo anterior apunta, precisamente, a que no queden desamparados trabajadores que se desempeñan como técnicos o bien tienen mayor calificación y que, como perciben remuneraciones más altas, cotizan por montos mayores, por lo que cuando se ven afectados por el desempleo o la cesantía obtienen un subsidio bastante menor al promedio de sus últimas doce remuneraciones.



Pienso que estamos ante un buen proyecto, en el sentido de que mejora sustantivamente el seguro de cesantía, beneficio del cual ojalá nunca se hiciera uso, pero que constituye una buena herramienta cuando, por las condiciones económicas o laborales, algún trabajador se ve en la penosa circunstancia de encontrarse sin empleo.



Esta iniciativa, que se viene tramitando desde hace ya algún tiempo, tuvo su origen en un mensaje del Presidente Sebastián Piñera -los montos que señalé, en lo grueso, corresponden al texto original- y llega en un momento especialmente importante para la situación laboral.



Llamo la atención en cuanto a que el informe del INE sobre empleo del último trimestre móvil que conocemos (diciembre 2014-febrero 2015) muestra una lamentable disminución en la fuerza de trabajo, pues ahí figuran 17 mil personas menos que en el trimestre anterior (noviembre 2014-enero 2015). Además, se perdieron 12.200 empleos. De 8.003.050 pasamos a 7.990.850. Y, si bien es cierto que el número de desocupados bajó respecto del trimestre inmediatamente anterior, ello más bien fue fruto de la disminución en la fuerza de trabajo.



Ahora, si uno se remonta más atrás, al trimestre móvil octubre 2014-diciembre 2014, la situación se torna incluso un poco más grave.



Nuestra economía pierde capacidad para crear empleos, y, como los trabajadores se dan cuenta de ello, salen en menor cantidad a buscar ocupación, razón por la cual disminuye la fuerza de trabajo.



Ninguna de las dos noticias son buenas, ya que no dan cuenta de estar frente a una situación de empleo dinámico y vigoroso -todos quisiéramos que así fuera-, lo cual evitaría al máximo el desempleo.



En consecuencia, señor Presidente, este mejoramiento del seguro de cesantía no solo me parece altamente beneficioso, sino que se realiza en una oportunidad muy precisa.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es innegable el valor, la importancia, del seguro de cesantía. No hay peor situación que la de un desempleado, porque se afecta no solo su condición personal, sino también la familiar. Múltiples estudios arrojan como resultado que los mayores cuadros de depresión, de tendencia al suicidio y de menosprecio al valer personal se dan en el marco de la cesantía, donde la persona se siente inútil, despreciada, marginada.



Es evidente que este es un tema vital para el trabajador, a quien deben asegurársele condiciones mínimas hasta que vuelva a encontrar otro empleo. 



Este proyecto de ley aumenta el promedio de remuneraciones para todos los giros que se realicen con cargo a la Cuenta Individual por Cesantía entre el primero y el séptimo mes. También establece que el trabajador cesante podrá percibir hasta diez pagos en un período de 5 años, financiados con cargo al Fondo de Cesantía Solidario. Y, además, incrementa los topes mínimos y máximos de entrega del seguro de cesantía para los trabajadores con contrato indefinido o a plazo fijo o por obra o faena.



Si bien todo lo señalado en el informe es muy importante, señor Presidente, la Ministra Javiera Blanco ha reiterado en varias oportunidades que se ha detectado una baja utilización de ambos mecanismos, que son gestionados por la Administradora de Fondos de Cesantía. En lo que respecta al Fondo de Cesantía Solidario, se ha usado cerca del 13 por ciento del total de los dineros disponibles. Y, en el caso de las Cuentas Individuales por Cesantía, el porcentaje alcanza un promedio de 33 por ciento.



Por lo tanto, los recursos existentes en ambos fondos, como señala el informe, alcanzan a ¡7 mil millones de dólares, que no han sido tocados!



Por consiguiente, esta iniciativa pretende incrementar los beneficios que contempla el seguro de cesantía respecto de las Cuentas Individuales por Cesantía y el Fondo de Cesantía Solidario mediante el aumento que resulta de comparar el monto del beneficio, el promedio de la remuneración de los últimos seis a doce meses y los topes máximos que operan para el referido Fondo.



También propone, respecto de los contratos a plazo fijo, elevar el número de veces en que se podrán retirar los fondos y perfeccionar el funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo.



Está claro que el proyecto está bien orientado, que constituye una urgente necesidad y que difícilmente puede ser rechazado. Por el contrario, hay que aprobarlo y trabajar para que la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía siga revisando los aspectos que aún no alcanzan consenso y que requieren mayor debate.



Por consiguiente, lo votaré a favor.



Sin embargo, quiero plantear dos observaciones.



En primer término, se señala que la administración de la Bolsa Nacional de Empleo se adjudicará por licitación pública.



Sobre el particular, quiero llamar la atención sobre instituciones que hemos cuestionado porque han funcionado en contra de los intereses de los trabajadores: las administradoras de fondos de pensiones.



Aprobamos una ley cuya idea central era dar protección a los trabajadores independientes obligándolos a cotizar. ¿Y a quiénes les entregamos estos millones de trabajadores, que no tienen otra opción y se hallan secuestrados por el sistema? A las AFP, organizaciones que -repito- están cuestionadas, que requieren una profunda revisión y, por cierto, un inmenso cambio.



Lo he dicho en esta Sala de manera reiterada: ¡No más AFP! 



Se trata de un sistema que está creando una deuda pública, ya que el 60 por ciento de las pensiones que se entregan van con el seguro público, el seguro fiscal, el seguro estatal. O sea, no se está cumpliendo la vieja promesa de los años ochenta, cuando se dijo que contaríamos con un sistema de administración de fondos de pensiones que liberaría de esta pesada carga al Estado. Por el contrario, a este se le traspasó el peso y, por cierto, los ingresos de las AFP no disminuyeron.



Por lo tanto, no me parece adecuado que estas entidades puedan participar en la licitación.



Tras preguntarles al Subsecretario y a la señora Ministra del Trabajo por qué el Estado no se hace cargo de la administración de la Bolsa Nacional de Empleo, me señalaron algo muy cierto: que no existen las condiciones para ello, pues se trata de un volumen que no puede sostener el Ministerio.



De este modo, un fondo que debe estar al servicio de los trabajadores, que puede aportar a la solución de un grave problema como el desempleo, corre el riesgo de caer en manos de las AFP.



Se ha pedido votación unánime y en paquete.



Yo espero que aquello sea parte de un debate próximo, necesario y urgente en la Comisión de Usuarios, porque, con esta fórmula de licitar y de agregarles un negocio más, pareciera que fortalecemos a las AFP y que, “en agradecimiento a los servicios prestados”, las premiamos, cuando lo que debiéramos hacer es terminar con el sistema.



Otra situación que se está debatiendo en la Comisión de Usuarios es la que se produce en los contratos indefinidos y a plazo fijo respecto de los descuentos para la indemnización por años de servicios. Cuando son a plazo fijo, el 3 por ciento que le corresponde al empleador y del cual el 2,8 va a la Cuenta Individual por Cesantía puede ser cargado a las indemnizaciones. En el caso de los contratos indefinidos, dicho porcentaje es de 1,6. O sea, se les devuelve plata que en justo derecho debiera ser del trabajador. ¡Y las indemnizaciones por años de servicio no se debieran tocar!



Por las razones expuestas, señor Presidente, voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como expresó en su momento el Senador Larraín, nosotros vamos a votar favorablemente este proyecto, porque creemos que perfecciona en forma adecuada el seguro de cesantía, instrumento que ha funcionado de manera apropiada. 



Considerando los fondos que hoy existen, es posible aumentar significativamente los recursos que se ponen a disposición de los trabajadores para cuando ellos pierden el empleo, a través de las distintas disposiciones que conforman la iniciativa que tenemos sobre nuestros escritorios.



Más de un señor Senador ha vinculado este instrumento con el drama que viven en el norte de Chile miles y miles de personas que a lo mejor están en riesgo  de perder su empleo o que no pueden llegar a su lugar de trabajo. La pregunta es si es posible llevar el seguro de cesantía a una situación de catástrofe o de fuerza mayor como la que afecta a nuestros compatriotas de la Segunda y la Tercera Región y a algunos de la Cuarta.



En mi opinión, debería haber una normativa distinta que regulara las situaciones de catástrofe, cualesquiera que estas fueran: aluviones, terremotos e incluso incendios. 



El artículo 28 establece con mucha claridad cuándo un trabajador puede perder el beneficio: cuando no busca de manera efectiva un empleo. Y a continuación señala: “Para los efectos del inciso anterior, serán consideradas como causas justificadas del beneficiario, causas de similar entidad”, y menciona algunas excepciones, como padecer alguna enfermedad o discapacidad que le impida desarrollar el empleo; residir en una localidad distante del lugar donde se realice la entrevista; el empleo ofrecido no guarda relación con las habilidades o destrezas del empleo anterior; el empleo ofrecido no le permita percibir una remuneración igual o superior al 50 por ciento de la última devengada. Es decir, enuncia una serie de condiciones o características que no tienen nada que ver -me imagino, y lo hablaba con el Senador Prokurica- con la situación de un trabajador ubicado en Vallenar, Chañaral o Copiapó.



Por lo tanto, estando presente la señora Ministra y habiéndose informado que ella visitará esa zona el día de mañana, creo que el Gobierno debe pensar en un instrumento distinto del seguro de cesantía. Este opera -entre comillas- en la normalidad, cuando el trabajador pierde el empleo pero puede capacitarse, buscar otra ocupación; cuando tiene alternativas. Y me parece que la situación que se vive en algunas comunas de la Tercera Región no le permite a un trabajador ninguna de estas cosas. Lo mismo vale para el terremoto del 27 de febrero, que afectó particularmente las zonas costeras de la Séptima y Octava Regiones. Ahí a un trabajador no se le podría exigir ninguna de las conductas a las que se refiere el artículo 28. 



Por ende, se requiere una normativa absolutamente distinta, excepcional, ante una contingencia del mismo carácter.



Mirando solo el artículo 28 de la ley, que es modificado por el proyecto que estamos votando, no hay duda de que resulta muy difícil o casi imposible calzar la normativa del seguro de cesantía con la realidad que están viviendo hoy los habitantes de las comunas de la Tercera y Cuarta Regiones.



Dicho todo lo anterior, señor Presidente, creo que este subsidio, al perfeccionarse y destinar mayores recursos a los trabajadores que se ven en la necesidad de usarlo, va en el camino de ayudarlos en un momento extraordinariamente difícil, de dificultad, cuando la persona pierde el empleo y, por lo tanto, sus ingresos.



Por tal razón, votaremos favorablemente la iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, las exposiciones de los Honorables colegas que me han antecedido en el uso de la palabra han sido lo suficientemente completas respecto de las ventajas de este proyecto que hoy día estamos aprobando, por lo que no resulta necesario insistir en ellas.



Claramente, se observa una mejora en el funcionamiento del sistema del seguro de cesantía y, por cierto, un mejor aprovechamiento de los fondos a partir de los cuales él opera.



Además, me parece correcto que se incorporen circunstancias especiales como las que afectan a los trabajadores de la zona norte, aquejados por acontecimientos que todos conocemos.



Yo, simplemente, junto con anunciar que vamos a votar a favor del proyecto, quiero dejar constancia de la corrección del procedimiento con que este ha sido tramitado. Este es un texto donde desde el inicio se tomó en cuenta la opinión de todos los actores, incluida, ciertamente, la de la Comisión de Usuarios. Por lo mismo, la presentación que se formuló ha concitado completa unanimidad, tanto en la Comisión de Trabajo como en la de Hacienda.



Creo que esta forma de llevar adelante las iniciativas legales, escuchando anticipadamente a todos los actores relevantes que tienen algo que aportar, generando un contenido consensuado y, posteriormente, estando abiertos a posibles perfeccionamientos, marca un hito en el modo como debe avanzarse en estas materias, de extraordinaria importancia para el funcionamiento de cualquier sistema económico.



Ningún sistema económico puede ser insensible frente a los graves dramas que acarrean los fenómenos de cesantía. Por lo mismo, continuar perfeccionando este y otros mecanismos debe ser algo que esté a la orden del día. Me parece que la forma en que se ha procedido en esta oportunidad es alentadora en términos de alcanzar buenos resultados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, voy a tratar de ser breve porque creo que hay bastante consenso en la aprobación de la normativa en estudio.



En más de una ocasión se ha dicho en foros sobre temas laborales, incluidos debates previsionales, que el mercado laboral chileno adolece de dos falencias estructurales: una, que el empleo es inestable, y dos, que es mal remunerado, en promedio. Por consiguiente, en el largo plazo los trabajadores tienen, en general, poca capacidad de acumulación de recursos para la jubilación.



Por lo tanto, atacar el problema de la cesantía, permitiendo que los trabajadores tengan algún tipo de ingreso y además algún tipo de aporte para sus futuras pensiones, significaría comenzar a corregir una de las mayores debilidades del modelo previsional chileno. En ese sentido, la idea de un seguro de cesantía de mayor cuantía contribuiría a abrir tal posibilidad. 



En segundo lugar, se protege también a otros trabajadores que de pronto quedan sin estos beneficios. Existe una ampliación hacia quienes se hallan contratados a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado. Esto se debe a la vulnerabilidad del mercado laboral chileno, que presenta una fuerte tendencia al trabajo precario, que no ofrece todos los derechos y garantías de un empleo estable. 



Asimismo, se incrementan los beneficios adicionales, principalmente si los períodos de cesantía se alargan en el tiempo. No olvidemos que cuando se producen crisis económicas -y estamos pasando por momentos, si no de crisis, por lo menos de dificultades- los ciclos de desempleo se prolongan. Por consiguiente, considerar un mayor beneficio para situaciones de fuerza mayor no atribuibles al trabajador también parece bastante razonable.



Por esas y otras razones, el proyecto tiene mi aprobación, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (36 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se hace presente la intención de voto favorable del Senador señor Chahuán.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA NO DILACIÓN INJUSTIFICADA DE AUDIENCIAS EN JUICIO PENAL
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, originado en moción de los Senadores señores Espina y García, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.152-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Espina y García):



En primer trámite, sesión 66ª, en 30 de octubre de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es introducir modificaciones al Código Procesal Penal con la finalidad de evitar la dilación injustificada de las audiencias en los juicios de ese carácter.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento hace presente que la iniciativa, no obstante constar de artículo único, fue discutida solamente en general, de manera de poder hacerle los ajustes y perfeccionamientos pertinentes mediante las indicaciones que se formulen durante la fase del debate en particular.



La Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Hernán Larraín.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del informe.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general el proyecto.

El señor GIRARDI.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en acceder a lo solicitado?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, el proyecto en estudio se inició en una moción de los Senadores señores Espina y García, y su objetivo central es introducir modificaciones al Código Procesal Penal destinadas a evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal.



Cabe recordar que, tal como lo señalan los autores de la moción, la Constitución Política asegura a todas las personas, en su artículo 19, N° 3°, “La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos”.



Ese principio se refleja en un conjunto de garantías para las personas, como el derecho efectivo a la defensa jurídica, en virtud del cual corresponde al legislador arbitrar los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos, mediante el aseguramiento de que “Toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley”.


Nuestro Código Procesal Penal desarrolla en detalle esa garantía constitucional a través de un conjunto de preceptos, que también se armonizan con el Pacto de San José de Costa Rica sobre Derechos Humanos, cuyo artículo 8°, letra d), consagra efectivamente como garantía judicial mínima de toda persona el “derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección”.


Evidentemente, señor Presidente, este marco normativo y ético impone también la obligación de no realizar, en ningún caso, un aprovechamiento ilegítimo de los citados derechos y garantías, lo que en el ámbito procesal penal significa que los procedimientos judiciales no deben sufrir dilaciones indebidas provocadas por subterfugios, acciones u omisiones destinados a debilitar la acción de la justicia y, de esta manera, obtener la impunidad.



La moción da cuenta de que, pese a lo anterior, en la práctica se constatan diversas fórmulas destinadas a provocar demoras en el juicio penal y a impedir u obstaculizar la persecución que debe llevar adelante el Ministerio Público. Se trata de casos en que injustificadamente se produce el abandono de la defensa o la ausencia del defensor, con la consecuente suspensión de la respectiva audiencia, el correspondiente retardo para toda la secuencia de la acción penal y las inevitables pérdidas de tiempo y de recursos que ello provoca.



El proyecto en estudio busca, entonces, evitar lo anterior, mediante la introducción de dos preceptos al Código Procesal Penal: al artículo 10, que forma parte de los principios básicos del procedimiento penal y que regula la cautela de las garantías del imputado, y al artículo 269, referido a la comparecencia del fiscal y del defensor en la audiencia de preparación del juicio oral.



En lo medular, las enmiendas a la primera de estas disposiciones se orientan a evitar que cuando se produzca una afectación sustancial a los derechos del imputado, debido a una acción u omisión directa o indirecta de aquel o de su abogado defensor, se suspenda el respectivo procedimiento penal.



Por su parte, las modificaciones al artículo 269 del mismo Código disponen que, cuando no comparezca el defensor a la ya citada audiencia, el tribunal designará a otro de oficio, quien deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio. Se agrega que lo anterior será sin perjuicio de que el imputado designe a otro abogado defensor particular, quien actuará conjuntamente con el defensor público.



La Comisión, señor Presidente, escuchó a diversas instituciones directamente involucradas en las reglas en estudio; esto es, al Ministerio Público, en la persona de la Fiscal Nacional subrogante, señora Solange Huerta, y a la Defensoría Penal Pública, representada por el Defensor Nacional, señor Andrés Mahnke.



Con ellos hubo oportunidad de examinar los objetivos del proyecto, respecto a los cuales se registró un claro apoyo.


En ese análisis, no obstante, se precisó que las dilaciones debidas a acciones u omisiones del propio imputado o de su abogado defensor no son numerosas y que incluso podrían considerarse excepcionales.


Sin embargo, se constató que hay notorios juicios en que estos subterfugios se producen en forma sistemática y deliberada, que configuran verdaderas estrategias procesales para debilitar la administración de justicia. Se trata de casos relacionados con el narcotráfico y los delitos terroristas, algunos de los cuales representan 20 o más suspensiones de audiencias, con el consecuente perjuicio para las víctimas, los testigos, los peritos u otros intervinientes y, en el fondo, para el sistema procesal penal en su integridad.



Revisadas las fórmulas propuestas por el proyecto, se sugirieron diversos ajustes y perfeccionamientos. Estos se orientan, entre otros aspectos, a preservar los estándares éticos que deben guiar la actuación de los profesionales involucrados en el juicio penal, a resguardar el derecho del imputado a designar un defensor de su confianza, a la conveniencia de observar un mayor rigor en la aplicación de las sanciones que el ordenamiento procesal penal ya consagra frente a estas situaciones y a la pertinencia de revisar otras disposiciones del Código Procesal Penal vinculadas con el asunto en estudio, de manera de ajustarlas en forma sistemática.



Por ello, aun cuando la iniciativa es de artículo único, fue aprobada solamente en general, de modo de permitir la elaboración de indicaciones que recojan todas y cada una de las observaciones formuladas en la Comisión, y que puedan satisfacer las inquietudes presentadas por los invitados a ella.



Igualmente, señor Presidente, debo señalar que la idea de legislar se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, Honorables señores Araya, Espina, Hernán Larraín y el Senador que habla, quienes recomendamos a esta Sala proceder de la misma manera.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el proyecto busca evitar que procesos judiciales se eternicen por la vía de la denominada dilación injustificada de las audiencias. Es decir, solicitar que la audiencia se postergue una, dos, tres o muchas veces.



El artículo 10 del Código Procesal Penal establece una cautela de garantías. Esto significa que “En cualquiera etapa del proceso en que el juez de garantía estimare que el imputado no está en condiciones de ejercer los derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución Política, en las leyes o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, adoptará, de oficio o a petición de parte, las medidas necesarias para permitir dicho ejercicio”.



Ese precepto legal, que obviamente fue redactado con la mejor disposición para buscar siempre la cautela de las garantías constitucionales, lamentablemente genera situaciones de vicio y de abuso: que se pida, una y otra vez, la postergación de la audiencia con el propósito de evitar una sentencia e impedir que el tribunal se pueda pronunciar.



Por eso, en la presente iniciativa simplemente se agrega un nuevo inciso en el cual se dispone que “no habrá lugar a la suspensión del procedimiento cuando la afectación sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor”. 



Lo anterior obedece a que otro vicio, otro abuso al que se recurre frecuentemente es cambiar el abogado defensor, quien normalmente -no siempre, pero muchas veces- es un profesional de la Defensoría Penal Pública, para, por esa vía, dilatar los procesos e impedir el pronunciamiento de los tribunales respectivos.



Nosotros hemos visto en la Región de La Araucanía, en diversos procesos relacionados con la violencia rural -y mañana  analizaremos en una sesión especial la situación que se vive en varias regiones del sur-, cómo estos abusos, cómo estas dilaciones, cómo estos vicios se reiteran con tal frecuencia que impiden que se haga justicia.



Por eso, llamo a mis colegas a que votemos favorablemente la idea de legislar. 



Este es un proyecto bien concebido, bien hecho; es una iniciativa prudente que busca terminar con los abusos y los vicios en los procedimientos penales, de manera de garantizar siempre el fiel y más estricto apego al Estado de Derecho, velando por que los tribunales encargados de pronunciarse acerca de la situación de los imputados puedan hacerlo oportunamente.



Creo que cuando la justicia no es oportuna no es completa y, por tanto, incorporar en nuestro Código Procesal Penal normas que faciliten el cumplimiento final -esto es, que los tribunales puedan pronunciarse y hacer justicia- es un propósito que toda la Sala debiera respaldar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve porque los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra explicaron con gran lucidez el sentido y el contenido del proyecto (respaldado, por lo demás, por la Fiscalía Nacional): evitar -como se dijo- que los juicios se dilaten tanto en perjuicio del imputado como de la víctima, y que en la práctica no se administre justicia a tiempo.



Como expresó el Senador García con toda razón, la justicia no solo tiene que aplicarse con respeto al debido proceso, a la posibilidad de rendir pruebas, sino que además debe operar con un sentido de inmediatez, esto es, fallar en el plazo más breve posible para evitar que los testigos posteriormente desaparezcan o no quieran acudir a declarar. Esto se ha hecho una práctica -ya se expresó- en causas y juicios que se llevan en la Novena Región con víctimas mapuches y no mapuches -no hago discriminación alguna- y, sobre todo, en casos de narcotráfico, tal como indicó la fiscal Solange Huerta.



Se fijará un plazo para la presentación de indicaciones -ojalá sea muy breve, pues involucra un problema que afecta la administración de justicia-, y nosotros nos comprometimos a incorporar una indicación, que será propuesta por el Ministerio Público -además, por supuesto, de las que formulen los señores Senadores-, con el propósito de perfeccionar el texto de la iniciativa. Ello porque, a la luz de lo que observamos en el debate -así se deja constancia en el informe de la Comisión-, se precisan mejoramientos.



En consecuencia, dado que nos encontramos en la discusión general, queremos que se apruebe la idea de legislar para recoger todas las indicaciones que perfeccionen el proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría, entiendo que usted debe volver a la Comisión de Gobierno, que está analizando una iniciativa muy importante sobre probidad en la función pública.

El señor ESPINA.- Así es, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos favorables).



Votaron las señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Ignacio Walker y Patricio Walker.
El señor ESPINA.- ¿Es posible fijar plazo para presentar indicaciones, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En este momento no tenemos quórum para ello, Su Señoría. Lo haremos mañana.

El señor ESPINA.- Okay.
MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.



Salud (nuevo): sesión 21, en 8 de mayo de 2013.



Agricultura y Salud, unidas (segundo): sesión 6ª, en 7 de abril de 2014.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 42ª, en 30 de julio de 2013 (el aplazamiento de la votación se retira en sesión 2ª, en 18 de marzo de 2014); 2ª, en 18 de marzo de 2014 (se aplaza la votación); 4ª, en 1 de abril de 2014 (se aprueba en general).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1 de abril de 2014.



Las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4º y 5º permanentes y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general.



Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión o votación.



--Se aprueban, reglamentariamente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Por su parte, la letra a) del número 5 -pasó a ser 6- del artículo 3º del proyecto, que no fue objeto de enmiendas en el segundo informe, requiere para su aprobación 22 votos favorables, por tratarse de una norma de rango orgánico constitucional.



Las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud realizaron diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general. Algunas de ellas fueron acordadas por unanimidad mientras que otras solo fueron acogidas por mayoría de votos, por lo que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



Entre las modificaciones acordadas por mayoría, se encuentra la recaída en un nuevo número 4 que se incorpora al artículo 3º, la cual debe aprobarse con quórum orgánico constitucional.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de las Comisiones unidas a su respecto o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que transcribe las modificaciones introducidas por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, y el texto que resultaría de ser ellas aprobadas.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos en un día -yo diría- histórico. 



Han pasado nueve años desde que presentamos en la Cámara de Diputados este proyecto de ley, que logró fusionar cuatro iniciativas -soy coautor de tres de ellas-, cuyo propósito es establecer una nueva regulación para el etiquetado de bebidas alcohólicas. 



Esta propuesta legislativa ha demorado largo tiempo en su tramitación. En el Senado, fue despachada por la Comisión de Salud en general y luego se pidió que fuera discutida en particular por las Comisiones de Salud y Agricultura, unidas. Durante este último trámite, dichos órganos fueron presididos por el Senador señor Moreira, quien empujó el proyecto para sacarlo adelante. 



Durante ese debate escuchamos la opinión de diversas organizaciones sobre prevención del consumo de alcohol y drogas, y contamos permanentemente con la participación de representantes de los Ministerios de Agricultura y de Salud.



Quiero mencionar que la iniciativa en estudio tiene una particularidad: por primera vez en la historia legislativa del país un proyecto de ley fue considerado “Reglamento Técnico”, según las normas de la Organización Mundial del Comercio. Ante ello, se abrió una notificación formal y una consulta internacional para determinar si alguna disposición del texto propuesto constituye un obstáculo técnico al comercio. 



Se generaron las instancias para la consulta mencionada, lo que fue tomado en consideración por el Presidente de la Comisión, Senador Moreira, quien condujo el debate en forma ejemplar y permitió sacar adelante la iniciativa. 



Algunos de los planteamientos fueron acogidos por los señores Senadores de las Comisiones unidas en forma total y otros, solo parcialmente.



En mi opinión, uno de los temas relevantes ahí analizados fue el del etiquetado. 



Al respecto, se propone incluir en la etiqueta una advertencia sobre los efectos del consumo excesivo de bebidas alcohólicas, además de la obligación de agregar una de las siguientes oraciones: “La mujer embarazada no debe consumir alcohol” o “El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir”. Y hubo un amplio debate respecto a la incorporación de una tercera frase, que dice: “El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”. Finalmente, también quedó contemplada.



Del mismo modo, se disponen medidas que dicen relación con limitar la publicidad de bebidas alcohólicas en televisión, como la de permitir propaganda solamente entre las 23 horas y las 6 de la mañana. También se prohíbe la publicidad directa o indirecta en radios entre las 16 y las 18 horas, que son los horarios peak de audiencia.



Asimismo, se establece la prohibición de publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras, y cualquier forma de difusión comercial o no comercial, directa o indirecta, de aquellas en actividades deportivas. Igual prohibición regirá para todos los productos, las actividades o las publicaciones, cualquiera que sea su formato (físico o virtual), dirigidos a menores de edad. Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y el merchandising en ese ámbito, no podrán contener publicidad de bebidas alcohólicas.



Por otro lado, durante el trabajo de las Comisiones unidas se discutió acerca de la necesidad de incorporar contenidos en los currículos de enseñanza básica y media para fomentar una cultura capaz de advertir respecto de los efectos del  consumo excesivo de alcohol, idea que se aprobó.



A las reuniones asistieron el Presidente de la Asociación de Productores de Pisco y el Presidente de la Asociación de Vinos de Chile, entre otros representantes de entidades gremiales de empresas distribuidoras y productoras de bebidas alcohólicas, los que manifestaron su conformidad con las indicaciones que fueron acogidas por las Comisiones unidas.



También contamos con la participación de la Directora del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA) y de la Presidenta de Alcohólicos Anónimos, quienes concurrieron para dar su testimonio sobre la necesidad de regular esta materia.



Uno de los aspectos que motivaron la presentación de este proyecto dice relación con el hecho de que la exportación de bebidas alcohólicas sí contiene advertencias, dependiendo del lugar al que se dirija. Pero, curiosamente, los mismos productos no cuentan con estas cuando son distribuidos en el mercado nacional.



Se generó, además, una discusión en cuanto a si las advertencias debían ser rotativas o bien establecerse por determinado tiempo a efectos de hacerlas viables. Se planteó la situación de las bebidas alcohólicas que, una vez producidas, no fuesen vendidas en el corto plazo o no tuvieran la rotación comercial necesaria en las botillerías del extremo sur o norte del país. Ante ello, se resolvió establecer la posibilidad de que el productor o distribuidor escoja una de esas advertencias.



La iniciativa en análisis busca limitar y sancionar drásticamente la venta de alcohol a menores, y restringir el otorgamiento de patentes de alcohol. 



Adicionalmente, se contempla la prohibición de vender bebidas alcohólicas en las estaciones de servicio. En definitiva, de aprobarse esta propuesta legislativa, solo será posible dicha venta en establecimientos con patente de alcohol que estén contiguos a las estaciones de servicio.



Este proyecto de ley -vuelvo a insistir- va en la dirección correcta. Se logró un consenso transversal para sacarlo adelante. Y hoy estamos en un día histórico, ya que, después de nueve años desde la primera moción que presenté y gracias al impulso que le dio a la materia el Presidente de las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, Senador Moreira, la iniciativa llegó a la Sala.



En particular, me siento orgulloso de ser su coautor y me alegra señalar que vamos a contar con una ley que permitirá incorporar una advertencia en las etiquetas respecto del daño que causa el consumo excesivo de bebidas alcohólicas. Con ello se enfrenta la situación que hoy vive nuestro país con relación al consumo temprano de alcohol en nuestra juventud. 



Adicionalmente, se generarán los estímulos necesarios para la educación e información oportuna de nuestros jóvenes y de todos los chilenos. 



No debemos olvidar la gran cantidad de patologías asociadas al consumo excesivo de bebidas alcohólicas; tampoco la pérdida de vidas humanas, las mermas de días laborales y los gastos de salud por esa misma causa.



Espero que la Sala apruebe este proyecto de ley, para así terminar con esta larga tramitación. Hemos esperado nueve años para que vea la luz del día.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como bien se ha señalado aquí, esta iniciativa se originó en cuatro mociones parlamentarias, refundidas, que ingresaron a la Cámara de Diputados a partir del año 2002. Por tanto, es importante dejar claro que esta materia lleva trece años de tramitación en el Congreso Nacional. 



Yo sé que hubo muchos obstáculos, pero también sé que distintos Diputados y Senadores han tratado de enriquecer el proyecto. Con todo, logramos sacarlo adelante entre el año pasado y lo que va del presente.



La propuesta legislativa que nos ocupa se encuentra en segundo trámite constitucional, y las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, han concluido su estudio en particular, razón por la cual hoy lo estamos viendo en esta Sala.



Está de más volver a mencionar las autoridades, los organismos, los empresarios y demás personas vinculadas al tema que fueron escuchados en los órganos técnicos. En muchos casos, sus inquietudes fueron acogidas, debatidas y compartidas. 



Cabe hacer presente que las Comisiones unidas aprobaron un texto que tiene por objeto evitar el consumo excesivo de alcohol y propender hacia un consumo responsable. Para ello, se establece la obligación del productor, fabricante o importador de incluir en los envases de toda bebida alcohólica que se comercialice en Chile la siguiente leyenda: “ADVERTENCIA. Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”.  



Además, a elección del productor, fabricante o importador, deberá agregarse alguna de las siguientes frases: “La mujer embarazada no debe beber alcohol”, “El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir” o “El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”. Según la frase escogida, se deberá agregar un pictograma que muestre un auto, una mujer embarazada o el número 18 rodeado por una circunferencia. Las dos primeras imágenes deberán tener una línea que las atraviese.




En cuanto a la publicidad audiovisual, mientras se exhiba un comercial de bebidas alcohólicas, se deberá proyectar una leyenda con lo establecido para el etiquetado, durante tres segundos. En el caso de los avisos radiales, dicha advertencia se reproducirá a continuación del aviso, por un lapso de tres segundos.



La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión podrá realizarse entre las 22 y las 6 horas. En radios, se prohíbe efectuarla entre las 16 y las 18 horas. Queremos destacar que es distinto el impacto que genera la televisión respecto del efecto que provoca la radio.



Con la limitación horaria propuesta para las radios, no hemos querido afectar a cientos de emisoras en el país que subsisten gracias a la publicidad. Pero hay que señalar que existirá un “protocolo” -por llamarlo así- muy riguroso con relación al control de la publicidad y de las normas sobre etiquetado.



La publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras podrá usar nombres, logotipos, marcas, productos o imágenes que no muestren situaciones de consumo. Con todo, se prohíbe esta publicidad en calles, caminos o espacios cuando existan establecimientos educacionales a menos de 100 metros.



Asimismo, en actividades deportivas se termina con la publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiban situaciones de consumo, salvo la publicidad del nombre, los logotipos o las marcas. No podrá haber imágenes que incentiven a beber alcohol.



También se prohíbe la publicidad de bebidas alcohólicas en productos o actividades destinadas exclusivamente a menores de edad. Lo mismo rige para los artículos deportivos distribuidos masivamente y que se entreguen a menores. Aquellos no podrán contener publicidad de bebidas alcohólicas, ni su nombre, logotipos o marcas.



Además, el proyecto plantea prohibir la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicios o bombas bencineras, salvo que en ellas existieran restaurantes o establecimientos que cuenten con patente de alcoholes. 


También se establece que los Servicios de Salud deberán impartir un programa de tratamiento, prevención y rehabilitación del consumo nocivo de alcohol. Para ello, se coordinarán con las instituciones de la sociedad civil a efectos de implementar medidas de protección sanitaria.



Esta iniciativa de ley, señor Presidente, obliga a los establecimientos educacionales a incorporar en el currículo de enseñanza la formación de hábitos de vida saludable y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del consumo de alcohol. 



Asimismo, se propone aumentar las penas para quienes vendan u obsequien bebidas alcohólicas a menores de edad.



Adicionalmente, se agrega un nuevo requisito para los postulantes a obtener una licencia para conducir: no haber sido sorprendido por Carabineros de Chile, en los últimos 12 meses, consumiendo bebidas alcohólicas en calles, caminos, plazas y demás lugares de uso público, o circulando en manifiesto estado de ebriedad en la vía pública o en lugares de libre acceso al público.



Del mismo modo, se consagra la obligación de fabricantes, productores, distribuidores e importadores de informar en los envases o etiquetas de bebidas alcohólicas la cantidad de energía presente, según el Reglamento Sanitario de los Alimentos.



El Ministerio de Salud controlará la aplicación de esta futura normativa, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras de la Cartera de Agricultura -en particular, del Servicio Agrícola y Ganadero- o de otros servicios públicos, de acuerdo a leyes especiales.



En cuanto a la entrada en vigencia de la ley en proyecto, el artículo transitorio dispone que el artículo 1° (referido al etiquetado) regirá a partir de un año contado desde la fecha de publicación y el artículo 2° (sobre publicidad), a partir de dos años.


Es cuanto puedo informar sobre la iniciativa que las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, han aprobado en particular. 



Quiero agradecer el entusiasmo, el profesionalismo y el deseo de los señores Senadores que han permitido que esta propuesta legislativa, que llevaba trece años guardadita -¡tanta demora!-, esté hoy en la Sala para su discusión.



El propósito de este proyecto sobre etiquetado y publicidad de bebidas alcohólicas no es demonizar el consumo del alcohol, sino procurar que se beba con responsabilidad y hacer entender que el consumo excesivo daña la salud. 



¡Ese es el objetivo! 



No se busca generar pánico ni obstáculos en una industria tan importante como la vitivinícola. Se trata de resguardar, a través de las normas explicitadas, aspectos importantes relativos al consumo, a la publicidad y también a la salud de las personas.



Creo que hemos logrado un avance importante, y esperamos que la iniciativa, que ha tenido una tramitación de trece años -en virtud de varias ampliaciones de plazos para la presentación de indicaciones y otras demoras-, luego de un trabajo serio y responsable de los miembros de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, se vote hoy. 



Yo sé que será una votación compleja. No será fácil. Pero la vamos a llevar a feliz término.



He dicho. 



El señor WALKER, don patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- ¡Gatopardismo! 



Eso es este proyecto de ley, señor Presidente.



Gatopardismo que, a mi juicio, no es capaz de abordar la situación correctamente. 



Transacciones, gatopardismo que no asume el problema plenamente.



Lo digo porque está el doble estándar, en que escucharemos opiniones de señores médicos que, por un lado, tratarán de justificar lo injustificable -como lo hemos visto en esta y en otras ocasiones-, y por el otro, no quieren una consistencia entre lo que dicen respecto del tabaco y lo que dicen respecto del alcohol.



Yo no soy per se contrario a que se discuta sobre etiquetados de advertencia. Pero donde no se prohíbe, en todas sus formas, la publicidad de bebidas alcohólicas hay gatopardismo.



Aquí se juega con las palabras.



Se acepta que uno de los equipos de fútbol profesional pueda seguir exhibiendo en su camiseta ese tipo de publicidad. Yo soy partidario de ese equipo, pero me parece indecente que ello ocurra.



Se continúa con la publicidad de cerveza o de vino en los estadios. Claro, se prohíbe mostrar a una persona con una copa en la mano; pero el logo, la marca estará igual en las carreteras, en todos lados.



Se prohíbe la venta de alcohol en las bombas de bencina. Pero como en los Pronto COPEC y en las tiendas UPA! de la Shell existen restoranes: ¡gatopardismo! Se va a seguir vendiendo alcohol en esos lugares.



Creo que le hace mal a nuestra institución no abordar este tema correctamente. Por eso, en nueve, doce, trece años -aquí se han escuchado diferentes cifras- no se ha despachado este proyecto.



Pero quien ha vencido en esta transacción que permite la existencia de algunos etiquetados es la industria, que prefiere mantener la publicidad vigente a toda costa, impidiendo que se la toquen, a cambio de poner un par de advertencias en letras de diferente tamaño en los envases.



Señor Presidente, yo no me siento compelido en lo más mínimo a aprobar la propuesta que nos hicieron las Comisiones unidas. Es más, siendo representante de una zona de producción vitivinícola, que exporta tanto a los países de nuestra región inmediata como a los del resto del mundo, y dado el proyecto que discutimos con anterioridad, entiendo que haya estándares sobre etiquetado internacional. Lo que se propone ahora es para el consumo interno esencialmente, y se podrá discutir, pero seguiremos viendo en las carreteras esos letreros gigantescos de empresas de cerveza que dicen: “No manejen cuando toman”. Eso no se va a tocar en nada.



Miren lo que se dispone respecto de las radios: de 16 a 18 horas no se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas. ¡Gatopardismo, señor Presidente!



Yo voy a pedir que se vote artículo por artículo,…

El señor DE URRESTI.- Inciso por inciso.

El señor LETELIER.-… para que quede claramente establecido por qué uno está en contra de este tipo de iniciativas, en que se mezclan cuestiones muy distintas.



Quizás hay quienes consideran un avance algunas de las materias que contiene. Pero, a mi juicio, no se aborda lo principal.



Está bien que haya proyectos educativos, ¡qué bueno!



Está bien que en educación se determinen ciertos criterios, ¡qué bueno!



Está bien que se incluyan nuevos lugares donde se pagarán patentes, ¡qué bueno!



Pero si se trata de un problema de salud pública, como el consumo excesivo de alcohol existente en Chile -somos de los países de América Latina con más altos índices de consumo de bebidas alcohólicas per cápita; donde la mayor cantidad de camas hospitalarias se usa producto de su ingesta directa e indirecta, y gran parte de los accidentes de tránsito están asociados al consumo de alcohol y drogas-, este tipo de abordaje me parece una transacción inadecuada.



Señor Presidente, si queremos abordar esta materia como un problema de política pública, está bien establecer algo en el etiquetado, pero lo consistente es no seguir reservando la publicidad a esta industria.



¿Por qué nos engañamos? ¿Creemos que la imagen de una mujer embarazada con una copa de vino impactará más que quien exhiba la marca?




Está demostrado que la publicidad, en todas sus formas, induce al consumo.

El señor NAVARRO.- Si no, no habría publicidad.

El señor LETELIER.- Está demostrado, en el avance de la discusión sobre etiquetado, que los países desarrollados han prohibido la publicidad de bebidas alcohólicas. 



Está establecido también que no debe haber ese tipo de publicidad en lugares donde haya niños; entre ellos, los estadios.



Pero esos temas no se quieren abordar aquí.



Por eso la industria estuvo de acuerdo: porque transó a su favor, no en beneficio de la salud pública.



Señor Presidente, soy de una zona productora de vino. Otros colegas representan a regiones productoras de cerveza. Y estaremos dispuestos a establecer normas sobre etiquetado -algunas materias son más de carácter reglamentario que legal; y me parece increíble la especificidad en la cual se entra, pero dejaremos que pase-, siempre que ello sea consistente con el problema que se quiere abordar: el consumo excesivo de alcohol en nuestro país.



Si vamos a seguir con la publicidad de bebidas alcohólicas en las carreteras; si en los Pronto COPEC, en las tiendas UPA! de la Shell se continuará vendiendo alcohol, ¿cuál es el logro?, ¿cuál es el éxito?, ¿cuál es el avance?



Los equipos de fútbol continuarán exhibiendo ese tipo de publicidad en sus camisetas. Claro, no las podrán regalar en las actividades masivas que incluyan niños -porque la letra de la ley en proyecto es de un gatopardismo extraordinario-, pero eso no evita que ese equipo tenga el logo de una empresa cervecera u otra en el pecho.



Señor Presidente, me va a disculpar, pero creo que debemos ser claros en las cosas que queremos promover.



Si aquí estuviera solo lo relacionado con la advertencia, yo reclamaría que debería considerarse también la publicidad. Pero, en mi concepto, la forma como se abordó lo tocante a la publicidad es gatopardismo.



Yo no voy a ser parte de un proyecto que seguirá induciendo al consumo de alcohol, a pesar de que, por otro lado, se le diga a la comunidad toda que se trata de una iniciativa que desincentiva su ingesta porque habrá una rotulación pequeña, con letras de dos milímetros, en la botella que dirá: “El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”; “La mujer embarazada no debe beber alcohol”; “El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir”.



Esa información no lleva a un cambio de conducta. Porque la persona ya compró la botella.



Hay que atacar primero la publicidad.



Señor Presidente, no quiero desmerecer lo que otros han considerado tan extraordinario y exitoso; pero no me voy a sumar a algo que para mí es gatopardismo.



Creo que le hace mal a nuestro país que en este Poder del Estado nos estemos distanciando tanto de la gente; que no le digamos las cosas como son.



Lo blanco es blanco; lo negro es negro.



Queremos evitar el consumo excesivo de alcohol: prohibamos la publicidad tal como se hizo con el tabaco.



Lo que pasa es que aquí no hay voluntad política de algunos para establecer respecto de las bebidas alcohólicas la misma prohibición que se estableció para el tabaco. Y eso llama la atención.



Por ello, insisto en mi petición de que se vote artículo por artículo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está en su derecho, señor Senador. Así se hará.



Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, ante una mala iniciativa, las palabras del Senador Letelier son elocuentes.



En tal sentido, me permito pedir que se precise por qué este proyecto se puso en este lugar de la tabla y por qué no hay nadie del Ejecutivo en la Sala.



A mí me gustaría ver aquí a la Ministra de Salud, al Ministro de Agricultura. Pero los dos brillan por su ausencia.



Recién discutimos el proyecto que modifica el seguro de cesantía. Y la Ministra del Trabajo y el Subsecretario de Previsión Social estuvieron presentes en la Sala respaldándolo.



Ahora, yo difiero del Senador que me antecedió. Creo que “gatopardismo” no es la palabra. Este es un traje a la medida. 



Y, nuevamente, aquí están los intereses de los lobbystas y de la gente que ejerce presión sobre este Parlamento para influir en un proyecto que se ha dado vuelta y que lo único que hace es proteger a las grandes empresas del vino para que sigan envenenando y vendiendo barato -y con mucha publicidad- a nuestros hijos. 



Yo les pregunto a los Senadores y Senadoras aquí presentes si han ido a algún estadio con sus niños menores de edad (porque toda la publicidad que hay alrededor de la cancha se refiere a bebidas alcohólicas); si no encuentran impresentable que los ídolos del fútbol -a usted, señor Presidente, le gusta el deporte- que nuestros niños y niñas ven lleven en la camiseta la marca de una bebida alcohólica.



¿Eso es presentable? ¡Es impresentable! Y no me parece que este Senado de la República, entre gallos y medianoche, a esta hora, esté viendo este proyecto. Me molesta que sea así.



No estoy disponible para esto, señor Presidente. Voy a pedir segunda discusión respecto de esta iniciativa o que se vote ahora, inmediatamente, a ver si se aprueba, porque no hay quórum en la Sala en este momento.



Y no voy a aceptar más que estas empresas poderosas vengan aquí, al Senado, y entre gallos y medianoche traten de sacar adelante estos proyectos.



Digámoslo claro: el artículo 2° de la iniciativa dispone que “La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintidós y las seis horas. Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.”.



O sea, en la radio puede publicitarse todo el día. Y desde las cuatro a las seis de la tarde, no. ¡Por favor! ¡Eso es una falta de respeto a la inteligencia!



Yo les pregunto a los señores Senadores que son padres o abuelos: ¿Les parece bien que a la hora de almuerzo, en la radio que se escucha en las casas, se esté publicitando la cerveza tanto, el pisco tanto o el vino tanto? Cuando van al estadio o a esas canchitas de fútbol del barrio, al club social al que pertenecen y ven todo tapizado de anuncios de bebidas alcohólicas seguramente no va a salir una mujer buenamoza o un galán bebiendo, pero yo les pregunto: ¿eso no es inducción al alcohol? 



Este tipo de situaciones son inadmisibles, señor Presidente.



Inciso segundo del artículo 2°: “Se prohíbe en toda actividad deportiva cualquier forma de publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiba situaciones de consumo, permitiéndose únicamente la publicidad de nombres, logotipos o marcas.”.


¿De qué estamos hablando? ¿De que se señale el nombre de la cerveza o de la viña? ¿Qué prohibición es esta? 



Veamos la legislación comparada. Veamos lo que ocurrió con el tabaco. Veamos lo que pasó con los eventos deportivos. 



Antiguamente la Fórmula 1 era auspiciada única y exclusivamente por empresas de cigarrillos y, producto de legislaciones restrictivas, se eliminó ese tipo de financiamiento. No quebró la industria, no quebró el deporte, sigue esa actividad. 



Por tanto, se debe dar una señal clara y precisa a los niños, niñas y jóvenes de este país: el alcohol es una droga legalizada. Y no lo digo desde una moralina, en el ánimo de erigirme como guardián de esta situación, señor Presidente…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Un minuto, señor Senador.

El señor DE URRESTI.- Lo digo, simplemente, para que seamos coherentes.



Este proyecto de ley es impresentable. 



Artículo 2°, inciso tercero: “Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas y que tengan por destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres”, etcétera.



O sea, lo que se regala no puede llevar el logo y lo que se compra, sí. ¡Compre prendas de su equipo favorito, de su ídolo deportivo y ahí vendrá la marca de la cerveza o del vino que lo auspicia!



El inciso siguiente del mismo artículo señala: “Se prohíbe cualquier forma de publicidad, comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada, exclusivamente, a menores de edad.”.



En el estadio, en la cancha donde juegan nuestros niños está la publicidad. Yo les pregunto: ¿no participan menores de edad en las actividades que se desarrollan allí? ¡Por favor! Seamos serios, seamos responsables. 



Este proyecto es impresentable, señor Presidente, ¡impresentable! Y le pido que le consulte al Ejecutivo dónde está la Ministra de Salud, dónde está el Ministro de Agricultura. Ellos debieran proteger la salud de nuestros niños y ambos se hallan ausentes, lo cual también es impresentable. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la verdad es que las dos últimas intervenciones me han sorprendido mucho, porque, como bien lo señalaron los Senadores Chahuán y Moreira, este es un proyecto que resulta de haber fusionado cuatro mociones que llevan tramitándose en el Congreso algo así como trece o catorce años. 



Yo puedo dar fe del trabajo de las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud -integro la primera de ellas- para sacar adelante esta iniciativa.



Es evidente que, luego de escuchar algunas intervenciones, la única conclusión a la que se podría llegar es que simplemente se debe prohibir el consumo de bebidas alcohólicas. Al parecer, solo eso dejaría conformes a algunos señores parlamentarios.



Pero, la verdad es que las bebidas alcohólicas, consumidas con prudencia, en las dosis adecuadas, no constituyen un peligro para la salud. Y, por lo tanto, son productos lícitos, permitidos. Porque -insisto-, lo contrario debiera llevar simplemente a la prohibición de su consumo. 



Entiendo, señor Presidente, que podemos tener opiniones distintas respecto de cómo regular esta materia. Por mi parte, considero que algunas normas del proyecto son excesivamente reglamentarias. Entrar en una ley a indicar el tamaño de la letra de una advertencia, cuando el diseño publicitario debe de ser una de las cosas que más van cambiando a través del tiempo, no me parece adecuado. Eso debiera quedar entregado al reglamento, pero al parecer se ha querido dejarlo en el articulado para que no se vulneren estas disposiciones precisamente por la vía reglamentaria. 



No obstante, lo que me resulta más insólito es suponer que en su reunión de hoy todos los Comités se pusieron de acuerdo o fueron objeto de lobby por parte de las empresas productoras de bebidas alcohólicas para que esta iniciativa estuviera en tabla a esta hora. Esa suposición me parece francamente un exceso. Habla mal de todos nosotros en el contexto actual de desprestigio de la actividad política y parlamentaria. No considero prudente o razonable que nosotros mismos sigamos emporcando nuestra labor.



A quienes nos pudieran estar viendo a través de la televisión del Senado quiero decirles que hoy teníamos un solo proyecto en tabla: un convenio internacional respecto del etiquetado de bebidas alcohólicas. Como sea, él mereció elogiosas expresiones por parte del Senador Juan Pablo Letelier. Y ahora, cuando se trata una materia semejante -porque aquí incluso tuvimos que hacer consultas a la Organización Mundial del Comercio para que nuestra legislación estuviera en línea con las directrices existentes en los países más serios del mundo-, nos encontramos con todas estas descalificaciones y expresiones que son tan poco felices y tan poco dignas de nuestra gestión parlamentaria. 



Pues bien, se acordó un orden de tabla: se resolvió incorporar el proyecto que mejora sustantivamente el subsidio de cesantía; luego, el que pone restricciones a la dilación de los procesos penales a través de distintos artilugios que impiden un real acceso a la justicia, y en seguida, el que modifica la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas.



Pero, ¡por favor!, esta última iniciativa no se incluyó porque los Comités, que nos representan a todos, que fueron elegidos por nosotros, hayan sido objeto de lobby por parte de las compañías para que entre gallos y medianoche se aprobara un texto que constituye gatopardismo, que es malo y que finalmente no regula.



Este proyecto, probablemente, no deja satisfechos ni a unos ni a otros. Sin embargo, implica un avance. Reconozcámoslo: es un avance significativo.



Durante el funcionamiento de las Comisiones unidas hubo permanentemente representantes del Ministro de Agricultura: por ejemplo, su asesor legislativo, ex Senador don Jaime Naranjo; y de la Ministra de Salud: entre estos, su asesor de gabinete, doctor Enrique Accorsi, ex Presidente del Colegio Médico. Y las normas se iban acordando con ellos.



Yo lamento que no estén aquí. Obviamente, hubiese sido mucho mejor que estuvieran con sus asesores el Ministro Furche y la nueva Ministra de Salud. 



Pero yo quiero despejar las afirmaciones en el sentido de que acá hay dobles intenciones; de que aquí existe ánimo de perjudicar a la población; de que aquí hay ánimo para no legislar, y de que si legislamos lo hacemos de forma torcida, de tal manera que las cosas parezcan pero no lo sean.



De lo que vi del trabajo de las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, nada de eso fue lo que tuvimos.



Muy por el contrario: normas precisas, normas que se cumplan, normas que apunten a que la población tome conciencia de que consumir bebidas alcohólicas en exceso provoca daño a la salud.



Creo que ese objetivo está plenamente cumplido. 



Y cuando hoy no tenemos ningún precepto, ninguna regulación en torno a la publicidad de las bebidas alcohólicas, creo que aquello constituye un avance.



No deja a nadie contento, pues muchos Senadores y Senadoras consideran que lo aprobado es ya un exceso.



Aquí hemos escuchado a algunos colegas decir que esto ni siquiera es un pequeño avance.



Resulta muy difícil dejar a todos contentos. Es muy difícil dejar a todos satisfechos con una legislación que es compleja, pero al mismo tiempo tremendamente polémica.



Yo, sí, quiero expresar que los integrantes de las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud hicimos nuestros mayores esfuerzos por tener una legislación que permita que la población tome conciencia de que consumir bebidas alcohólicas en exceso provoca serios trastornos, graves problemas. Y creo que ese objetivo está plenamente cumplido.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el Senador De Urresti pidió segunda discusión. Por lo tanto, estamos tranquilos en cuanto a la votación: tendrá que ser en otra oportunidad, no ahora.



Yo quiero llamar la atención en el sentido de que el miércoles 2 de octubre de 2002, y bajo el boletín 3081-11, ingresamos, también con la firma del Senador Horvath, un proyecto atinente a etiquetado de las bebidas alcohólicas que tenía un conjunto de elementos severos, importantes, necesarios: “Modifica la ley N° 18.455, sobre alcoholes, en lo relativo a etiquetación de bebidas alcohólicas”.



Ese proyecto se vio frenado -esta debe de ser la cuarta o quinta vez que intervengo en la Sala- en la Comisión de Agricultura; se tramitó durante cuatro años -asistieron todos los viñateros, los representantes de los exportadores, los productores de las más variadas bebidas alcohólicas-, y terminó archivado, bajo la promesa -y el Senador Coloma, quien no está ahora en la Sala, presidía el órgano técnico encargado de su estudio- de que se iba a fusionar con uno de Salud para tener un texto equilibrado, pues se sostenía que el nuestro era demasiado rudo.



Emilio Bogani tiene una obra muy importante: El alcoholismo, enfermedad social. Sostiene que, como se trata de una enfermedad social, no es reconocido como tal. 



El uso inmoderado del alcohol causa pérdidas al patrimonio nacional por casi ¡3 mil millones de dólares en un año!



Diversos estudios de la Universidad de Chile, de la Facultad de Ciencias Económicas, han revelado que esa cifra no disminuye. 



El análisis demuestra que cada año se pierden 2 mil 969 millones por problemas derivados del consumo de alcohol, guarismo equivalente a la construcción de más de -¡escúchenme bien!- 300 mil viviendas básicas o 4 mil 500 consultorios equipados por año. 



¿Y cuánto recibe nuestro país por concepto de impuestos derivados de la venta de alcoholes? Una suma moderada: 813 millones de dólares. ¡Y tenemos 3 mil millones de gasto directo...!



¿Es acaso un negocio para el Estado percibir esa exigua cifra y gastar 3 mil millones de dólares al año en las derivadas de salud, de los impactos en la salud de las personas, sin hablar del daño social que provoca el alcoholismo al interior de una comunidad, en el seno de una familia?



El mayor impacto del consumo de alcohol está en la baja productividad laboral. Cabe señalar -y hay diversos informes de las facultades de economía de muchas universidades- que se cifra en alrededor de 2 mil 83 millones de dólares, de los cuales más de 110 millones están directamente relacionados con el costo laboral y el costo productivo.



Resulta extraordinariamente largo señalar las enfermedades que genera el alcohol.



Ahora, lo claro es que el consumo de alcohol en Chile, lejos de decrecer, aumenta. 



El 50 por ciento de los jóvenes comienza a beber alcohol antes de los 17 años; incluso, 5 por ciento lo hace antes de los 12.



¿Y qué nos revelan los estudios sobre consumo de alcohol en Chile elaborados por el CONACE? Que ha prendido más en mujeres menores de edad.



Se ha registrado un fenómeno complejo de analizar; pero se está consumiendo más alcohol a menor edad y en mayor cantidad en mujeres. 



Y eso pronostica -como señalan todos los informes- que vamos a tener un problema de salud pública expresado -¡esto es increíble!- en que la principal causa de muerte en jóvenes de 18 a 23 años es por accidentes automovilísticos derivados de la ingesta de alcohol.



¡Los jóvenes mueren en Chile principalmente, no por enfermedades, sino por accidentes de tránsito en que media el consumo de alcohol!



Por lo tanto, el proyecto de ley sobre etiquetado se presenta para desincentivar el consumo de alcohol, no para aumentarlo. 



Necesito un minuto adicional, señor Presidente.



Yo, lejos de reclamar, planteo que debiera ser un pacto entre los Senadores que para el tratamiento de las diversas materias, cuando haya proyectos de ley simultáneos en Comisiones, se fusionen, o a lo menos, que a quienes hemos trabajado en ellos durante años se nos incluya en el informe. Porque, por ejemplo, como le consta al Senador Coloma -Su Señoría acaba de llegar a la Sala-, en la Comisión de Agricultura teníamos una posición distinta cuando discutimos largamente, durante muchos años, la iniciativa de ley sobre etiquetado de bebidas alcohólicas.



Por tanto, señor Presidente, espero que mañana, como habrá segunda discusión, podamos revisar el articulado. Vamos a pedir votación artículo por artículo. Existen situaciones absolutamente inaceptables; por ejemplo, la restricción de la publicidad radial solo a dos horas al día -de 16 a 18-, lo que no apunta en el sentido de desincentivar el consumo de alcohol.



Es una decisión personal. Sin embargo, estamos hablando de políticas públicas de salud y de protección a la vida. Y el libremercado no puede determinar cómo vamos a legislar cuando se trata de materias de tal índole.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Debemos fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica el Código Procesal Penal a los efectos de evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal.



El Senador señor De Urresti pidió el 4 de mayo.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no conozco en detalle este proyecto. Los Comités acordaron verlo esta tarde, y presumo que fue una resolución para avanzar en las iniciativas que se encuentran en trámite, mas no una decisión de las empresas de colocarlo entre gallos y medianoche. No comparto este juicio, porque creo que desprestigia al Congreso Nacional, a la política, a los parlamentarios presentes. Lo considero muy injusto.



También quiero decir que nosotros tendemos a extremar nuestras posiciones y a hacer una crítica pendular. Y, de verdad, estimo que no corresponde eso, sino aplicar el sentido común en cada uno de los juicios que debemos hacer acerca de los proyectos en discusión.



En la iniciativa en debate, me parece que no deberíamos establecer una prohibición total respecto al conocimiento de los productos que tengan alcohol. Porque, a decir verdad, en el menú de la mesa nacional se encuentra el vino. Nadie podrá decir que consumir moderadamente una copa contribuye a la pérdida de la conciencia o a aumentar el número de enfermos en los hospitales. Ese es otro análisis. Es decir, no podemos extremar las consecuencias ni los estudios para los efectos de tener un juicio ponderado sobre un proyecto de ley.



Yo no soy partidario de prohibir todo. Tampoco, de promocionar el consumo de productos que perjudican la salud de las personas. Pero interpretemos el sentir nacional, lo que los ciudadanos comunes y corrientes piensan sobre la cerveza, el vino o los licores más fuertes. Pongamos el acento en lo que debe ser un proyecto sensato en cuanto a las formas de regular su publicidad.



En mi concepto, hay que regular la publicidad de esos productos, pero no como se hace en esta iniciativa, que dice “Usted no podrá realizar publicidad entre las 16 y las 18” y, sin embargo, deja el resto del día para hacerla. Ese no es un texto ponderado o provisto de sentido común.



Tampoco soy de la opinión de cerrar absolutamente las puertas de los medios de comunicación, impidiendo que los ciudadanos se informen sobre los productos disponibles para la venta, para el consumo; acerca de cuáles son sus ventajas o virtudes, en fin.



Por eso, me parece que se ha hecho bien en postergar la votación para mañana o para otro día. Ello nos permitirá ver en detalle cada norma. Pero en el detalle del articulado hay que aplicar el sentido común y no adoptar posiciones extremas que no solo van a dañar más a la población, sino también el prestigio del Congreso Nacional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ya se cerraron todas las intervenciones en la primera discusión.



--El proyecto queda para segunda discusión. 



VI. TIEMPO DE VOTACIONES
MEDIDAS GUBERNATIVAS AMBIENTALES Y DE SALUD PARA COMUNAS DE QUINTERO Y PUCHUNCAVÍ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo mediante el cual se le solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que remita una iniciativa que considere idénticas medidas a las adoptadas en virtud de la ley N° 20.590 para la comuna de Arica con el fin de afrontar los daños ambientales y de salud que afectan a las comunas de Quintero y Puchuncaví.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.802-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 3ª, en 18 de marzo de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es un proyecto de acuerdo muy simple.



¿Le parece a la Sala aprobarlo?



--Así se acuerda.
)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión



--Se levantó a las 19:14.








Manuel Ocaña Vergara,
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ANEXOS

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE MARCO PARA LA GESTIÓN DE RESIDUOS Y RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR
(9.094-12)

Oficio Nº 11.789 


VALPARAÍSO, 1 de abril de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley, correspondiente al boletín N°9094-12, del siguiente tenor:.

“PROYECTO DE LEY:

Que establece marco para la gestión de residuos, la responsabilidad extendida del productor y fomento al reciclaje.

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos, con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.


Artículo 2°.- Principios. Los principios que inspiran la presente ley son los siguientes:


a) El que contamina paga: El productor de un residuo es responsable de hacerse cargo del mismo, y de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo y disposición. 


b) Gradualismo: Las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización serán establecidas o exigidas de manera progresiva, atendiendo a la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, el impacto económico y social y la situación geográfica, entre otros.


c) Inclusión: Conjunto de mecanismos e instrumentos de capacitación, financiación y formalización orientados a posibilitar la integración plena de los recicladores de base en la gestión de los residuos, incluidos los sistemas de gestión en el marco de la responsabilidad extendida del productor.


d) Jerarquía en el manejo de residuos: Orden de preferencia de manejo, que considera como primera alternativa la prevención en la generación de residuos, luego la reutilización, el reciclaje de los mismos o de uno o más de sus componentes y la valorización energética de los residuos, total o parcial, dejando como última alternativa su eliminación, acorde al desarrollo de instrumentos legales, reglamentarios y económicos pertinentes.


e) Libre competencia: El funcionamiento de los sistemas colectivos de gestión en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.


f) Participativo: La educación, opinión y el involucramiento de la comunidad son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.


g) Precautorio: La falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente derivado del manejo de residuos.


h) Preventivo: Conjunto de acciones o medidas que se reflejan en cambios en los hábitos en el uso de insumos y materias primas utilizadas en procesos productivos, diseño o en modificaciones en dichos procesos, así como en el consumo, destinadas a evitar la generación de residuos, la reducción en cantidad o la peligrosidad de los mismos.


i) Responsabilidad de la cuna a la tumba: El productor de residuos es responsable del manejo de los residuos, desde su generación hasta su valorización y,o eliminación, en conformidad a la ley.


j) Transparencia y publicidad: La gestión de residuos se efectuará con transparencia, de manera que la comunidad pueda acceder a la información relevante sobre la materia.


k) Trazabilidad: Conjunto de procedimientos preestablecidos y autosuficientes que permiten conocer las cantidades, ubicación y trayectoria de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de gestión.


Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Almacenamiento: Acumulación de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado, previo a su valorización y,o eliminación.


2) Ciclo de vida de un producto: Etapas consecutivas e interrelacionadas de un sistema productivo, desde la adquisición de materias primas o su generación a partir de recursos naturales, hasta su eliminación como residuo.


3) Comercializador: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que vende un producto prioritario al consumidor.


4) Distribuidor: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que comercializa un producto prioritario antes de su venta al consumidor.


5) Ecodiseño: Integración de aspectos ambientales en el diseño del producto, envase, embalaje, etiquetado u otros, con el fin de disminuir las externalidades ambientales a lo largo de todo su ciclo de vida.


6) Eliminación: Todo procedimiento cuyo objetivo es disponer en forma definitiva o destruir un residuo en instalaciones autorizadas.


7) Generador: poseedor de un producto que lo desecha o tiene la intención u obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.


8) Gestor: Persona natural o jurídica, pública o privada, que realiza cualquiera de las operaciones de manejo de residuos y que se encuentra autorizada y registrada en conformidad a la normativa vigente.


9) Gestión: Operaciones de manejo y otras acciones de política, de planificación, normativas, administrativas, financieras, organizativas, educativas, de evaluación, de seguimiento y fiscalización, referidas a residuos.


10) Instalación de almacenamiento: Lugar o establecimiento de recepción y acumulación selectiva de residuos, debidamente autorizado, previo a su envío hacia una instalación de valorización o eliminación.


11) Manejo: Todas las acciones operativas a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento y tratamiento.


12) Manejo ambientalmente racional: La adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que el medio ambiente y la salud de las personas queden protegidos contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.


13) Mejores prácticas ambientales: La aplicación de la combinación más exigente y pertinente de medidas y estrategias de control ambiental.


14) Mejores técnicas disponibles: La etapa más eficaz y avanzada en el desarrollo de los procesos, instalaciones o métodos de operación, que expresan la pertinencia técnica, social y económica de una medida particular para limitar los impactos negativos en el medio ambiente y la salud de las personas.


15) Ministerio: Ministerio del Medio Ambiente.


16) Preparación para la reutilización: Acción de revisión, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de productos desechados se acondicionan para que puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa. 


17) Pretratamiento: Operaciones físicas preparatorias o previas a la valorización o eliminación, tales como separación, desembalaje, corte, trituración, compactación, mezclado, lavado y empaque, entre otros, destinadas a reducir su volumen, facilitar su manipulación o potenciar su valorización.


18) Producto prioritario: Sustancia u objeto que una vez transformado en residuo, por su volumen, peligrosidad o presencia de recursos aprovechables, queda sujeto a las obligaciones de la responsabilidad extendida del productor, en conformidad a esta ley.


19) Productor de un producto prioritario o productor: Persona que, independientemente de la técnica de comercialización:


a)enajena un producto prioritario por primera vez en el mercado nacional.

b) enajena bajo marca propia un producto prioritario adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor.  

c) importa un producto prioritario para su propio uso profesional.


En el caso de envases y embalajes, el productor es aquél que introduce en el mercado el bien de consumo envasado y, o embalado.


El decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario sobre la base de criterios y antecedentes fundados determinará los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de pequeña o mediana empresa.


20) Reciclador de base: Persona natural que, mediante el uso de la técnica artesanal y semi industrial, se dedica en forma directa y habitual a la recolección selectiva de residuos domiciliarios o asimilables y a la gestión de instalaciones de almacenamiento de tales residuos, incluyendo su clasificación y pretratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también como recicladores de base las personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales registradas como recicladores de base, en conformidad al artículo 33.


21) Reciclaje: Empleo de un residuo como insumo o materia prima en un proceso productivo distinto del que lo generó, incluyendo el coprocesamiento y compostaje, pero excluyendo la valorización energética.


22) Recolección: Operación consistente en recoger residuos, incluido su almacenamiento inicial, con el objeto de transportarlos a una instalación de almacenamiento, una instalación de valorización o de eliminación, según corresponda. La recolección de residuos separados en origen se denomina diferenciada o selectiva.


23) Residuo: Sustancia u objeto que su generador desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente.


24) Reutilización: Acción mediante la cual productos o componentes de productos desechados se utilizan de nuevo, con la misma finalidad para la que fueron producidos.


25) Sistema de gestión: Mecanismo instrumental para que los productores, individual o colectivamente, den cumplimiento a las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, a través de la implementación de un plan de gestión.


26) Superintendencia: Superintendencia del Medio Ambiente.


27) Tratamiento: Operaciones de valorización y eliminación de residuos.


28) Valorización: Conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o varios de los materiales que lo componen y,o el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización energética.


29) Valorización energética: Empleo de un residuo con la finalidad de generar energía.
TITULO II
DE LA GESTIÓN DE LOS RESIDUOS

Artículo 4°.- De la prevención y valorización. Todo residuo potencialmente valorizable deberá ser destinado a tal fin evitando su eliminación. 


Para tal efecto, el Ministerio, considerando el principio de gradualismo y cuando sea pertinente, deberá establecer mediante decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos y,o promover su valorización:

a) Ecodiseño.


b) Certificación, rotulación y etiquetado de uno o más productos.


c) Sistemas de depósito y reembolso.  


d) Separación en origen y recolección selectiva de residuos.


Uno o más reglamentos establecerán el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores. Este procedimiento deberá contener a lo menos las siguientes etapas:


a) Un análisis general del impacto económico y social.


b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, incluyendo a los recicladores de base.


c) Una etapa de consulta pública.


La propuesta de decreto supremo que regule alguno de los instrumentos señalados en los literales anteriores deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los  artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300. Tal decreto será reclamable en los términos establecidos  en el artículo 14.


La Superintendencia será competente para fiscalizar el cumplimiento de dichos instrumentos e imponer sanciones, en conformidad a su ley orgánica.


Artículo 5°.- Obligaciones de los generadores de residuos. Todo generador de residuos deberá entregarlos a un gestor autorizado para su tratamiento, de acuerdo con la normativa vigente, salvo que proceda a manejarlos por sí mismo en conformidad al artículo siguiente. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente cumplir con la normativa vigente.


Los residuos sólidos domiciliarios y asimilables deberán ser entregados a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32.


Artículo 6°.- Obligaciones de los gestores de residuos. Todo gestor deberá manejar los residuos de manera ambientalmente racional, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y contar con la o las autorizaciones correspondientes.


Asimismo, todo gestor deberá declarar, a través del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300.


Artículo 7°.- Obligaciones de los importadores y exportadores de residuos. Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, y por las demás normas legales y reglamentarias que regulen la materia.


Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación y,o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.


Cuando la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización señalada en el inciso precedente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor.

TITULO III

DE LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR
Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo 8°.- Responsabilidad extendida del productor. La responsabilidad extendida del productor corresponde a un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores de productos prioritarios son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país.


Los productores de productos prioritarios deberán cumplir con las siguientes obligaciones: 


a) Inscribirse en el registro establecido en el artículo 33.


b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento en conformidad a la ley, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° de este título. La presente obligación será exigible con la entrada en vigencia de los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.


c) Cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidos en el respectivo decreto supremo.


d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados.

Artículo 9°.- Productos Prioritarios. El reglamento referido en el artículo 12 establecerá los productos sometidos a responsabilidad extendida del productor. Para tal efecto, se considerará la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad y,o potencial de valorización.  


Este reglamento considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios:

a) Aceites lubricantes.


b) Aparatos eléctricos y electrónicos.


c) Diarios, periódicos y revistas.


d) Envases y embalajes.


e) Medicamentos.


f) Neumáticos.


g) Pilas y baterías.


h) Plaguicidas.


i) Vehículos.


Los ministerios podrán proponer al Ministerio la incorporación de un nuevo producto prioritario al reglamento. Este evaluará dicha solicitud en consideración a los criterios señalados en el inciso primero.

Párrafo 2°

Metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas

Artículo 10.- Metas de recolección y valorización. Tanto las metas de recolección como de valorización de los residuos de productos prioritarios serán establecidas mediante decretos supremos dictados por el Ministerio.


El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos, considerando las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales como criterio para tal efecto. Las metas podrán contemplar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto y condiciones para el cumplimiento, entre otros.


Artículo 11.- Obligaciones asociadas. Con el fin de asegurar el cumplimiento de metas, los decretos supremos indicados en el artículo anterior deberán regular las siguientes obligaciones:


a) De etiquetado.


b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la desagregación del costo de gestión de los residuos en la boleta o factura. Este costo deberá mantenerse en toda la cadena de comercialización.


c) De diseño e implementación de estrategias de comunicación y sensibilización.


d) De diseño e implementación de medidas de prevención en la generación de residuos.


e) De entrega separada en origen y recolección selectiva de residuos.


f) De limitaciones en la presencia de sustancias peligrosas en los productos.


g) De exigencias de ecodiseño.


h) De diseño y operación de instalaciones de almacenamiento. 


i) Establecimiento de roles y responsabilidades específicas de los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas.


Artículo 12.- Procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas. Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:


a) Un análisis general del impacto económico y social.


b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, quienes conformarán un comité operativo ampliado que el Ministerio creará, de conformidad al artículo 70, letra x), de la ley N°19.300. Dicho comité se constituirá por representantes de los ministerios, así como por personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado que representen a los productores, los gestores de residuos, las asociaciones de consumidores, los recicladores de base, la academia, las organizaciones no gubernamentales, entre otros.


c) Una etapa de consulta pública, la que incluirá la opinión del Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente.


Artículo 13.- Pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. La propuesta de decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los  artículo 71 y siguientes de la ley N°19.300.


Artículo 14.- Recurso de reclamación. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas serán reclamables ante el Tribunal Ambiental respectivo, por cualquier persona que considere que no se ajustan a esta ley y que le  causan perjuicio. 

El plazo para interponer el reclamo será de treinta días, contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial. 

Los recursos serán conocidos por el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás.


La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los efectos del acto impugnado.


Artículo 15.- De la revisión de las metas y otras obligaciones asociadas. Las metas de recolección y valorización de residuos de los productos prioritarios, así como las demás obligaciones asociadas, deberán ser revisadas como máximo cada cinco años, de conformidad al procedimiento establecido en el reglamento.

Párrafo 3°

De los sistemas de gestión


Artículo 16.- Sistemas de gestión. Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor podrán cumplirse a través de un sistema individual o de un sistema colectivo de gestión para cada producto prioritario, según se trate de un único o varios productores. 


Los productores acogidos a un sistema colectivo no podrán invocar dicha circunstancia para eximirse o disminuir su responsabilidad respecto del mismo. En caso de incumplimiento, cada productor responderá en proporción a las metas que le apliquen.


Artículo 17.- Sistemas colectivos de gestión. Los productores que deseen cumplir con sus obligaciones de manera colectiva, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica que no distribuya utilidades entre sus asociados, la que será responsable ante la autoridad. Dicha persona jurídica tendrá como fin exclusivo la gestión de los residuos de los productos prioritarios, y en ningún caso se entenderá como organización de interés público para los efectos de la ley N°20.500.


Asimismo, deberá estar integrada exclusivamente por productores, salvo que el respectivo decreto supremo permita la integración de distribuidores u otros actores relevantes.


Sin perjuicio de la normativa aplicable a la persona jurídica que se constituya, los estatutos deberán garantizar la incorporación de todo productor del respectivo producto prioritario, en función de criterios objetivos, y la participación equitativa de productores, que aseguren acceso a la información y respeto a la libre competencia, y podrán  establecer una remuneración para sus directores.  

Los productores deberán financiar los costos en que incurra la referida persona jurídica en el cumplimiento de su función, en base a criterios objetivos, tales como la cantidad de productos comercializados en el país y la composición o diseño de tales productos, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario. 


En caso de extinción de la persona jurídica, sus bienes pasarán a otro sistema colectivo de gestión o a los productores asociados, según sus estatutos.


Artículo 18.- Obligaciones de los sistemas de gestión. Todo sistema de gestión deberá:


a) Constituir fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 8°, letra c), según lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas a cada producto prioritario.


b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados, municipalidades y,o asociaciones municipales con personalidad jurídica en los términos establecidos en los artículos 20 y 21. 


c) Informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y otras obligaciones asociadas, en los términos establecidos en el respectivo decreto supremo. Dicho informe deberá ser certificado por un auditor externo y contener, al menos, la cantidad de productos prioritarios comercializados en el país el período inmediatamente anterior; una descripción de las actividades realizadas; el costo de la gestión de residuos, en el caso de un sistema individual, y la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos y su fórmula de cálculo, en el caso de un sistema colectivo; y el cumplimiento de las metas de recolección y valorización, así como de las obligaciones asociadas, si corresponde.


d) Proporcionar al Ministerio toda información adicional que le sea requerida por éste, referida al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.


Artículo 19.- Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Sin perjuicio de la celebración de un convenio de acuerdo al artículo 21, los sistemas de gestión autorizados podrán solicitar a la municipalidad respectiva un permiso no precario para utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público para el establecimiento y,u operación de instalaciones de almacenamiento o de recepción temporal de material segregado.


Los antecedentes para solicitar el permiso, los derechos aplicables y las condiciones de operación serán establecidos mediante ordenanza municipal.


La municipalidad resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes y se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.


El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.


Artículo 20.- Convenios con gestores. Los sistemas de gestión sólo podrán contratar con gestores autorizados y registrados. 


Para tal efecto, los sistemas colectivos de gestión deberán realizar una licitación abierta, esto es, un procedimiento concursal, mediante el cual el respectivo sistema de gestión realiza un llamado público, convocando a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas para un servicio de manejo de residuos. Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar.


Los servicios de recolección y tratamiento serán licitados por separado. En el caso de la recolección, los contratos deberán tener una duración máxima de cinco años.


Los sistemas colectivos de gestión deberán contar con un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en dichas bases no existen reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia. Las licitaciones se ajustarán a los términos que establezca el citado informe.


Los sistemas de gestión, cuando así lo requieran, deberán solicitar al Ministerio que se les exceptúe de realizar una licitación abierta por razones fundadas, como ausencia o inadmisibilidad de interesados en ella; casos de emergencia, urgencia o imprevisto; circunstancias o características del convenio que así lo requieran y cuando se trate de la contratación de recicladores de base.


Lo establecido en los incisos anteriores no se aplicará cuando los gestores sean municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, caso en el cual se regirán por lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 21.- Convenios con municipalidades. Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinados a la separación en origen, a la recolección selectiva, al establecimiento y,u operación de instalaciones de almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o a la ejecución de otras acciones que faciliten la implementación de esta  ley en sus comunas.


Artículo 22.- Autorización de los sistemas de gestión. Los sistemas de gestión serán autorizados por el Ministerio, para lo cual deberán presentar un plan de gestión que contenga, al menos, lo siguiente:


a) La identificación del o los productores, de su o sus representantes e información de contacto.


b) La identificación de la persona jurídica, copia de sus estatutos e identificación de los asociados, en el caso de un sistema colectivo de gestión.


c) Las reglas y procedimientos, en el caso de un sistema colectivo de gestión, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema, que garanticen el respeto a las normas para la defensa de la libre competencia.


d) La estimación anual de los productos prioritarios a ser comercializados en el país, promedio de su vida útil y estimación de los residuos a generar en igual período.


e) La estrategia para lograr el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas en todo el territorio nacional, incluyendo las instalaciones de almacenamiento.


f) El mecanismo de financiamiento de las operaciones de gestión y copia de la garantía constituida, si corresponde.


g) Los procedimientos de licitación, en el caso de un sistema colectivo de gestión.


h) Los mecanismos de seguimiento y control de funcionamiento de los servicios contratados para el manejo de residuos.


i) Los procedimientos para la recolección y entrega de información al Ministerio. 


j) Los sistemas de verificación de cumplimiento del plan, a través de auditorías externas que serán realizadas periódicamente por terceros idóneos debidamente certificados por la Superintendencia, de acuerdo a su ley orgánica. Existirá incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de auditoría y la gestión de residuos.


Dicho plan tendrá por objeto dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta ley y tendrá una vigencia de cinco años.


Para garantizar el cumplimiento de las normas de defensa de la libre competencia a que se refiere la letra c), será necesario que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia emita un informe que declare que en las reglas y procedimientos para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión no existen hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia.


El reglamento establecerá el procedimiento, los requisitos y criterios para la autorización de los sistemas de gestión, así como los requisitos de idoneidad de los auditores externos.

Los sistemas que sean autorizados serán incorporados por el Ministerio en el registro a que se refiere el artículo 33.

Artículo 23.- Renovación de la autorización. La solicitud de renovación de la autorización del sistema de gestión deberá presentarse ante el Ministerio con al menos seis meses de antelación al vencimiento del respectivo plan de gestión. En lo demás se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.


Artículo 24.- Actualización del plan de gestión. Toda modificación del plan de gestión deberá ser inmediatamente informada al Ministerio. 


Las modificaciones significativas que recaigan sobre los contenidos referidos en las letras b), c), e), f) y g) del artículo 22 requerirán la autorización del Ministerio, en los términos establecidos en el reglamento.


Artículo 25.- Interpretación administrativa. El Ministerio estará facultado para interpretar administrativamente las disposiciones de los decretos supremos de cada producto prioritario.


Artículo 26.- Prohibición de enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión. Se prohíbe la enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión y respecto de los cuales se encuentren vigentes las metas y obligaciones asociadas establecidas en los respectivos decretos supremos.

TITULO IV
MECANISMOS DE APOYO A LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR


Artículo 27.- Educación ambiental. El Ministerio diseñará e implementará programas de educación ambiental destinados a transmitir conocimientos y crear conciencia en la comunidad sobre la gestión ambientalmente racional de los residuos.


Artículo 28.- Municipalidades. A fin de colaborar con el adecuado cumplimiento del objeto de  esta ley, las municipalidades: 


a) Podrán, de manera individual o asociada, celebrar convenios con sistemas de gestión.


b) Podrán celebrar convenios con recicladores de base.


c) Se pronunciarán fundadamente sobre las solicitudes de los sistemas de gestión respecto a permisos para el establecimiento y,u operación de instalaciones de almacenamiento en los bienes nacionales de uso público bajo su administración, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19, y en conformidad a lo señalado en el artículo 65, letra c), de la ley orgánica constitucional de Municipalidades, si correspondiere.


d) Podrán incorporar en sus ordenanzas municipales la obligación de separar los residuos en origen y fomentar el reciclaje.


e) Promoverán la educación ambiental de la población sobre la gestión sustentable de los residuos.


f) Podrán diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización.


g) Podrán diseñar e implementar medidas de prevención en la generación de residuos.


Artículo 29.- Del fondo para el reciclaje. El Ministerio contará con un fondo destinado a financiar estudios para la gestión de residuos, como asimismo para financiar, previo concurso, proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas.


Este fondo estará integrado por:


a) Los recursos que el Estado reciba por concepto de asistencia técnica o cooperación internacional.


b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de insinuación prescrito en el artículo 1401 del Código Civil y de toda contribución o impuesto.


c) Las transferencias que conforme a su presupuesto realicen los gobiernos regionales.


d) Los recursos que para este objeto consulte anualmente la ley de Presupuestos del Sector Público.  

e) Los recursos que le asignen otras leyes.


f) En general, cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.


Para la ejecución del fondo se podrán celebrar convenios con otras entidades públicas. Los recursos que se transfieran a tal efecto no se incorporarán a los presupuestos de los organismos receptores.


El reglamento establecerá el procedimiento y los criterios para la asignación de los recursos que considere el fondo.


El reglamento deberá contener, a lo menos, las siguientes materias:


a) Bases y procedimiento de postulación.


b) Evaluación y selección de los proyectos, programas, estudios y acciones.


c) Derechos y obligaciones de los proponentes seleccionados.


d) Entrega de los recursos y procedimientos de control.


e) Criterios que incentiven la inclusión de los recicladores de base.


f) Criterios que permitan priorizar la asignación de recursos a municipalidades que, por razones de localización o disponibilidad presupuestaria, requieren apoyo para participar activamente de los objetivos de esta ley, o bien que han celebrado convenios con sistemas de gestión.


Artículo 30.- Recicladores de base. Los recicladores de base registrados en conformidad al artículo 33 podrán participar de la gestión de residuos para el cumplimiento de las metas.


Para registrarse, deberán estar debidamente certificados en el marco del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N°20.267.


Artículo 31.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Todo distribuidor o comercializador de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una superficie suficiente, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, deberá aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.


Las instalaciones de almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.


Los distribuidores o comercializadores estarán obligados a entregar a título gratuito a los gestores contratados por el respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los generadores de un producto prioritario.


Artículo 32.- De las obligaciones de los consumidores. Todo consumidor estará obligado a entregar el residuo de un producto prioritario al respectivo sistema de gestión, bajo las condiciones básicas establecidas por éstos e informadas a todos los involucrados.


El titular de un proyecto o actividad que se someta al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en su Declaración o Estudio de Impacto Ambiental, deberá comprometerse a celebrar un convenio con uno o más sistemas de gestión para la entrega de los residuos de productos prioritarios que genere en su operación. Dicho compromiso se incorporará en la respectiva resolución de calificación ambiental.


Los reglamentos respectivos establecerán las obligaciones pertinentes para los proyectos que no ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.  
TÍTULO V
SISTEMA DE INFORMACION


Artículo 33.- Registro. El Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300, contendrá información sobre:


a) Los productores de productos prioritarios.


b) Los sistemas de gestión autorizados.


c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda.

d) Los gestores autorizados.


e) El cumplimiento de metas de recolección y valorización.


f) Toda otra información que establezca el respectivo reglamento.


El reglamento establecerá el contenido y funcionamiento del Registro, el que deberá asegurar la confidencialidad comercial e industrial. 


El Ministerio estará facultado para cobrar un arancel por la inscripción en el registro, con excepción de los recicladores de base. Los ingresos percibidos por este concepto serán destinados al funcionamiento del Registro.


El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje inteligible a través de su sitio electrónico.

TÍTULO VI
RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN Y SANCIONES


Artículo 34.- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones cuyas infracciones se establecen en el artículo siguiente. Para tal efecto se regirá, en lo que corresponda, por lo dispuesto en el Título II de su ley orgánica.


Cuando el Ministerio cuente con antecedentes que permitan presumir una infracción, deberá remitirlos a la Superintendencia y solicitar el inicio de un procedimiento sancionatorio.


Con el fin de verificar los hechos investigados, la Superintendencia podrá requerir información a gestores de residuos, a sistemas de gestión, a distribuidores o comercializadores, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio de Impuestos Internos, a Municipios, entre otros. 


Artículo 35.- Infracciones. Constituirán infracciones gravísimas:


a) No inscribirse en el registro establecido en el artículo 33.


b) No contar con un sistema de gestión autorizado.


c) Celebrar convenios con gestores en contravención a lo dispuesto en el artículo 20.


d) No cumplir con las metas de recolección y valorización.


e) Incorporar antecedentes falsos en la información proporcionada al Ministerio.  


f) No informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y obligaciones asociadas, en los términos precisados en el respectivo decreto supremo.


g) Enajenar productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión.


Constituirán infracciones graves:


a) No contar con la fianza, seguro u otra garantía, según lo dispuesto en el artículo 18, letra a).


b) No declarar información conforme al artículo 6°.


c) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 7°.


d) Entregar residuos de productos prioritarios a gestores no autorizados o no registrados, sea para su recolección, transporte o tratamiento.


e) No cumplir con las obligaciones asociadas establecidas en el respectivo decreto supremo.


f) No cumplir con el requerimiento de información efectuado por la Superintendencia.


g) No renovar la autorización del sistema de gestión.


h) Efectuar cambios al plan de gestión sin previa autorización, cuando ésta sea requerida en conformidad al artículo 24.  

Constituirán infracciones leves:


a) No proporcionar al Ministerio información adicional requerida.


b) No informar las modificaciones del plan de gestión.


c) Negarse a aceptar residuos y entregarlos al sistema de gestión de manera gratuita, según lo establecido en el artículo 31.


d) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo segundo transitorio.  

Artículo 36.- Sanciones. Las infracciones gravísimas darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Multa de siete mil a diez mil unidades tributarias anuales, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente.


b) Prohibición de vender el producto prioritario mientras se mantenga la infracción.


c) Revocación de la autorización del  sistema de gestión.


d) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


La multa por la infracción gravísima de la letra d) del artículo anterior se aplicará por cada unidad de medida, según lo que establezca el decreto, por sobre la meta incumplida y ascenderá a un monto de 2 a 10 veces los costos de la gestión de los residuos, estimado por la Superintendencia en base a la información disponible. 


Las infracciones graves darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Multa de tres mil una a siete mil unidades tributarias anuales.


b) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


Las infracciones leves darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Amonestación.


b) Multa de una a tres mil unidades tributarias anuales.


c) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


La Superintendencia aplicará una o más de las sanciones anteriores en conformidad a lo dispuesto en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.


Artículo 37.- Recursos. En contra de la resolución de la Superintendencia que aplique una sanción, procederán los recursos a que se refiere el Párrafo 4° del Título III de su ley orgánica.

TÍTULO VII
MODIFICACIONES DE OTROS CUERPOS NORMATIVOS.


Artículo 38.- Modificaciones a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Modifícase la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis:

“Párrafo 6 bis

De la certificación, rotulación y etiquetado


Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente solicitados y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento.


Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y etiquetas. El Ministerio podrá encomendar a entidades técnicas la verificación del cumplimiento de los requisitos que señale el reglamento. La acreditación, autorización y control de dichas entidades se regirá por lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 3 letra c) de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.


Dicha Superintendencia será la encargada de  fiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo. 


La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada según lo establecido en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.”.


b) Introdúcese la siguiente letra t bis) al artículo 70:


“t bis) Otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, en conformidad a la ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Certificación de recicladores de base. Durante los primeros tres años de vigencia de esta ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación exigida en el artículo 30. Transcurrido dicho plazo sin haber  acreditado este requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.


El Ministerio impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 30.


Artículo segundo.- Obligación de informar. Mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, los productores deberán informar anualmente al Ministerio, a través del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes, lo siguiente:


a) Cantidad de productos priorizados comercializados en el país durante el año inmediatamente anterior.


b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas en igual período, y su costo.


c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados en dicho lapso. 


d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.


Dicha información deberá ser entregada por primera vez en un plazo máximo de doce meses contado desde la publicación de la presente ley.


Artículo tercero.- Plazo para dictar reglamentos. Los reglamentos referidos en el artículo 4°, inciso segundo, y en el artículo 12, inciso primero, deberán dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley.


Artículo cuarto.- Gasto fiscal. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Medio Ambiente. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.”.”.
*****


Hago presente a V.E. que el artículo 14 fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 100 diputados, de un total de 119 en ejercicio.  
De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD POR GRACIA A DON ROBERTO KOZAK

(9.777-06)

Oficio Nº 11.799 

VALPARAÍSO, 2 de abril de 2015.


Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que concede la nacionalidad por gracia a don Roberto Kozak, correspondiente al boletín N°9777-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano argentino don Roberto Kozak.”. 
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3
SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADECUA LA LEGISLACIÓN NACIONAL AL ESTÁNDAR DEL CONVENIO MARCO DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE SALUD PARA EL CONTROL DEL TABACO

(8.886-11)
HONORABLE SENADO:

 
La Comisión de Salud tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín y Fulvio Rossi Ciocca y del ex Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.

La iniciativa fue aprobada en general por la Sala el día 12 de agosto de 2014, oportunidad en la que se acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 29 de septiembre del mismo año.




Cabe señalar que, con fecha 30 de septiembre y 14 de octubre del año pasado, mediante sendos acuerdos de Comités ratificados por la Sala del Senado, se abrieron dos plazos adicionales para formular indicaciones, períodos en los cuales la Presidenta de la República y varios Honorables señores Senadores aportaron nuevas proposiciones de enmienda.





El texto que se propone a la Sala en el presente informe está conformado por tres normas permanentes, la primera de las cuales consta de diecisiete numerales, y por un artículo transitorio.

- - - - - - -

Acudieron a la Comisión, con ocasión del estudio de las indicaciones, las siguientes personas: 

Del Ministerio de Salud: El coordinador legislativo, doctor Enrique Accorsi Opazo; El Jefe de la División de Políticas Públicas Saludables, doctor Tito Pizarro Quevedo; El encargado de la Oficina de Control de Tabaco, señor Celso Muñiz Becerra, y la encargada de comunicaciones, señora Antonieta Caro Romero.
De la Subsecretaría de Salud Pública: El Subsecretario, doctor Jaime Burrows; El Jefe de Gabinete, señor Daniel Soto, y los asesores, señoras María Carolina Mora y Leslie Urrutia y señores Felipe Vargas, Alex Figueroa y Rafael Méndez. 

De la Subsecretaría de Redes Asistenciales: La encargada de seguimiento legislativo, señora Paulina Palazzo Rojas, y el asesor, señor Osvaldo Aravena.

De la Universidad Adolfo Ibáñez: El académico, señor Guillermo Paraje.

De la Organización Panamericana de la Salud: La representante en Chile, doctora Paloma Cuchí.

De British American Tobacco: El Director Corporativo, señor Carlos López; El Gerente de Asuntos Comerciales, señor Marco Opazo, y el Gerente de Asuntos Regulatorios, señor Rafael Cánovas. 

De Philip Morris Chile: El Representante de Philip Morris International, señor Fernando Viera Da Silva; El asesor de la empresa, señor Claudio Racciatti, y el abogado, señor Enrique Navarro.

De La Casa del Habano Chile: El señor José Miguel Salvador.

De la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile: El Presidente, señor Ricardo Mewes Schnaidt; la Gerente Gremial, señora Carolina Arancibia, y el abogado, señor José Miguel Sarroca.

De la Asociación de Facultades de Medicina de Chile, ASOFAMECH: El Decano de la Facultad de Medicina de la Universidad de Valparaíso, doctor Antonio Orellana Tobar.

De Chile Libre de Tabaco: Las coordinadoras, señoras Sonia Covarrubias, Isabel Díaz, María Teresa Valenzuela y Lesak Shallat, y la periodista, señora Isabel Díaz.
De Aldeasa Chile Ltda.: El Gerente Comercial, señor José Durán, y el abogado, señor Tomás Puig.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: La coordinadora, señora Camila Sanhueza.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: El analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld.

De la Fundación Jaime Guzmán: Los abogados, señores Máximo Pavez, Héctor Mery Romero y Benjamín Ruiz.

Del Instituto Igualdad: Las asesoras legislativas, señoras Marianela Aravena y Mariluz Valdés.

Del Comité de Senadores de la Unión Demócrata Independiente: El abogado asesor, señor Giovanni Calderón.
	Del Colegio Médico de Chile A.G.: El consejero del Consejo Regional Valparaíso, señor Hugo Reyes.
De la Honorable Senadora señora Goic: Los asesores, señores Gerardo Bascuñán y Mario Jerez Espinosa.
De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe: Los asesores, señores Pablo Urquízar y Juan Paulo Morales.

Del Honorable Senador señor Girardi: El Jefe de Gabinete, señor Nicolás Fernández; Los asesores legislativos, señores Pablo Vega, Dino Sepúlveda, Edgardo Vera y señora Josefina Lorca, y el encargado de comunicaciones, señor Eduardo Rossel.

Del Honorable Senador señor Chahuán: El asesor legislativo, señor Marcelo Sanhueza.


- - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que el numeral 14) del artículo 1° tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, debe contar para su aprobación con el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. Ello, por cuanto transfiere funciones sancionadoras hoy en día radicadas en los Jueces de Policía Local, a la  autoridad sanitaria.

- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:
I.- Artículos del proyecto aprobado en general que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: del artículo 1°, los números 1), 2), 3), 5) y 12), y los artículos 3° permanente y transitorio.
II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos 1 y 22.
III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3, 6, 8, 10,14 y 15. 

IV.- Indicaciones rechazadas: Nos 2, 4, 5, 7, 9, 12, 13, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31 y 33.

V.- Indicación retirada: N° 32. 

VI.- Indicación declarada inadmisible: No 11.
- - - - - - - -

RESUMEN DE EXPOSICIONES


La Comisión acordó recibir en audiencias a diversos expertos en la materia, de forma previa al estudio y votación de las indicaciones formuladas al proyecto de ley.


El académico de la Universidad Adolfo Ibáñez, señor Guillermo Paraje, manifestó, en primer lugar, su concordancia con el contenido de la indicación de la Presidenta de la República que tiene como objetivo incrementar la cantidad mínima de cigarrillos que deben contener las cajetillas en las que se expendan, lo que consideró consistente con las recomendaciones y mejores prácticas de los países con legislaciones más desarrolladas sobre el control del tabaquismo, toda vez que aumenta el costo de los productos de tabaco y, por lo tanto, pone una traba adicional para su adquisición. 

Seguidamente, en lo que se refiere a las advertencias y al empaquetado, indicó que el último informe de la Sociedad Canadiense del Cáncer, que midió las formas de empaquetado en los distintos países del mundo, determinó que las naciones desarrolladas han adoptado, como mínimo, advertencias sanitarias cuya dimensión ocupa un 50% de la superficie del envase de las cajetillas. En la región, por su parte, Jamaica, Ecuador, Venezuela, México, Canadá y Uruguay presentan tamaños de advertencias superiores a los que se exigen en Chile, alcanzando porcentajes de hasta un 80%.


En ese contexto, razonó, las indicaciones que tienden a mantener el tamaño actual de las advertencias sanitarias, esto es, en un 50% del área de la cajetilla, le parecen contrarias a esa tendencia, a menos que dicha medida se acompañe de la obligación de que los envases de productos de tabaco adopten un empaquetado de tipo genérico o plano, como en el caso de Australia.



Otro aspecto sobre el cual instó a ser más agresivos en la lucha contra el tabaco, es el que atañe a la prohibición de utilizar en los envases términos como “light”, “bajo en”, o “suave”, entre otros, que puedan inducir a crear la impresión de que un determinado producto de tabaco es menos nocivo que otros, o que su consumo importa consecuencias positivas para la persona. En efecto, recomendó seguir el ejemplo uruguayo, que no permite incorporar calificativos asociados a la marca del producto.

En cuanto a los aditivos añadidos en el proceso de fabricación de los productos de tabaco –cuya proscripción se encuentra contenida en el numeral 8) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado-, advirtió que, si bien no causarían adicción, si fomentan su consumo. Por tal motivo, llamó a rechazar las indicaciones que tienen como finalidad aminorar el efecto de la norma sancionada en general.




De igual modo, instó a mantener las restricciones ya aprobadas por el Senado que apuntan a evitar que se fume en las áreas silvestres protegidas del Estado y en parques, plazas y lugares de recreación destinados a menores, salvo en aquellos espacios especialmente destinados para fumadores, así como las enmiendas a la Ley del Tránsito, que prohíben al conductor fumar mientras conduce y hacerlo en todo vehículo que traslade a menores de edad. 


En el mismo plano, se mostró partidario de proscribir la venta de productos de tabaco en estanterías o en cualquier otro lugar que permita el acceso directo del público, puesto que ello facilita su adquisición, especialmente para los menores.


Una vez concluida la exposición, el Honorable Senador señor Rossi solicitó al señor Paraje ahondar en aquellas indicaciones que, a su juicio, se contrapondrían al espíritu de la legislación que se propone en el proyecto de ley.    


Aunque el señor Paraje descartó hacer una afirmación tan tajante, sostuvo que la indicación formulada por el Honorable Senador señor Chahuán, en orden a sustituir, en el inciso sexto propuesto por el numeral 4) del artículo 1° de la iniciativa de ley, la frase “La venta de tabaco” por “La venta de cajetillas de cigarrillos”, dejaría fuera de la regulación un mercado creciente de productos que no se relacionan directamente con los cigarrillos, pero cuya entrada al mercado se espera prontamente, como el denominado “smokeless tobacco”  o “tabaco que no se fuma”. En definitiva, la aprobación de esa propuesta, en su parecer, diluiría el efecto que podría tener una normativa como la que se debate actualmente.


En el mismo orden de ideas, concluyó, la aprobación de ciertas indicaciones, como aquellas que pretenden limitar los efectos de las advertencias sanitarias o posibilitar la venta de productos de tabaco en lugares de acceso público, claramente debilitarían la fuerza de la preceptiva en discusión. 

A continuación expuso la coordinadora de Chile Libre de Tabaco, señora María Teresa Valenzuela.


Primeramente, hizo presente que, en materia de advertencias sanitarias, el hecho de que en el primer trámite reglamentario se haya aprobado que ellas abarquen un 100% de la superficie de los envases significa que la totalidad de los lados principales de la cajetilla se utilizarán con ese fin, quedando las caras laterales para agregar la marca y logotipo correspondiente u otro tipo de información. Esta medida, consignó, no se ha usado en otros países.


Sin embargo, lo que sí se ha adoptado es el denominado empaquetado genérico, que consiste en que alrededor de un 75% de las caras principales contienen avisos de carácter sanitario, mientras que en la parte restante se dispone la marca del cigarrillo, con una letra, forma y color previamente estandarizados.

Agregó que hay países que han establecido niveles de superficie a ocupar por la advertencia sanitaria en los envases de productos de tabaco, superiores a los fijados en Chile, tales como Tailandia, Australia y Uruguay, que presentan porcentajes de 85%, 82,5% y 80%, respectivamente. 



Explicó que, si bien las advertencias sanitarias no constituyen un instrumento que haga que las personas dejen inmediatamente de fumar, sí aumentan el conocimiento sobre los daños del tabaco en la salud, influyen en la decisión de empezar a fumar, especialmente entre los adolescentes, e incrementa el número de intentos por dejar de fumar. Asimismo, mientras más grande es la advertencia sanitaria y más pequeña la marca del cigarrillo, las cajetillas aumentan la predisposición a dejar de fumar, especialmente de los fumadores ocasionales y de aquellos que se inician en el hábito tabáquico.


En otro aspecto, enfatizó que Australia, a partir del mes de septiembre del año 2012, se convirtió en el primer país en adoptar el empaquetado genérico en las cajetillas y, en ese contexto, los primeros estudios dan cuenta de un apoyo general de los fumadores a esta medida. De la misma forma, a un mes de haberse implementado la medida, las llamadas a los teléfonos de ayuda para dejar de fumar aumentaron en un 78% y, según la Oficina de Estadísticas Nacionales de Australia, el consumo de tabaco cayó en 4,9% durante los 18 primeros meses de aplicación de la referida política, que ha sido acompañada de otras medidas simultáneas de reciente aplicación.



Agregó que Irlanda, Reino Unido, Francia y Nueva Zelandia están en proceso de implementación del empaquetado genérico y que la nueva Directiva de la Unión Europea requerirá que las advertencias con imágenes cubran el 65% de la parte superior del anverso y el reverso del paquete, a partir del 20 de mayo de 2016.


En lo que atañe a la evaluación de las advertencias impulsadas en nuestro país, afirmó que el aviso lanzado el año 2006 –la imagen “Don Miguel”– es el más recordado y el mejor evaluado en términos de su impacto entre los fumadores, ya que, junto con ser visualmente llamativo, retrataba una situación real y tuvo una adecuada cobertura mediática. 



A la luz de esos antecedentes, recalcó que se ha concluido que, para un mayor efecto, las advertencias deben centrarse en los aspectos positivos de la cesación del consumo, implementarse mediante campañas en medios de comunicación e incorporar un número de teléfono en el que se entregue consejería para dejar de fumar. Entonces, sentenció la señora Valenzuela, junto con la adopción de las medidas antes reseñadas, Chile Libre de Tabaco propone que el tamaño de las advertencias sanitarias se aumente a un 80% de la superficie de las caras principales de las cajetillas.


En seguida, hizo referencia a la posición de la organización que representa, respecto de la adición de mentol en los cigarrillos, sustancia que, según estudios científicos, altera las respuestas fisiológicas al consumo de tabaco, generando una sensación de anestesia, enfriamiento y desensibilización, relajación de los músculos de la tráquea, reducción de la ventilación a nivel laríngeo, bronco dilatación y supresión de la tos. Todo ello redunda en una mayor aspiración de humo por cada unidad consumida. Además, el uso de cigarrillos mentolados se asocia con una alta adicción y mayores niveles de dependencia a la nicotina.


Por otro lado, se ha identificado que las personas que prefieren consumir cigarrillos mentolados son especialmente mujeres entre 18 y 30 años de edad, de estrato social bajo y menor nivel educacional. De igual modo, una alta proporción de adolescentes consume cigarrillos mentolados, siendo éstos más populares entre los alumnos más jóvenes y los que fuman por primera vez.


Presentó los siguientes cuadros para graficar la situación del mercado de cigarrillos mentolados en el país:
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* Laventa de cigarrillos mentolados representa el segmento mas
lucrativo de BAT Chile.

* Cigarrillos con capsula de sabor mentolado han incrementado
sus venta en un 60% desde 2012, alcanzando un 16% de todas
ventas nacionales.

Table 6 Sales of Cigarettes by Standard/Menthol/Capsule: % Volume Breakdown
2008-2013

% retail volume

2008 2009 2010 2011 2012 2013
Standard (non-capsule 97.9 96.3 941 93.0 87.0 80.0
non-menthol)
Menthol (non-capsule) 1.6 23 3.0 33 35 38
Flavour Capsule (all 0.5 1.5 29 37 95 16.3
flavours)
Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Source:  Euromonitor Intemational from official statistics, trade associations, trade press, company research,
store checks, trade interviews, trade sources
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Todos los nuevos producto de BAT Chile lanzados el 2013 son
cigarrillos con capsulas de mentol

Summary 1 Cigarettes: New Product Launches
Brand Company USP/Notes Date
Belmont Switch British American flavour capsule 2013
Tobacco Chile SA (menthol flavour)
Kent iSwitch British American flavour capsule 2013
Tobacco Chile SA (menthol flavour)
Kent iMix British American flavour capsule 2013
Tobacco Chile SA (menthol flavour)
Kent iBoost British American MEnthol cigarette with 2013
Tobacco Chile SA additional flavour
capsule (menthol
flavour)

Sitio web: www.chilelibredetabaco.cl  Correo: redchilelibredetabaco@gmail.com
Tels: (56-2) 548-6021y 548-7617 (Fundacion EPES) Santiago, Chile





De acuerdo con la importante inversión focalizada en este tipo de productos, restó valor a las apreciaciones de las tabacaleras, que señalan que los cigarrillos mentolados constituyen sólo una gama de los productos que fabrican y no tendrían efectos en los grados de adicción que genera el consumo de tabaco.


En ese contexto, complementó, la prohibición de la venta de cigarrillos mentolados tendría un impacto significativo, ya que, sólo en el año 2013, representaron el 20% del total de cigarrillos comercializados al por menor, cifra que podría acrecentarse con el paso del tiempo. 


Luego, se refirió a la facultad que posee actualmente el Ministerio de Salud para prohibir el uso de aditivos en los procesos de fabricación de los productos de tabaco y que fue incorporada por la ley N° 20.660
. Informó que en dos oportunidades dicho Ministerio ha intentado ejercer esa atribución, pero en ambas ocasiones la Contraloría General de la República observó el correspondiente acto administrativo, argumentando que no habría suficiente evidencia científica que demostrara que tales aditivos y sustancias aumentarían los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos. Ello, en su opinión, excedería las atribuciones que la normativa concede al organismo contralor, toda vez que no le corresponde calificar el mérito de la evidencia científica aportada por el Ministerio para fundamentar el acto administrativo.

En virtud de lo expuesto, concluyó, Chile Libre de Tabaco propone que en la iniciativa legal en discusión se consigne expresamente la prohibición del aditivo mentol en los cigarrillos.


Finalmente, declaró que la entidad que representa propugna también la proscripción total de la publicidad del tabaco en los puntos de venta, puesto que, tal como lo han establecido las directrices del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, la exhibición de productos de tabaco en esos lugares constituye una forma encubierta de publicidad y promoción, que no contribuye a la normalización de la conducta fumadora y obstaculiza la cesación tabáquica.

Dicha forma de publicidad, que bajo el actual marco legal está proscrita, ha sido vulnerada sistemáticamente por las tabacaleras en los puntos de venta, mediante la disposición de los productos en grandes exhibidores y la exposición de pantallas con logos relacionados a las marcas de cigarrillos. A continuación se inserta un ejemplo gráfico de lo recién expuesto:
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Sobre ese punto, el Honorable Senador señor Chahuán acotó que ha tomado conocimiento de que en algunas cajetillas de cigarrillos se han incluido láminas que, junto con contener publicidad, permiten ocultar las advertencias sanitarias.


La señora Valenzuela afirmó que entre los obstáculos que se han identificado para una adecuada observancia de la prohibición señalada, el principal es la débil fiscalización por parte de la autoridad sanitaria, debido a que el mayor número de controles se concentra en la verificación del cumplimiento de la preceptiva sobre ambientes libres de humo de tabaco. Resaltó que la exposición al marketing y a la publicidad está asociada a un incremento del riesgo de inicio del hábito tabáquico, por cuanto los menores de edad expuestos a ese tipo de mensajes, en general, tienden a querer fumar en mayor medida que aquellos que no han recibido dicha información.


Agregó que en el año 2009 Irlanda prohibió los exhibidores de tabaco, lo cual produjo una disminución desde el 81% al 22% la proporción de jóvenes entre 13 y 15 años que tuvo acceso a los exhibidores. Similares efectos se presentaron en un estudio realizado en Noruega, el que constató, además, un alto apoyo a esa medida entre la población de fumadores.


Presentó algunos ejemplos de la forma en que se expenden cigarrillos en aquellos lugares en que se prohíbe la publicidad en los puntos de venta:
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A modo de conclusión, recomendó eliminar de la legislación la exigencia de exhibición de las advertencias sanitarias en los puntos de venta
, ya que las tabacaleras han utilizado esa obligación para incorporar publicidad de forma encubierta en esos lugares. 

Una vez finalizada la intervención de la representante de Chile Libre de Tabaco, la Honorable Senadora señora Goic consultó la razón por la cual el Ejecutivo ha formulado una indicación que contempla que las advertencias sanitarias sólo deban ocupar un 50% de la superficie de la cajetilla de cigarrillos, lo que se contrapondría con las recomendaciones de los países más avanzados en el control del tabaco.


El encargado de la Oficina de Control de Tabaco del Ministerio de Salud, señor Celso Muñiz, acotó que, si bien en el texto aprobado en general por el Senado se contempla que la advertencia se disponga en el 100% de la superficie de las caras principales de los envases, el Ejecutivo creyó conveniente mantener la cifra de un 50%, pero adicionando la obligación del etiquetado plano en las cajetillas, situación que también se contempla en la indicación formulada por la Presidenta de la República.


Sin perjuicio de ello, se mostró abierto a incorporar las recomendaciones que haga la Comisión de Salud sobre esta materia, tomando en consideración que la experiencia internacional ha asumido que una cifra cercana al 75% parece apropiada, con independencia de la aplicación del empaquetado genérico.


La señora Valenzuela añadió que el porcentaje que actualmente dispone la ley N° 19.419 emana de lo sugerido como un mínimo por el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco y, aunque en la discusión de la última modificación introducida a esa preceptiva se intentó aumentar esa cifra, finalmente se consensuó en un 50% con la intención de que en el futuro pudiera acrecentarse.


Con posterioridad, intervino el Director Corporativo de British American Tobacco, señor Carlos López, quien expuso sus apreciaciones en torno a las indicaciones formuladas al proyecto de ley durante el presente trámite reglamentario. 


En primer término, aseguró que la posición de su representada en esta materia está basada en buenas prácticas regulatorias, las que estima deben poseer un carácter consultivo, contar con evaluaciones de impacto y sostenerse sobre sólida evidencia científica. Así, manifestó que, de no tomarse en consideración esos aspectos, puede generarse un escenario en que todos los actores pierden, esto es, la sociedad, el Estado y la industria, de producirse la sustitución del comercio formal por uno ilícito.

Respecto de las disposiciones que contempla el proyecto de ley en debate y de las indicaciones formuladas a ellas, sostuvo que, si bien comparte algunas existen otras que, en su opinión, serían abiertamente desproporcionadas, inefectivas o ilegales.


Puntualizó que su alocución se referirá especialmente a dos de las indicaciones presentadas, sobre la base de argumentos fundamentados en informes en derecho de los juristas Francisco Zúñiga, Germán Concha y Eduardo Court. 

Primeramente, hizo notar que la indicación que pretende prohibir la comercialización de formatos de envases que contengan menos de 20 cigarrillos, al no estar asentada en información científica concluyente, tendrá como resultado un florecimiento del comercio de unidades sueltas. Esa falta de evidencia, complementó, se refleja en el hecho de que el Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco en ninguna de sus partes recomienda la aplicación de una medida de ese tipo.


A mayor abundamiento, mencionó que la aparición hace algunos años de la cajetilla de diez unidades tuvo como objetivo atacar el problema de la ilegalidad del cigarrillo suelto en el mercado, que limita el rol de las advertencias en los empaques, dificulta el control del comercio ilícito y posee una serie de desventajas en términos higiénicos. Además, normalmente la cantidad de unidades contenidas en los formatos disponibles en el mercado tiene una correlación directa con el consumo promedio diario de cigarrillos de las personas.

Comentó que en Perú se realizó un debate similar sobre la prohibición de ciertos formatos de envases, lo que finalmente derivó en un alza explosiva del consumo de cigarrillos sueltos. 


En definitiva, argumentó, lo único que generó la medida antes expuesta fue un paso del comercio lícito a la informalidad, a través de la venta de cigarrillos sueltos, situación que podría replicarse en Chile de proscribirse los formatos de cajetillas que contienen menos de veinte unidades. 


Otro efecto adicional a nivel operativo, consignó, es el que podría producirse en materia de empleo en el sector productivo, toda vez que para vender la misma cantidad de cigarrillos en formato de diez unidades, se requiere el doble de cajetillas que en el formato de veinte. Entonces, si todo se produce en este último tipo de envases, se requerirá la mitad de la capacidad productiva de la empresa.


El segundo tema sobre el cual profundizó fue el referido a la propuesta que promueve la implementación de empaques genéricos, que busca estandarizar tanto el formato de los envases como el de los propios cigarrillos.


Al respecto, expresó su convencimiento de que dicha medida sería ilegal e inefectiva, junto con provocar una serie de consecuencias no deseadas. En efecto, argumentó, la medida en comento remueve de manera ilegal e injustificada los derechos marcarios, dañando la libertad de elegir de los consumidores y la economía en general. Asimismo, informó que una solución similar está siendo desafiada en la Organización Mundial de Comercio por cinco gobiernos, lo que ha significado que varios países hayan rechazado seguir el modelo australiano, ya que, además, dicho experimento, luego de dos años de su formulación, no ha cumplido con ninguno de los objetivos de salud pública inicialmente trazados.


Por otra parte, de aprobarse la propuesta legislativa, se producirán serias consecuencias adversas, toda vez que la competencia se focalizará únicamente en el precio y no en la calidad de los productos, junto con facilitar las falsificaciones e incentivar el contrabando.


Ahondando en el ejemplo australiano, afirmó que no ha cumplido con ninguna de las promesas que se hicieron para fundar su pertinencia, puesto que, en primer lugar, no se han reducido las tasas generales de  fumadores. Incluso, durante el año 2013, los consumidores de tabaco aumentaron en un 1,8% en la referida nación oceánica. 


Aseveró que tampoco se ha reducido la tasa de fumadores jóvenes, sino que, por el contrario, entre los años 2010 y 2013 –fecha en que ya se encontraba vigente el empaquetado genérico– el gobierno australiano certificó que el consumo se habría incrementado. 


La tercera promesa no cumplida, continuó, tenía relación con que el empaquetado genérico permitiría acrecentar la efectividad de las advertencias sanitarias. Sobre este punto, sostuvo que encuestas realizadas en el año 2014 han determinado que un 59% de las personas consultadas dijo no compartir la afirmación de que las advertencias los motivaban a dejar de fumar, cifra que ha ido creciendo desde la introducción de dicho formato de envasado en el año 2012.

Finalmente, consignó que un efecto no deseado de la exigencia de empaquetado plano ha sido un incremento del comercio ilícito de cigarrillos. Así, a mediados del año 2014 el comercio ilegal alcanzó una cifra sin precedentes para Australia -14,3%-, lo que representa un aumento de casi 25% respecto del año 2012. 

En definitiva, resaltó que la experiencia de más de dos años en Australia ha sido clarificadora, en el sentido de que ha otorgado información real y concreta de que los resultados tienden a confirmar los reparos que se han planteado previamente a la medida de empaquetado genérico. A esa misma conclusión llegó la Comisión de Salud del Congreso de México, que determinó que no había certidumbre de que la adopción de dicho formato implicaría una reducción en las tasas de consumo de tabaco. 


En la misma línea, acotó, cabe señalar que el Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco establece expresamente que los países no pueden vulnerar obligaciones internacionales ni normas constitucionales en su aplicación.


A continuación, el Gerente de Asuntos Comerciales de British American Tobacco, señor Marco Opazo, manifestó que, en base a informes en derecho elaborados por los juristas señores Francisco Zúñiga, Germán Concha y Eduardo Court, se ha concluido que la producción y comercialización del tabaco en Chile constituye una actividad lícita amparada por los numerales 21°, 22°, 24°, 25° y 26° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


Es decir, la facultad regulatoria que posee el Poder Legislativo en ningún caso puede afectar un derecho en su esencia o imponer condiciones o tributos que impidan su ejercicio, como lo serían, en este caso, el establecimiento en cualquiera de sus formas de un empaquetado genérico en la comercialización de cigarrillos. 


En ese escenario, la potestad regulatoria del legislador se encuentra limitada por tres requisitos: racionalidad, proporcionalidad y no discriminación arbitraria. Sin embargo, ese formato de venta no daría cumplimiento a esos requerimientos. 

Además, en lo que atañe a la responsabilidad extracontractual de las personas jurídicas, mencionó que el señor Court ha hecho presente que, por regla general, la responsabilidad objetiva no es compatible con un modelo de responsabilidad civil subjetiva como el de Chile, que sólo la acepta de manera excepcional, cuando las potenciales víctimas no pueden adoptar una conducta razonable para evitar el riesgo, como en el caso de la Ley de Seguridad Nuclear. En cambio, el conocimiento de los riesgos para la salud provenientes del consumo de tabaco es actualmente universal.


Agregó que, en la práctica, con la aplicación de la medida que objeta la producción y el comercio de productos de tabaco se transformaría en una actividad civilmente ilegal, lo que en la práctica equivaldría a su prohibición.


A modo de conclusión, el señor López reiteró que Chile cuenta con una reciente, completa y exhaustiva legislación sobre el tabaco, y si bien en el proyecto de ley en debate hay propuestas que su representada comparte, se contemplan otras que serían abiertamente desproporcionadas, inefectivas e ilegales, como la medida de eliminar los formatos de menos de 20 unidades y el empaquetado y cigarrillos genéricos. Asimismo, prohibiciones asociadas a criterios arbitrarios y subjetivos, como es el caso de la adición de ciertos ingredientes, también presentan evidentes cuestionamientos constitucionales y no son recomendadas por el Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco; por último, enfatizó, la disposición que establece una responsabilidad objetiva de las empresas tabacaleras es ajena al ordenamiento jurídico nacional.

A su turno, intervino el abogado de Philip Morris Chile, señor Enrique Navarro, el cual comenzó su alocución analizando dos aspectos del proyecto de ley en comento que calificó de esenciales.


En primer término se refirió a la advertencia sanitaria que se plantea en la iniciativa legal, y enunció los principios constitucionales que se relacionan con dicha proposición.

Así, sostuvo que la Constitución Política de la República, en los numerales 2° y 22° del artículo 19, prohíbe que el legislador establezca diferencias arbitrarias. Asimismo, el libre emprendimiento de actividades económicas se consagra en el numeral 21°, en tanto que la propiedad marcaria está garantizada por lo dispuesto en los numerales 24° y 25°, todos del mismo artículo.


Sobre la base de esos principios y del de proporcionalidad que ha sido desarrollado por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, se hace necesario determinar la naturaleza o racionalidad del gravamen que se propone. En ese sentido, concluyó que una limitación que impida exhibir la marca del producto de tabaco supera el test de proporcionalidad y, por lo tanto, atenta contra el principio de igualdad ante la ley, al imposibilitar la libre exhibición y diferenciación de una marca, derecho esencial que establece el ordenamiento jurídico para el titular de la misma. Puntualizó que no existen otros precedentes en materia legislativa que pudieran sustentar una limitación tan importante como la que se pretende en torno al tabaco.


Por último, manifestó que la remisión genérica a la potestad reglamentaria que se contiene en la letra B) del numeral 6) del artículo 1° del proyecto de ley, sin especificación de suficiencia y determinación, afectaría el principio de reserva legal.


En segundo lugar, hizo notar que para el análisis de la disposición sobre responsabilidad objetiva que se contempla en el numeral 16) del artículo 1° de la iniciativa, es necesario tener en consideración principios constitucionales como el justo y racional proceso que exige el artículo 19 N° 3° de la Carta Fundamental, el principio de culpabilidad, la prohibición de la presunción de derecho en materia de responsabilidad y la presunción de inocencia, reconocidas tanto en la Carta Fundamental como en tratados internacionales. Igualmente, se debe tener presente la libre determinación, que el Tribunal Constitucional ha asumido como un principio.


Entonces, razonando al amparo de los principios señalados, el señor Navarro concluyó que, si bien la responsabilidad objetiva podría disponerse en algunas materias específicas en que no ha habido una actuación voluntaria de la persona afectada por el perjuicio, no podría aplicarse respecto del tabaquismo, toda vez que no se consideran ciertos elementos esenciales, como la relación de causalidad entre el hecho y la consecuencia dañosa y la indeterminación del sujeto que ha provocado el perjuicio, dado que hay una formulación genérica e indeterminada en la norma.


Por lo demás, la comercialización de productos de tabaco constituye una actividad lícita, no hay una acreditación de culpa o dolo y, en último término, hay una exposición voluntaria al riesgo por parte del afectado.


En conclusión, desde el punto de vista de un justo y racional proceso, de la desproporcionalidad de la medida propuesta y en razón de que el legislador estaría atribuyéndose facultades que, en su opinión, son de competencia de los tribunales de justicia, conforme lo dispone el artículo 76 de la Constitución Política de la República, estimó que la norma en cuestión sería contraria a la Carta Fundamental.


Luego, tomó la palabra la Representante de la Organización Panamericana de la Salud (OPS) en Chile, doctora Paloma Cuchí, quien, junto con apoyar las ideas centrales promovidas en el proyecto de ley, precisó que tanto el Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco como la Organización Panamericana de la Salud recomiendan que los paquetes de cigarrillos no contengan menos de 20 unidades, dado que de esa forma se dificulta el acceso de los jóvenes a la compra de tabaco.


Acto seguido, refutó la afirmación de que la medida de empaquetado genérico adoptada por Australia no ha sido efectiva para el control del tabaquismo. En efecto, la encuesta a la que hizo referencia el representante de la empresa British American Tobacco no da cuenta del cambio de metodología frente a otras mediciones previas, lo que no las haría comparables. Además, las variaciones mencionadas en la prevalencia de la población entre 12 y 17 años no son estadísticamente significativas y, por último, algunos de los cambios producidos no son imputables a la introducción de la cajetilla plana, sino que pueden deberse a una reducción de los fondos destinados a campañas comunicacionales.


Seguidamente, enmarcó su alocución en los aspectos del proyecto de ley que le parecieron más importantes.


Así, respaldó que en materia de publicidad del tabaco se disponga una prohibición en términos amplios, incluyendo lo relativo a promoción, patrocinio y exhibición de productos, en línea con las recomendaciones del Convenio Marco.  


En otro aspecto, sugirió que en la definición de “aditivo”, contenida en la letra e) del artículo 2° de la ley N° 19.419, se incluya la palabra “preexistente” a continuación del vocablo “natural”, con el objetivo de que no haya espacios para que la industria introduzca partes naturales de la planta de tabaco en un proceso de recomposición posterior al curado y procesado de esa hoja, como ciertos azúcares que mejoran la palatabilidad del tabaco y, por ende, contribuyen indirectamente a facilitar la adicción.  


En lo que atañe a la modificación que incide en el artículo 3° de la ley N° 19.419, propuso incorporar la siguiente disposición:

“Queda prohibida la utilización de marcas o imaginería de marcas de tabaco identificables en todos los productos culturales y de entretenimiento de los medios audiovisuales. Queda igualmente prohibido el uso o representación de productos de tabaco, de cigarrillos electrónicos o de productos que simulen productos del tabaco, en medios audiovisuales en el horario o en productos para menores. En horarios o productos para adultos que usen o representen productos del tabaco o cigarrillos electrónicos se deberá mostrar al principio y al final  una certificación de que nadie que ha participado en la producción o distribución del producto ha recibido beneficio alguno a cambio de usar o representar dichos productos. En estos casos, el producto en cuestión deberá tener una publicidad antitabáquica. El Ministerio de Salud desarrollara las regulaciones pertinentes para implementar estas disposiciones en el plazo máximo de 12 meses desde la entrada en vigor.”.

En seguida, manifestó su conformidad con la prohibición dispuesta en el numeral 3) del proyecto de ley
, dada la dificultad para evitar que los menores de edad accedan a productos de tabaco mediante el uso de máquinas expendedoras o que estos dispositivos se utilicen como un modo encubierto de promoción. En tanto, sobre el precepto signado con el numeral 5) en la iniciativa de ley
, sugirió extender su alcance a la entrega gratuita de esos productos.


Hizo presente que, en materia de advertencias sanitarias, el Convenio Marco recomienda un número que varía entre seis y diez formatos rotativos, toda vez que después de cierto tiempo pierden el impacto que generan inicialmente en el usuario. Además, indicó que esos formatos deberían estar en circulación de manera simultánea. Respecto de su dimensión, aclaró que existe evidencia de que a mayor tamaño se produce un efecto más potente y, del mismo modo, la advertencia se vuelve más relevante si el texto va unido a imágenes.


Sobre el empaquetado genérico –medida que actualmente se encuentra vigente en diez países–, destacó que los aspectos más importantes para tener en cuenta en caso de aprobarse corresponden a la uniformidad del tamaño, color y formato de los envases. Rebatió los argumentos que señalan que no podría discriminarse entre una marca y otra y que el factor precio pasaría a ser el preponderante en la elección de los usuarios, porque con independencia de la marca que se consuma y del precio, los efectos perjudiciales en la salud de las personas serán los mismos. En definitiva, concluyó, es erróneo indicar que un producto es mejor que otro o que una dosis mínima de consumo no acarreará consecuencias posteriores. 


En lo que respecta a la superficie de la advertencia recomendada por el Convenio Marco, explicó que, si bien se dispone un piso mínimo de un 50% del envase, se debe tener en consideración que ese estándar fue fijado hace más de diez años. Por lo tanto, hoy en día la sugerencia de los expertos es que la extensión de la advertencia ronde el 70% del área de la cajetilla, sin que esté limitada a sus caras principales.


Concordó asimismo con lo preceptuado por el artículo que se sustituye en el numeral 7) del proyecto de ley
. 


En lo referido a las propuestas de enmiendas formuladas al artículo 10 de la ley N° 19.419, solicitó agregar a las prohibiciones la de fumar en los lugares de trabajo, definiendo éstos como “los utilizados por las personas durante su trabajo, remunerado o voluntario, incluyendo no sólo aquellos donde se realiza el trabajo, sino también todos los lugares conexos y anexos que los trabajadores suelen utilizar en el desempeño de su empleo, así como los vehículos que se utilizan mientras se realiza el trabajo”.

En último término, se mostró de acuerdo con la norma que regula la responsabilidad objetiva y solidaria de las compañías tabacaleras por los daños producidos por el tabaquismo, contenida en el numeral 16) de la iniciativa legal
.


Al concluir la intervención de la representante de la Organización Panamericana de la Salud, el señor Subsecretario de Salud Pública expresó que la posición del Ministerio de Salud en esta materia coincide plenamente con lo enunciado en la exposición precedente.


Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi hizo notar su malestar por cuanto, a su juicio, la exposición de los representantes de la empresa British American Tobacco se basó en información engañosa, tendenciosa y alejada de la realidad, si se compara con los datos oficiales proporcionados por la OPS y recientes estudios realizados en países como Francia e Inglaterra.


En ese sentido, recalcó que estudios que se hicieron valer por el señor López no son estadísticamente significativos. Sin embargo, expresó que esa estrategia es parte de la práctica general de la industria tabacalera.


Igualmente, Su Señoría estimó inaceptable que se catalogue algunas de las propuestas del proyecto como “desproporcionadas, ilegales, arbitrarias e ineficaces”, pues lo único que corresponde a esos calificativos son las consecuencias gravosas que produce el consumo de tabaco en la salud de las personas. Además, las empresas tabacaleras son precisamente las detractoras de las medidas tendientes a evitar el acceso de los menores al tabaco o de aquellas que prohíben el uso de aditivos, todo ello con tal de aumentar sus ventas. Entonces, en su opinión, ese tipo de acciones y estrategias son las que deben ser calificadas de la manera antedicha. 


Tampoco consideró apropiado comparar las restricciones que se aplican al tabaco con aquellas que afectan a ciertos productos alimenticios o bebidas alcohólicas, pues el consumo moderado de éstos no produce daño a la salud, en tanto que cualquier cantidad de tabaco es perjudicial. 


Otra maniobra que condenó son las comunicaciones que se ha hecho llegar a trabajadores de la industria del tabaco, señalándoles que estarían en peligro sus puestos de trabajo en caso de que finalmente el proyecto en discusión se transforme en ley de la República. 


Requirió la entrega por parte del Ministerio de Salud y de la OPS de toda la evidencia científica que obre en su poder para apoyar las propuestas normativas que plantea la iniciativa de ley.


Luego, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe solicitó  a los expositores mayores antecedentes, ante las disímiles posturas expuestas respecto de la experiencia australiana en la aplicación del empaquetado genérico.


En relación con el acceso de los menores a los productos de tabaco, manifestó su convicción de que es unánime la reprobación a esa práctica, mas, del mismo modo, es indispensable que el Estado asuma la responsabilidad que le cabe en la falta de fiscalización de la venta de tabaco a menores.


En otro aspecto, advirtió que no se debe dejar de tomar en cuenta que la industria tabacalera genera un número importante de empleos, especialmente en las zonas productoras de tabaco. Por ello, pidió conocer la opinión de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo sobre este asunto.


El Honorable Senador señor Chahuán se sumó a la petición de que se alleguen todos aquellos informes y estudios respecto del impacto en el control del tabaquismo que ha generado la implementación del envase genérico en ciertos países, lo que será determinante para adoptar una posición sobre este asunto. Sin perjuicio de lo anterior, recalcó que es partidario de  establecer políticas restrictivas respecto del consumo de tabaco. Asimismo, solicitó conocer el efecto de la medida en las empresas fabricantes de las cajetillas, que no sólo surten al mercado interno, sino que también exportan parte de su producción.


Sobre el efecto del empaquetado genérico, el Honorable Senador señor Girardi hizo notar que es probable que en algunos países en que se ha aplicado esa medida los efectos puedan no ser tan llamativos, dado que su nivel de prevalencia de tabaquismo es significativamente menor que el que presenta Chile.


Haciéndose cargo de las afirmaciones hechas valer precedentemente, el Director Corporativo de British American Tobacco sostuvo que el potencial riesgo que el empaquetado genérico podría causar en el empleo deriva del hecho de que la fábrica de su representada instalada en el país está especializada en productos de alta complejidad y calidad, pese a lo reducido del mercado nacional, para lo cual requiere de mano de obra calificada de gran parte de sus operarios.


En ese contexto, si se dispone que los empaques sean similares y estandarizados, deja de tener sentido la existencia de una fábrica especializada, pudiendo abastecerse el mercado interno con la producción de instalaciones de menor complejidad emplazadas en países vecinos. 


Además, un eventual cierre de la planta que se encuentra en la comuna de Casablanca también impactaría a los agricultores de tabaco, que la nutren con ese insumo, toda vez que el 80% del tabaco que se adquiere es de producción nacional. Igualmente, si se elimina la posibilidad de comercializar empaques que contengan menos de 20 unidades de cigarrillos, el número de envases que se necesitará elaborar será obviamente menor para surtir el mercado. Esta medida, consignó, afectaría al 25% de los puestos de trabajo en la industria, según se ha previsto.


La decisión de cierre de la planta, concluyó, será evaluada dependiendo de las regulaciones que finalmente se establezcan.

A continuación, expuso el representante de La Casa del Habano de Chile, señor José Miguel Salvador, quien, primeramente, valoró esta iniciativa parlamentaria que tiende a dar cumplimiento a las directrices que la Organización Mundial de la Salud ha fijado para atacar el tabaquismo. Sin embargo, aclaró, debido a una confusión conceptual se ha aplicado a los habanos las mismas regulaciones y restricciones que se han dispuesto para los cigarrillos, a pesar de ser productos distintos.


Informó que La Casa del Habano de Chile corresponde a una franquicia internacional que opera en más de 60 naciones y que se instaló en el país en el año 2009, enfocándose a la venta de tabacos clásicos elaborados en Cuba, de producción orgánica y cuya denominación de origen está protegida y aprobada por el Instituto Nacional de Propiedad Industrial en el año 2013. En efecto, los únicos componentes de los habanos son tabaco, agua y una pequeña cantidad de goma natural celulósica, sin contar con otro tipo de aditivos, químicos, papeles o filtros. De igual modo, previno que los productos comercializados por su representada no se destinan a un mercado masivo ni a menores de edad, sino que apuntan a consumidores adultos de un nicho específico.


En consecuencia, continuó, es del todo erróneo aplicar a los puros las mismas restricciones que la legislación ha contemplado para los cigarrillos. En otros países, declaró, se ha diferenciado el contenido y tamaño de las advertencias sanitarias que se exigen en los envases de los habanos, con el fin de garantizar una apropiada información al consumidor acerca de las propiedades y origen de los puros, todo lo cual dificulta su falsificación.


Entre los asuntos que podrían afectar el normal desarrollo de su comercio, destacó la autorización de comercialización, el empaquetado genérico y la definición de descriptores.


Sobre el primero de ellos, acotó que la obtención de la autorización para comercializar en el país un nuevo puro demora entre nueve y once meses, dada la cantidad de requerimientos que se deben cumplir ante las autoridades públicas. Todo ello, en su opinión, facilita la acción de falsificadores, quienes, al no necesitar todas esas aprobaciones estatales, pueden poner en circulación su producto con mayor antelación. En razón de lo expuesto, pidió mayor celeridad en la tramitación administrativa de las autorizaciones, que se estandarice el tamaño y forma de las advertencias sanitarias pertinentes y que la visación para la entrada al mercado de los puros se haga por marcas y no por cada categoría de habano.

Respecto del empaquetado genérico, sostuvo que sería impracticable dar cumplimiento a una regulación de ese tipo en el caso de los productos que distribuye, dado el carácter foráneo y artesanal de los mismos, además de que el ocultamiento total de la información impediría una comunicación relevante de las características de los puros y facilitaría su falsificación. Propuso seguir los lineamientos de la OMS, que ha propuesto que dicha advertencia no sea menor a un 30% del tamaño del envase.


Por último, dio cuenta de la necesidad de que los descriptores que se incorporan a los envases se objetiven y que su determinación no quede sujeta a la apreciación subjetiva de la autoridad que deba aprobar en cada caso su comercialización. 


Al concluir la intervención, el Honorable Senador señor Girardi consultó cuántos clientes posee La Casa del Habano de Chile.


El señor Salvador informó que existe un club de socios de alrededor de 70 integrantes y que en su base de datos de clientes es posible contar aproximadamente a un millar de personas. 

En seguida, expuso ante la Comisión el abogado de Aldeasa Chile Limitada, señor Tomás Puig.

En primer lugar, el letrado hizo presente que su representada tiene como giro el servicio de tiendas denominadas “Duty Free”, cuya característica principal es que los productos que allí se expenden a los pasajeros internacionales están exentos del pago de aranceles y de los impuestos normales a las ventas; los locales de expendio se ubican primordialmente en los aeropuertos y constituyen la última visión del país que tiene un pasajero antes de abandonarlo.


Añadió que Aldeasa comparte las inquietudes que en materia de control del tabaco han expresado el Ejecutivo y los autores del proyecto en debate. Sin embargo, respecto de la situación de aquellos pasajeros internacionales adictos al tabaco, las regulaciones que se proponen no tendrán mayor efecto en los aeropuertos nacionales en cuanto a su motivación sanitaria, ya que podrán continuar el consumo de productos de tabaco en el destino al que se dirigen.



En otro aspecto, manifestó que la ley vigente en esta esfera contempla, en su artículo 6°, la normativa referida a las advertencias sanitarias, y dispone que ella se aplicará a los productos de tabaco, sean nacionales o importados, destinados a su distribución dentro del territorio nacional. En su opinión, esa exigencia no sería aplicable en las tiendas de llegada y salida del aeropuerto, toda vez que en las primeras los pasajeros adquieren el tabaco para su consumo personal, en tanto que en las segundas los productos tienen como destino el extranjero. 

Debido a la diferencia ya expuesta, recordó que en años anteriores se permitió que en las tiendas de “Duty Free” se comercializaran productos de tabaco sin la advertencia común y se autorizó la utilización del “warning” o advertencia internacional. No obstante ello, de forma errónea el Gobierno anterior derogó la disposición que plasmaba la distinción antes explicada.


En lo referido a las propuestas que contiene el proyecto de ley, sostuvo que Aldeasa coincide con la prohibición de venta de cigarrillos en máquinas expendedores automáticas, como asimismo con la colocación de avisos que comuniquen la prohibición de su venta a menores de dieciocho años. Por el contrario, dio cuenta de su desacuerdo con que se apliquen a las tiendas de “Duty Free” las nuevas prescripciones sobre advertencias sanitarias, posibilitándose el uso del “warning” internacional que cubra el 50% del envase. En igual sentido, solicitó que se mantenga la venta de cartones de productos de tabaco en bandejas o en dispositivos propios de un autoservicio, lo que está acorde con la rapidez del expendio que requiere un pasajero en tránsito.

Con todo, respecto del nombre que se ha dado a la iniciativa legal en discusión, hizo notar que el Convenio de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco en ninguna de sus partes establece la obligación de que las advertencias ocupen el 100% de la superficie del envase.

A su turno, tomó la palabra el Presidente de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, señor Ricardo Mewes.

La máxima autoridad de la organización gremial comenzó su alocución haciendo presente que su sector da empleo a cerca del 24% de los trabajadores del país y que existen más de 60.000 establecimientos comerciales que son proveedores de cigarrillos.

Luego, señaló que las preocupaciones del gremio en torno al proyecto de ley están centradas principalmente en la proliferación de la piratería y el comercio ilegal, flagelos que impactan negativamente en la creatividad, el empleo, la inversión extranjera y la seguridad en el desarrollo del comercio. Sobre ese punto, se han realizado talleres, seminarios y capacitaciones a las personas que se desempeñan en los lugares de expendio, para una apropiada aplicación de la normativa que regula las actividades relacionadas con el tabaco. Del mismo modo, se han llevado a cabo campañas conjuntas con la industria tabacalera, con el objetivo de impedir el expendio de productos de tabaco a menores de edad en los comercios asociados a su organización.

Agregó que el comercio ilícito constituye uno de los principales potenciadores de la victimización del comercio y del aumento y habitualidad de aquella –según dan cuenta las últimas encuestas–, todo lo cual se traduce en un daño importante para la sociedad. Por ello, llamó a analizar profundamente algunas de las propuestas planteadas en la iniciativa de ley, puesto que, en su parecer, podrían empeorar el escenario antes descrito.


En esa línea, informó que, según datos del Servicio Nacional de Aduanas, cada vez que se han incrementado los impuestos que gravan el comercio de tabaco, de la misma forma ha aumentado la incautación de productos de ese tipo falsificados, llegando al mes de agosto del año 2014 a constatarse una cifra de 3,6 millones de cajetillas requisadas.


A partir de la siguiente imagen dio cuenta de algunos datos al respecto:

[image: image6.jpg]Comercio llegal de Cigarrillos

Alzas de impuestos, alzas en el contrabando

Relacion del alza de

impuestos con el contrabando LIS CHI Y

82,3%
| 81,4% | Y
80,4% @
@ |
\ Cajetillas incautadas
76,4% 76,4%
® " () | ills.
I a8mills. .o s
2,3 mills.

1,2 mills. 982 mil

| [ N 0}

2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 agosto
2014

Fuente Aduanas * Porcentaje del valor de la cajetilla que es impuesto






Entonces, teniendo en la mira la conveniencia de fomentar el ejercicio legal del comercio, expresó que la mayor preocupación de su gremio se enfoca en las proposiciones destinadas a implementar una cajetilla genérica y en aquella que proscribe la comercialización en envases de menos de 20 cigarrillos. Lo anterior, en razón de que, de acuerdo a sus estimaciones, provocarían un acrecentamiento de la piratería, el contrabando y el comercio ilegal, incluyendo la venta de cigarrillos sueltos. De igual manera, fomentarían una competencia desleal con el comercio establecido, desincentivarían el expendio de productos legales, se atentaría contra el libre flujo de los productos y la libertad de comercio y, por último, genera un mal precedente para futuras regulaciones, en el entendido de que la imposición de limitaciones en la forma en que se puede dar a conocer al consumidor el contenido de los productos afectaría la libertad de emprendimiento.

Además, sostuvo, este tipo de restricciones, en opinión de la Cámara que preside, no darían cumplimiento al objetivo sanitario que busca el proyecto de ley, puesto que se produciría un aumento del consumo de cigarrillos de bajo costo, realidad que en algunas zonas del país –especialmente en el norte– ya se ha evidenciado. Igualmente, se dificultará la fiscalización del cumplimiento de la normativa.


En lo que atañe específicamente a la obligación de que los cigarrillos se envasen en una cajetilla plana, destacó que no se cuenta hasta el momento con evidencia científica comprobada sobre su efectividad en la reducción del consumo de tabaco. Detalló conversaciones con representantes de la Cámara de Comercio australiana, quienes expresaron que ese método habría resultado completamente ineficaz para alcanzar las metas de salud pública propuestas, junto con tener efectos negativos en toda la cadena de abastecimiento de tabaco y en el mantenimiento de los puestos de trabajo de la industria. Asimismo, se ha constatado una pérdida de ingresos por concepto de impuestos, disminución de utilidades de los comerciantes minoristas y aumento del comercio ilegal. Tampoco se demostraron consecuencias positivas en el decrecimiento de la prevalencia del tabaquismo, ya que las ventas de estos productos no han disminuido, reseñó.


Así, desde la puesta en vigencia de la cajetilla genérica en el año 2012, las ventas legales de cigarrillos se han mantenido, aunque ha crecido el comercio de unidades de bajo costo y de aquellos productos de origen ilícito.


Al concluir su exposición, el señor Mewes puntualizó que la presencia de cigarrillos ilegales en el mercado nacional ha pasado de 50 a 200 millones de unidades en los últimos cinco años, evidenciándose un crecimiento mayor, en términos porcentuales, a partir de la última modificación a la legislación que regula las actividades relacionadas con el tabaco.

- - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 
A continuación se presenta una relación de los artículos y de las indicaciones presentadas, así como de los acuerdos adoptados sobre las mismas. 
ARTÍCULO 1°


El artículo 1° del proyecto de ley, conformado por dieciséis numerales, introduce diversas modificaciones a la ley 
N° 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco.
- - - - - 





La indicación N° 1, de la señora Presidenta de la República, intercala el siguiente numeral 4), nuevo, adecuándose la numeración correlativa de los siguientes:  

“4) Reemplázase, en el artículo 4°, inciso final, la palabra “diez” por “veinte”.”.

Se trata de la cantidad mínima de cigarrillos que debe contener un paquete. Elevarla a veinte encarece el valor y dificulta la adquisición por menores de edad.


- En votación la indicación N° 1, fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe. El Honorable Senador señor Chahuán se abstuvo. 
- - - - - -





Esta norma tiene correlación con la sanción impuesta en el numeral 9) del inciso primero del artículo 16, que castiga con multa y comiso la venta unitaria de cigarrillos o en cantidad inferior a diez, si la infracción es cometida por alguien perteneciente a la industria tabacalera. En consecuencia, acudiendo a la autorización contenida en el artículo 121 del Reglamento del Senado, se reemplazó la palabra “diez” por “veinte”.





La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe mantuvo la posición adoptada respecto de la indicación de la señora Presidenta de la República y votó en contra de este cambio.





- Acordado por mayoría de tres votos contra uno. Se manifestaron por la aprobación los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
- - - - - - -

Número 4)




El texto del numeral 4) es el siguiente:



“4) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto al artículo 4°:

    

 "Los lugares de comercialización de productos de tabaco al público deberán contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años.

     



 La venta de tabaco en dichos lugares no podrá efectuarse mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar de acceso directo al público.".”.




El artículo 4° en cuestión prohíbe la venta, ofrecimiento o entrega a título gratuito de productos de tabaco a menores y en ciertos lugares.



La indicación N° 2, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, elimina el inciso sexto propuesto.


El Honorable Senador señor Rossi consideró relevante mantener inalterable el texto del número 4) aprobado en general, toda vez que su supresión acarrearía, en la práctica, la ineficacia de la prohibición de la publicidad en los puntos de venta, establecida en el artículo 3° de la ley N° 19.419.

- Puesta en votación la indicación N° 2, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votó favorablemente la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe. El Honorable Senador señor Chahuán se abstuvo. 


La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Chahuán sustituye en el inciso sexto propuesto la frase “La venta de tabaco” por “La venta de cajetillas de cigarrillos”.



A sugerencia del señor Subsecretario de Salud Pública, la Comisión acordó aprobar con enmiendas la indicación, en el sentido de intercalar en el inciso sexto que se agrega al artículo 4° las palabras “productos de” entre la expresión “La venta de” y el vocablo “tabaco”.

- En votación la indicación N° 3, fue aprobada con la modificación antedicha por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.

Número 6)





El número 6) reza como sigue:

    

“6) En el artículo 6°:

    

 A) Suprímese la oración final del inciso primero “En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.”.

     

B) Reemplázase el inciso segundo por el que sigue:

     

“La advertencia deberá cubrir el 100% de las dos caras principales de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco. Las especificaciones de la misma se regularán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Salud. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente esta advertencia. Estas disposiciones serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados.”.



C) Agrégase el siguiente inciso final:



“Asimismo todo envase deberá contener la expresión “Venta autorizada únicamente en Chile.”.”.


El artículo 6° regula la advertencia que deben llevar los envases de productos de tabaco.
Letra B)



La indicación N° 4, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, la suprime.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe estimó inconveniente disponer que la advertencia sanitaria ocupe el 100% de la superficie de las dos caras principales de los paquetes de cigarrillos, pues, en su opinión, dicha medida no desincentivará el consumo, aunque sí limitará la capacidad de elección de los consumidores debido a la imposibilidad de identificación clara de las marcas existentes en el mercado, todo lo cual, en definitiva, puede redundar en un incremento del comercio ilícito de tabaco.



Por su parte, el encargado de la Oficina de Control de Tabaco del Ministerio de Salud, señor Celso Muñiz, explicó que la indicación N° 6 que ha presentado el Ejecutivo sobre esta materia mantiene el tamaño de la advertencia en un 50% del área de las caras principales del envase. Sin embargo, esa propuesta debe concordarse con lo que se propone en la indicación N° 10, que trata del empaquetado genérico.



Al efecto, advirtió que la proposición contenida en la indicación N° 8, de autoría del Honorable Senador señor Girardi, si bien se refiere a los temas antes indicados, se aleja en parte de las directrices que la Organización Mundial de la Salud ha establecido para la regulación del empaque genérico.



A mayor abundamiento, el señor Subsecretario de Salud Pública afirmó que, si bien el precepto de la letra B) del numeral 6) del artículo 1° del proyecto de ley consigna que la advertencia sanitaria cubra un 100% de las caras principales de los envases de cigarrillos, sería preferible que el formato del envase sea de carácter genérico, junto a un aviso sanitario que ocupe la mitad del área de las caras más extensas de la cajetilla.



El Honorable Senador señor Rossi manifestó ser partidario de mantener la redacción aprobada en general por el Senado, de modo que no queden espacios para evadir su aplicación. 



Sobre ese punto, el señor Muñiz previno que una regulación de ese tipo impediría incluso consignar en el envase el nombre de cada producto de tabaco. 



En esa misma línea, la asesora del señor Subsecretario de Salud Pública, señora María Carolina Mora, subrayó la necesidad de dejar algún espacio para que se exponga la marca en los envases de cigarrillos, a objeto de dar cumplimiento a las normas pertinentes sobre propiedad intelectual.



Respecto de la forma en que se debe ubicar la marca del producto, el Honorable Senador señor Rossi coincidió en la necesidad de estandarizar su diseño, con el objetivo de que se limite a informar su denominación y no se utilice como elemento publicitario.



En lo que atañe a las prevenciones hechas valer por los funcionarios del Ministerio de Salud, sugirió concordar una fórmula para que, sin perjuicio de mantener la advertencia en la totalidad de las caras principales del envase, de igual modo se pueda señalar la marca en cada paquete de productos de tabaco.


Coincidieron con esa postura los Honorables Senadores señora Goic y señor Girardi. Como se verá más adelante, este criterio también primó al tratar las indicaciones Nos 6, 8 y 10.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe consultó acerca de los resultados de la notificación que efectuó en su oportunidad el Ministerio de Relaciones Exteriores a la Organización Mundial de Comercio, en el marco de la iniciativa de ley en debate.



El Honorable Senador señor Rossi puntualizó que sólo Indonesia y República Dominicana efectuaron comentarios en respuesta a dicha consulta, puntualizando que se trata de naciones de poca experiencia en el ámbito del control del tabaco.



En ese tema, el Honorable Senador señor Girardi manifestó que hizo presente al señor Ministro de Relaciones exteriores su disconformidad por la decisión adoptada, en orden a notificar ciertas disposiciones del proyecto de ley, y también preceptos legales vigentes desde hace varios años, a la Organización Mundial de Comercio, incluso antes de que siquiera se hubieran analizado las indicaciones formuladas a su respecto. Ello, en su parecer, implica una restricción inapropiada de la potestad legislativa y un sometimiento a los criterios empresariales de otros países.



Anunció el envío de una nota al señor Canciller, para indagar qué razones se tuvo a la vista para consultar del modo reseñado al organismo multilateral ya referido, hecho que calificó de la mayor gravedad.



Expresó no tener temor si, con posterioridad a la aprobación del proyecto de ley en todas las instancias de tramitación legislativa, algún país o empresa denuncia a Chile ante la Organización Mundial de Comercio, pues, en su apreciación, los argumentos sanitarios deberían imponerse por sobre toda otra consideración, incluidas las mercantiles.

- Sometida a votación la indicación N° 4, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.


La indicación N° 5, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, en subsidio de la anterior, sustituye el inciso segundo propuesto en el literal B) del número 6), por el siguiente:



“La advertencia deberá cubrir el 50% de las dos caras principales de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco. Las especificaciones de advertencia y el establecimiento y funcionamiento del número telefónico se regularán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Salud. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente esta advertencia y número telefónico. Estas disposiciones serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados.”.

La Comisión, al aprobar por mayoría las indicaciones Nos 6, 8 y 10, resolvió de igual manera rechazar las signadas con los numerales 5, 7 y 9.
- En votación la indicación N° 5, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.


La indicación N° 6, de la señora Presidenta de la República, modifica el actual numeral 6), que pasa a ser 7), reemplazando la letra B) por la siguiente:

“B) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco, esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 50% de cada una de ellas. La advertencia se colocará en la parte inferior de cada cara.”.”.


La Comisión trató en conjunto esta indicación con las signadas con los numerales 8 y 10, relativas a empaquetado genérico y advertencia. En definitiva resolvió por mayoría refundir las ideas en ellas contenidas, de la manera que se consigna en el capítulo de modificaciones del presente informe.

- Sometida a votación la indicación N° 6, fue aprobada con modificaciones por la mayoría de los miembros de la Comisión, conformada por los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.
Como consecuencia de la inserción de nuevos incisos en el artículo 6°, en aplicación del artículo 121 del Reglamento del Senado, fue necesario corregir la referencia interna que contiene el artículo 16, inciso primero, número 3), letra d., ya que el inciso cuarto pasó a ser octavo. 

- Esta enmienda se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

La indicación N° 7, del Honorable Senador señor Pizarro, reemplaza el inciso segundo que se propone en el literal B) del número 6), por el que sigue:

“La advertencia deberá cubrir el 50% de las dos caras principales de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco. Las especificaciones de la misma se regularán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Salud. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente esta advertencia. Estas disposiciones serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importado.”.

- Puesta en votación la indicación N° 7, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.





La indicación N° 8, del Honorable Senador señor Girardi, sustituye el inciso segundo propuesto en la citada letra B), por otro del siguiente tenor:





“Se establecerá un empaquetado genérico, que además debe contener una advertencia que cubra el 50% de las dos caras principales de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco. Las especificaciones del empaquetado genérico, su advertencia y el establecimiento y funcionamiento del número telefónico se regularán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Salud. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente esta advertencia y número telefónico. Estas disposiciones serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados.”.

- La indicación N° 8, fue aprobada con modificaciones, por la mayoría de los miembros de la Comisión, conformada por los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.



La indicación N° 9, del Honorable Senador señor Chahuán, sustituye en el inciso segundo propuesto la expresión “100%” por “50%”.

- Sometida a votación la indicación N° 9, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

- - - - - 

La indicación N° 10, de la señora Presidenta de la República, agrega al número 6) del artículo 1° del proyecto una letra D), nueva, del siguiente tenor:

“D) Agréganse los siguientes incisos 7°, 8° y 9°:

“Todos los paquetes de cigarrillos que se comercialicen en el territorio nacional tendrán un empaquetado genérico que dispondrá a lo menos, la ubicación del nombre de la marca, color, forma de apertura, material y dimensiones de la cajetilla, así como las características comunes que tendrán todas las marcas en los paquetes de cigarrillos. La respectiva marca en caso alguno podrá sobrepasar el 30% del empaquetado total de la cajetilla de cigarrillos.

Cada cigarrillo unitario deberá ser envuelto únicamente en papel blanco liso con un filtro que imite el color corcho. No se permite la colocación de la marca, el uso de otros colores u otras características de diseño directamente en los productos de tabaco.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo.”.”.

- En votación la indicación N° 10, fue aprobada con modificaciones, por la mayoría de los miembros de la Comisión, conformada por los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

- - - - - 

La indicación N° 11, del Honorable Senador señor Pizarro, consulta un nuevo número del tenor que sigue:

“…) Intercálase el siguiente artículo:

“Artículo….- El Ministerio de Salud, de Educación u otra institución del Estado con competencia en el tema, deberá desarrollar campañas masivas para informar de los riesgos asociados al consumo de tabaco. Asimismo, deberá implementar programas de apoyo a quienes decidan cesar en el consumo del señalado producto.”.”.

- La indicación N° 11 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
- - - - - 

Número 7)



El numeral 7) está redactado del siguiente modo:



“7) Sustitúyese el artículo 8°, por el siguiente:

 “Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre, envases o propiedades asociadas a la marca de productos de tabaco se utilicen términos tales como “light”, “suave”, “ligero”, “bajo en” u otros que tengan el efecto directo o indirecto de crear la impresión de que un determinado producto de tabaco es menos nocivo que otros, o que su consumo importa consecuencias positivas para la persona. 

      Las prohibiciones establecidas en el presente artículo se aplican a palabras de cualquier idioma o dialecto.”.”.
Artículo 8°

Inciso primero



La indicación N° 12, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, sustituye el inciso primero del artículo 8° propuesto por el siguiente:



“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre, envases o propiedades asociadas a la marca de productos de tabaco se utilicen términos tales como “light”, “suave”, “ligero”, “bajo en” u otros calificativos que signifiquen que un determinado producto de tabaco es menos nocivo para la salud de las personas.”.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, al fundar su voto favorable a la propuesta, informó que la indicación tiene como propósito clarificar el objetivo de la prohibición dispuesta, por cuanto el texto aprobado en general por el Senado puede generar confusión a la hora de interpretar su sentido y alcance.



En un sentido opuesto opinó el señor Subsecretario de Salud Pública, quien recalcó que la disposición contenida en el artículo 8° que se sustituye por el numeral 7) del proyecto de ley está en consonancia con las directrices que para este efecto ha fijado la Organización Mundial de la Salud.

- Puesta en votación la indicación N° 12, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Se pronunció por la afirmativa la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
Número 8)



El número 8) contiene un texto del siguiente tenor:

“8) En el artículo 9°:

A) En el inciso primero, elimínanse las palabras “según éste lo determine” y las comas escritas antes y después de ellas.

B) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“El Ministerio de Salud deberá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias están asociados a un aumento, directo o indirecto, de los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos, o bien promuevan, directa o indirectamente, el inicio del consumo de productos de tabaco. Además, deberá establecer los límites máximos permitidos de sustancias contenidas en los productos de tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores.”.



C) En el inciso final, sustitúyese la palabra “cigarrillos” por la expresión “productos de tabaco”.”.

El inciso segundo del texto vigente, en el que incide la modificación contenida en la letra B), faculta al Ministerio de Salud para prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco; en cambio, el inciso aprobado en general le impone el deber de hacerlo.

Letra B)

La indicación N° 13, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, reemplaza el inciso segundo propuesto por el siguiente:

“El Ministerio de Salud podrá prohibir o restringir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores. Lo dispuesto en este artículo no se extenderá a los aditivos y sustancias mentoladas.”.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe argumentó que la indicación formulada pretende proscribir la utilización de sustancias que pueden incrementar los niveles de adicción en los jóvenes o en los menores de edad, como el chocolate o los sabores frutales. Sin embargo el mentol, consumido mayormente por mujeres o población adulta, no debiera incluirse en esa restricción. De consiguiente, al existir un conocimiento generalizado sobre las consecuencias dañinas del tabaquismo, creyó pertinente resguardar la libertad de elección de quien ha decidido fumar.

Al respecto, el Honorable Senador señor Rossi arguyó que cabe tener en consideración el hecho de que los cigarrillos mentolados producen en el fumador la sensación de que poseen un efecto menos nocivo, porque inhiben la reacción natural del organismo frente el humo de tabaco.

El Honorable Senador señor Girardi, junto con resaltar que el precepto sometido a discusión es uno de los más relevantes de la iniciativa legal, llamó a conservar como una obligación del Ministerio de Salud la prohibición de los aditivos, pues una de las estrategias de las empresas tabacaleras es la añadidura al tabaco de sustancias que lo hagan atractivo para los menores; además ellos aumentan la vida media de la nicotina e incrementan los receptores de ese elemento en las células.

En cuanto al mentol, indicó que dicha sustancia es usada por las empresas tabacaleras debido a su efecto anestésico de la vía aérea, ya que quienes lo fuman inhiben el ardor, la picazón y la irritación que produce el humo de tabaco. Esa estrategia, agregó, está dirigida especialmente a los menores, quienes no están capacitados para ejercer libremente su derecho a consumirlo.  

A mayor abundamiento, Su Señoría afirmó que la bibliografía científica ha consignado al mentol como el aditivo más cuestionado entre aquellos que se integran al tabaco, superando ampliamente a otros activadores de la nicotina o inhibidores de la vía aérea.

- Sometida a votación la indicación N° 13, fue rechazada por la por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Votó a favor la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
Las indicaciones N° 14, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y N° 15, del Honorable Senador señor Coloma, reemplazan el inciso segundo propuesto en la letra B) del número 8), por los siguientes:

“El Ministerio de Salud podrá prohibir o restringir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores. 

Asimismo, se prohíbe la comercialización en el territorio nacional de cigarrillos con sabores distintivos de reconocido consumo habitual entre niños, tales como sabores dulces, frutales y chocolate.”.
La Comisión estimó valorable rescatar el contenido del segundo inciso propuesto en la indicación, a efectos de precisar aún más la prohibición de saborizantes del tabaco, tales como dulces, frutales, cacao y mentol, como se ilustra en el capítulo de las modificaciones.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe discrepó de esa decisión, ya que, en su opinión, el inciso segundo sugerido tenía sentido si se aprobaba de forma íntegra la indicación. 

- Las indicaciones N°s 14 y 15, fueron aprobadas parcialmente, con la modificación ya señalada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Se pronunció por la negativa la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
Como consecuencia de la inserción en este artículo de un nuevo inciso, se hizo necesario modificar el numeral 2) del artículo 16 de la ley N° 19.419, para evitar dejar un vacío en dicho precepto sancionatorio. En efecto, allí se sanciona la contravención al inciso segundo del artículo 9°, y nada se dice del castigo a la infracción del nuevo inciso tercero agregado por la Comisión al aprobar esta parte de las indicaciones en comento. La necesaria concordancia interna entre ambos artículos se resolvió de la manera que se explica al tratar las modificaciones contenidas en el numeral 14), que pasó a ser 15), del artículo 1° del proyecto en informe.

La indicación N° 16, del Honorable Senador señor Pizarro, también sustituye el inciso segundo que se propone en la citada letra B), por el que sigue:

“El Ministerio de Salud podrá prohibir, con base en evidencia científica consistentemente aceptada por instituciones relevantes, nacionales y extranjeras, el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos. Además, en los casos mencionados anteriormente, podrá establecer los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos de tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores.”.
Siguiendo el criterio de conservar la disposición aprobada en general, complementada con la adición acordada al aprobar las indicaciones inmediatamente precedentes, ésta fue desechada.

- En votación la indicación N° 16, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.
- - - - - - - -

Habiendo advertido la Comisión la necesidad de adecuar la referencia interna contenida en la letra e. del número 4) del inciso primero del artículo 16, en virtud de lo que autoriza el artículo 121 del Reglamento del Senado, sustituyó la remisión al inciso tercero del artículo 9°, por otra, al inciso cuarto.


- El acuerdo fue unánime. Concurrieron a la aprobación los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi. 
- - - - - - -

Número 9)


El texto del numeral 9) es el siguiente:



“9) Reemplázase el número 4 de la letra b) del inciso primero del artículo 10, por el que se indica a continuación:

“4. Recintos deportivos, gimnasios o estadios, salvo en los lugares especialmente habilitados para fumar que podrán tener los mencionados recintos.”.”.
El artículo 10 enuncia diversos lugares en los que se prohíbe fumar. El número 4 de la letra b) es el siguiente:

“4. En las galerías, tribunas y otras aposentadurías destinadas al público en los recintos deportivos, gimnasios o estadios. Esta prohibición se extiende a la cancha y a toda el área comprendida en el perímetro conformado por dichas galerías, tribunas y aposentadurías, salvo en los lugares especialmente habilitados para fumar que podrán tener los mencionados recintos.”.

- - - - - - -

La indicación N° 17, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, inserta en el numeral 9) del artículo 1° la siguiente letra A), nueva, pasando la modificación propuesta a ser letra B):

“A) Sustitúyese el encabezado del artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- Sólo se prohíbe fumar en los siguientes lugares:”.”.

La Comisión consideró que el reemplazo debilita la prohibición, en la medida en que abre espacios para discutir el sentido y alcance de una norma que es clara y ha sido aplicada durante un tiempo suficiente.

- Puesta en votación la indicación N° 17, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Votó a favor la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.

- - - - - - -

Número 10)
El número 10) es del siguiente tenor:

“10) En el artículo 11:

A) Sustitúyese el encabezado del inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 11.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus espacios al aire libre:”.

B) En la letra b) del mismo inciso, intercálase, entre los vocablos “Aeropuertos” y “terrapuertos” la palabra “puertos”, precedida de una coma.”. 

El artículo 11 vigente enuncia lugares en que se prohíbe fumar, complementando lo dispuesto en el artículo 10. Su encabezamiento contiene una frase que exime de la prohibición, del tenor siguiente: “salvo en sus patios o espacios al aire libre”. Y la letra b) sólo alude a los aeropuertos y terrapuertos.

Letra A)



Las indicaciones N° 18, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, y N° 19, del Honorable Senador señor Chahuán, suprimen esta letra A).


Al iniciar el debate, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe sostuvo que el objetivo pretendido por la propuesta que ella ha suscrito es resguardar las inversiones realizadas en locales del rubro gastronómico o de entretención –especialmente en aquellos de menor tamaño–, que debieron adecuar su infraestructura una vez que entró en vigor la última modificación a la normativa relacionada con el tabaco
. A ellos se alude con la expresión “salvo en sus patios”.



El Honorable Senador señor Girardi desestimó esa preocupación, debido a que en esa preceptiva se consignó claramente qué se entendería por espacio cerrado, cuestión que no se altera con la enmienda promovida por el numeral 10) del artículo 1° del proyecto de ley aprobado en general por el Senado.


El Honorable Senador señor Rossi recordó que en el literal d) del artículo 2° de la ley N° 19.419 se define espacio interior o cerrado como “aquel espacio cubierto por un techo o cerrado entre una o más paredes o muros, independientemente del material utilizado, de la existencia de puertas o ventanas y de que la estructura sea permanente o temporal”. En ese entendido, prefirió que la prohibición de fumar se extienda a los patios interiores que no corresponden a espacios abiertos.



Del mismo modo, propuso revisar la situación de los establecimientos de salud, lugares en que, a su juicio, debiese proscribirse el consumo de tabaco de forma absoluta.



Ahondando en la discusión, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe llamó la atención sobre aquellos centros asistenciales de carácter siquiátrico que se encuentran imposibilitados en la práctica de tratar una patología mental que lleve asociada una adicción, como puede ser el consumo de tabaco.
- Las indicaciones N°s 18 y 19, fueron rechazadas por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.
Número 11)

El numeral 11) está redactado de la siguiente manera:

“11) Agrégase el siguiente artículo 12, nuevo:

“Artículo 12.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, se prohíbe fumar en las áreas silvestres protegidas del Estado y en parques, plazas y lugares de recreación destinados a menores.

En dichos lugares podrán habilitarse espacios especialmente destinados para fumadores.”.”.

Artículo 12

La indicación N° 20, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, lo reemplaza por el siguiente:

“Artículo 12.- Se prohíbe fumar en los lugares destinados exclusivamente a la recreación de menores de edad que se ubiquen al interior de plazas y parques de acceso público.

Estos lugares deberán estar claramente señalizados.”.
El Honorable Senador señor Rossi, sin perjuicio de estimar interesantes algunos de los elementos contenidos en la indicación, se inclinó por su rechazo, en el entendido de que considera fundamental proscribir el consumo de tabaco en áreas silvestres protegidas del Estado.
- En votación la indicación N° 20, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.
La indicación N° 21, del Honorable Senador señor Pizarro, a su vez, propone sustituir el mentado artículo 12 por el que sigue:

“Artículo 12.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores se podrá fumar a una distancia mínima de 50 metros desde donde termina el área de juegos infantiles.”.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe estimó aceptable que en las plazas o parques existan zonas especialmente destinadas para fumadores, lo que no se opone a las medidas en resguardo de los menores de edad que puedan acudir a esos lugares.

- Sometida a votación la indicación N° 21, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votó a favor la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán.
- - - - - -

La indicación N° 22, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro, señora Van Rysselberghe y señores Girardi, Letelier y Ossandón, agrega un inciso tercero al nuevo artículo 12, del siguiente tenor:

“Asimismo, en las playas y espacios públicos costeros sólo se permitirá fumar en los lugares que determine la autoridad. Dicho espacio no podrá superar un cuarto de la superficie respectiva.”. 
El Honorable Senador señor Rossi, junto con calificar de admisible la indicación en debate, valoró la idea contenida en ella, a fin de restringir el consumo de tabaco en playas y espacios costeros.

En cuanto a la autoridad que deberá establecer en qué lugares estará permitido fumar, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe acotó que ello quedará supeditado a los organismos que tengan competencia en la playa y en el espacio costero respectivo.

A efectos de precisar qué autoridad hará esa determinación, el señor Subsecretario de Salud Pública anunció que en instancias posteriores de la tramitación legislativa el Ejecutivo patrocinará una indicación que definirá al órgano competente.  

- Puesta en votación la indicación N° 22, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
- - - - - -

Número 13)





El numeral 13) reza como sigue:

“13) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:

“Artículo 15.- La autoridad sanitaria fiscalizará el cumplimiento de la presente ley, de acuerdo con lo prescrito en el Libro X del Código Sanitario.”.”.
El precepto vigente, que esta enmienda reemplaza, asigna también la función fiscalizadora  a la autoridad sanitaria, pero otorga competencia para conocer de las infracciones al Juez de Policía Local y sujeta el procedimiento a las normas de esos tribunales, establecidas en la ley N° 18.287. 


Las indicaciones N° 23, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, N° 24, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, N° 25, del Honorable Senador señor Chahuán, y N° 26, del Honorable Senador señor Pizarro, eliminan el número 13).

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe fundamentó la indicación de su autoría en el hecho de que es deseable que la entidad fiscalizadora no actúe también como juez en el proceso sancionatorio, lo que se ajusta a la exigencia constitucional de que todo proceso revista características de racionalidad y justicia.

El Honorable Senador señor Rossi evocó lo dispuesto en el Código Sanitario, preceptiva que contempla la posibilidad de que las sanciones aplicadas por la autoridad sanitaria sean reclamadas ante la justicia ordinaria civil.

En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Girardi manifestó que la experiencia ha demostrado la ineficacia de los procedimientos sancionatorios seguidos ante los juzgados de policía local.

- Las indicaciones N°s 23, 24, 25 y 26, fueron rechazadas por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

Número 14)


El texto del número 14) está redactado en los siguientes términos:


“14) En el inciso primero del artículo 16:

A) Agrégase en el numeral 3), a continuación del literal d., las siguientes letras e., f. y g., nuevas:

“e. Venta de productos de tabaco al público sin contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años.

f. Venta de tabaco mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar que permita el acceso directo del público.

g. Fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro producto que asemeje o tenga forma de pipa, cigarrillo u otro producto de tabaco.”.

B) Sustitúyese las letras b. y c. del numeral 4), por las siguientes:

“b. Omitir en los envases de los productos de tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la expresión “Venta autorizada únicamente en Chile”.

c. No informar, al inicio de la vigencia de las advertencias, las cantidades de productos de tabaco respectivos y la distribución de las advertencias en ellos, de conformidad con lo que establece el artículo 6°.”.

C) Intercálase en el numeral 4), a continuación del nuevo literal c., las siguientes letras d. y e. nuevas, pasando el literal d. a ser f.:

“d. No informar al Ministerio de Salud modificaciones al etiquetado de productos de tabaco.

e. No expresar clara y visiblemente, en una de las caras laterales de los envases de productos de tabaco, los principales componentes de éste, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al inciso tercero del artículo 9º.”.

D) Sustitúyese el numeral 5), por el siguiente:

“5) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, en los siguientes casos:

a. No informar al Ministerio de Salud del detalle de donaciones efectuadas, así como de los gastos en que incurran en virtud de convenios con instituciones públicas, organizaciones deportivas, comunitarias, entidades académicas, culturales y organizaciones no gubernamentales en conformidad al inciso final del artículo 3°.

b. No informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos de tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.”.

E) Derógase el numeral 6).

F) Incorpórase el siguiente numeral 7), nuevo:

“7) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies, en caso de infracción de lo dispuesto en el artículo 8º de la presente ley.”.

G) Sustitúyese el numeral 8), por el siguiente:

“8) Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación o el uso de máquinas expendedoras automáticas de productos de tabaco.”.

H) Inclúyese en el numeral 10) la siguiente letra a., nueva:

“a. Permitir el ingreso de menores de edad a lugares habilitados para fumar.”.

I) Sustitúyese el numeral 12, por el siguiente:

“12) Multa de 2 unidades tributarias mensuales, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 11 y 12.”.”.

El artículo 16 de la ley N° 19.419 tipifica las conductas que infringen las normas de la ley y establece las sanciones correspondientes. 
- - - - - - -





Como se dijo en el acápite relativo al número 8) del artículo 1°, la Comisión acordó, en aplicación del artículo 121 del Reglamento del Senado, insertar un literal A) nuevo en este número, del siguiente tenor, a fin de especificar la sanción que tendrá la incorporación de ciertos aditivos en los productos de tabaco:





“A) En el numeral 2) del inciso primero, reemplazar la expresión “el inciso  segundo” por “los incisos segundo y tercero”.”.





- El acuerdo fue adoptado por mayoría. Se pronunciaron por aprobar la disposición los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Por el rechazo lo hizo la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
- - - - - - -

Letra A)


La indicación N° 27, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, suprime la letra f. propuesta en el literal A) del número 14), esto es, la que sanciona la venta de tabaco mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar que permita el acceso directo del público.



El Honorable Senador señor Rossi planteó que su rechazo a esta indicación se fundamenta en la necesidad de prohibir la publicidad de los productos de tabaco en todas sus formas.

- En votación la indicación N° 27, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Se pronunció por la afirmativa la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán.
- - - - - - -

Letra C)

La indicación N° 28, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, elimina la letra e. propuesta en la letra c) del número 14), que configura la infracción consistente en no expresar clara y visiblemente, en una de las caras laterales de los envases de productos de tabaco, los principales componentes de éste, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al inciso tercero del artículo 9º.
- Sometida a votación la indicación N° 28, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votó a favor la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán.
Número 15)

El numeral 15) dispone lo siguiente:

“15) Insértase el siguiente artículo 16 bis, nuevo:

“Artículo 16 bis.- El que comercialice, ofrezca, distribuya o entregue a título gratuito un producto de tabaco a menores de dieciocho años de edad será castigado con prisión en su grado medio y multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, además del comiso de los bienes materia de la infracción y clausura temporal del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción, por hasta tres meses.

Si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera la multa aplicable será de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las demás sanciones señaladas en el inciso anterior.

En caso de reincidencia, la pena privativa de libertad se elevará en un grado, se duplicará la multa y se podrá decretar la clausura definitiva y la cancelación de la patente municipal respectiva del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción.”.”.
La indicación N° 29, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, lo suprime.
En nuestro primer informe hicimos presente que el artículo 57 de la Ley de Alcoholes, N° 19.925, dispone que el cuarenta por ciento de las sumas que ingresen por multas impuestas en aplicación de ese artículo se destinará a los Servicios de Salud, para financiar y desarrollar programas de rehabilitación de personas alcohólicas, en tanto que el restante sesenta por ciento se asigna a los municipios, para fiscalización y programas de prevención y rehabilitación. 
La Comisión consideró entonces muy valedero instaurar una regla similar para el caso de las sanciones impuestas por infringir la Ley del Tabaco, pero tuvo presente que para ello se requiere el patrocinio del Ejecutivo, lo que podía ser materia de una indicación en el trámite reglamentario de segundo informe. Con todo, esa proposición de enmienda no se concretó.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, no obstante coincidir con el aumento de las sanciones a quienes provean productos de tabaco a menores, demandó una mayor precisión en la redacción del texto aprobado en general por el Senado, con el fin de evitar, por ejemplo, que un padre que entregue un cigarrillo a su hijo sea sancionado de igual forma que alguien que lo haga con fines comerciales o propagandísticos.

El Honorable Senador señor Rossi, por el contrario, se mostró partidario de mantener el texto del numeral 15) del artículo 1° de la iniciativa de ley, dada la necesidad de que se establezcan sanciones estrictas que eviten el acceso de los menores a los productos de tabaco.

- En votación la indicación N° 29, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Votó a favor la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
Número 16)


El texto del numeral 16) del proyecto de ley es del siguiente tenor:
“16) Incorpórase el siguiente artículo 18, nuevo:

“Artículo 18.- Las compañías de la industria tabacalera responderán solidaria y objetivamente de todo perjuicio causado por el consumo de tabaco.”.”.

Las indicaciones N° 30, de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma, y N° 31, del Honorable Senador señor Chahuán, lo eliminan.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe hizo presente que la comercialización de tabaco en el país es una actividad lícita y que se encuentra sumamente regulada, tanto en lo que respecta a la forma en que puede distribuirse al consumidor como en materia de advertencias sanitarias sobre los efectos perjudiciales del consumo. Entonces, le pareció excesivo y contradictorio que se haga responsable a las empresas tabacaleras de las consecuencias gravosas que pueda sufrir una persona que ha elegido libremente consumir tabaco. 

De conformidad con lo explicitado, hizo reserva de constitucionalidad sobre lo dispuesto en el numeral 16) del artículo 1° del proyecto de ley en discusión, por considerar que vulnera garantías fundamentales, tales como las consagradas en los ordinales 21°, 22° y 26° de la Constitución Política de la República. 

El Honorable Senador señor Chahuán adoptó igual postura y la fundamentó en similares términos a como lo hizo a este respecto en el primer informe, argumentación que solicitó transcribir fielmente. A continuación se consignan los párrafos pertinentes, cuyo tenor es el que sigue:

“El Honorable Senador señor Chahuán dio cuenta de los reparos de constitucionalidad que tendría la aprobación de una norma como la propuesta. Además, sostuvo que, de ratificarse el texto propuesto, se estaría configurando una discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, lo que está expresamente prohibido por la Constitución Política, en conformidad con lo dispuesto en numeral 22 de su artículo 19, toda vez que se obliga a las compañías tabacaleras a financiar acciones o campañas de rehabilitación a los adictos a los productos que fabrican, exigencia que no se replica con otras empresas.

Por otra parte, continuó, si es el Ministerio de Salud la entidad que se ocupará de fiscalizar el cumplimiento de la obligación que se intenta establecer, podría incurrir en arbitrariedades, ya que el concepto de “ejecutar o financiar acciones de rehabilitación a la adicción” es muy amplio y su interpretación y aplicación quedan entregadas a la discrecionalidad de autoridades administrativas.

Asimismo, de acuerdo con la normativa vigente, las compañías tabacaleras informan en los envases de sus productos los riesgos que conlleva el consumo de tabaco, de tal manera que si una persona, pese a esas advertencias, decide de igual modo consumirlo, debe asumir dicho riesgo y soportar sus consecuencias, concluyó.”. 

A su vez, el señor Subsecretario de Salud Pública manifestó sus aprensiones respecto de la posible inconstitucionalidad de la norma que  establece la responsabilidad civil solidaria y objetiva de las tabacaleras.

A modo de aunar posiciones, el Honorable Senador señor Girardi propuso acoger la indicación N° 32, de su autoría, que precisaría que mejor forma el ámbito de la responsabilidad objetiva que se aplicaría a las tabacaleras.

Añadió que ese tipo de responsabilidad se ha establecido en la mayoría de los países desarrollados, dada la dificultad de probar que ha existido una intención positiva de las empresas para generar un daño en la salud de las personas. Asimismo, la Organización Panamericana de la Salud, en su oportunidad, apoyó el precepto en comento. 

Hizo presente que, de conformidad con la magnitud del problema sanitario que genera el consumo de tabaco, es imperioso establecer responsabilidades estrictas a esa industria.

A su turno, la Honorable Senadora señora Goic advirtió sobre la inadmisibilidad de la indicación N° 32 a que se ha hecho referencia, toda vez que otorga atribuciones a un órgano público, materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

En lo que concierne a la indicación en debate, no obstante manifestar su posición favorable al endurecimiento de las normas relacionadas con el control del tabaco, trajo a colación el hecho de que la producción y comercialización de ese producto es una actividad lícita en el país, situación que, a su juicio, también podría generar algún tipo de responsabilidad para quien la consiente.

Entonces, si bien expresó su rechazo a las indicaciones que pretenden suprimir la responsabilidad objetiva y solidaria de la industria tabacalera, también llamó la atención en cuanto a que la discusión jurídica que pueda provocarse a partir de esta disposición podría retrasar la puesta en vigor de la iniciativa legal en debate. 

- Las indicaciones N°s 30 y 31, fueron rechazadas por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

La indicación N° 32, del Honorable Senador señor Girardi, agrega el siguiente artículo 18, nuevo:

“Artículo 18.- Las compañías tabacaleras responderán objetivamente a los perjuicios ocasionados por el consumo directo de productos del tabaco, quedando establecidos por una normativa expedida a través del Ministerio de Salud. Se exceptuarán en aquellos casos en que acrediten haber ejecutado o financiado acciones de rehabilitación a la adicción al tabaco.

Asimismo, serán responsables las empresas y sus representantes serán responsables de todo daño que se ocasione a las personas adictas al tabaco por haber omitido  informarles de riesgos que produzca el consumo del tabaco, o haber omitido informar sobre componentes que tenga el producto y que tengan un potencial de riesgo para la salud, o sobre las cualidades adictivas o inductivas al consumo que contengan los productos.".

- La indicación N° 32 fue retirada por su autor.
ARTÍCULO 2°



El artículo 2° está redactado de la siguiente manera:

“Artículo 2°.- Agrégase a la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, el siguiente artículo 116 bis, nuevo:

"Artículo 116 bis.- Se prohíbe al conductor fumar mientras conduce. Asimismo, se prohíbe fumar en todo vehículo que traslade a menores de edad.".”. 

Artículo 116 bis

La indicación N° 33, del Honorable Senador señor Pizarro, lo reemplaza por el siguiente:

“Artículo 116 bis.- Se prohíbe fumar en todo vehículo que traslade a menores de edad.”.
El Honorable Senador señor Girardi justificó su posición contraria a esta indicación en virtud de que quien fuma mientras conduce presenta elevados niveles de carboxihemoglobina, pues su hemoglobina, en vez de transportar oxígeno, lleva monóxido de carbono, lo que disminuye la capacidad de reacción de una persona ante un riesgo inminente.

La asesora del Subsecretario de Salud, señora Mora, advirtió que la Ley de Tránsito
 presume la responsabilidad del conductor que no esté atento a las condiciones del tránsito, por lo que el consumo de tabaco podría estimarse como un elemento distractor de la conducción. 

Pese a esa apreciación, el Honorable Senador señor Girardi exhortó a los miembros a mantener la tipificación de esta conducta infraccional, tal como se establece en el texto aprobado en general por el Senado.
- Sometida a votación la indicación N° 33, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Se pronunció favorablemente la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
- - - - - - -
MODIFICACIONES

En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Salud propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo 1°





- Insertar el siguiente número 4), nuevo, modificando en consecuencia los numerales que siguen:





“4) Reemplázase en el actual inciso final del artículo 4° la palabra “diez” por “veinte”.”.

(Indicación N° 1; mayoría 3 x 1 y una abstención).

N° 4)





Pasó a ser N° 5)





- En el inciso sexto que se agrega al artículo 4°, intercalar las palabras “productos de” entre la expresión “La venta de” y el vocablo “tabaco”.

(Indicación N° 3; unanimidad 5 x 0).

N° 6)




Pasó a ser N° 7).





- Sustituir la letra B) por la que sigue:





“B) Reemplázase el inciso segundo por los que siguen, pasando los actuales incisos tercero a sexto a ser incisos séptimo a décimo, respectivamente:





“Todos los paquetes de cigarrillos que se comercialicen en el territorio nacional tendrán un empaquetado genérico que incluirá, a lo menos, la marca y su ubicación, color, forma de apertura y material y dimensiones del envase.  Todas las marcas tendrán características comunes y en caso alguno podrán sobrepasar el 30% del empaquetado total del envase.





Cada cigarrillo unitario deberá ser envuelto únicamente en papel blanco liso con un filtro que imite el color corcho. No se permite la colocación de la marca, el uso de otros colores u otras características de diseño directamente en los productos de tabaco.





Además, los envases llevarán una advertencia que cubra el 100% de las dos caras principales. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia. 





Las disposiciones de este artículo serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados.





Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo.”.

(Indicaciones Nos 6, 8 y 10; mayoría 3 x 2). 

N° 8)


Pasó a ser N° 9).





- Insertar una letra C), nueva, del siguiente tenor, pasando la actual letra C) a ser letra D):





“ C) Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:





“Asimismo, se prohíbe la comercialización en el territorio nacional de cigarrillos con sabores distintivos de reconocido consumo habitual entre niños, tales como sabores dulces, frutales, cacao y mentol.”.

(Indicaciones Nos 14 y 15; mayoría 4 x 1).

N° 11)





Pasó a ser N° 12).





- Insertar el siguiente inciso tercero, en el nuevo artículo 12:





“Asimismo, en las playas y espacios públicos costeros sólo se permitirá fumar en los lugares que determine la autoridad. Dicho espacio no podrá superar un cuarto de la superficie respectiva.”.

(Indicación N° 22; unanimidad 5 x 0).

N° 14)





Pasó a ser N° 15)





- Insertar la siguiente letra A), nueva, modificando en consecuencia los literales que siguen:





“A) En el numeral 2) del inciso primero, reemplazar la expresión “el inciso  segundo” por “los incisos segundo y tercero”.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado; mayoría 3 x 1).




-Sustituir el encabezado de la letra A), que pasó a ser B), por el que se indica enseguida:





“B) En la letra d. del numeral 3) reemplazar la expresión “inciso cuarto” por “inciso octavo”, y agregar a continuación las siguientes letras e., f. y g., nuevas:”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado; unanimidad 4 x 0).




- En la letra e. de la letra C), que pasó a ser D), del numeral 4), reemplazar la expresión “inciso tercero” por “inciso cuarto”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado; unanimidad 4 x 0).
- - - - - - - -




- Insertar la siguiente letra I), nueva, pasando los literales que siguen a ser J) y K), respectivamente:




“I) Reemplazar, al final del número 9) la palabra “diez” por “veinte”.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado; mayoría 3 x 1).
- - - - - - - -

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

"PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:





1) Reemplázase la letra a) del artículo 2°, por la siguiente:





“a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, patrocinio, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto de tabaco o el consumo de tabaco;”.





2) En el artículo 3º:





A) En el inciso segundo, intercálase la expresión “y a aquella”, entre las palabras “indirecta” y “realizada”; además, agrégase el vocablo “publicitario”, a continuación del término “emplazamiento”.





B) Agrégase al final del mismo inciso segundo, en punto seguido, la siguiente oración: “En ningún caso podrá incorporarse publicidad en el interior de los envases de productos de tabaco.”.




C) En el inciso quinto, intercálase entre la expresión “Ministerio de Salud” y las palabras “el detalle”, la frase “en la forma que éste determine”, precedida y seguida de sendas comas. 





3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 4°, la oración "Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos solo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.", por la siguiente: "Se prohíbe la instalación y el uso de máquinas expendedoras automáticas de tabaco.". 





4) Reemplázase en el actual inciso final del artículo 4° la palabra “diez” por “veinte”.





5) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto al artículo 4°:

"Los lugares de comercialización de productos de tabaco al público deberán contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años.

La venta de productos de tabaco en dichos lugares no podrá efectuarse mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar de acceso directo al público.".





6) Agrégase el siguiente artículo 5° bis:

"Artículo 5° bis.- Se prohíbe la fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro artículo que asemeje o tenga forma de pipa, cigarrillo u otro producto de tabaco.".





7) En el artículo 6°:





A) Suprímese la oración final del inciso primero “En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.”.





B) Reemplázase el inciso segundo por los que siguen, pasando los actuales incisos tercero a sexto a ser incisos séptimo a décimo, respectivamente:





“Todos los paquetes de cigarrillos que se comercialicen en el territorio nacional tendrán un empaquetado genérico que incluirá, a lo menos, la marca y su ubicación, color, forma de apertura y material y dimensiones del envase.  Todas las marcas tendrán características comunes y en caso alguno podrán sobrepasar el 30% del empaquetado total del envase.





Cada cigarrillo unitario deberá ser envuelto únicamente en papel blanco liso con un filtro que imite el color corcho. No se permite la colocación de la marca, el uso de otros colores u otras características de diseño directamente en los productos de tabaco.





Además, los envases llevarán una advertencia que cubra el 100% de las dos caras principales. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia. 





Las disposiciones de este artículo serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados.





Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo.”.




C) Agrégase el siguiente inciso final:

“Asimismo todo envase deberá contener la expresión “Venta autorizada únicamente en Chile.”.





8) Sustitúyese el artículo 8°, por el siguiente:





“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre, envases o propiedades asociadas a la marca de productos de tabaco se utilicen términos tales como “light”, “suave”, “ligero”, “bajo en” u otros que tengan el efecto directo o indirecto de crear la impresión de que un determinado producto de tabaco es menos nocivo que otros, o que su consumo importa consecuencias positivas para la persona





Las prohibiciones establecidas en el presente artículo se aplican a palabras de cualquier idioma o dialecto.”.





9) En el artículo 9°:





A) En el inciso primero, elimínanse las palabras “según éste lo determine” y las comas escritas antes y después de ellas.





B) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“El Ministerio de Salud deberá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias están asociados a un aumento, directo o indirecto, de los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos, o bien promuevan, directa o indirectamente, el inicio del consumo de productos de tabaco. Además, deberá establecer los límites máximos permitidos de sustancias contenidas en los productos de tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores.





C) Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:





“Asimismo, se prohíbe la comercialización en el territorio nacional de cigarrillos con sabores distintivos de reconocido consumo habitual entre niños, tales como sabores dulces, frutales, cacao y mentol.”.





D) En el inciso final, sustitúyese la palabra “cigarrillos” por la expresión “productos de tabaco”.





10) Reemplázase el número 4 de la letra b) del inciso primero del artículo 10, por el que se indica a continuación:





“4. Recintos deportivos, gimnasios o estadios, salvo en los lugares especialmente habilitados para fumar que podrán tener los mencionados recintos.”.





11) En el artículo 11:





A) Sustitúyese el encabezado del inciso primero, por el siguiente:





“Artículo 11.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus espacios al aire libre:”.





B) en la letra b) del mismo inciso, intercálase, entre los vocablos “Aeropuertos” y “terrapuertos” la palabra “puertos”, precedida de una coma. 





12) Agrégase el siguiente artículo 12, nuevo:

“Artículo 12.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, se prohíbe fumar en las áreas silvestres protegidas del Estado y en parques, plazas y lugares de recreación destinados a menores.

En dichos lugares podrán habilitarse espacios especialmente destinados para fumadores.

Asimismo, en las playas y espacios públicos costeros sólo se permitirá fumar en los lugares que determine la autoridad. Dicho espacio no podrá superar un cuarto de la superficie respectiva.”. 





13) Agrégase el siguiente artículo 13, nuevo:





“Artículo 13.- Se prohíbe el ingreso de menores de edad a lugares habilitados para fumadores.”.





14) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:





“Artículo 15.- La autoridad sanitaria fiscalizará el cumplimiento de la presente ley, de acuerdo con lo prescrito en el Libro X del Código Sanitario.”.





15) En el inciso primero del artículo 16:





A) En el numeral 2) del inciso primero, reemplazar la expresión “el inciso segundo” por “los incisos segundo y tercero”.




B) En la letra d. del numeral 3) reemplazar la expresión “inciso cuarto” por “inciso octavo”, y agregar a continuación las siguientes letras e., f. y g., nuevas:





“e. Venta de productos de tabaco al público sin contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años.





f. Venta de tabaco mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar que permita el acceso directo del público.





g. Fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro producto que asemeje o tenga forma de pipa, cigarrillo u otro producto de tabaco.”.


C) Sustitúyese las letras b. y c. del numeral 4), por las siguientes:





“b. Omitir en los envases de los productos de tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la expresión “Venta autorizada únicamente en Chile”.





c. No informar, al inicio de la vigencia de las advertencias, las cantidades de productos de tabaco respectivos y la distribución de las advertencias en ellos, de conformidad con lo que establece el artículo 6°.”.





D) Intercálase en el numeral 4), a continuación del nuevo literal c., las siguientes letras d. y e. nuevas, pasando el literal d. a ser f.:




“d. No informar al Ministerio de Salud modificaciones al etiquetado de productos de tabaco.





e. No expresar clara y visiblemente, en una de las caras laterales de los envases de productos de tabaco, los principales componentes de éste, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al inciso cuarto del artículo 9º.”.





E) Sustitúyese el numeral 5), por el siguiente:





“5) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, en los siguientes casos:





a. No informar al Ministerio de Salud del detalle de donaciones efectuadas, así como de los gastos en que incurran en virtud de convenios con instituciones públicas, organizaciones deportivas, comunitarias, entidades académicas, culturales y organizaciones no gubernamentales en conformidad al inciso final del artículo 3°.





b. No informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos de tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.”.





F) Derógase el numeral 6).





G) Incorpórase el siguiente numeral 7), nuevo:





“7) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies, en caso de infracción de lo dispuesto en el artículo 8º de la presente ley.”.





H) Sustitúyese el numeral 8), por el siguiente:


“8) Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación o el uso de máquinas expendedoras automáticas de productos de tabaco.”.





I) Reemplazar, al final del número 9) la palabra “diez” por “veinte”.





J) Inclúyese en el numeral 10) la siguiente letra a., nueva:





“a. Permitir el ingreso de menores de edad a lugares habilitados para fumar.”.





K) Sustitúyese el numeral 12, por el siguiente:





“12) Multa de 2 unidades tributarias mensuales, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 11 y 12.”.

16) Insértase el siguiente artículo 16 bis, nuevo:

“Artículo 16 bis.- El que comercialice, ofrezca, distribuya o entregue a título gratuito un producto de tabaco a menores de dieciocho años de edad será castigado con prisión en su grado medio y multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, además del comiso de los bienes materia de la infracción y clausura temporal del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción, por hasta tres meses.

Si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera la multa aplicable será de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las demás sanciones señaladas en el inciso anterior.

En caso de reincidencia, la pena privativa de libertad se elevará en un grado, se duplicará la multa y se podrá decretar la clausura definitiva y la cancelación de la patente municipal respectiva del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción.”.





17) Incorpórase el siguiente artículo 18, nuevo:

“Artículo 18.- Las compañías de la industria tabacalera responderán solidaria y objetivamente de todo perjuicio causado por el consumo de tabaco.”.





Artículo 2°.- Agrégase a la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, el siguiente artículo 116 bis, nuevo:

"Artículo 116 bis.- Se prohíbe al conductor fumar mientras conduce. Asimismo, se prohíbe fumar en todo vehículo que traslade a menores de edad.". 

Artículo 3°.- Agrégase al artículo 182 de la Ordenanza General de Aduanas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, el siguiente inciso final nuevo:
“En los delitos de contrabando y fraude aduanero en que la mercancía sean productos de tabaco, se aplicará como pena accesoria el comiso de los vehículos que se hubieren utilizado para el transporte, en la perpetración de dichos ilícitos. Además, se podrá solicitar su incautación, como medida cautelar real, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 217 del Código Procesal Penal.”.

Artículo transitorio.- En el plazo de un año a contar de la vigencia de la presente ley se deberá dictar el reglamento que regule las prescripciones contenidas en el artículo 9° de la ley N° 19.419.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 18 de noviembre y 9 de diciembre de 2014 y 6 de enero de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán y Fulvio Rossi Ciocca; y de fecha 17 de marzo y 7 de abril de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán y Guido Girardi Lavín.

Valparaíso, a 30 de marzo de 2015.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE AGRICULTURA Y SALUD, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MODIFICACIONES A LA LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

(2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 Y 4.379-11, REFUNDIDOS)
HONORABLE SENADO:
Vuestras Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, tienen el honor de presentaros su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en las siguientes mociones:

a) Boletín N° 2.973-11, del ex Diputado y actual Senador, don Guido Girardi; del  Diputado señor Carlos Abel Jarpa, y de los ex Diputados señora Laura Soto y señores Enrique Accorsi, Osvaldo Palma y Leopoldo Sánchez. 

b) Boletín N° 4.181-11, de los ex Diputados y actuales Senadores señora Carolina Goic y señor Pedro Araya; de los Diputados señora Alejandra Sepúlveda y señores Sergio Ojeda, Jorge Sabag y Mario Venegas, y de los ex Diputados señores Eduardo Díaz, Jaime Mulet y Carlos Olivares. 

c) Boletín N° 4.192-11, del ex Diputado y actual Senador señor Francisco Chahuán y del ex Diputado señor Marco Enríquez-Ominami.

d) Boletín N° 4.379-11, de los ex Diputados y actuales Senadores señores Francisco Chahuán y Guido Girardi; de los Diputados señores Sergio Ojeda, Ignacio Urrutia y Felipe Ward, y de los ex Diputados señora María Angélica Cristi y señores Enrique Accorsi, Enrique Estay, Juan Lobos y Juan Masferrer. 


Cabe señalar que este proyecto fue discutido por la Comisión de Salud en general y en particular en su primer informe, en virtud del acuerdo adoptado oportunamente por la Sala del Senado. Posteriormente, el 6 de abril de 2011, la Sala dispuso que para el trámite reglamentario de segundo informe, éste fuera realizado por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.


A una o más sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton; Hernán Larraín Fernández; Juan Pablo Letelier Morel y Alejandro Navarro Brain, y los Honorables Diputados señores Juan Luis Castro González y Luis Rocafull López. 


Asimismo, concurrieron especialmente invitados las siguientes entidades:


Del Ministerio de Agricultura, el Ministro, señor Carlos Furche; el Jefe de Gabinete, señor Ricardo Moyano; el Asesor Legislativo, señor Jaime Naranjo; el Asesor del Ministro, señor Alan Espinoza; la Directora de Comunicaciones, señora Bárbara Gutiérrez y el Asesor de Prensa, señor Francisco Vera.


Del Ministerio de Salud, la ex Ministra, señora Helia Molina; el Subsecretario de Salud Pública, Doctor Jaime Burrows; el Jefe de la División Jurídica, señor Alejandro Behnke; el Jefe División de Prevención y Control de Enfermedades, Doctor Pedro Crocco; el Asesor del Departamento de Salud Mental, Doctor Alfredo Pemjean; el Asesor de Gabinete de la Ministra, Doctor Enrique Accorsi; los Asesores de la Ministra señora Verónica Ahumada y señor Gonzalo Palma; los Asesores Legislativos de la Subsecretaría de Salud Pública, señora María Carolina Mora y señor Felipe Vargas; la Asesora de la División de Gestión y Desarrollo de las Personas en Subsecretaría de Redes Asistenciales, señora Leslie Urrutia y del Departamento de Comunicaciones, la señora Antonieta Caro. 


Del Ministerio de Relaciones Exteriores, Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales DIRECON, Departamento Regulatorio, el Jefe, señor Alejandro Buvinic; la Asesora Legal, señora María Loreto Lynch y el Asesor Fernando Acuña.  Del Departamento Jurídico, el Asesor señor Carlos Mena. 


Del Ministerio de Justicia, los Asesores de la División Jurídica, señora Marta Olivares y señor Felipe Rayo.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las Asesoras Legislativas señoras Catherine Peirano, Vanesa Salgado y Camila Sanhueza. 


Del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, SENDA, la Directora Nacional, señora Lidia Amarales; el Jefe de la División Jurídica, señor Antonio Leiva; el Jefe de la Unidad de Prevención del Consumo Abusivo de Alcohol, señor Felipe Leyton y el Asesor Comunicacional de la Dirección, señor Álvaro Espínola. 


Del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia UNICEF, el Abogado del Área Protección Legal, señor Anuar Quesille.


De Alcohólicos Anónimos, la Presidenta, señora Pilar Correa. 


De la Asociación de Vinos de Chile: el Presidente, señor René Araneda, el Gerente General, señor Claudio Cilveti, y el Asesor Legal, señor Federico Mekis. 


De la Asociación de Productores de Pisco A.G., el Presidente, señor Pelayo Alonso y el Asesor, señor Claudio Escobar.


De la Asociación de Productores de Cerveza de Chile, ACECHI, el Presidente, señor Dirk Leisewitz, y la Gerenta General, señora Ximena Bravo. 


El Abogado y Profesor de Derecho Procesal de la Universidad de Valparaíso, señor Claudio Meneses. 


De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor señor Pablo Morales.

De la Fundación Jaime Guzmán, los Asesores Legislativos, señora Ericka Farías y señores Héctor Mery y Máximo Pavez. 


Del Instituto Igualdad, la Asesora Legislativa, señorita Mariluz Valdés. 


El Jefe de Gabinete de la Senadora Jacqueline Van Rysselberghe, señor Juan Morales. 


El Jefe de Gabinete del Senador Guido Girardi, señor Nicolás Fernández. 


El Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Eduardo Toscani. 


La Asesora del Senador Manuel José Ossandón, señora María Angélica Villadangos.


El Asesor de la Senadora Carolina Goic, señor Gerardo Bascuñán.


El Asesor de la Senadora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez.

El Asesor Legislativo del Senador José García, señor Rodrigo Fuentes.


El Asesor del Senador Francisco Chahuán, señor Marcelo Sanhueza. 


El Asesor Legislativo del Senador Ricardo Lagos, señor Diego Pérez. 


El Asesor del Senador Patricio Walker y Asesor Legislativo del Comité Demócrata Cristiano, señor Luis Espinoza y el Periodista, señor Nicolás Gutiérrez. 

El Asesor Legislativo de Renovación Nacional, señor Stephen Jarpa.


El Asesor del Comité de la Unión Demócrata Independiente, señor Luis Valenzuela. 


El Abogado del Comité del Partido Por la Democracia, señor Sebastián Abarca. 

· - -

Cabe consignar que durante el estudio de esta iniciativa legal, por acuerdo de los Comités adoptado en cada oportunidad, se reabrió en seis oportunidades el plazo para presentar indicaciones: el 6 de mayo de 2014; el 28 de julio de 2014; el 14 de agosto de 2014; el 25 de agosto de 2014; el 22 de septiembre de 2015 y el 28 de enero de 2015, en cuyo lapso se formularon 86 indicaciones. Es útil señalar que, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el primer boletín, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El número 5° que pasó a ser número 6° letra a), del artículo 3° del proyecto, que ordena incorporar determinadas materias en algunos currículos de enseñanza, de ser aprobado, debe serlo como norma orgánica constitucional, de conformidad al artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, al tenor del fallo del Tribunal Constitucional Rol 1.363, de 28 de julio de 2009.

Al respecto, cabe señalar que la Cámara de Diputados aprobó esta norma como ley común en junio de 2008, esto es, antes de la publicación de la Ley Orgánica Constitucional de Educación, que tuvo lugar en septiembre de 2009. 

Asimismo, las Comisiones unidas, con motivo de haber incorporado un nuevo número 4° al artículo 3° del proyecto, que modifica el artículo 26 de la ley N°19.925, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N 18.918, Orgánica Constitucional de Congreso Nacional, remitió el día 11 de marzo del actual, el correspondiente oficio a la Excelentísima Corte Suprema. De ser aprobado este número debe serlo como norma orgánica constitucional, de conformidad al artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República. 
- - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 4° y 5° permanentes y la disposición transitoria.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números: 1, 2, 4a, 5, 6, 12, 13, 14, 16, 25a, 27, 28, 30, 35, 36, 37, 41, 42, 44, 48, 52a, 55, 57, 58, 58a, 61 letra a), 62, 63, 64, 66 y 67 a.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números: 7, 8, 9a, 9c, 15, 18, 19, 23, 24, 32, 34, 40, 45, 46, 51, 52, 60, 65, 67, 68 y 68a. 


4.- Indicaciones rechazadas: 1a, 2a, 3, 4, 9 10, 11, 17, 20, 21, 25, 26, 29, 38, 43, 47, 49, 50, 53, 54, 57a, 59, 61 letra b), y  67b.


5.- Indicaciones retiradas: 9b, 20 a, 22, 31, 33, 39 y 56. 


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 24a, 24b, 47a y 47b.

- - - 

Cuestión Previa

Cabe señalar que una vez iniciada la discusión particular de las indicaciones, las Comisiones unidas tuvieron presente que se encontraba en tramitación en la Cámara de Diputados, el proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo del Acuerdo del Grupo Mundial del Comercio del Vino de 2007, sobre “Requisitos para el Etiquetado de Vinos para la Tolerancia del Alcohol, Años de Cosecha, Variedad y Regiones Vinícolas”, suscrito en Bélgica, el 22 de marzo de 2013, boletín N° 9.419-10.

En razón de lo anterior, se acordó invitar a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales DIRECON, del Ministerio de Relaciones Exteriores, con el objeto de que pudiera informar dos aspectos:

a) la concordancia entre la iniciativa legal en estudio y el citado proyecto de acuerdo, y,

b) la conformidad del proyecto de ley en estudio y las normas internacionales vigentes en materia de transparencia.

En la sesión siguiente, asistió el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Alejandro Buvinic, quien informó que no existe incompatibilidad entre el Protocolo del Acuerdo del Grupo Mundial del Comercio del Vino de 2007, y el proyecto de ley en estudio. 

Argumentó que el proyecto de acuerdo tiene por objeto facilitar el comercio del vino entre las Partes y minimizar cualquier obstáculo innecesario relacionado con el etiquetado a través del establecimiento de parámetros comunes, teniendo como base el Acuerdo de 2007, evitando obstáculos innecesarios al comercio, beneficiando a los productores y a los distribuidores de vinos facilitando las exportaciones y reduciendo los costos de producción, almacenamiento y etiquetado. 
Por su parte, el proyecto de ley que se encuentra en estudio en las Comisiones unidas, establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas y regula la publicidad que incentiva el consumo de alcohol. Así también, considera estudios sobre el alto consumo de alcohol de la población; el abuso de alcohol y drogas, y sus efectos, tales como disminución de la esperanza de vida y mayor predisposición de desarrollo de enfermedades. 

En razón de lo anterior, dijo, queda manifiesto que el objeto y ámbito de aplicación de ambas regulaciones es distinto. En efecto, el Proyecto de Acuerdo referido al Protocolo del Acuerdo de 2007, busca facilitar el comercio del vino entre las Partes mediante el establecimiento de estándares comunes de etiquetado únicamente en relación con el vino, y el proyecto de ley que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, busca disminuir la ingesta de alcohol en la sociedad regulando la publicidad de todas las bebidas alcohólicas, dentro de las cuales se encuentra el vino. 

Asimismo, destacó que el Proyecto de Acuerdo en cuestión, en términos generales, regula disposiciones para el etiquetado de vinos, reconociendo la regulación nacional de la Parte Exportadora, únicamente en relación con “Tolerancia al Alcohol”, “Variedad”, “Región vinícola” y ”Año de cosecha”. En cambio, el proyecto de ley que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, sólo se refiere a la publicidad de bebidas alcohólicas, sin hacer referencia a otras materias.

Por lo tanto, reiteró que en atención al objeto, ámbito de aplicación y fondo de las disposiciones, ambos proyectos son compatibles, toda vez que las materias reguladas son complementarias y no existen referencias entre los cuerpos normativos.

Ahora bien, respecto a la segunda consulta, es decir a la concordancia del proyecto de ley en estudio con los acuerdos internacionales en materia de transparencia, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic expresó que existen otras obligaciones que se han incorporado a nuestro ordenamiento jurídico mediante el Acuerdo de Marraquech que establece la Organización Mundial del Comercio OMC. 

Explicó que en dicha Convención, se incorpora el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (Acuerdo OTC) de la Organización Mundial del Comercio (OMC), en el cual se establece una distinción clara y precisa de lo que se entiende por “Reglamento Técnico”, éste, apuntó, es independiente de la forma jurídica que se adopte a nivel interno, puede ser tanto una norma reglamentaria como una ley y va a depender de cada país miembro de la OMC. 

Precisó que de acuerdo a la normativa vigente, se establece que es Reglamento Técnico todo lo que regula el tema del etiquetado, lo que genera una obligación internacional de notificar a la OMC y a sus miembros los proyectos que comprendan estas materias.   

De esta forma, continuó, algunas normas del proyecto en estudio podrían contravenir tratados internacionales en materias comerciales suscritos por Chile, ya que constituyen un “Reglamento Técnico” de conformidad con la definición internacional contenida en el Acuerdo OTC, y en otros Acuerdos Comerciales Bilaterales suscrito por Chile.

En atención a lo anterior, señaló, el proyecto estaría sujeto a una obligación en materia de transparencia. En efecto, de acuerdo con los artículos 2.9 y 2.12 del Acuerdo OTC, Chile tiene la obligación de notificar en una etapa convenientemente temprana el proyecto a los demás Estados Miembros, otorgar un plazo prudencial de consulta pública no inferior a 60 días, y un plazo prudencial de implementación no inferior a 6 meses, para permitir la adecuación de la industria a las nuevas exigencias. Precisó que este proyecto no ha sido notificado a la OMC y agregó que estas obligaciones están contenidas, además, en otros Acuerdos Comerciales Bilaterales, como el artículo 7.7 del Capítulo OTC del Tratado de Libre Comercio entre Chile y los Estados Unidos de América, entre otros. 

Por consiguiente, expresó la necesidad de notificar el proyecto de ley en estudio a los miembros de la OMC y a los socios comerciales por contener materias que corresponden a un Reglamento Técnico.

El Honorable Senador señor Moreira, hizo presente que el proyecto se encuentra en segundo trámite constitucional, en segundo informe y que ya se ha avanzado en la votación de las indicaciones presentadas en estas Comisiones unidas, como consta en la parte pertinente de este informe, y consultó cuál sería el inconveniente para el Estado de Chile, continuar con el estudio de las indicaciones y, simultáneamente, realizar la consulta.
Del mismo modo, consultó por el tiempo que demora este trámite y cuáles, específicamente, son las normas del proyecto que estarían consideradas como  Reglamento Técnico. 

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio preguntó en qué etapa de tramitación se debe hacer la notificación,  si correspondería hacerla en esta instancia, o bien, una vez aprobada la ley.  Del mismo modo, preguntó cuál es el organismo encargado de realizar la consulta y si corresponde hacerlo de oficio.

El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic respondió que se ha discutido la oportunidad de hacer la notificación y no hay una sola opinión al respecto. No obstante, aclaró que no es obligatorio incorporar las observaciones que eventualmente se puedan recibir, pero, sí se debe responder por qué se acogen o se deniegan.  Aclaró que si la notificación se hace al final del proceso legislativo no hay mayor capacidad para incorporar las observaciones, sino que sólo quedaría hacerlo mediante un veto.  Informó que la esencia de las consultas públicas a nivel internacional dicen relación con dar mayor información a las Comisiones respecto a las mejores opciones para regular el etiquetado de bebidas alcohólicas.

Respecto a quién debe hacer la consulta, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, señaló que es la Cancillería quien la realiza, pero, dado que es la primera vez, consideran que debería haber un acuerdo de las Comisiones unidas para ello.

El Honorable Senador señor García solicitó a los representantes de la DIRECON que informen específicamente las normas del proyecto de ley que constituirían un reglamento técnico de acuerdo a la normativa internacional.

El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, informó que sólo el artículo 1° del proyecto, que dice relación con el etiquetado, constituye un Reglamento Técnico, y precisó que se debe otorgar un plazo prudencial de 60 días para la consulta pública.  En cuanto a seguir el estudio del proyecto, explicó que no habría  inconveniente en la medida que si algún comentario u observación se hiciera a una norma ya aprobada, pudiera ésta ser revisada. Lo anterior, siempre en el entendido, reiteró, que los comentarios que hacen los demás miembros no son vinculantes sino que observan si son o no un obstáculo innecesario al comercio, lo cual también es un concepto bastante relativo.

El señor Accorsi, asesor del Ministerio de Salud, señaló que a nivel internacional el etiquetado de alcoholes está más avanzado que en la legislación nacional, de manera que no ve inconveniente para comunicar que se está desarrollando este proceso legislativo. En este sentido, recordó la obligación que tiene el Congreso de oficiar a la Corte Suprema en los casos que establece la Constitución, el cual tampoco es vinculante.  

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que las Comisiones unidas, al considerar los antecedentes expuestos, estimaron que esta materia es de competencia del Ejecutivo. En tal virtud, mediante oficio N° A/80/14, de 24 de septiembre de 2014, se dirigieron al señor Ministro de Relaciones Exteriores manifestándole que recibieron a los representantes de Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales DIRECON, quienes señalaron la obligación de notificar a la OMC el artículo 1° del proyecto, por constituir un “Reglamento Técnico”, de conformidad con la definición internacional contenida en el Anexo I del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la Organización Mundial del Comercio (OMC), y le solicitaron, si lo tiene a bien, se sirva informar el estado de avance de dicho trámite.

El Honorable Senador señor García sugirió oficiar, además, a la señora Presidenta del Senado, teniendo en consideración que es la primera vez que se está ante una situación de esta naturaleza que afecta al Congreso en su conjunto. Sobre el particular, recordó la consulta indígena que se debe realizar con ocasión de un proyecto de ley que afecte los intereses de los pueblos originarios, en cuyo caso, si se trata de un Mensaje, la obligación recae sobre el Ejecutivo, pero si es una moción parlamentaria no está definido su procedimiento, situación que también se debe resolver.

En virtud de lo expuesto, las Comisiones unidas mediante oficio N° A/81/14, de 24 de septiembre de 2014, se dirigieron a S.E. la señora Presidenta del Senado con el objeto de poner en su conocimiento los antecedentes expuestos. 

Posteriormente, las Comisiones unidas debatieron  respecto al acuerdo que adoptarán con ocasión de la tramitación del proyecto de ley en estudio, teniendo presente que se ha avanzado en la votación de las indicaciones y la prevención que formuló la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, en el marco de las consultas pertinentes que deben realizarse respecto del artículo 1° del proyecto de ley, de conformidad con las obligaciones contraídas por nuestro país en diversos convenios internacionales.

Sobre el particular, acordaron oficiar al señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el objeto de informar que, sin perjuicio que continuarán con la tramitación del proyecto de ley, le solicitan iniciar el proceso de notificación que corresponda a los demás Estados Miembros, dentro del plazo de 60 días que dispone la legislación vigente, al término del cual tomarán conocimiento de las observaciones efectuadas y se encontrarán en condiciones de despachar su informe a la Sala del Senado. Para estos efectos, se despachó oficio N° 84 el 1 de octubre de 2014.


Así también, las Comisiones unidas oficiaron a S.E. la señora Presidenta del Senado, con el objeto de informarle la decisión adoptada respecto a que, si bien continuarán con el estudio del proyecto de ley, se informará a la Sala de la Corporación una vez vencido el plazo que tienen los Estados Miembros para realizar sus observaciones. 


Con posterioridad, la asesora legal de la DIRECON, informó que con fecha 10 de octubre del presente año, notificaron a la OMC esta iniciativa legal, y que la fecha límite para la presentación de observaciones es de 60 días desde la notificación, es decir, el 10 de diciembre.


El Honorable Senador señor Moreira dejó constancia que si bien las Comisiones Unidas adoptaron el compromiso de despachar a la Sala de la Corporación el informe de este proyecto de ley en el mes de octubre, en atención a que el Artículo 1° del proyecto constituye un Reglamento Técnico, de conformidad con la definición internacional contenida en el Acuerdo de Obstáculos Técnicos al Comercio, OTC, de la Organización Mundial del Comercio OMC, deben cumplir con las obligaciones de transparencia establecidas en dichos acuerdos internacionales y esperar el plazo señalado en el párrafo precedente antes de informar a la Sala. Del mismo modo, tener presente que no obstante haber despachado el artículo primero del proyecto, las Comisiones unidas al término del plazo, tomarán conocimiento de las eventuales observaciones efectuadas por los organismos internacionales y resolverán sobre el particular.  


Transcurrido el período de 60 días de consulta pública internacional, que finalizó el 9 de diciembre, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, en sesión de 8 de enero de 2015, informó a las Comisiones unidas que se recibieron siete comentarios correspondientes a instituciones públicas y privadas.


Al respecto, destacó que conforme a la práctica de la OMC y a las disposiciones establecidas en los acuerdos comerciales bilaterales, dichas observaciones deben ser consideradas al momento de redactar la versión final del proyecto, así como dar respuesta formal a las instituciones que remitieron los comentarios antes señalados.


Agregó que dado que la obligación de notificar el proyecto de ley -por constituir un reglamento técnico- a la OMC es del Ejecutivo, y teniendo en consideración que es primera vez que ello se realiza, se acordó fijar como fecha tope el texto aprobado al 10 de octubre por las Comisiones unidas, no obstante que pudiera contemplarse con otras indicaciones posteriormente. 


Informó que las observaciones recibidas corresponden a la Unión Europea y a Estados Unidos y dicen relación con las siguientes instituciones públicas y privadas:

· Comisión Europea - Unión Europea.

· Federación de Exportadores de Vinos y Bebidas Espirituosas de Francia (FEVS).

· Espirituosas de EUROPA.

· Comité Europeo del Empresas del Vino (CEEV).

· Federación Española del Vino.

· Departamento de Agricultura de EE.UU. (USDA).
· Consejo de Destilados Espirituosos de Estados Unidos, y

· Comité del Vino, de USA.

En seguida, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, detalló que los comentarios se agruparon por temas. El primero dicen relación con la rotación de advertencias establecidas en el artículo 1°, que dispone que se deberá adicionar a la advertencia principal, alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor o fabricante, las que deberán rotarse, a lo menos, cada dos años: “la mujer embarazada no debe beber alcohol”, “el consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”, y “el consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”.

Al respecto, observan que la rotación de la advertencia es impracticable y de difícil fiscalización. En efecto, señaló que hay bebidas espirituosas que duran más de dos años, luego la pregunta es: qué pasará con ellas, será necesario etiquetar nuevamente. Del mismo modo, qué sucederá con las bebidas espirituosas importadas que ya están en el mercado, requieren también ser reetiquetadas con esta advertencia o habrá alguna norma especial al respecto, consultó.

Mencionó, también, la observación relativa a la advertencia de salud hecha por la Unión Europea y sus Asociaciones, que se explica porque ellos tienen un sistema distinto, que es en positivo, es decir, promueven: “que se beba con moderación”, en vez de “prohibir su consumo o señalar que hace daño”. En consecuencia, estiman que la rotación de la segunda frase de la advertencia a la salud puede ser un obstáculo para el acceso al mercado, siendo más restrictiva al comercio de lo necesario, especialmente, para las pequeñas y medianas empresas. Por lo anterior, solicitan a las autoridades chilenas que provean de información respecto a la relación entre este requisito y el objetivo de reducir el consumo excesivo de bebidas alcohólicas. 
De esta forma, señalan que el uso de etiquetas no es suficiente y que sería preferible incluir una referencia a un sitio web de consumo responsable como sucede en otros países.

Del mismo modo, observaron el enunciado propuesto que dice: “El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”,  toda vez que en Chile es ilegal el consumo y la compra de alcohol por parte una persona menor de 18 años.  En efecto, hacen presente que existe una contradicción entre la norma interna que prohíbe el consumo en menores de edad y la advertencia para su salud. 

Así también, en relación a la publicidad, que establece la siguiente obligación: “la misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea insertada en diarios, revistas o algún otro medio de comunicación social de tal naturaleza”, Estados Unidos preguntó cómo se va a implementar esta obligación y solicitan informar sobre el proceso evaluativo por el cual se podría determinar si una imagen advierte lo suficiente respecto a un producto o bien fomenta el consumo de alcohol. 

Sobre el particular, citó como ejemplo una imagen de un adulto sosteniendo un vaso con una bebida alcohólica, y preguntó si se debe entender que esa "imagen" estaría contemplada en el alcance de la propuesta. En definitiva, la consulta está dirigida a cuáles van a ser los parámetros para implementar y fiscalizar en temas publicitarios.




En seguida, hizo presente una observación que fue transversal en las presentaciones y dice relación con las etiquetas autoadhesivas que establece el artículo 1° del proyecto al señalar que "en el caso de las bebidas alcohólicas importadas la advertencia se colocará en el envase de tal manera que no puede ser fácilmente removido”. Sobre el particular, solicitan confirmación respecto a si la etiqueta autoadhesiva se puede colocar en el punto de origen o en el depósito de la aduana antes de que se libere el producto al mercado. 





A continuación, mencionó que el punto relativo a los derechos de propiedad intelectual sólo fue señalado por la Federación de Vinos de España, en que advierten que la forma, el tamaño, la ubicación y la proporción de las etiquetas puede formar parte de la apariencia característica de una marca registrada. Luego, las etiquetas de advertencia sanitaria podrían alterar esta apariencia y suponer una posible violación de los derechos de propiedad intelectual reconocidos en los acuerdos internacionales (Artículo 20 del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio). 





Finalmente, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic señaló que todas las asociaciones y representaciones gubernamentales solicitaron un período de implementación de la ley de dieciocho meses para poder adecuar internamente el proceso y recordó que el Acuerdo de Libre Comercio obliga a dar un plazo mínimo de seis meses.
Las Comisiones unidas tomaron conocimiento de cada una de las observaciones propuestas, las cuales fueron debidamente analizadas y debatidas.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente respecto a la recomendación de la Unión Europea de beber con moderación, que el proyecto propone algo similar al señalar que “beber en exceso daña la salud y puede dañar a terceros”, de tal modo que no ve contradicción  entre lo propuesto por el proyecto de ley y lo solicitado por ese organismo internacional.


El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, aclaró que la recomendación fue realizada por una asociación gremial que tiene desarrollada una página web en la cual entregan información y orientación sobre el consumo responsable. Desde esa perspectiva observan que la advertencia en el proyecto de ley tiene una connotación negativa.


No obstante, recordó que según lo establece el Acuerdo, una vez que se da cuenta de las observaciones, se debe dar respuesta de cómo fueron consideradas o por qué fueron desechadas, lo cual harán como poder Ejecutivo, y en este caso, coinciden con el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en cuanto a que el texto del proyecto es similar a la propuesta de la Unión Europea.


Asimismo, agregó que hoy se ha demostrado que el vino tiene ciertas cualidades para la salud si se toma con moderación.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, agregó que no tiene inconveniente en que la advertencia sea en positivo, puesto que a su juicio el sentido es el mismo.

En cuanto a la contradicción que hicieran presente los miembros del Acuerdo respecto a indicar que el consumo de alcohol en menores afecta el desarrollo físico e intelectual, no obstante que está prohibida su venta para ellos, señaló que si bien ello es efectivo, se debe considerar que en nuestro país los adolescentes tienen un alto consumo alcohol y propuso buscar un redacción que contemple los dos puntos.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Harboe se manifestó contrario a la propuesta de Su Señoría por estimar que la prohibición debe ser explícita en aquellos productos que son susceptibles de ser adquiridos por menores de edad. Agregó que incluir dicha advertencia hará disminuir el impacto de las demás que se establecen en la ley.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio consideró atingentes los argumentos expuestos y coincidió en no señalar esa advertencia en las etiquetas.


El Honorable Senador señor Chahuán preguntó a los representantes del Ejecutivo su opinión sobre las observaciones planteadas y, en particular, sobre la importación de alcoholes.


El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic manifestó que la implementación de la ley se puede entregar a la potestad reglamentaria o bien señalar en la ley que para el caso de los vinos espirituosos se podrá colocar la etiqueta en el punto de origen o en el depósito de aduana.

El Honorable Senador señor Harboe hizo presente que, para resolver la observación planteada vía reglamento, es necesario tener claridad absoluta de la norma legal y recordó que en los  gobiernos anteriores se han presentado diversos problemas en materia de etiquetado precisamente por falta de precisión de las normas.  Agregó que el reglamento es fácilmente modificable mediante decreto; en cambio la ley requiere que se cumplan todos los trámites.


Finalmente, argumentó que desde el punto de vista conceptual, es el legislador quien le da el principio y el valor jurídico que tiene cada uno de estos requerimientos u observaciones, de manera que no pueden quedar al arbitrio de la autoridad administrativa de turno. Por tal motivo, se manifestó contrario a utilizar esa fórmula.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Naranjo, coincidió con Su Señoría y agregó que el argumento tiene aún más fuerza si se considera que se involucran dos Ministerios en la toma de decisiones, el de Agricultura y el de Salud. Al respecto, refirió que en la tramitación de este proyecto han tenido dificultades con el Ministerio de Salud para formular las indicaciones correspondientes, por ello considera que debe quedar claramente estipulado en la ley.


El Honorable Senador señor Harboe llamó la atención respecto a que en el informe elaborado por la DIRECON sobre el proceso de consulta pública internacional del proyecto, se plantea por las distintas instituciones públicas y privadas de Estados Unidos y de la Unión Europea, la imposibilidad de implementar el etiquetado rotativo. En consecuencia, apuntó, si se advierte su difícil aplicación, es pertinente hacer las modificaciones necesarias para evitar una situación como la planteada ya que en la práctica no va a funcionar su fiscalización.   


Insistió en que se debe ser extremadamente riguroso en esta materia y no dejar al arbitrio de interpretaciones, considerando los inconvenientes planteados por el asesor del Ministerio de Agricultura con el Ministerio de Salud, ya que será, precisamente, la autoridad sanitaria quien deberá fiscalizar el cumplimiento de esta normativa. 


El Honorable Senador señor Chahuán se mostró partidario de mantener cualquiera de las frases de advertencia, a elección del fabricante o productor, sin rotación y establecer que mediante la potestad reglamentaria el Ministerio de Salud pueda generar nuevas advertencias.

El Honorable Senador señor Harboe expresó su preocupación respecto a que la autoridad transitoria pueda, por la vía reglamentaria, alterar el principio que se está aprobando en el Parlamento.

El Honorable Senador señor Chahuán aclaró que lo planteado por Su Señoría se puede evitar si establece que el reglamento deba ser dictado por ambos ministerios. 

El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Naranjo, alertó que ese es precisamente el problema que se ha tenido durante la tramitación de la ley.


Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, hizo presente que la norma establece que la elección de las advertencias radica en el productor o fabricante y señaló la necesidad de incorporar al importador porque es él quien tendrá la obligación para los productos importados.


En razón de los argumentos expuestos, las Comisiones unidas acordaron mantener las advertencias, eliminar la rotación de las mismas e incorporar al importador.


Respecto al plazo de implementación, el Honorable Senador señor Chahuán manifestó su voluntad de mantenerlo en un año para la entrada en vigencia de la ley a partir de la fecha de su publicación, y no aumentarlo a 18 meses como se ha planteado y agregó que el plazo mínimo de implementación para un reglamento técnico, es de seis meses.


El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic preguntó si ese tiempo es suficiente para la industria.

El Honorable Senador señor Chahuán respondió que durante la discusión del proyecto se escuchó a la industria, en particular, a los representantes de vinos, de piscos y de cervezas y no hubo reparo respecto del año de implementación. 

En cuanto a considerar disposiciones excepcionales para las bebidas importadas que ya están etiquetadas o que  están en el mercado, las Comisiones unidas debatieron el punto y coincidieron en que la ley se aplica a los nuevos ingresos o a la nueva producción. 

En virtud de los argumentos expuestos, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, adoptaron los siguientes criterios para modificar el artículo 1° del proyecto, de conformidad al artículo 121 del Reglamento del Senado, cuyo texto se consigna en la discusión particular del citado artículo 1° :

-mantener el plazo de un año para la entrada en vigencia de la presente ley;

-eliminar la rotación de la advertencia;


-suprimir de la etiqueta la referencia que: “el consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”;



-establecer, para las bebidas alcohólicas importadas, que la obligación de incluir la advertencia mediante etiquetas autoadheridas recaiga también en el importador y no sólo en el productor o fabricante, antes que el producto se libere o ingrese al territorio nacional, ya sea en origen o en el depósito aduanero. 
· - - 

A continuación y previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, las Comisiones unidas invitaron a exponer al señor Ministro de Agricultura, don Carlos Furche; a la señora Ministra de Salud, doña Helia Molina; al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol SENDA, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública; al Abogado y Profesor de Derecho Procesal, señor Claudio Meneses; al asesor de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo; a la Asociación de Productores de Vinos; a la Asociación de Productores de Cerveza; a la Asociación de Productores de Pisco; al Fondo de Las Naciones Unidas para la Infancia, UNICEF, y a la Organización de Alcohólicos Anónimos.


En primer lugar, asistió el señor Ministro de Agricultura, don Carlos Furche quien señaló que en principio este proyecto de ley podría generar algún tipo de interés o de preocupación en el sector agrícola, en especial en la industria del vino, cerveza y del pisco. Asimismo, hizo presente que el consumo de alcohol en Chile, en los últimos veinte años, ha variado en lo que dice relación con la composición del  mismo, aunque reconoció que se ha mantenido relativamente estable el porcentaje total de alcohol puro consumido. Al efecto, detalló que en el año 1972 el 86% del total de alcohol que se consumía en el país correspondía al vino; en cambio, en el año 2012 éste bajó a un 35%. Explicó que esta disminución se debió al incremento en el consumo nacional de cerveza, el que ha alcanzado el mismo nivel que  tenía el vino. 

Sin perjuicio de lo anterior, consideró razonable la propuesta de incorporar un etiquetado en los envases de las bebidas alcohólicas, que indique que el consumo excesivo de alcohol puede causar efectos nocivos en la salud humana, tal como se hace en otros países.

Por ello, señaló que la Cartera que encabeza no tiene mayores reparos respecto del presente proyecto de ley. Además, consideró que las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Senado van en la dirección correcta, en el sentido de aclarar a la población que la ingesta excesiva de alcohol puede generar daños a la salud y no su consumo normal. De esta manera, apuntó, no se restringe el consumo normal de este tipo de bebidas, ni tampoco se afecta a la industria del vino, pisco o cerveza. 

En sintonía con lo anterior, enfatizó que para el sector agrícola es fundamental que en el etiquetado se establezca una leyenda de advertencia que exprese claramente que sólo el consumo excesivo de alcohol puede generar efectos nocivos para la salud y no el consumo normal. Al respecto, señaló que no se puede desconocer los beneficios que brindan algunas bebidas alcohólicas, como sucede en el caso del vino, respecto del cual existen un sinnúmero de estudios que avalan sus efectos positivos para la salud humana.

Por otro lado, comentó que este proyecto de ley obliga a los productores a incluir dentro del etiquetado algunas de las siguientes oraciones: “la mujer embarazada no debe beber alcohol”; “el consumo de alcohol anula su capacidad para conducir” y “el consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”. En relación a la oración referida a que el alcohol anula la capacidad de conducir, comentó que existen cuatro indicaciones que morigeran el sentido de esta afirmación, en el sentido de que es el consumo en exceso el que anula la capacidad de conducir y que el alcohol más bien limita o afecta la capacidad de conducción de las personas. Al respecto, sugirió a Sus Señorías ser concordante con lo prescrito en la Ley de Tránsito, a propósito de los límites para la conducción bajo la influencia del alcohol y en estado de ebriedad.

Por todo lo anterior, hizo presente a Sus Señorías que no tiene mayores aprensiones con respecto al proyecto de ley, salvo la aclaración de que el consumo en exceso de alcohol es el que puede causar daños en la salud, lo que está en sintonía con lo que se utiliza a nivel internacional en los envases de bebidas alcohólicas.

Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán informó que es coautor de las  mociones que dieron origen a este proyecto de ley, por lo que ha estado muy atento a su tramitación, la que se ha caracterizado por ser bastante lenta y complicada, debido a la existencia de múltiples intereses involucrados.

En efecto, apuntó, en la Cámara de Diputados,  a propósito de la discusión de este proyecto, se originó un conflicto de intereses entre el sector agrícola y el de salud que se subsanó con la constitución de las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, instancia que permitió alcanzar un acuerdo para efectos de establecer las dimensiones de los etiquetados, las que se redujeron sustantivamente, y de concordar un texto más armónico entre los intereses de ambos sectores.

En el Senado, continuó, si bien la Comisión de Salud despachó rápidamente esta iniciativa, el conflicto se produjo en la Sala de la Corporación, puesto que acordó remitirlo a la Comisión de Salud para un nuevo primer informe. Relató que en esa etapa, aquella Comisión tuvo presente que a pesar de tratarse de un proyecto de ley en que existen varios intereses contrapuestos, las industrias cervecera y vitivinícola manifestaron su voluntad de legislar en la materia, considerando que gran parte de ella ya incluye esta advertencia en forma voluntaria. Además, señaló que se llegó a un acuerdo para despachar este proyecto de ley, que fue suscrito por el Ministerio de Agricultura del Gobierno anterior, y que incluso se presentaron varias indicaciones en esta línea, muchas de las cuales están recogidas en el texto actual de este proyecto de ley.

En este sentido, especificó las materias que esta iniciativa legal aborda:

- El etiquetado de advertencia. Al efecto, expresó  que se uniforman las letras y se reducen de tamaño. Al respecto, llamó la atención, que en la actualidad, la mayoría de las bebidas alcohólicas que se exportan incluyen este tipo de etiquetado, no obstante, para el consumo interno no se considera esta advertencia. Además, destacó la obligación del productor de agregar una leyenda adicional, que rotará cada dos años, referida a las embarazadas, a los menores de edad y a la conducción bajo influencia del alcohol.

- La publicidad de las bebidas alcohólicas en los medios de comunicación. Informó que esta iniciativa establece que sólo se podrá realizar publicidad de bebidas alcohólicas en televisión entre las 23.00 y las 6.00 horas. Al respecto, comentó que existen varias indicaciones para modificar este rango a las 22.00 horas, lo que coincide con la norma autorregulatoria que rige hoy día el sector.

- El patrocinio de actividades deportivas. Sobre este punto, que es de arduo debate, indicó que permite un ingreso a los clubes deportivos de fútbol de US$ 5.000.000 anuales aproximadamente, y que, a fin de no perjudicarlos, se acordó que, al menos, las camisetas que se vendan a menores de edad no tengan el logo de ninguna bebida alcohólica.

- La publicidad en la vía pública, sólo se permitirá publicidad que no induzca al consumo, como logos y marcas.

- La inclusión de restricciones adicionales para el otorgamiento de patentes de alcoholes.

- La prohibición de venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicios. Al respecto, manifestó su apoyo a este punto siempre que se respete a los locales que hoy cuentan con patente para el consumo interno de alcohol y así permitir la existencia de restaurantes aledaños a las carreteras.

- El consumo de alcohol en los establecimientos educacionales durante fiestas patrias u otras actividades. Comentó que este proyecto de ley pretende restringir esta autorización, ya que no basta con la autorización del colegio, sino que se deberá contar también con el permiso de Carabineros y de la respectiva municipalidad.

Luego, lamentó que Chile sea uno de los mayores consumidores de bebidas alcohólicas de América Latina y manifestó su  preocupación, especialmente, por las muertes asociadas a su consumo, por los casos de conducción bajo la influencia del alcohol y por transitar por las vías públicas en estado de ebriedad. Recordó que algo se avanzó en esta materia al aprobar la ley N° 20.580, conocida como la Ley de Tolerancia Cero, pero que aún se deben adoptar otras medidas para cerrar este círculo y  evitar la pérdida de más vidas.

Bajo este contexto, dejó en claro que no es un enemigo de la industria del vino, por el contrario, hizo notar que representa una zona vitivinícola, como es Casablanca y el Valle de Leyda, en la Provincia de San Antonio, lo que no obsta a que apoye una iniciativa de esta naturaleza, que ayuda a formar una cultura sobre el consumo adecuado del alcohol.

En esta misma línea, mencionó la disposición que consagra la obligación de incluir en el currículo de todos los establecimientos educacionales la formación de hábitos saludables y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol, lo que también consideró fundamental para formar una cultura del consumo de alcohol. Precisó que la idea es que los jóvenes puedan acceder a información adecuada, a fin de retrasar lo más posible el consumo de bebidas alcohólicas en los menores de edad.

Por todo lo anterior, hizo un llamado a Sus Señorías a despachar el proyecto de ley en el menor tiempo posible.

El Honorable Senador señor Quinteros manifestó su apoyo a esta iniciativa legal e hizo hincapié en la necesidad de escuchar a todos los actores involucrados. Asimismo, resaltó el deber que tiene la autoridad de tomar los debidos resguardos para evitar el consumo excesivo de bebidas alcohólicas, especialmente en los menores de edad, a pesar de ser un país productor de vinos.

Por ello, se mostró partidario de aprobar la restricción de los horarios para la publicidad de bebidas alcohólicas en la televisión y de prohibir la venta de alcohol en los establecimientos educacionales, salvo el caso excepcional en que la dirección del mismo pida autorización a la autoridad para la celebración de Fiestas Patrias u otras actividades de beneficencia.

El señor Ministro de Agricultura luego de reiterar la necesidad de incluir en el etiquetado de los envases de las bebidas alcohólicas una leyenda que diga expresamente que el consumo excesivo de alcohol es el que puede causar efectos nocivos para la salud, manifestó su acuerdo con las restricciones y las limitaciones a la publicidad de las bebidas alcohólicas que propone este proyecto de ley.

Asimismo, coincidió con Sus Señorías en que el Estado debe adoptar todas las medidas que estime pertinente para evitar que los niños sean tempranamente estimulados al consumo de bebidas alcohólicas, por lo que apoya varias de las restricciones que plantea esta iniciativa legal.

La Honorable Senadora señora Goic remarcó la necesidad de avanzar rápidamente en la tramitación de este proyecto de ley e informó que, también es coautora de las cuatro mociones que dieron origen a esta iniciativa legal.

Asimismo, manifestó su voluntad de retirar las indicaciones números 22, 31 y 39, de su autoría.

El Honorable Senador señor Navarro formuló las siguientes consultas: por qué no figura dentro de los proyectos de ley refundidos el Boletín N° 4.166-11, de su autoría, que establece la advertencia sobre consumo excesivo de bebidas alcohólicas, y si el Ejecutivo pondrá urgencia al proyecto en informe, a fin de evitar que nuevamente se entorpezca su tramitación.

El Honorable Senador señor Moreira respondió al Honorable Senador señor Navarro que el proyecto de ley Boletín N° 4.166-11 no puede refundirse con las iniciativas que motivaron el estudio de estas Comisiones unidas por encontrarse en distinto trámite constitucional. En efecto, el proyecto de Su Señoría está en primer trámite constitucional en el Senado, en cambio, los Boletines N° 2.973-11, 4.192-11, 4.181-11 y 4.379-11, fueron refundidos por la Cámara de Diputados en su primer trámite y ahora están en segundo trámite constitucional. Lo anterior, dijo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que establece que la Sala podrá aprobar refundir dos o más proyectos siempre que se cumplan los siguientes requisitos: estar los proyectos de ley radicados en la misma Cámara, encontrarse en primer trámite constitucional y que sus ideas matrices tengan directa relación entre sí.

No obstante, manifestó que realizará todos los esfuerzos que estén a su alcance para que las Comisiones unidas despachen cuanto antes el proyecto en estudio y, advirtió, que su intención es prevenir los altos riesgos del consumo excesivo de alcohol y que bajo ninguna circunstancia pretende demonizar a la industria vitivinícola. Con todo, resaltó que en estos casos debe prevalecer el bien superior, cual es la salud de las personas y, especialmente, la de los niños.


A continuación, la señora Ministra de Salud, doña Helia Molina junto con agradecer la invitación hizo presente que están trabajando con el concepto de salud en todas las políticas públicas o de Estado de conformidad al concepto de la Organización Mundial de la Salud.  En este caso particular, relativo al alcohol y a algunas indicaciones sobre medidas de salud pública que pudieran ser útiles y necesarias para evitar el uso nocivo del alcohol. Al respecto, enfatizó que no demonizan el alcohol, sino que el uso nocivo del mismo, que es el que produce el problema.  En ese contexto, hizo entrega de un CD, que es el último documento elaborado por la Organización Panamericana de la Salud sobre las políticas públicas de alcohol y las evidencias que las sustentan.


En seguida, refirió que su presentación abordará el significado que tiene para la salud pública el uso nocivo del alcohol y el sustento de la argumentación del Ministerio de Salud para  las propuestas en términos de etiquetado y de publicidad de alcohol, enfocado sólo en su uso nocivo. En este sentido, manifestó entender que para todos los países la industria del alcohol es una industria potente que genera trabajo y recauda ingresos y que, por lo tanto, es necesario identificar cuál es la ecuación virtuosa que permite salvaguardar los intereses del bien común de la salud pública sin perjudicar a esta industria. Hizo presente que a diferencia del cigarrillo, que es todo o nada, en el alcohol se puede identificar un uso absolutamente no nocivo del alcohol versus un uso nocivo.


De esta manera, continuó, el trabajo del Ministerio de Salud está enfocado a los bebedores excesivos y a aquellos que sin bien no son excesivos, por razones propias de su edad, condición biológica o de personas que trabajan exponiendo la vida de otros, en estos casos, se considera que el uso nocivo hay que protegerlo.


En seguida, mostró algunas cifras sobre la prevalencia del consumo de alcohol en Chile, cuya fuente es el Estudio Nacional de Drogas en Población General en personas de 12 a 64 años,  de la OMS  1994-2012, en la cual se destaca que nuestro país tiene cifras bastantes altas, aunque globalmente se ha notado una tendencia a mantenerse y, en algunos casos, un poco a la baja. Pero, básicamente, se observa que Chile dentro de los países de la región de América, esto es, América del Norte, Central y Sur, es el que tiene el mayor nivel de consumo per cápita, sólo superado por la Isla de Santa Lucía, Granada y Canadá.


Especificó que la mayor prevalencia de consumo se registra en la población joven de 19 a 25 años, que alcanza un 50,2%. En el grupo etario de 20 a 39 años, un 25% de las defunciones son atribuibles al consumo de alcohol. Enfatizó que dos de cada tres estudiantes de octavo a cuarto medio, que declaran consumo en el último mes, han experimentado al menos un episodio de embriaguez, eso quiere decir, que consumieron  5 o más tragos seguidos.


En cuanto a los accidentes y muertes por alcohol en Chile, destacó que en el 2013 se produjeron 4.728 siniestros en los que el alcohol estuvo presente en un conductor o en un pasajero, y 443 siniestros en los que un peatón presentaba consumo de alcohol.  Agregó, que se produjeron 148 muertes por accidentes de tránsito, conductor o pasajero, en que el alcohol estuvo involucrado y 83 muertes de peatones asociadas al consumo de alcohol. Luego, resaltó, independientemente de las cifras, se puede afirmar que hay una clara importancia de la magnitud del problema de muertes asociadas al consumo nocivo del alcohol.


En seguida, reseñó algunas preguntas que pudiesen ser generadoras de soluciones.


1.- ¿Las bebidas alcohólicas pueden considerarse mercancías o productos comunes y corrientes? La respuesta de Salud es NO. Su consumo generara riesgos y daños a la salud, productividad, seguridad y bienestar de individuos y de grupos humanos, tanto entre quienes consumen, como entre quienes no lo hacen, -violencia intrafamiliar-; en aquellos que beben en exceso, como en los que lo hacen en forma moderada.


2.- ¿Es posible una política de Estado que logre un buen equilibrio entre la regulación necesaria para prevenir las amenazas para la salud pública y la que requiere para participar como bien transable en la actividad económica? La respuesta de Salud es SI. Indicó que en el documento de la OMC que hizo entrega al inicio de la sesión, da cuenta del trabajo que realizan en orden a cómo lograr esta ecuación virtuosa para no perjudicar la economía y, al mismo tiempo, la salud de las personas. Agregó que las políticas públicas sobre el alcohol pueden servir a dos propósitos: aumentar los beneficios que acarrea la economía del alcohol y reducir los  daños asociados a su consumo. Insistió en que es un tema que se debe trabajar a fin de generar la decisión informada de las personas en términos de lo que puede y debe tomar.


Por otra parte, hizo presente que si bien la comercialización de todos los productos derivados del alcohol son generadores de riquezas para el país, también el consumo de alcohol exagerado es generador de impacto económico negativo, puesto que conlleva las siguientes consecuencias:

· Afecta la salud física y mental de las personas. Al respecto, indicó que 60 patologías tienen  que ver  con el consumo exagerado del alcohol. Es un factor de riesgo muy alto que incide más que el tabaco y la obesidad en distintas enfermedades.

· Daña la productividad por ausentismo o enfermedad.

· Genera destrucción de bienes físicos, choques y espacios físicos.

· Puede provocar intervenciones policiales y detenciones.

· Probables accidentes, y

· Algunos no ponderables, daño en la vida familiar, altera la percepción de seguridad social, causa sufrimiento por pérdida de vidas, entre otros.


En seguida, refirió que también existe el consumo de alcohol como generador de impacto económico positivo para el país, puesto que genera puestos de trabajo, implementa las exportaciones, produce recaudación tributaria, además de otros elementos no ponderables, como imagen país dado en mayor parte por los productos vitivinícolas, pisco y otros. 


Por otra parte, refirió un indicador de salud pública que utilizan en forma frecuente y que dice relación con los años de vida saludables y libres de discapacidad por grupos de enfermedades en nuestro país.


Sobre el particular, observó que han ido en aumento  las enfermedades mentales, las cardiovasculares y, en general las derivadas de las adicciones.


Del mismo modo, en cuanto al efecto de los factores de riesgos en las enfermedades, informó el estudio de Carga Enfermedad que hizo el Ministerio el 2007, desarrollado por la Universidad Católica, en el cual se destaca que el alcohol, particularmente en los hombres, comparado con el sobre peso, la presión arterial, tabaco y otros factores, es el que tiene mayor carga atribuible para producir la mayoría de las enfermedades.


Mencionó la mortalidad atribuible al alcohol en las causas de muerte en Chile. Al respecto, hizo presente que la muerte por cirrosis es de 3.167 y la de accidentes de 2.765, lo cual, advirtió están muy cerca.  Así también, señaló que gran parte del cáncer digestivo tiene que ver con el consumo exagerado de alcohol, lo mismo que los accidentes vasculares, los suicidios, la depresión y otras enfermedades. Distinguió, a su vez, que las enfermedades infecto contagiosas son más frecuentes en lo alcohólicos inveterados que están ya en situación de calle. También, señaló que existen muertes por intoxicación alcohólica. En total, apuntó, las muertes atribuidas al alcohol, anualmente, es de 10.565 personas. De esta forma, resumió, en más de 60 enfermedades o condiciones de salud, el consumo de alcohol es un factor interviniente y en varias con una relación dosis-respuesta, directa. Enfatizó que si bien el alcohol sólo no lo produce sin él tampoco se produce, es una causa necesaria pero no suficiente, acotó.


En términos de daño, expresó que si bien el uso nocivo del alcohol, en forma exagerada, es dañino para la salud, también hay que reconocer que hay personas que si bien beben en exceso no es problema  para su vida familiar o laboral, en cambio, hay otras que con menos cantidad de alcohol  pueden transformarse en personas que tienen dificultades para llevar una vida normal, área en la cual están trabajando en la atención primaria, para identificar a los bebedores problemas y hacer sobre ellos estrategias más potentes.


Informó que en materia de costos asociados al abuso y dependencia del alcohol, hay dos: los costos indirectos que tienen que ver con la menor productividad laboral, ausentismo laboral y muerte prematura y, los costos directos que dicen relación con la prestaciones de salud, la destrucción de activos físicos, las actividades de Carabineros y las de prevención, todo lo cual da un total aproximado de US$ 2.969,90 millones, en costo significativo para el país en abuso y dependencia del alcohol.


Al respecto, reiteró que no se trata de demonizar el alcohol, azúcar o tabaco, sino de que las personas decidan  informadas. Como Ministerio de Salud tienen la obligación de exponer estos hechos y el país también tiene un deber ético de mostrar a la ciudadanía algunos elementos que son ciertos.


En este sentido, citó un trabajo de la Escuela de Economía de la Universidad de Chile de 1998, en el cual se señala que los beneficios asociados al mercado de bebidas alcohólicas tienen que ver con el mercado externo, con la generación de puestos de trabajo y con los impuestos de venta e importación, por un total de US$ 813,60 millones. De tal modo que al comparar esta suma con los costos asociados al abuso y dependencia  del alcohol, se puede afirmar que es tres veces más alto el costo que le cuesta al país el uso nocivo del alcohol que lo que obtiene con la industria, lo que refuerza esta estrategia virtuosa que permita un “gana-gana”.


Informó que desde el 2010 han estado trabajando  en esta materia y el Gobierno, mediante el Ministerio de Salud, desarrolla la Estrategia Nacional sobre Alcohol, cuyos principales objetivos es la reducción de consumo de riesgo y sus consecuencias sociales y sanitarias.  Explicó que los puntos claves de esa estrategia son:

1.-
Información a la población y control de la publicidad;

2.-
Disponibilidad de alcohol, que tiene que ver con los grupos de riesgos, fundamentalmente los menores de edad.

3.-
Impuesto al alcohol y precios de venta al detalle.

4.- 
Expendio de alcohol y políticas de venta al detalle.

5.- 
Tránsito, accidentes y consumo nocivo de alcohol.

6.- 
Consumo riesgoso de alcohol y atención de salud.

7.-
Acción comunitaria.

8.- 
Educación, formación personal y capacitación, y 

9.- 
Monitoreo y evaluación de las políticas pública.


Lo anterior, dijo se puede graficar en lo siguiente: cómo equilibrar las intervenciones de salud individual con las intervenciones poblacionales que afectan el colectivo completo, políticas públicas poblacionales que  tienen una menor validación en las personas.  Explicó que los seres humanos, en todos los procesos de salud y de enfermedad, acarrean una carga individual que lo acompaña durante su vida, vida que también tiene una pendiente que es más fuerte cuando las condiciones contextuales son más negativas. Enfatizó que las políticas y programas orientados al individuo, son la responsabilidad absoluta del sector salud, pero, agregó, no deja de ser parte del rol, el desarrollar políticas públicas que alivien la pendiente.


Hizo presente la publicidad incitante del alcohol y el acceso irrestricto al mismo mediante los bajos precios y la venta libre. Del mismo modo, la disponibilidad legal y comercial del alcohol, la tolerancia a manejar con alcohol y la pobreza, desempleo y baja educación, que son determinantes social asociados a todo tipo de abuso de sustancias.


Señaló también que la evidencia muestra que la publicidad del alcohol, es una acción global de los medios de comunicación y de los lugares de venta e internet, que ejerce una estimulación repetitiva, generando actitudes pro-beber y aumenta la probabilidad de beber en exceso; predispone a los menores a beber antes de la edad legal y  promueve y refuerza la percepción de que beber es positivo, glamoroso y relativamente libre de riesgos.  En esta área, indicó, se debe trabajar en conjunto con la industria para poder separar el uso glamoroso, positivo del alcohol con sus riesgos.


La Legislación restrictiva de la propaganda del alcohol, consideran que es una medida usada por los gobiernos en el mundo, a pesar de la oposición de la industria del alcohol. Los países con mayores restricciones, han tenido menos consumo y menos problemas relacionados con el beber.


Respecto a la advertencia en el etiquetado, indicó que la investigación no muestra que la exposición a ellas, produzca, por sí sola, un cambio en la conducta de consumo de alcohol, especialmente, en bebedores excesivos.


Sin embargo, acotó, hay evidencia de que sí se afectan variables que intervienen: intención de cambiar los patrones de ingestión ante ciertas situaciones (beber y manejar), conversar sobre el hábito, voluntad de influir sobre otros a quienes se consideran bebedores en riesgo. 


El efecto de las etiquetas de advertencia podría potenciarse combinándola con otras estrategias, tales como campañas en la comunidad para cambiar las políticas de alcohol o para fortalecer la regulación.


Ante la pregunta, si es posible logar acuerdos en materia del etiquetado, respondió afirmativamente y expresó que los costos probablemente son mínimos. Agregó que hay experiencia en ello y que se hace en muchas exportaciones. También indicó que se pueden concordar aspectos estéticos y si bien la efectividad no es tal alta, no hace daño y es parte de un conjunto de medidas, son mensajes de salud y no van en contra del consumo general ni contra el producto, un acuerdo formal  es posible, acotó.


En materia de publicidad, también se puede lograr acuerdo, afirmó. Para Salud y desde la OMS, restringir u orientar la promoción de bebidas alcohólicas es inevitable e indispensable. La restricción es necesaria y mientras antes mejor. La influencia sobre el consumo es indudable y los costos y resistencia son altos en todos los países. Se trata de implementar estas políticas con el menor daño para la industria y con el mejor resultado para la población. Es necesario, agregó debatir sin autocensura. Precisó que la salida es “beber responsable”, pero no es eso lo que induce la publicidad. Se invita a medir y comparar beneficios y costos del alcohol para Chile y llegar a una solución más equilibrada. Al respecto, sugirió que en las camisetas de los jugadores también se estipulara “beba con moderación” o “cuide su salud”, y de esa forma no se impide que las personas tomen la bebida pero a la vez genera una imagen positiva a la industria.


Llamó la atención respecto a que existe una asimetría entre el mercado de la salud y el de la industria. En efecto, la publicidad del alcohol resulta muy difícil de enfrentar desde una perspectiva de Salud Pública, porque los recursos destinados a prevención son inferiores a los destinados a publicidad.


En cuanto a las medidas técnicamente validadas, señaló que como Ministerio proponen que en las etiquetas y envases contengan el siguiente texto:

“ADVERTENCIA: BEBER EN EXCESO DAÑA SU SALUD Y PUEDE DAÑAR A TERCEROS”


“Además, se debe adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor o fabricante:

· La mujer embarazada no debe beber alcohol.

· El consumo de alcohol disminuye su capacidad de conducir.

· El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual.


La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica o audiovisual.”.


Lo anterior, dijo, permite beber con moderación.


En cuanto a la publicidad, sugirió adoptar medidas técnicamente validadas por la experiencia extranjera e  incluir en el articulado el siguiente texto: “La publicidad en televisión sólo podrá realizarse entre las 23:00 y las 06:00 horas. Se prohíbe la publicidad directa o indirecta de bebidas alcohólicas en radios, entre las 16:00 y las 18:00 horas. Esto incluye: prohibición de publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras, cualquier forma de publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta de bebidas alcohólicas en actividades deportivas. Igual prohibición regirá para todos los productos, actividades o  publicaciones, cualquiera sea su formato, físico o virtual, destinados a menores de edad. Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos de “merchandising” vinculados a actividades deportivas, no podrán contener publicidad de bebidas alcohólicas”.


Reiteró en la Estrategia Nacional sobre Alcohol con dos líneas básicas: 

· Tránsito, accidentes y consumo nocivo de alcohol.

· Consumo riesgoso de alcohol y atención de salud.

Informó que trabajan con el Servicio Nacional para la prevención y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol, SENDA y con la Comisión nacional de seguridad de tránsito, CONASET en la reducción de accidentes del tránsito, además del Instituto Médico Legal. Sobre el particular, indicó que no se ha visto un gran impacto y tampoco es suficiente estas intervenciones individuales.


Recapitulando, señaló que de acuerdo a la experiencia internacional, el aumento de restricciones de graduación alcohólica en la sangre para los conductores, debe ser acompañado de controles de alcoholemia y pruebas aleatorias. Estas materias han demostrado ser una estrategia costo-efectiva, que puede reducir los accidentes de tránsito en un 20% aproximadamente. 


Las estrategias ambientales, como control de horarios de venta, fiscalización de venta a menores entre otros, disminuyen la disponibilidad de alcohol para los jóvenes.


Si el alcohol se promueve de manera que no sea dirigida a los jóvenes, las consecuencias en la venta y uso ilícito no son claras y contundentes. Se requiere por tanto, de medios efectivos de fiscalización y sanción para asegurar el cumplimiento de la ley que prohíbe expendio de alcoholes a menores de edad.


Finalmente manifestó la señora Ministra de Salud que se puede avanzar en un Chile mejor y más saludable, con un equipo común, tratando de encontrar en este proyecto de ley, la ecuación virtuosa que permita defender y cuidar a las personas y a la industria, esta última, que es un orgullo, por cuanto le ha dado un espacio a nuestro país a nivel internacional y que, sin duda,  esperan que crezca y se haga cada día más vigorosa.


El Honorable Senador señor Moreira agradeció la exposición de la señora Ministra de Salud y al respecto valoró la  responsabilidad de la misma y el sentido de equilibrio de su contenido que demostró que no se trata de demonizar el consumo de alcohol. 

  
A continuación, intervino la Asociación de Vinos de Chile, representada por su Presidente, don René Araneda, el Gerente General, señor  Claudio Silvestre y el asesor legal, don Federico Mekis.


En primer lugar, hizo uso de la palabra don René Araneda, Presidente de la Asociación de Vinos de Chile, quien expresó que como industria comparten varios de los temas expuestos por la señora Ministra y creen que es posible el acuerdo virtuoso planteado teniendo presente el aporte que hace el vino a Chile, junto al cuidado de la salud y al consumo responsable. Sobre el particular, indicó que han demostrado que los acuerdos con el sector público en muchas materias han sido potenciadores de beneficios y externalidades positivas para el país y enfatizó que no son partidarios y tampoco promueven el consumo masivo. Informó que la industria del vino tiene un código de autoregulación publicitaria que incluye varias de las medidas planteadas.

Hizo hincapié en que no tienen inconveniente en la advertencia propuesta para la restricción del consumo la cual, como industria exportadora, ya observan en varios países en las reglamentaciones de destino. Del mismo modo, están de acuerdo en señalar en forma permanente que promueven el consumo moderado o beber con moderación. Sobre el particular, informó que la industria del vino chileno se incorporó a un esfuerzo de la Comunidad Europea que promueve el consumo responsable al mismo tiempo que promueve el desarrollo económico y cultural de la industria vitivinícola. 


En seguida, destacó que, en materia de desarrollo regional, el vino en Chile tiene 125 mil hectáreas en producción. Generan más de 100 mil empleos directos y 400 mil considerando a los temporeros y a los proveedores. A su vez, tienen 73 viñas abiertas al enoturismo con 500 mil turistas al año, y hacen un aporte sustancial a la Imagen País. 1.800 millones de personas en el mundo consumieron en el 2013 una botella “wines of Chile”, lo cual significa que se está presente en un porcentaje importante. Del mismo modo, resaltó que representan el 21% de las exportaciones agrícolas del país de US$1.778 millones. Al respecto, precisó que la industria del vino es de 500 millones, de manera que tres cuartas partes de la producción se exporta y un cuarto se consume en nuestro país, consumo que ha ido decreciendo a nivel mundial, no obstante que Chile ha logrado mantener la industria vitivinícola por la vía de penetrar aún más los mercados internacionales. 



Respecto al consumo en nuestro país, hizo presente que se sienten parte de la solución y no del problema, no obstante reconocer que algún sector de los consumidores de vino está en el rango de consumo nocivo, situación que es imposible de evitar. En seguida mostró un gráfico en el cual se observa que en 1970, el 86% del consumo de alcohol provenía del vino, lo que ha venido decreciendo hasta llegar, hoy día, a un consumo de 1,6 litros de un total de 4,7, luego, expresó, el vino representa un tercio del consumo. 


A continuación, mostró la caída que ha tenido el consumo del vino en ese mismo período, de 59% litros per cápita, a 13 litros hoy día, cifra que es una de las más bajas del mundo de los países productores y de muchos otros no productores de vino. A la inversa, el  consumo de cerveza de 23 litros pasó a 41 litros, destacando un aumento importante.  Explicó que estas cifras en términos generales son similares a lo señalado por la OMS, la tendencia es la misma y sólo difieren en la forma de medir el alcohol, acotó.


Respecto al consumo per cápita de los países de la OECD, informó que Chile está en 13,5 litros de un promedio de 29 litros, de manera que se encuentra en el piso de los países tanto consumidores como productores de vino. En esa misma línea, indicó que en 1972 los adultos mayores de 15 años, consumían 266 cc., de vino al día  y, hoy bajó a menos de 50 cc al día.


En seguida, manifestó que según el estudio Ciencia, Vino y Salud, de la Universidad Católica, que definió los rangos de  consumo responsable para hombres y mujeres, se observa que los 46 cc de consumo actual están muy por debajo de la cifra de consumo responsable dada por dicho estudio.   


Respecto al consumo en los jóvenes, destacó que de acuerdo a los estudios realizado por Adimark, el 58% de los jóvenes entre 18 y 24 años no consume vino y, el 90% representan los que no consumen más lo que lo hacen de forma muy moderada, una o dos veces al mes. Por tanto, afirmó hay un 90% de los jóvenes que se encuentran en el rango no consumidor o en  consumidor muy moderado. 


Por otra parte, informó que según el mismo estudio de la Universidad Católica, un consumo moderado de alcohol beneficia y otorga ciertos beneficios a la salud, en particular, menor riesgos de mortalidad por enfermedades coronarias y cerebrovascular obstructiva y menor riesgo de mortalidad por cáncer y menor incidencia en demencia y en la enfermedad de Alzheimer.


Sobre el particular, la señora Ministra de Salud aclaró que lo señalado en el párrafo anterior, es siempre que se den las cantidades señaladas por el estudio, esto es para  mujeres 125 cc y hombres 250 cc al día. 

De esta forma, el Presidente de la Asociación de Vinos de Chile, reconoció que el trabajo que ha hecho la industria del vino es en parte voluntario y en parte no, puesto que también hay un porcentaje de la población que ha ido emigrando hacia la cerveza, particularmente, en la juventud. Luego, dijo, el vino se ha quedado con un porcentaje de consumo de 13 litros per cápita, lo que es suficientemente bajo para no realizar más correcciones en esta materia.

Por tanto, reiteró, la industria del vino ha hecho su trabajo: promueven el consumo responsable; tienen código de autoregulación; adscriben a instituciones internacionales que están en la misma línea y coinciden con gran parte de las indicaciones presentadas al proyecto de ley. Resaltó que la etiqueta es clave en la presentación del producto al igual que la imagen de la marca nacional e internacionalmente  y que no pueden distorsionarla, más aún, teniendo presente todos los beneficios que les ha reportado.

Enfatizó que el acuerdo del etiquetado no debiera  generar más externalidades negativas hacia el vino, que ya enfrenta una tasa de impuesto superior a los países competidores, además de la propuesta en actual trámite legislativo. Al respecto, precisó que entre los principales productores de vino, sólo Francia y Estados Unidos tienen impuesto al vino medidos por litros y Australia, Nueva Zelandia y Chile medidos por valor, el resto de los países productores de la OCDE no tienen este impuesto, porque consideran que el vino es parte del desarrollo económico, de la cultura nacional y además promueve el consumo responsable. 

Informó que en la actualidad existen dos impuestos: 15% para  vino y cerveza y 27% para pisco y otros licores, luego, aclaró que no obstante tener un impuesto al valor, en la práctica, nuestro sistema impositivo para los alcoholes es una mezcla entre valor y alcohol. 

De esta forma, dijo, desde el punto de vista de la industria del vino y teniendo presente lo que aporta la industria del vino al desarrollo del país, consideran injusto que el mayor aumento del impuesto le corresponda al vino, 60%; en cambio, la cerveza sube un 36% y el pisco 31%. Ante esta circunstancia, se preguntan si el impuesto es correctivo para corregir una conducta de consumo nocivo de alcohol. La respuesta de la industria del vino es negativa y consideran que se castiga innecesariamente al vino, además de incrementar la recaudación  en $25.000 millones.

En resumen, señaló como consideraciones generales que el proyecto está en línea con las normativas que se observan en países desarrollados y solicitan que el proyecto  no reduzca  aún más el consumo de vino en nuestro país.

En seguida, don Federico Mekis, asesor legal de Asociación de Vinos de Chile, hizo presente que coinciden con el proyecto de ley en un aspecto fundamental, cual es, que deben ser lo suficientemente moderno con lo que ocurre a nivel internacional en materia de advertencia y con un respeto hacia los menores de edad e incluso en los jóvenes, lo cual debe expresarse concretamente en la normativa.

Respecto a los eventos deportivos, preguntó hasta dónde puede llegar la utilización del deporte en el ámbito de la publicidad de los alcoholes. Al respecto, señaló que no existe unanimidad pero sí, en los últimos años, las industrias, en particular la del vino, han logrado hacer ver sus puntos de vistas en cuanto a la publicidad de la marca y no de la ocasión del consumo y se ha observado que la OMS lo ha tomado en cuenta.

En esta materia, indicó que hay dos grupos de países: uno, los productores de vino y otros que no lo son en los cuales existe mucha discrepancia en esta tipo de regulación restrictiva o inhibitoria de conductas. Así en los países de la Unión Europea no hay acuerdo respecto a cuál debiera ser la norma común en las advertencias y resolvió cada país en particular porque cada uno lo ve en una óptica distinta.

En cuanto al proyecto, observó que se recoge la propuesta de la señora Ministra de Salud, en orden a eliminar el concepto de que el vino anularía totalmente la capacidad de conducir y, en su defecto, incorporar la palabra limitación, lo cual se acerca a la norma internacional.


Por otra parte, manifestó que les preocupa la publicidad en calles, carreteras y actividades deportivas. Señaló que según las disposiciones del proyecto no podría realizar enoturismo, puesto que se impide la colocación de carteles y la circulación de vehículos con la indicación de una determinada viña.  Del mismo modo, respecto a la publicidad en el deporte, expresó que son partidarios de permitir la publicidad de marca sin incitación al consumo y, dependiendo del sujeto pasivo, en ningún caso que afecte a menores de edad, finalmente, solicitó a la Comisión estudiar estas observaciones.


En esta materia, el Honorable Senador Moreira observó que al proyecto se le han formulado indicaciones para corregir y mejorar las preocupaciones de los distintos actores que dicen relación con el etiquetado de los alcoholes.


El asesor legal, señor Mekis, aclaró que coinciden con muchas de las indicaciones presentadas. Asimismo, aprecian que hayan planteado abordar la situación de los restoranes que tengan vínculos con las bombas de bencina en los cuales no se puede consumir puesto que hay una industria que se ha construido en el país vinculada con esta materia y que no son, necesariamente, los lugares donde se origina el consumo de los que causan los accidentes.


Por otra parte, recordó que el anterior Ministro de Salud patrocinaba la idea de que en el caso del vino, fuera esa Cartera de Estado quien fiscalizara la advertencia que se pondrá en el envase. Actualmente, expresó, los temas relacionados con el vino como indicaciones geográficas, cepas, año de cosecha y otros, está regulado por el Servicio Agrícola y Ganadero, siguiendo la tradición de otros países productores de vino, materia que consideran sería coherente mantener en dicho organismo.


Señaló que, entiende que de las indicaciones presentadas, ya no sería necesario indicar el contenido del producto y enfatizó que el único contenido que tiene el vino es precisamente vino y sería ilegal otro elemento. Precisó que sí bien pueden existir elementos diferenciadores, éstos los produce el mismo vino, como sería el alcohol.


Finalmente, hizo hincapié respecto al tema de las calorías señaló que ello es discutible y agregó que Europa las ha prohibido porque se teme que en el caso de aquellos de menor caloría, puedan ser utilizados como palanca de consumo, por lo que, como industria del vino, manifiestan una cierta neutralidad sobre el particular.


El Honorable Senador señor Moreira, en relación a lo planteado sobre la publicidad en carreteras, refirió la indicación número 23, la cual dispone que la publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras y rutas turísticas, sólo podrá emplearse para publicitar nombres, logotipos, marcas, productos o imágenes que no muestren situaciones de consumo. Respecto a la prohibición en estaciones de servicio, señaló la indicación 52 que prohíbe su venta, salvo que se trate de establecimientos o restaurantes que cuenten con patente que permita su consumo dentro del local. De esta forma, agregó, las preocupaciones que se han hecho presentes, se encuentran salvadas en las indicaciones mencionadas.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros felicitó tanto a la señora Ministra de Salud como a los representantes de la industria del vino por las exposiciones efectuadas y destacó la importancia de esta industria para el desarrollo económico del país, particularmente, a nivel regional. Asimismo, valoró la coincidencia que tienen ambos sectores de  trabajar en conjunto en campañas que promuevan el consumo moderado y, a la vez, fortalezcan las conductas impidan las consecuencias nocivas del mismo.  Compartió también que el proyecto no pretende demonizar el consumo del alcohol sino que, por el contrario, hay conciencia en la importancia que tiene la industria vitivinícola.


El Honorable Senador señor Chahuán informó que ha sido parte de la tramitación del proyecto ya que es coautor de  mociones que se refundieron y que dan cuenta del texto en estudio y, al efecto recordó, que durante el gobierno pasado si bien la industria se manifestó disponible para avanzar en la discusión del proyecto y se lograron ciertos acuerdos y definiciones en cómo mejorarlo, no fue posible continuar su estudio porque no hubo acuerdo con el Ministerio de Agricultura de la época anterior.  Por ello, invitó a no desaprovechar esta oportunidad histórica de sacar adelante este proyecto y destacó el avance logrado en ciertas materias que no se contemplaban en los textos iniciales, como la prohibición de publicidad en camisetas de equipos de futbol.  Sobre el particular, insistió en que se han perdido oportunidades relevantes y recordó el ofrecimiento que hiciera el Presidente de la Asociación Nacional de Futbol  para iniciar una campaña de prevención contra el consumo excesivo de bebidas alcohólicas, liderada por la selección chilena. 


En este sentido, felicitó la sólida exposición de la señora Ministra de Salud y expresó que si bien hay que cuidar a la industria del vino, también se debe advertir sobre el consumo excesivo del alcohol y llamó a  no desaprovechar la ocasión y generar las condiciones que permitan  legislar esta materia. Además, resaltó que el proyecto también incorpora una norma que dispone  la incorporación en el currículo de enseñanza básica o media, información sobre los efectos de consumo excesivo de estas bebidas.  

Respecto a las indicaciones para la discusión en particular manifestó que tenía sus aprensiones, fundamentalmente, con los materiales pesados en zonas complejas, como la producción de algunos vinos o pisco que se producían en zonas mineras. Producto de ello, envió a la Universidad Santa María, a su costo, 20 licores para estudio y análisis químico, lo que permitió despejar dudas y estar tranquilo de que no es necesario abordar esa materia mediante indicación.

El Honorable Senador señor Moreira dejó constancia para la historia de la ley que la tramitación de este proyecto lleva más de 10 años y que ello obedece más que a un problema de los distintos gobiernos, a un problema de los parlamentarios por el intenso lobby que la misma iniciativa ha generado. Sin embargo, enfatizó, pese a ello, llevarán adelante este proyecto de ley. 

Por otra parte, valoró que hayan estado presentes tanto la señora Ministra de Salud como la Asociación de vinos, circunstancia que les permite constatar la visión equilibrada de ambos sectores y expresó que se continuará con la ronda de audiencias.

La señora Ministra de Salud agradeció la oportunidad de participar en esta Comisión y reiteró su apoyo en avanzar en esta materia, con políticas públicas que cuiden la salud de las personas sin perjudicar a la industria.

El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Naranjo reiteró que los planteamientos efectuados por el Ministro de esa Cartera en la sesión pasada, son coincidentes con lo que se ha manifestado en esta sesión, de tal forma que queda de manifiesto la voluntad de legislar en esta materia.

Finalmente, el Presidente de Vinos de Chile agradeció la invitación e insistió en que son una industria sustentable en todos los aspectos, en las cuales están las conductas donde ese rubro puede colaborar, que es promoviendo la salud y el consumo responsable.

En la sesión siguiente, 11 de junio, la Comisión invitó al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, UNICEF y a la Asociación de Productores de Pisco de Chile.
En primer lugar, expuso el abogado del área de protección legal del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, UNICEF, don Anuar Quesille, quien agradeció la invitación de las Comisiones unidas para participar en la discusión del proyecto y, en seguida, refirió algunas apreciaciones generales tanto de la iniciativa en estudio como de algunas de las indicaciones formuladas, observaciones que acompañó en una minuta que hizo llegar con posterioridad. 

Hizo presente que la estructura de su presentación consiste en analizar, de manera general, cuál es la finalidad que tiene el proyecto, además de hacer hincapié en algunas normas particulares que dicen relación con la regulación que el proyecto da respecto al mandato de la Unicef en el Estado de Chile, cual es, la protección de niños, niñas y adolescentes.  


En relación a los objetivos y principios del proyecto, afirmó que la idea matriz consiste en contar con una completa regulación sobre la publicidad de bebidas alcohólicas y el etiquetado de sus envases y, además, establecer sanciones ante los incumplimientos derivados de las exigencias de la legislación vigente. Todo lo anterior tiene como finalidad propender a la disminución del consumo de alcohol en la población, particularmente en el caso de los niños, niñas y adolescentes, junto con entregar herramientas efectivas de fiscalización para los distintos organismos públicos y privados relacionados con la materia.
Indicó que la iniciativa legal considera diversas alternativas relacionadas con sistemas de respuestas ante las acciones dirigidas a la comercialización de bebidas alcohólicas para adolescentes y entrega algunas pautas de acción, dirigidas a los establecimientos educacionales.

El proyecto se fundamenta bajo el convencimiento de los expertos respecto a que la ingesta del alcohol ocupa el primer lugar en el mercado de las drogas prohibidas y permitidas, constituyendo en Chile la sustancia más ampliamente usada entre los adolescentes.

En seguida, precisó que el proyecto se estructura en cuatro aspectos principales, a saber:



1.- Sistema de etiquetado de bebidas alcohólicas: se impone la obligación de consignar en todo producto las advertencias necesarias que procuren un consumo informado respecto de todas las personas y la prohibición de comercialización y consumo respecto de adolescentes. Asimismo, se establece la obligación de etiquetar los productos con reseñas vinculadas con las consecuencias del consumo de alcohol, particularmente aquellas asociadas a la capacidad de conducir, los efectos del consumo en mujeres embarazadas y el consumo por parte de menores de edad.



2.- Regulación de la publicidad: se consignan una serie de requisitos dirigidos a regular la forma en que las compañías productoras o distribuidoras de bebidas alcohólicas deben publicitar sus productos. Estas consideraciones abarcan aspectos tales como: duración de la publicidad y lugares, horarios y requisitos específicos  dependiendo si esa publicidad se realiza por medios escritos, radiales, audiovisuales o merchandising. Finalmente, se regulan aspectos relacionados con las exigencias que deben cumplir los establecimientos que comercializan bebidas alcohólicas.


3.- Venta y consumo de alcohol por menores de 18 años: uno de los aspectos que suscita mayor atención de UNICEF, es el tratamiento que el proyecto hace en cuanto a la comercialización y consumo de alcohol por parte de adolescentes. Prescribe obligaciones para los locales de venta y distribución de alcohol y mandatos para los establecimientos educacionales, los cuales están destinados a inculcar una cultura de información respecto al consumo de bebidas alcohólicas.

4.- Sistema de sanciones ante el incumplimiento de la ley: el proyecto da cuenta de una serie de sanciones de distinta naturaleza (multas, clausuras, amonestaciones, prohibiciones de funcionamiento, entre otras), las cuales están asociadas al consumo o la comercialización de bebidas alcohólicas en contravención de la legislación vigente. 

A continuación destacó los siguientes aspectos del proyecto:

En primer lugar, expresó que UNICEF valora positivamente la preocupación que ha llevado al Parlamento a considerar como tema primordial la regulación exhaustiva y clara de una problemática tan importante, como lo es el consumo de bebidas alcohólicas en niños, niñas y adolescentes. Este aspecto se encuentra ligado estrechamente a la protección del derecho a la salud como uno de los fines esenciales manifestados por la Convención sobre Derechos del Niño.

De esta forma, da cuenta del cumplimiento de algunas de las obligaciones internacionales que nuestro país ha asumido y no sólo respecto de niños, niñas y adolescentes, sino que respecto de toda persona, de conformidad a lo dispuesto por los diversos organismos internacionales de Naciones Unidas, a saber: el Comité de Derechos Humanos; el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Comité de Derechos del Niño y el Comité de Derechos Civiles y Políticos, quien han resaltado la importancia que tiene el regular adecuadamente el consumo informado en la población, además de prohibir el consumo en los niños, niñas y adolescentes, teniendo en cuenta los efectos perjudiciales que tiene para la salud.

Al efecto, mencionó la Observación número 14 del Comité Económico, Sociales y Culturales que ha señalado la obligación legal de los Estados de regular estas materias de manera tal que las personas puedan consumir este tipo de bebidas de manera informada.

A su vez, el artículo 33 de la Convención exige a los Estados Partes que adopten “todas las medidas apropiadas, incluso medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes y sustancias psicotrópicas enumeradas en los tratados internacionales pertinentes...”. Al respecto, indicó que el Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas, ha extendido la interpretación de este artículo señalando que dichas medidas deben realizarse, además, respecto de la comercialización y consumo de alcohol por los niños, niñas y adolescentes. 

Por otra parte, mencionó el artículo 24 N° 1 de la Convención que  dispone: “1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.”. 

Teniendo en cuenta lo señalado, argumentó, la  propuesta legal aparece como una medida valorable, en cuanto a sus objetivos generales, los cuales se enfocan en hacer frente a una problemática que actualmente despierta gran preocupación en diversos sectores de la sociedad chilena.

Otro factor que puede ser considerado como positivo, es la regulación de las distintas formas de publicidad de bebidas alcohólicas. El hecho de entregar pautas concretas respecto de cómo las compañías, las distribuidoras y los locales comerciales que tienen autorización para la venta de alcohol deben promocionar sus productos, es un tema que hasta ahora no contemplaba medidas específicas dirigidas a advertir de manera inequívoca los efectos que produce el consumo de alcohol en niños, niñas y adolescentes. Si bien, existe la prohibición de vender alcohol a menores de edad, no se establecía de manera detallada la forma en que el comercio debía cumplir con este mandato legal.

Asimismo, mencionó las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad), que en el párrafo 44 expresa:  “Los medios de comunicación deberán percatarse de la importancia de su función y su responsabilidad social, así como de su influencia en las comunicaciones relacionadas con el uso indebido de drogas y alcohol entre los jóvenes. Deberán utilizar su poder para prevenir el uso indebido de drogas mediante mensajes coherentes con un criterio equilibrado. Deberán fomentar campañas eficaces de lucha contra las drogas en todos los niveles.”.
De esta forma, se recomienda que las regulaciones que se establezcan en esta parte del proyecto, consideren aspectos que no impliquen limitaciones ilegítimas del derecho a la libertad de expresión y a la libertad de desarrollar actividades económicas (ambos derechos consagrados constitucional e internacionalmente).
A continuación, hizo mención a los aspectos críticos del proyecto y señaló, en primer lugar, que toda iniciativa legal tocante a niños, niñas y adolescentes, debe considerar el uso de un lenguaje ajustado a un enfoque de derechos. En este sentido, enfatizó, el proyecto utiliza permanentemente la expresión “menores” para referirse a la protección de niños y niñas. Lo anterior, apuntó, es impropio, toda vez que esa expresión se encuentra asociada a las concepciones propias del tutelarismo, que ve a los niños, niñas y adolescentes como objetos de protección y no como sujetos de derecho.  La expresión “menores” da cuenta de una visión reduccionista que se vincula a una relación de los niños, niñas y adolescentes con el sistema de justicia, puesto que históricamente se utilizaba para referirse a temas específicos de la justicia penal juvenil, donde el foco de tratamiento era la sanción a adolescentes que infringían la ley penal. 

Por lo tanto, si se considera que gran parte del proyecto se enmarca en la lógica de una cultura informativa con fines preventivos, la expresión “menores” aparece como un término inadecuado y separado de un enfoque de derechos. 

Al observar los desafíos que tiene el recién creado Consejo Nacional de Infancia y Adolescencia, los cuales apuntan a crear una Política Nacional de Infancia, todas las medidas que se pretenden  implementar (principalmente aquellas asociadas a la creación de leyes en distintas materias), no utilizan esta expresión.  Por ello, insistió, un uso adecuado del lenguaje sería coherente con el enfoque que está siendo utilizado por el Consejo Nacional de Infancia, y para ello UNICEF recomienda reemplazar la expresión “menores” por “niños, niñas y adolescentes” o “menores de 18 años”.

Respecto a los procedimientos previstos en el artículo 28 del proyecto, UNICEF considera que debe consagrarse expresamente que el funcionario policial que sorprende a un adolescente incurriendo en alguna de las conductas prohibidas por el inciso primero de los artículos 25 y 26 (esto es, consumiendo alcohol en la vía pública, o en manifiesto estado de ebriedad), deberá agotar todas las vías disponibles para preferir la conducción de éste a su domicilio y evitar llevarlo en primera instancia al cuartel policial. En términos jurídicos, precisó, la figura de la “conducción” no existe y este accionar obedece a las características de una “detención”. Por ello, deberá cumplir con todos los requisitos previstos por el Código Procesal Penal (constatación de lesiones, control de detención), cuestión que sólo contribuirá a complejizar una solución que muchas veces es práctica y no jurídica. Si se promueve un tratamiento basado en la  cultura de la educación, el hecho de poner de manera inmediata al adolescente en contacto con la institucionalidad puede generar un actuar asociado a la función punitiva del Estado. 

En este sentido UNICEF recomienda que la medida de llevar al adolescente al cuartel policial sea adoptada como último recurso y cuando las circunstancias del caso la hagan imprescindible.

En seguida, reparó que muchas de las sanciones que contempla la ley cumplen con el estándar de proporcionalidad y aparecen coherentes en relación con la conducta prohibida por la norma. Sin embargo, la sanción contemplada en el inciso final del artículo 28, la cual priva al adolescente de su derecho a obtener licencia de conducir por el periodo de un año contado desde la detención, pareciera no cumplir con la proporcionalidad en sentido estricto, ya que su imposición no contempla aquellas conductas que pueden obedecer a un episodio único.

Por este motivo, UNICEF sugiere revisar los supuestos que hacen aplicable esta sanción, estableciendo elementos que consideren las circunstancias específicas que la harían procedente. De esta forma, se daría cumplimiento a los requisitos existentes para limitar un derecho (legalidad, necesariedad y proporcionalidad).
Finalmente, observó que el proyecto presenta escasas referencias a los programas de rehabilitación. Si bien en diversas disposiciones se mencionan dichos programas, es necesario puntualizar sus objetivos y las estrategias de monitoreo, seguimiento de resultados y evaluación de los mismos. Sobre el particular, si bien existe normativa específica en otros cuerpos legales que regulan estos programas, con el objeto de dotar al proyecto de integralidad, UNICEF recomienda incluir una referencia específica a dichos programas de rehabilitación. De esta forma se puede hacer una lectura coherente de la ley, que menciona de manera correcta las políticas de prevención con una referencia a los programas de rehabilitación y los objetivos que éstos persiguen.

El Honorable Senador señor Patricio Walker llamó la atención respecto a la exposición del representante de UNICEF, y señaló que más allá de compartir la observación respecto a la terminología utilizada por el proyecto para los menores de edad, considera complejo lo expuesto sobre el sentido de la expresión “conducción” empleada en el texto de la indicación número 56, que pudiera ser asimilada o relacionada con la medida cautelar personal de “detención”, y al efecto sugirió considerar la opinión de algún profesional experto en materia procesal que pudiera ilustrar a la Comisión sobre el particular. 


El Honorable Senador señor Moreira expresó  que se harán las consultas pertinentes, sin perjuicio de manifestar que si bien las observaciones le parecen atendibles e importantes, es preciso tener presente que el proyecto de ley no puede abarcar todas las materias sino que su objetivo es evitar el consumo excesivo del alcohol. En este sentido, recordó que se ha tratado de convenir los intereses de todos los sectores, tanto de salud como de la industria y que es una iniciativa que lleva más de ocho años en discusión.


El Honorable Senador señor Chahuán observó, respecto a programas de rehabilitación, que el proyecto no tiene la envergadura para poder hacerse cargo de esa materia, no obstante enfatizar que es un tema muy importante, respecto del cual se encuentra trabajando desde hace bastante tiempo. Explicó que los recursos que tradicionalmente el Estado asigna a rehabilitación no son suficientes ni siquiera para aquellas personas que quieren rehabilitarse, lo cual sucede tanto en alcohol como en drogas. Al efecto, solicitó a los representantes del Ministerio de Salud abordar esta situación que es trascendental, de manera de poner énfasis a los recursos para la rehabilitación del consumo excesivo de alcohol.


El señor Accorsi, asesor del Ministerio de Salud, indicó que en la construcción de los nuevos hospitales, anunciados el día de hoy, se contemplan varias áreas de siquiatría, lo cual mejorará el número de camas para su atención. 


Por otra parte, insistió en la preocupación de la Ministra de Salud en orden a hacer hincapié en la prohibición de venta de alcoholes y a establecer una sanción especial a los locales comerciales que no respeten esa condición.


A continuación expuso el Presidente de la Asociación de Productores de Pisco, don Pelayo Alonso quien expresó que se sienten representados con lo planteado en estas Comisiones unidas respecto a que la labor debe ser preventiva y, al respecto, observó que falta abordar el tema educativo con mayor profundidad. Enfatizó que el verdadero pilar de este problema asociado al consumo excesivo de alcohol debe ser la educación, que es la herramienta más rentable en términos sociales, de manera de poder enfocar este problema.


Respecto a la iniciativa legal y a las indicaciones presentadas, señaló que apuntan en la dirección correcta y agregó que varias de las aprensiones que tenían se han dilucidado. 


No obstante lo anterior, insistió en algunas consideraciones, en primer lugar, sostuvo que el pilar fundamental para prevenir los riesgos asociados al consumo excesivo del alcohol deben ser la educación y la prevención de la población, que es absolutamente concordante con las directrices de la Organización Mundial de la Salud en estas materias. Enfatizó que el consumo de alcohol a menores está prohibido y expresó que la Asociación de Productores de Pisco no busca rentabilizar en ese foco. Apuntó que el mayor ímpetu del Estado en colaboración con los privados debiera ser atacar el consumo excesivo del alcohol.


Por otra parte, respecto a las indicaciones de advertencia el etiquetado del producto señaló que concuerdan con la medida. No obstante, consideran que se debe revisar la forma en que se comunica el mensaje, ya que en lugar de comunicar el impacto negativo del exceso de consumo, se podría cumplir con el objetivo indicando la recomendación del consumo. Asimismo, sugirió considerar la posibilidad de que la normativa permita el uso de íconos de advertencia, en sustitución del mensaje escrito, lo cual se utiliza en varios países del mundo, puesto que son más atractivos y entregan el mismo mensaje, destacando la utilidad de la iconografía como medio eficaz de advertencia.  Así también, la sugerencia de consumo puede ser una buena herramienta para educar al consumo responsable.


En seguida, hizo presente que consideran de suma importancia que las atribuciones fiscalizadoras de la ley N°18.455, en lo referente al etiquetado de las bebidas alcohólicas, que es parte del proceso productivo, sigan bajo la competencia del Servicio Agrícola y Ganadero SAG, quien históricamente ha tenido este rol, como entidad dependiente del Ministerio de Agricultura.


Referente a la publicidad del producto, manifestó que la Asociación Productores de Pisco coincide con las indicaciones formuladas respecto a permitir el uso de marcas, logotipos y productos. Sin embargo, observan que la indicación es susceptible de perfeccionar si se permite la incorporación de la categoría del producto, con la finalidad de no confundir al consumidor. Reiteró que aun cuando  manifiestan su acuerdo en general a los cambios, creen que la iniciativa puede transformarse en una importante barrera de entrada a nuevos actores al mercado, ya que , tanto para los nuevos emprendimientos en este sector, como para los pequeños productores que han ingresado, esta normativa resulta perjudicial y discriminatoria, puesto que este segmento, advirtió, difícilmente podrá competir con empresas y marcas que han logrado posicionar su producto en el mercado, previo a la entrada en vigencia de la nueva normativa. En resumen, apuntó, esto afectará la competitividad y sustentabilidad de pequeños productores o posibles emprendimientos en este sector económico.


Finalmente, reiteró la preocupación de la Asociación de Productores de Pisco sobre el “consumo excesivo” y la necesidad de atacar las consecuencias en aquel sector de consumidores. En esta línea, apuntó, creen que el trabajo público-privado es la vía. Por este motivo, informó que suscribieron un plan piloto de trabajo en conjunto con SENDA y la Municipalidad de Monte Patria, para desarrollar estrategias de difusión, orientadas a la prevención del consumo nocivo de alcohol, fomentando una cultura sana de convivencia y estilos de vida saludables, entre niños, jóvenes, organizaciones deportivas y conductores y esperan que este plan piloto de trabajo pueda extenderse a todas las comunidades de la zona pisquera, que es una de las vías para obtener resultados concretos en esta materia. 


El Honorable Senador señor Chahuán destacó  que se está en un muy buen momento para despachar el proyecto debido a que tanto los actores públicos como los del sector privado y de la industria han manifestado su voluntad en avanzar.


Respecto a las observaciones de la Asociación de Productores de Pisco, indicó que le parecen razonables. En cuanto a lo planteado para que las atribuciones de fiscalización estuvieran radicadas en el Servicio Agrícola y Ganadero señaló que en principio no tiene inconveniente, pero considera útil conocer la opinión de los Ministerios involucradas.


Respecto a la publicidad del producto, coincidió en que podría atentar con la entrada de nuevos actores al mercado y sugirió publicar no sólo la marca sino que también el producto.  


El representante del Ministerio de Salud, señor Accorsi señaló que en materia de alcoholes debiera existir la máxima fiscalización por lo que no tienen oposición en que tanto el Ministerio de Salud como el de Agricultura puedan fiscalizar esta materia, lo cual sería consistente con su importancia y redundaría en aumentar los puntos de fiscalización.


Del mismo modo, el señor Naranjo, asesor el Ministerio de Agricultura expresó que no tienen inconveniente en que la fiscalización pueda ser cumplida por ambas instituciones, pero sí, enfatizó, el Servicio Agrícola y Ganadero debe mantener sus atribuciones y si se quiere sumar el Ministerio de Salud no tienen reparos.


El Honorable Senador señor Patricio Walker recordó que fue 12 años Diputado por la Región de Coquimbo por lo que conoce bien la realidad de la industria pisquera. Se trata de pequeños agricultores en que el 85% tiene menos de 5 hectáreas. Es una actividad que genera bastante empleo pero también tiene una situación muy precaria por la sequía.  


En relación a las observaciones de la industria pisquera, consideró muy interesante la sugerencia de utilizar iconografía, que puede desincentivar el consumo excesivo del alcohol de manera más efectiva que el texto escrito.


Por otra parte, señaló que sería útil conocer las políticas que tiene el Ministerio de Educación en el tema de prevención de alcohol en los menores de edad.


Al respecto, mediante oficio N° A/39/2014, se solicitó información al Ministerio de Educación sobre los planes de prevención de consumo de alcohol  en menores de edad y de consumo responsable.


Posteriormente, en la sesión del 2 de julio, se invitó a exponer al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol SENDA, y a la Asociación de Productores de Cerveza de Chile, ACECHI.


La Directora Nacional del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol SENDA, señora Lidia Amarales destacó la importancia que reviste para el Servicio el manifestar su opinión sobre este proyecto de ley, así como también, revisar las leyes para la reducción de los daños del consumo abusivo del alcohol.


En seguida, refirió las premisas para el análisis del consumo abusivo de alcohol y, al respecto, destacó que este consumo abusivo tiene grandes repercusiones en la salud pública y es considerado uno de los principales factores de riesgo de la mala salud a nivel mundial. Así también, apuntó, es la cuarta causa de la pérdida de años de vida saludable y, además responsable del 4% de las muertes totales del país. De esta forma, afirmó, el uso abusivo del alcohol genera problemas importantes en morbilidad y mortalidad desde el punto de vista de la salud pública.


Indicó también que el consumo abusivo del alcohol es uno de los principales factores de riesgo evitables de diversas enfermedades, además de jugar un rol importante en los delitos violentos como homicidio lesiones y agresión sexual. Destacó la preocupación por los jóvenes y menores de edad que son un grupo de riesgo por el consumo abusivo, es decir, no sólo la cantidad sino la manera en que toma alcohol.  Desde el punto de vista de la salud pública, es importante protegerlos y tomar las medidas necesarias para ello. Informó que el problema del alcohol generó costos en nuestro país, al 2006, por 541 millones de pesos.


En seguida, continuó su presentación con diversas láminas en las cuales refirió que en cuanto a las prevalencias del consumo de sustancias en Chile, se observa que el alcohol es claramente el que tiene mayor prevalencia, un 55, 8%, es decir 5 millones cuatrocientos veintisiete personas lo consumen; en cambio, en el tabaco la cifra disminuye, es de 38,2%. Precisó que el grupo etario que más consume alcohol que es alto y significativo, es de jóvenes y adolescentes entre 12 a 29 años, que es un 52,2%, lo cual es preocupante por cuanto está prohibido en menores de 18 años. La edad de inicio es de 17.8 pero, obviamente baja cuando se realiza la encuesta a nivel de escolares a 13.4.  El consumo de riesgo es de 9.2 del porcentaje de prevalencia, cifra que quieren impactar y abordar. Respecto a la precocidad, que es el porcentaje de personas menores de 15 años que beben alcohol, se observa que es del 15% versus el  tabaco que  tiene un 30%. 


Respecto a los accidentes de tránsito con presencia de alcohol, indicó que éstos han ido en aumento. En efecto, informó que en el año 2000 hubo 2.700, y en el 2013 se incrementó a 4.700; no obstante que hubo una gran baja en el 2012 de 28% de mortalidad, por cuanto en esa fecha comenzó la política de alcohol cero, la cual fue muy efectiva. Hizo presente que esta disminución se ha moderado porque el gran impacto fue el primer año, por ello  plantean que dentro de las políticas se mantengan las publicidades en contra del uso abusivo del alcohol cuando las personas conducen.


En relación al consumo de alcohol per cápita, según informe de la OMS, tomaron dos escenarios: uno, el de la OECD, Chile está más bajo que otros países como Polonia, Checoslovaquia, Hungría y otros; en cambio, en el otro escenario, en el ámbito latinoamericano, Chile lidera el consumo de alcohol puro per cápita  a una cantidad de 9.6 por litro.  Lo anterior, apuntó, tiene que ver con las políticas de ingreso de nuestro país y con las débiles políticas que se tienen respecto al alcohol.


Precisó que respecto a las muertes atribuibles al consumo de alcohol, según causa, se observan las lesiones, las neuropsiquiátricas, los accidentes de tránsitos y las gastrointestinales. Asimismo, indicó que, según tramo de edad y sexo, lo que más impacta es en la población más joven y en los hombres. El 50% de los hombres que mueren entre los 15 y 29 años es por causa del alcohol. Al cambiar de grupo etario, la mortalidad disminuye, por tanto, donde más impacta este uso abusivo es en la población joven lo cual está relacionado con los accidentes y situaciones de agresividad. Precisó que del número de vidas perdidas en forma prematura, la más alta corresponde al alcohol, un 21.5%.


En seguida, refirió que la OMS recomendó diez medidas como estrategia mundial para reducir el uso nocivo del alcohol. De ellas, destacó tres: disponibilidad el alcohol, que son las que se discuten en este proyecto de ley y respecto de las cuales les interesa dar su aporte profesional, técnico y de evidencia. Las restantes, son medidas que Chile está realizando con políticas generales y con organismos específicos como el Ministerio de Salud y SENDA.


Respecto a la medida sobre disponibilidad del alcohol, la OMS recomienda, para la autorización de la comercialización,  regular las siguientes materias: el número y la ubicación de los puntos de ventas de alcohol; los días y el horario de apertura de los puntos de ventas minoristas; las modalidades de venta de alcohol al por menor, y la venta al por menor en determinados lugares o durante acontecimientos especiales.  


Del mismo modo, indicó el establecer edad mínima apropiada para comprar y adopción de otras políticas para dificultar la venta de bebidas alcohólicas a adolescentes y su consumo por éstos.


Destacó también las políticas para impedir la venta a personas ebrias y menores de edad y posibilidad de implantar mecanismos para exigir responsabilidad a vendedores y camareros.


Formulación de políticas relativas al consumo de alcohol en lugares públicos y en actividades y funciones oficiales de organismos públicos, además de adopción de políticas orientadas a reducir y eliminar la disponibilidad de bebidas alcohólicas producidas, vendidas y distribuidas de manera informal o ilícita.


En nuestro país, explicó, la facultad de vigilancia  de la disponibilidad se otorga a los municipios, Carabineros de Chile y juzgados de policía local, de conformidad a la ley 19.925, y alertó que esta regulación entregada a los municipios no tiene mayor efectividad.


En términos de expendio, señaló que las condiciones de los establecimientos son amplias, ya que se definen diversos tipos como habilitados legalmente para la venta de alcohol, entre los cuales están los servicentros. A este respecto, resaltó que las indicaciones presentadas al proyecto aborden esta materia. Refirió que las patentes son otorgadas por el municipio y la intendencia, en base a la cantidad de habitantes, regulación que no es aplicable en su totalidad.


Asimismo, se prohíbe la venta en espectáculos deportivos, vía pública, plazas, teatros, cines, circos y lugares asociados a transporte; sin embargo, acotó, esta materia no está suficientemente fiscalizada. Los intendentes podrán prohibir ventas en cinco cuadras a la redonda en actividades masivas o deportivas donde se prevea riesgo. Si bien se limitan los horarios de venta, se faculta a los municipios para determinar en forma autónoma los límites.  Además se limita la edad de ingreso a lugares de venta de alcohol asociado a multas, pero éstas no son bastante altas para que haya cumplimiento de los locales públicos.


En seguida, señaló que  la evidencia internacional  con respecto a la densidad del expendio, los resultados indican que hay una relación positiva entre un aumento en la densidad de locales y el aumento del consumo de alcohol, materia que solicitan discutir con el objeto de disminuir la densidad de la venta de alcohol, particularmente en aquellos lugares donde hay mayor población joven o vulnerable. Insistió en que no se puede dejar al arbitrio sólo de las municipalidades pues no se obtienen resultados positivos. La única manera de lograr un impacto es mediante una ley, es decir, una política poblacional que desde el punto de vista de la salud pública, son las que tienen efecto en los resultados y en los impactos que se quiere lograr.


Indicó que en materia de accidentalidad no hay estudios concluyentes asociados a la densidad de expendio, pero sí es evidente que asocia la densidad con suceso de violencia doméstica.


Respecto al horario de venta, solicitan que el proyecto incluya la reducción de horario de los locales de venta. Sin embargo, sostuvo que los resultados no son determinantes, los bebedores problemáticos se agrupan en horarios límites, pero no disminuyen. Informó que en Islandia y en Canadá hubo un aumento de 80% en la cantidad de casos de conducción bajo los efectos  del alcohol, cuando estaba asociado al horario, no obstante que en Australia y en Estados Unidos no se dio el mismo patrón.


En relación a los episodios de violencia, éstos aumentan cuando se tiene amplitud de horario, por lo que insiste en disminuirlos, y en Brasil disminuyeron los homicidios desde la reducción de los horarios de venta.


En atención a lo expuesto, en materia de disponibilidad de alcohol proponen las siguientes medidas para ser consideradas en el proyecto de ley: restablecer el sistema de regulación municipal que revise las patentes y renovación de las mismas, controlando la densidad de locales de expendio, y no entregado a la voluntad de cada municipio la cantidad de local por población, teniendo siempre presente la población más vulnerable.


Determinar la responsabilidad de dueños de locales frente a personas en estado de ebriedad en restaurantes y bares. Se debiera limitar el consumo a aquellas personas que se encuentran en estado de ebriedad.


Elevar multas asociadas a la venta de alcohol a menores de edad y fijar horarios de venta en botillerías. Destacó que una de las características del consumo de alcohol en las personas que tienen problemas, es la incapacidad de detenerse.


En relación al marketing de las bebidas alcohólicas, destacó la experiencia internacional en que de un total de 170 países, al menos 112 tienen algún tipo de regulación en esta materia y sólo 58  no la poseen. Chile se encuentra dentro de los grupos de países que no cuentan con ningún tipo de restricción a la publicidad en los medios de comunicación masiva. Agregó que factores como la exposición a la publicidad y el atractivo de bebidas alcohólicas están relacionados con una mayor  expectativa de consumo futuro y con un inicio precoz del consumo. Precisó que los jóvenes expuestos al alcohol de marketing, tienen una predicción de probabilidad de beber 50% mayor a los que no lo fueron y, agregó que la exposición a la publicidad de alcohol se asocia con un mayor riesgo de consumo de cerveza.


Informó que la legislación comparada en materia de marketing señala que tiene efecto la reducción de horarios en televisión y radio; la prohibición  patrocinio o financiamiento de actividades deportivas o culturales que incluyan a menores; la prohibición de inclusión de menores de edad en comerciales; la prohibición de publicidad dirigida a menores; la prohibición por temáticas como: deportes, infantiles, gobierno y otras materias, así como también, el que las leyes definan claramente los costos de cada infracción.


Especificó que como SENDA proponen las siguientes medidas en relación al marketing:

-Regular el horario para transmitir publicidad, en ningún caso antes de las 22:00 horas.
-Regular los espacios públicos en que se puede realizar avisaje: deportes, centros culturales; actividades masivas  que incluyan menores, establecimientos educativos, servicios públicos, entre otros.

-Protección de la demanda publicitaria de grupos vulnerables.
-Regulación del contenido de mensajes publicitarios.

-No incluir menores o personajes de relevancia pública.

-Creación de un Comité o Consejo Interministerial que pueda hacer la regulación, fiscalización y estudio de la demanda de publicidad de estos grupos.  Insistió en que no exista logos en las camisetas deportivas.

Respecto a la política de precios, indicó que proponen las siguientes medidas que son recomendaciones de la OMS:

-Establecimiento de un régimen de impuestos nacionales específicos sobre el alcohol, acompañado de medidas eficaces para exigir su cumplimiento.

-Prohibición o restricción de toda forma directa o indirecta de precios promocionales, ventas con rebaja, precios inferiores al costo y precios únicos que dan derecho a beber ilimitadamente u otras formas de venta ilimitada.

-Fijación de precios mínimos para el alcohol.

-Facilitación de incentivos de precios en relación con las bebidas alcohólicas. 



La experiencia internacional señala que los impuestos en la Región varían de 5% (Surinami) a 35% (Colombia), donde la mayor parte es de 10 a 20%, y según el tipo de bebida.  En Chile, precisó, el impuesto  es de 15% para vinos y cervezas y de 27% para los destilados.



Un precio  mínimo en Reino Unido de 0,45 libras, llevaría  a una reducción del consumo similar de 4,5%,  con  1.970 muertes evitadas por año.



Políticas de aumento de impuestos, fijación de precios mínimos y restricciones de descuento son estrategias que se estiman para reducir el consumo de alcohol, los daños y los costos relacionados con la salud.



Finalmente, enfatizó que un aumento general de precios del 10% reduciría el consumo en un 4,2% y 1.460 muertes por año, después de 10 años de implementación de la política. Sobre esta materia, indicó que en México se aprobó un alza en los impuestos de bebidas alcohólicas en general de un 10%. Y en España se aumentó el impuesto también en un 10% para bebidas alcohólicas excepto vino y cervezas.

El Honorable Senador señor Navarro preguntó cuáles son los montos que se invierte en política preventiva del alcohol y señaló que el Ministerio de Salud menciona una cifra de 3 mil millones de dólares de costo directo e indirecto para el Estado, particularmente, en  baja del quehacer laboral, más los otros costos asociados y llamó la atención que el total de exportaciones genere un ingreso de 823 millones de dólares. Observó que, en esta temática,  no ha visto una campaña de utilidad pública y preguntó los motivos por los cuales ella no se ha generado. Afirmó la necesidad de contar con una expresión más amplia para sustentar este tipo de legislación.  Por otra parte, preguntó si el Ministerio de Salud define al alcoholismo como una enfermedad. Sobre el particular, reflexionó que el principal tema sociológico es que el alcoholismo es concebido como un mecanismo de interacción social y no existe una percepción clínica frente a este problema. Instó por una tarea más agresiva en el  Ministerio de Salud y, en particular, en el SENDA, con un apoyo presupuestario en las políticas públicas que lideran.

A su turno, el Honorable Senador señor Moreira realizó dos preguntas: si existe capacidad en instituciones privadas o estatales para ayudar al tratamiento de los consumidores problemáticos, y si hay un mapa de regiones con índice de consumo de alcohol en la población que permita conocer la causa de este mayor consumo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán consultó cómo se está activando el proceso de las ambulancias  y las mediciones de control de tolerancia cero. Argumentó que, a su entender, asumido el nuevo Gobierno, aparentemente, el tema dejó de ser prioridad pero, luego de un fin de semana desastroso en cuanto a accidentes, las ambulancias volvieron a tener presencia en la vía pública. Al respecto, resaltó la necesidad de activar esta materia debido a la importancia que tiene como método preventivo, lo cual es relevante en la disminución de muertes por accidentes de tránsito asociadas a la conducción con consumo de alcohol. En consecuencia, solicitó conocer cuánto es lo que se está invirtiendo en esta materia; cómo está diseñado el programa de fiscalización de la ley de tolerancia cero y, realizar acciones participativas del ámbito  público-privado. Sobre el particular, recordó que la Asociación de Productores de Pisco desarrolla un plan piloto en las comunas del país, con el objeto de generar acciones de prevención. En este punto, destacó la actitud pro activa de los Productores de Cerveza los cuales, en forma voluntaria y a diferencia de los demás productores de bebidas alcohólicas,  advierten los peligros del consumo excesivo, además de realizar campañas de prevención. 

La Directora Nacional de SENDA, señora Amarales respondió al Honorable Senador señor Navarro y señaló que a diferencia del tabaco, el consumir alcohol per se, no es un problema desde el punto de vista de la salud pública. Sí es problemático en las siguientes conductas: consumo excesivo del alcohol, tomar en forma de riesgo y tener la enfermedad del uso abusivo del alcohol.  Respecto a la forma de medir estas conductas, indicó que hay distintos modos, uno de ellos es el AUDIT que tiene diversas herramientas que permiten catalogar si una persona es de aquellas que hacen uso abusivo del alcohol o es enferma y por lo tanto alcohólico. Coincidió que en hay un factor social y familiar importante en estas conductas y alertó que mientras más precoz se comienza a consumir alcohol más posibilidades existen de que un joven termine siendo adicto y con la enfermedad del alcoholismo.  Por ello, reiteró, es de suma importancia el marketing, además de la oferta y horario, en particular, para la población más joven. Afirmó que no cabe duda que se trata de una enfermedad.

En materia de presupuesto, Informó que SENDA tiene un programa específico, “Alcohol Cero”, cuentan con mil millones para el programa Alcohol y tres mil millones para el programa prevención. El presupuesto total es de 57 mil millones, de los cuales el 70% se destina a tratamiento. A este respecto, especificó que el alcohol es una de las causas principales para el ingreso a tratamiento.

El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que en su región recibe a muchas personas que solicitan la internación por consumo de drogas y alcohol y que es prácticamente imposible encontrar disponibilidad para tratamiento, salvo en alguna institución evangélica. Además, agregó que los recursos son insuficientes, no obstante reconocer que se aumentaron en forma sustantiva en el Gobierno pasado pero, claramente, aún está muy por debajo de lo necesario. A su juicio, habría que, al menos, triplicar la cifra contemplada en la última Ley de Presupuestos.  Al respecto, solicitó la ayuda de SENDA para solicitar un aumento en el próximo presupuesto.

La Directora Nacional de SENDA, señora Amarales señaló que cuentan con un mapa de regiones por consumo de alcohol, el cual enviarán a las Comisiones unidas.

En cuanto al Programa Alcohol Cero, expresó que no se le ha quitado la prioridad, sino que hubo un mal manejo comunicacional del mismo. Reiteró que es una de las recomendaciones de la OMS, el tener programas de limitación de consumo de alcohol para las personas que manejan y la regulación de ello, agregó, es una de las  medidas efectivas, por tanto, enfatizó, no se ha bajado la prioridad. Explicó que cuando llegó a la dirección de SENDA pudo constatar que ese programa tenía muchas dificultades y deficiencias desde el punto de vista administrativo. De esta forma, como primera medida, se reforzó este programa y se le agregó la prevención, educando a la ciudadanía, lo cual se reflejó en la campaña “tómate el mundial con responsabilidad” logrando una disminución en las cifras de la mortalidad. Recordó que en el mundial pasado las cifras relacionadas con el alcohol  fueron: 2.128 accidentes y 64 con resultado de muerte. Informó que también están realizando convenios con las municipalidades de todas las regiones para utilizar las ambulancias los fines de semana, además de licitaciones paralelas con las regiones que no puedan realizar estos acuerdos.

Sobre la cooperación público-privado, expresó que es difícil desde el punto de vista administrativo. 

Respecto a la oferta privada en el tratamiento del alcohol, indicó que el SENDA en su programa de tratamiento tiene tanto oferta privada como pública.

El Honorable Senador señor Moreira solicitó incorporar en la información por regiones, las instituciones que entregan tratamiento con recursos de SENDA.

En seguida, el Honorable Senador señor Moreira le dio la palabra a la Asociación de Productores de Cervezas de Chile, no obstante hacer presente que dicha entidad ya fue recibida por la Comisión de Agricultura, pero dado que en esta instancia se está ante Comisiones unidas corresponde que sean oídas por ambas Comisiones. Asimismo, señaló que la mayor parte de las observaciones formuladas en dicha oportunidad, han sido recogidas en las indicaciones presentadas por Sus Señorías.

A continuación, el Presidente la Asociación de Productores de Cervezas de Chile, don Dirk Leisewitz agradeció la oportunidad que se les brinda y, en seguida, realizó algunas precisiones respecto a las observaciones planteadas en esta sesión. La industria de la cerveza es una industria autoregulada, cuya publicidad en televisión se transmite  en horario de adulto, esto es, de 22:00 a 06:00 horas. Afirmó que la publicidad no incluye menores de edad y tampoco busca encontrar ningún personaje que aparente menos de 21 años de edad. La cerveza, reiteró, es un producto para adultos, al igual que los alcoholes y coincidió en que una mayor cooperación público-privado sería muy beneficiosa.

Por otra parte, indicó que la información que entregara la OMS en su informe del 2014, adolece de errores por cuanto sitúa a la cerveza con un consumo per cápita de 9,6 litros en mayores de 15 años. La cifra correcta, aclaró es de 6,76.  Informó que los 9,6 están compuestos de 7,6 como alcohol formal o consumo registrado y 2 litros per cápita es lo que la OMS considera como alcohol informal o alcohol ilegal. Sobre esta materia, explicó que encargaron un estudio el año pasado, que demuestra que el consumo de alcohol ilegal en el país (falsificaciones, rellenos, contrabando, alcohol artesanal ilegal) no supera el 6,1%  del consumo total, lo que representa un 0,41%. Explicó que la cifra de 7,6 de la OMS obedece a un error en el porcentaje del consumo del vino. En efecto, asumen que el país consume sobre tres millones de litros de vino, cuando en la práctica es de dos millones y fracción.

Por tanto, precisó, hay un exceso que probablemente se debe a que fue informada la pérdida de vino como consumo, de manera que hay 100 millones de litros agregados indebidamente.  

Corregidas las cifras, agregó, se obtiene que el consumo formal o legal en el país es de 6,35, más 0,41, da un total de 6,76. Lo anterior, aclaró, sitúa a Chile en el lugar diecisiete de Latinoamérica. Asimismo, indicó que respecto de los países de la OCDE, Chile ocupa el lugar 30 de un total de 34, es decir, el quinto país de menor consumo de alcohol.

De esta forma, reiteró la importancia de sincerar las cifras y señaló que si bien existe consumo abusivo, están por el consumo responsable, el cual corresponde a 12 gramos de alcohol puro por trago con un máximo de tres, es decir, 45 gramos. En el consumo de la cerveza, no se debería exceder al día, los 900 centímetros cúbicos.  

Respecto a la conducción, destacó que la sanción es lo que efectivamente detiene el consumo. Informó que como Asociación están sumados a la Asociación Latinoamericana de Cerveceros y realizarán en este año, un estudio de los patrones de consumo para encontrar las variables necesarias que permitan combatir el consumo nocivo de la población.

A continuación, se refirió al proyecto de ley y presentó un documento que refunde las indicaciones presentadas, haciendo presente los siguientes énfasis.

En cuanto a la rotulación de advertencia, sugirió mantener la redacción del proyecto original, y señalar que el consumo de alcohol limita la capacidad para conducir, o bien, que el alcohol en exceso afecta la capacidad para conducir.

Para la advertencia en publicidad gráfica, propuso el siguiente texto: “La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea difundida a través de medios de comunicación escrita. Dicha recomendación deberá insertarse dentro del recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total del aviso.”. De esta forma, se eliminan los carteles publicitarios.

En cuanto a publicidad de bebidas alcohólicas en televisión y radio, sugirió el siguiente texto: “La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse en el horario en que estén facultados a transmitir programación para mayores de 18 años”.

En materia de artículos deportivos, presentó el siguiente texto: “Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas y que tengan por destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas de bebidas alcohólicas”.

Respecto a la publicidad en publicaciones o actividades dirigidas a menores de edad, coincidió en el siguiente “Prohíbese la publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier publicación o actividad  destinada exclusivamente a menores de edad”.

En cuanto a la venta de alcohol en estaciones de servicio, manifestó su acuerdo en el siguiente texto: “Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras, salvo que se trate de establecimientos que cuenten con patente que permita su consumo dentro del recinto”.



Finalmente, sobre la información nutricional, sugirió eliminar de toda indicación relativa a composición nutricional o contenido calórico, en un producto que no es un alimento, salvo que se trate de detallar sus ingredientes.



En la sesión siguiente intervino la Agrupación Alcohólicos Anónimos AA, representada por su Presidenta señora Pilar Correa, quien precisó que puede identificarse porque no es alcohólica. En seguida, agradeció la posibilidad de participar y de entregar una visión específica de la entidad que representa.  Explicó que Alcohólicos Anónimos es una comunidad de hombres y mujeres que comparten su mutua experiencia, fortaleza y esperanza para resolver su problema común y ayudar a otros a recuperarse del alcoholismo. Precisó que el único requisito para ser miembros de AA, es el deseo de dejar la bebida. No se paga honorario y tampoco cuota, sino que se mantienen con sus propias contribuciones. Indicó que no están afiliados a ninguna secta, religión, partido político, organización o institución alguna. No desea intervenir en controversias y no respalda y tampoco se opone a ninguna causa. El objetivo principal de AA es mantenerse sobrios y ayudar a otros alcohólicos a alcanzar el estado de sobriedad.



Informó que AA lleva 79 años en el mundo y 49 años en nuestro país. Cuenta con 3 millones de miembros activos. Están representados y se vinculan con la comunidad internacional.



Respecto a la postura que AA tiene sobre el proyecto de ley, expresó que por la naturaleza que tiene el movimiento de Alcohólicos Anónimos, no está ni a favor ni en contra del consumo de bebidas alcohólicas puesto que la experiencia ha indicado que tomar posición respecto de este asunto atenta contra la unidad de AA, así como también incita a la controversia pública, lo cual AA no desea por las consideraciones expuestas.



Alcohólicos Anónimos, continuó, cree que el problema no está en el consumo de bebidas alcohólicas, no obstante sus miembros practican un programa de doce pasos encaminados a la abstinencia total de dicho consumo. Lo importante es la enfermedad del alcoholismo y sus consecuencias. Partiendo de la premisa de que el alcoholismo es una condición del cuerpo y de la mente que predispone al individuo a beber sin control cada vez que bebe, no importando la frecuencia con que lo haga, ni la cantidad que beba. De ahí que en AA se afirma que: “una vez alcohólico, alcohólico para siempre”.



Las causas del alcoholismo aún no están claras para la ciencia y se pueden determinar múltiples factores que inciden en su aparición, sean éstos sicosociales, medioambientales, emocionales, e incluso factores genéticos. Al no tener una respuesta categórica que establezca o concluya que es el sólo hecho del consumo de bebidas alcohólicas, el factor determinante en la manifestación de la enfermedad, de esta manera, apuntó, lo ha catalogado, desde la década del cincuenta, la Sociedad Americana de Medicina, de igual modo, se ha manifestado la Sociedad Británica de Medicina y, posteriormente, la Organización Mundial de la Salud, OMS.



Se debe constatar que estudios de público conocimiento que hablan de “vacunas” contra el alcoholismo, van encaminadas a que en el individuo vaya naciendo una continua, constante y permanente aversión al consumo de bebidas alcohólicas, lo que en definitiva impediría  el desarrollo de la enfermedad del alcoholismo, lo que implica no beber nunca más en la vida.



Asimismo, señaló que se podrían enumerar muchas causalidades que en vez de dar luces al problema del alcoholismo oscurecen más el panorama, desviando del verdadero problema, que es, la enfermedad del alcoholismo y no el consumo propiamente tal de bebidas alcohólicas, que es en sí, al parecer, sólo un síntoma de la enfermedad.



Informó que la historia del nacimiento de Alcohólicos Anónimos  es precisamente después de terminada la época de la prohibición total del consumo de bebidas alcohólicas en Estados Unidos, lo que, al parecer, fue un gran fracaso que trajo asociado la exacerbación de problemas sociales ya existentes, sin considerar las altas tasas de alcoholismo y el surgimiento de nuevos problemas sociales como las mafias organizadas.



Indicó que Alcohólicos Anónimos participa de manera activa en charlas, en establecimientos educacionales de todo nivel, en que el énfasis no está en el consumo sino en los factores protectores de carácter cognitivos, emocionales y espirituales, que permitan al individuo, si bebe, identificar un consumo problemático y también que dichos factores disminuyan considerablemente las posibilidades de desarrollar la enfermedad del alcoholismo.  Precisó que estos factores protectores se encuentran contenidos en los mismos Doce Pasos que se proponen para la recuperación del alcoholismo.



Explicó que en Alcohólicos Anónimos, gracias al Programa de los Doce Pasos, el individuo restablece su vida social sobre la base de no “satanizar” la bebida alcohólica sino que entiende que es un problema personal que dice relación con su propia manera de beber, con su propia condición del cuerpo y de la mente que lo impulsa, cada vez que bebe, a seguir bebiendo hasta la locura y la muerte, sin que considere los problemas colaterales que su forma de beber conlleva.



Hizo presente que en Alcohólicos Anónimos tratan de no perder de vista la enfermedad del alcoholismo y no concentrarse en el síntoma de beber problemáticamente, sino en las múltiples causas que lleva a la primera copa y que condena a seguir bebiendo. Por ello, sólo en la primera parte, del primero de los Doce Pasos de recuperación, se menciona al alcohol como algo que aceptan que no  pueden vencer, la impotencia de control sobre la manera de beber.



Finalmente, expresó que Alcohólicos Anónimos está al servicio de la sociedad, proporcionando información referente a la enfermedad del alcoholismo, sin ser especialista, en ello, prestando ayuda espiritual mediante un programa de recuperación de Doce Pasos, reconocido mundialmente no sólo por ser efectivo contra esta enfermedad del alcoholismo sino que también en más de 60 otras afecciones del ser humano.  Llamó la atención a que son los parlamentarios,  quienes, reciben información y antecedentes científicos u objetivos, los que toman una posición, sea cual sea, siempre legítima, adoptando una decisión política que sea la mejor para el futuro de nuestro país. 



El Honorable Senador señor Chahuán preguntó a los representantes de AA si tienen alguna observación en particular respecto del proyecto de ley en estudio.


La señora Correa, expresó que en relación al inciso tercero del artículo 28 que menciona la concurrencia de los programas de prevención o rehabilitación y señaló que en Estados Unidos y en otros partes del mundo, donde la comunidad de Alcohólicos Anónimos es mayor, existen convenios con los tribunales de justicia, para que los menores que incurren en este tipo de conductas tengan como pena complementaria asistir a los grupos de AA. Sobre el particular, manifestó la voluntad de ser receptores de derivados adolescentes alcohólicos como posibilidad de recuperación. 



En seguida, intervino una persona que es  alcohólica anónima y  que pertenece a esa comunidad hace 6 años, quien expresó que la postura de Alcohólicos Anónimos frente a cualquier discusión, es no tener postura. El propósito de AA es informar que existe una solución para el problema del alcoholismo a través de los Doce Pasos de recuperación de AA. No obstante, precisó, esta no postura, no implica que se aíslen, sino que colaboran de manera activa con la comunidad, entregando información de lo que es Alcohólicos Anónimos, dónde su ubican y cómo funciona su programa de recuperación. Explicó que la experiencia ha demostrado que los grupos que han participado o tomado postura frente algún acontecimiento particular, han desaparecido, y para un miembro de AA, el hecho de que un grupo deje de existir, es una posibilidad menos de recuperarse.  



Reiteró que participan en esta discusión para informar que existen. Reseñó que como alcohólica, perdió su capacidad de controlar la manera de beber, que comenzó a los 11 años, y no tuvo la fuerza de voluntad para detenerse, ello, debido a múltiples factores que impedían alivianar su carga, además de no contar con factores de protección. Su vida cambió desde que conoció a AA, y pudo comprender que era una enfermedad, que tenía características puntuales: pérdida de control de la manera de beber y negación del problema, por ello, reiteró, el único propósito de AA es entregar información y que conozcan los programas de ayuda. Esa es la contribución de AA y agregó que son parte de la comunidad y quieren seguir siendo parte de ella.



El Honorable Senador señor Moreira junto con agradecer la participación de los invitados, hizo presente que el objetivo que tienen las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, es legislar para  que el consumo del alcohol se haga en forma responsable y que la ciudadanía comprenda que, beber en exceso, trae complicaciones serias y graves. Por tanto, el objetivo del etiquetado es generar advertencias para su consumo irresponsable y, por supuesto, no promover ningún tipo de marca ni de alcohol, sobre todo, por la señal que se da a la ciudadanía. Destacó el testimonio valioso de la Agrupación de Alcohólicos Anónimos, en que se puede encontrar un camino de superación personal y agregó que mediante las indicaciones se ha tratado de alcanzar este objetivo: cómo prevenir y cómo evitar el abuso y el exceso. 


A continuación intervino el Profesor de Derecho Procesal de la Universidad de Valparaíso, señor Claudio Meneses, quien manifestó  su opinión sobre la indicación número 56 que sustituye el artículo 28 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, específicamente en lo relativo al sentido de la expresión “conducción” empleada en dicho texto, y a la posible relación entre esa figura y la medida cautelar personal de “detención”.



El Profesor señor Meneses antes de iniciar su presentación, destacó la importancia que tiene el que la norma formal se llene de un contenido como el que acaba de escuchar por parte de Alcohólicos Anónimos. Reflexionó que el punto es decidir, a partir de esta norma,  qué hacer con los menores de edad que son sorprendidos por la policía en estado de ebriedad. 



Sobre el particular, manifestó su inquietud respecto del tenor del artículo 28 de la ley N° 19.925 y de la indicación número 56 que lo sustituye. En efecto, dijo, en esta norma hay una mezcla de figuras: detención, registro, citación, control de identidad o medida de protección. A su entender, esta medida de “conducción” del menor por personal de Carabineros al cuartel policial o a su domicilio, cabe relacionarla con el artículo 134 incisos primero, segundo y tercero del Código Procesal Penal, en que lo que existe es una citación y un registro y, además, una especie de control de identidad, y no una detención.




En efecto, lo que regula el artículo 28 es una situación de flagrancia de faltas, ya que las conductas prohibidas en los artículos 25 inciso primero y 26 inciso primero de la ley Nº 19.925 constituyen ilícitos que admiten la calificación de “faltas”.


A su vez, el artículo 124  del Código Procesal Penal indica que en el caso de las faltas, por regla general, la única medida cautelar personal que procede aplicar es la “citación”.


En concordancia con lo anterior, el artículo 134 del Código Procesal Penal establece que en el caso de faltas flagrantes, la policía debe “citar” a la persona sorprendida para que comparezca a la presencia del fiscal, previa comprobación de su domicilio.


El inciso segundo, autoriza a la policía para registrar las vestimentas, el equipaje o el vehículo de la persona que será citada.


El inciso tercero señala que, asimismo, la policía “podrá conducir al imputado al recinto policial, para efectuar allí la citación”.


De acuerdo con este artículo 134 Código Procesal Penal, lo anterior recibe el nombre de “citación” y “registro”. No se trata, insistió, de una detención.


Por otra parte, hizo presente que el mencionado artículo 134 no señala un plazo máximo de duración del procedimiento descrito anteriormente. No indica cuánto tiempo puede tomar la “conducción” del imputado que ha sido sorprendido in fraganti en una falta; tampoco señala cuánto tiempo puede permanecer el imputado en el recinto policial, para practicar el registro, verificar domicilio y practicar la citación.


Argumentó que la única norma que resulta pertinente para abordar esta cuestión, es el artículo  85 del Código Procesal Penal sobre control de identidad, que considera un plazo máximo de “ocho horas”.


En consecuencia, la referencia a la “última detención” a que hace mención el inciso final del artículo  28 propuesto en la indicación 56, es imprecisa, ya que da a entender que las medidas previstas en los incisos primero, segundo y tercero, serían detenciones. Reiteró que, a su parecer, una interpretación de esta disposición con las normas del Código Procesal Penal, lleva a descartar dicha calificación; no existe detención sino un procedimiento especial donde se combina la citación y el registro, la cual es peculiar, puesto que se aplica a menores. 

Asimismo, señaló que si hay que establecer un plazo, debiera ser el de control de detención, 8 horas máximo. Sin embargo, apuntó, considerando los argumentos enunciados en esta sesión, pareciera ser que debiera regularse una medida de protección. Para estos efectos, es necesario tener presente la ley N° 20.084, sobre Sistema de Responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal, los tratados internacionales y las Normas de Beijing, en los cuales se exige que la aprensión física de un menor deba durar lo menos posible.  Asimismo, citó el artículo 71, de la ley sobre tribunales de familia que regula las medidas de protección de menores, dispone la entrega inmediata a los padres o a quienes tengan legalmente el cuidado del menor.  Por tanto, la entrega del menor debe ser de inmediato, lo que implica que incluso el plazo de 8 horas, que es el más breve plazo del Código Procesal Penal, es excesivo.



En atención a lo expuesto, sugirió modificar el artículo 28 vigente que tiene estas imprecisiones y que regula qué hacer con el menor que es encontrado ebrio en la calle, pero no señala un tiempo dentro del cual debe realizarse el procedimiento; luego, si se asimilara el Código Procesal Penal debiera ser como un control de identidad que son 8 horas, lo cual no se aviene con las normas citadas, que mandan: “en el menor plazo posible” o de “inmediata entrega”. 



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio coincidió en que la entrega del menor a los padres debe ser inmediata y no le parece que puedan estar hasta 8 horas en el cuartel policial y sugirió estudiar una nueva redacción.



Posteriormente, el abogado señor Meneses sugirió el siguiente texto para reemplazar el artículo 28:

“Artículo 28. Si un niño, niña o adolescente fuere sorprendido contraviniendo la prohibición prevista en el artículo 25 inciso primero, o incurriendo en la conducta descrita en el artículo 26 inciso primero, Carabineros de Chile deberá conducirlo y entregarlo en forma inmediata a sus padres o a quienes tengan legalmente su cuidado. Si esta medida de protección no pudiere cumplirse, Carabineros de Chile deberá trasladar en forma inmediata al niño, niña o adolescente al Centro de Internación Provisoria más cercano. En casos de extrema urgencia y con exclusivo propósito de proteger la vida y la salud del niño, niña o adolescente, Carabineros de Chile deberá trasladarlo en forma inmediata al hospital más cercano. 
Para el cumplimiento de la medida prevista en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Menores deberá asegurar que en todos los Centros de Internación Provisoria del país existan dependencias destinadas a recibir a estos niños, niñas o adolescentes. Estos Centros deberán tener programas de atención y protección especiales para estos niños, niñas y adolescentes.
Asimismo, en los casos señalados en el inciso primero, Carabineros de Chile deberá citar al adolescente a la presencia del Juzgado de Familia competente, para dar curso al procedimiento contravencional regulado en el Párrafo 4º del Título IV de la Ley Nº19.968. Si se tratare de un niño, niña o adolescente inimputable, Carabineros de Chile deberá citar al padre, madre o a quien tenga legalmente su cuidado a la presencia del Juzgado de Familia para los fines previstos en el artículo 102 N de la Ley Nº19.968.”.

Si un adolescente mayor de 16 años ha sido sancionado en más de tres ocasiones por la conducta descrita en el artículo 26 inciso primero, el Juzgado de Familia podrá aplicarle como sanción accesoria la prohibición de obtener licencia de conducir o, en su caso, la prohibición de conducir vehículos motorizados. Esta prohibición se hará efectiva desde el momento en que adquiera firmeza la tercera sentencia por la cual se sancione al adolescente y su duración podrá extenderse hasta el período que faltare al infractor para cumplir veinte años. Para tales fines, el Juzgado de Familia deberá informar esta prohibición al Servicio de Registro Civil e Identificación”.



A continuación, las Comisiones Unidas solicitaron la opinión técnica del Ministerio de Justicia en relación a la propuesta del Honorable Senador señor Chahuán en la indicación 56 y a la del Abogado señor Meneses relativo al artículo 28 de la ley N° 19.925.



Sobre el particular, el asesor de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo hizo presente diversas observaciones a ambas propuestas.



En primer lugar, se refirió al texto del Honorable Senador señor Chahuán y observó que el inciso tercero establece que “Carabineros extenderá una citación al padre, madre, tutor o al menor  para que comparezca ante el juez de policía local competente.”. Sobre el particular, indicó que según la ley N°19.968, las faltas cometidas por adolescentes son de competencia de los jueces de familia, quienes sólo pueden aplicar las sanciones que se establecen en dicho cuerpo legal.  Por este motivo, recordó, la propuesta del Profesor Meneses vuelve al juez de familia.



En seguida, señaló que la propuesta hace referencia al menor o al menor de dieciocho años y, de acuerdo a la Convención Internacional sobre Derechos del Niño, la expresión correcta sería: niño, niña o adolescente. 



Por otra parte, observó que el artículo 28 vigente, en su inciso primero, establece la finalidad con que el niño, niña o adolescente va a ser dirigido a un cuartel policial, que es devolverlo a sus padres o a la persona encargada de su cuidado. En cambio, la propuesta de Su Señoría lo elimina, lo que estiman inconveniente.



Respecto a la propuesta del Profesor señor Meneses,  el señor Rayo, asesor del Ministerio de Justicia, hizo presente que como Ministerio de Justicia les preocupa la medida consignada para la infracción a los artículos  25 y 26, establecida en el inciso primero del artículo 28, referida al menor de edad que consume alcohol en la vía pública o es sorprendido en manifiesto estado de ebriedad. La propuesta señala que, en estos casos, si el menor no puede ser entregado a sus padres, Carabineros deberá trasladar al niño, niña o adolescente al Centro de Internación  Provisoria más cercano. 



Al respecto, informó que estos Centros de Internación Provisoria son recintos administrados por el SENAME que tienen por objeto dar cumplimiento a las medidas cautelares de internación provisoria en un contexto penal, y están reservada a aquellos casos en que a un adolescente se le imputa una conducta, que de ser cometida por un adulto, constituiría un crimen, es decir, se trata de aplicación de medidas de ultima ratio.



Informó, además, que estos Centros funcionan en el  mismo inmueble que los centros de régimen cerrado, por tanto, en el mismo inmueble están las personas que están siendo procesadas por infracción de ley, pero también están las personas condenadas,  de manera que si bien son inmuebles distintos, en los espacios comunes, conviven todos ellos. 



Por tal motivo, señaló la inconveniencia de que niños que han cometido una falta y porque no se ha podido contactar a los padres, sean destinados a un Centro donde se mezclan con otros infractores de ley y, además, por los delitos más graves, que son los crímenes.



Del mismo modo, argumentó, el perfil del niño tampoco es coincidente puesto que los destinatarios de estos Centros son muy distintos. En efecto, en el Centro de Internación se trata de adolescentes infractores de ley penal, es decir, niños de 14 a 18 años. En cambio, la propuesta refiere sólo a menores de edad, que podría ser incluso menores a 14 años.



Así también, señaló que para ingresar a un Centro de Internación Provisoria se requiere necesariamente una resolución judicial; en cambio, en la propuesta, es Carabineros quien hará la destinación.



Además, explicó que la propuesta tiene un impacto presupuestario, puesto que SENAME deberá asegurar que en todos los Centros del país, existan dependencias destinadas a recibir a estos niños, niñas o adolescentes, con programas de atención y protección especiales para estas personas.



Finalmente, hizo presente que la pena accesoria de prohibir la obtención de la licencia de conducir o, en su caso, la prohibición de conducir vehículos motorizados, está contemplada sólo para la conducta descrita en el inciso primero del artículo 26, es decir, ser sorprendido en la vía pública en manifiesto estado de ebriedad. 



En cambio, continuó el señor Rayo, asesor del Ministerio de Justicia, la propuesta del Honorable Senador señor Chahuán establece una pena accesoria para las conductas descritas en las hipótesis de los artículos 25 y 26, mediante la cual no tendrá derecho a obtener licencia de conducir, o si la tiene, prohibición de conducir vehículos motorizados por un plazo que puede extenderse hasta que la persona cumpla veinte años.



Sobre el particular, observó que esta pena accesoria es una respuesta penal que es impuesta por la judicatura de familia, es decir, sin las garantías adecuadas provistas para el sistema de responsabilidad penal adolescente. 



Del mismo modo, hizo presente que la sanción no encuentra su fundamento, como exige el sistema de responsabilidad penal adolescente, que es la protección, la reinserción  y el interés superior del niño, sino que es una medida fundada, tal vez, en la protección a terceros y el riesgo que el adolescente puede representar a la sociedad si llegase a conducir en estado de ebriedad, lo que también, no es más que una presunción. En efecto, se presume que si la persona es sorprendida en estado ebriedad en la vía pública, también es capaz de conducir en ese mismo estado y, en ese sentido, representar un riesgo para la sociedad.  En definitiva, no vislumbran la relación que existe entre la infracción,  el bien jurídico protegido y la sanción.



Finalmente, señaló que un principio básico del sistema de responsabilidad penal adolescente, es que la determinación de la pena debe ser siempre inferior a la que obtendría un adulto por el mismo hecho y, en este caso, la pena accesoria por esta infracción que se sugiere incorporar,  no existe para una persona mayor de edad, luego, se es más gravoso con el niño, lo cual también consideran que es desproporcionado. 



El Honorable Senador señor Moreira preguntó al representante del Ministerio de Justicia, si tienen alguna propuesta de texto para el artículo 28 del proyecto de ley.



El asesor del Ministerio de Justicia respondió  que no y agregó que el procedimiento infraccional por faltas ya existe y la redacción actual de la norma no es tan deficitaria. 



El Honorable Senador señor Chahuán manifestó su acuerdo respecto a las observaciones formuladas por el Ejecutivo que dicen relación con la terminología que se utiliza, además, señaló que, respecto a la norma procedimental, de aprobarse se requeriría la opinión de la Corte Suprema. En el mismo sentido, mantener el inciso primero del artículo 28, que establece la finalidad de la medida de protección por la cual será conducido el niño, niña o adolescente al cuartel policial para ser devuelto a sus padres. 



En cuanto a la propuesta del profesor señor Meneses consideró adecuado incorporar que los juzgados de familia sean los competentes para ver estas faltas. De esta forma, consideró oportuno el hecho de que las Comisiones hubiesen hecho las consultas pertinentes y tomar nota de las observaciones a fin de armonizarlas con el texto del proyecto.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio expresó que si bien entiende y comparte el sentido de las indicaciones presentadas, también observa que implementarlas, tal vez, sea más complicado. Al efecto, recordó que a raíz de algunos proyectos presentados por el anterior Gobierno, en orden a ejercer un mayor control de identidad en lugares públicos a las personas mayores de edad, hubo oposición de la mayoría de la Comisión y de la unanimidad de los penalistas por estimar que sería muy invasivo y que se iría más allá de lo necesario. Luego, dijo, en este proyecto que trata de niños, niñas o adolescentes, autorizar que Carabineros pueda trasladarlos a un Centro de Internación Provisoria, considera que es improcedente, más aun teniendo presente que en esos Centros están las personas que han cometido delitos, como ya se expusiera por el Ministerio de Justicia. Respecto a explorar otras alternativas, manifestó sus dudas puesto que se deben considerar una serie de aspectos que no se abordan en el proyecto. La solución no le convence y espera que el Ejecutivo pueda presentar una propuesta que resuelva estos temas, de lo contrario, estaría por no aprobarlo.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Moreira recordó que la ley vigente establece que como medida de protección, el menor de dieciocho años será conducido por Carabineros  al cuartel policial o a su domicilio con la finalidad de devolverlo a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, siempre que ésta fuere mayor de edad.   Por otra parte, hizo presente que con la aprobación de la “Ley Emilia”,  SENAME también deberá implementar sus dependencias para acoger a los niños, niñas o adolescentes que infrinjan esta ley, de manera de diferenciarlos con aquellos que están internados por delitos mayores. 



El Honorable Senador señor García llamó la atención respecto a que, a su juicio, gran parte de las indicaciones presentadas al proyecto debieran ser estudiadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que es la competente en estas materias, y otras se apartan del objetivo y de las ideas matrices del proyecto de ley, por lo que solicitó hacer un análisis de las mismas a objeto de despejar las materias propias y avanzar en lo sustantivo, cual es, el etiquetado de las bebidas alcohólicas.  



El Honorable Senador señor Chahuán recordó que el proyecto tiene su origen en cuatro mociones que se refundieron en la Cámara de Diputados, de las cuales es autor de tres de ellas, por lo que será muy difícil determinar cuál es la idea matriz del proyecto, puesto que cada uno de ellos tenía una idea distinta, que alcanzó un amplio consenso y que permitió su aprobación, al igual que en la Comisión de Salud. Destacó que si bien se puede hacer un estudio más fino de las indicaciones, hoy se está ante una oportunidad histórica de aprobar un proyecto de ley que cumple con un consenso amplio y que lleva más de ocho años de tramitación.

Del  mismo modo, el Honorable Senador señor Moreira dijo entender la preocupación del Honorable Senador señor García pero, insistió, en que no se puede seguir dilatando su tramitación y llamó a avanzar en su discusión y no profundizar el tema judicial, puesto que el objetivo es el etiquetado de las bebidas alcohólicas que, reiteró, ya fue aprobado por la Comisión de Salud.

El asesor del Ministerio de Justicia, señor Rayo, aclaró que cualquier propuesta que incida en las atribuciones de los tribunales de justicia, va a requerir oír previamente a la Corte Suprema y planteó la conveniencia de hacer el cambio, teniendo presente que sería explicitar algo que ya ocurre y que tendría un impacto presupuestario.

El asesor del Ministerio de Salud, señor Accorsi informó que durante muchos años el tema del alcoholismo estaba radicado principalmente en los adultos, quienes presentaban estado etílico o bien  coma; sin embargo, hoy, se ha incorporado fuertemente en los menores de edad, en una proporción que ha ido en aumento, principalmente, en las mujeres por una serie de características que tienen las adolescentes a esa edad. Afirmó que la atención de estas situaciones opera y funciona de manera eficaz, ya que son trasladados por Carabineros o por ambulancias a los recintos hospitalarios requiriendo, incluso, tratamiento con ventilación asistida. Por tal motivo, expresó, si este procedimiento funciona no observa la necesidad de introducir un cambio legislativo en esta materia.

Asimismo propuso para el caso de los adolescentes que no tienen una conexión directa con un adulto responsable, buscar con SENDA u otro organismo similar, casas transitorias de acogida que ayuden a solucionar el problema.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio no obstante entender el diagnóstico que fundamenta la indicación presentada, llamó a evaluar su pertinencia considerando que la norma actual permite a Carabineros llevar a los menores de edad a un cuartel policial o a su domicilio;  que según lo expuesto por el asesor del Ministerio de Salud, la atención de estos casos en los hospitales opera de manera eficiente, y que el objetivo fundamental del proyecto es el etiquetado y se quiere avanzar en la tramitación.



El Honorable Senador señor Chahuán  manifestó su voluntad de avanzar en el estudio del proyecto y retirar su indicación, no obstante dijo, si existe oportunidad de mejorar la norma sería conveniente que el Ministerio de Salud  informe si efectivamente  los menores que son sorprendidos en las conductas de los artículo 25 y 26 de la ley N°19.925, son conducidos a un recinto hospitalario, si fuese así y es una práctica habitual y está regulado en la ley, no tiene inconveniente en retirar la indicación.



El asesor del Departamento de Salud Mental del  Ministerio de Salud, doctor Alfredo Pemjeam destacó que el sentido del artículo 28 de la ley en comento, es la protección más que el castigo o la disuasión y, desde esa perspectiva, dijo, el remedio podría ser peor que la enfermedad y sugirió explorar una alternativa en que la policía cumpla un protocolo ad hoc que comprenda una conducta protectora en este y en otros casos.  En el mismo sentido, propuso que SENDA y los Ministerios de Salud y de Justicia promuevan un programa de resguardo, protección, prevención y tratamiento para estos casos de adolescentes sorprendidos en falta.  



El Honorable Senador señor Chahuán retiró la indicación número 56 dado el compromiso del Ministerio de Salud para levantar una propuesta de esta naturaleza.



El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que ha terminado la ronda de audiencias y que procedería votar en particular las indicaciones. 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados a su respecto. 


Es útil recordar que, por acuerdo de los Comités adoptado en cada ocasión, se reabrió en seis oportunidades el plazo para presentar indicaciones, lo que explica la numeración de las mismas intercalada en el orden correlativo del articulado del proyecto. 

Artículo 1°

El artículo aprobado en general regula el etiquetado y publicidad de las bebidas alcohólicas en ocho incisos. 
Inciso primero


Establece que “Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre su consumo excesivo y, o los modos de beber sin riesgo.  Esta recomendación deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 milímetros para envases menores de 237 mililitros; de 2 milímetros para envases de hasta 1,5 litros, y de 3 milímetros para envases de más de 1,5 litros.  Asimismo, se establece un máximo de 5 caracteres por centímetro para letras de 1,5 milímetros; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 milímetros, y de 10 caracteres por centímetro para letras de 3 milímetros.”.

La indicación 1 a, del Honorable Senador señor Quinteros, agrega, luego de la frase “una advertencia”, la expresión “en la contraetiqueta del envase”.



El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que su indicación tiene por objetivo hacer más explícita la norma.


El Honorable Senador señor Chahuán explicó que al analizar la legislación comparada respecto de los productos que se exportan desde Chile, se observa que la advertencia se ubica en la contraetiqueta. No obstante lo anterior, manifestó sus dudas al respecto y recordó, como coautor del proyecto, que en principio se estimó hacerlo en la cara de la etiqueta por el impacto que ello tiene, pero, agregó, no tiene una opinión fundada del efecto.  Al respecto, indicó que hay dos puntos que se deben considerar. Uno, la visión estética del producto, y otro, si los productores nacionales utilizan para la exportación de las bebidas alcohólica, la advertencia en la contraetiqueta, la pregunta es si se aplicará el mismo criterio para los productos de consumo interno. Y consultó la opinión del Ejecutivo sobre el particular. 


El representante del Ministerio de Salud, señor Accorsi manifestó que a nivel internacional, la mayoría de las advertencias están en la contraetiqueta y es excepcional que exista información en la cara anterior del producto, particularmente en las botellas de licor o vino.


Del mismo modo, afirmó que respecto de las exportaciones chilenas todas las advertencias están en la contraetiqueta.


Expresó que no tienen opinión a favor o en contra de la disposición pero sí manifestó que como Ministerio les gustaría que estuviera en la cara de la etiqueta.


La Honorable Senadora señora Goic expresó su voluntad de no innovar sobre la materia y dejar abierta la norma para ambas opciones de manera de no rigidizarla.


El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, hizo presente que se debe tener una línea de corte respecto del texto que se notifica a los socios de la OMC ya que, afirmó, no se puede hacer cada vez que se practique una modificación. Señaló que desde el punto de vista del comercio internacional, entiende que habría una graduación para la producción chilena, ya que deberá tener etiquetas para el mercado local chileno y para las que se exporten, no obstante que podría evitarse esa duplicidad. Al mismo tiempo, indicó que aquellos países que tienen el etiquetado en la contraetiqueta, van a preguntar cuál es la razón para que se ponga en la cara de la misma.  Por tanto, sugirió, dejarlo como está o bien en la contraetiqueta. 


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que si bien en el texto actual queda abierto, entiende que el productor elegirá la contraetiqueta por el impacto del producto y por un sentido estético, por lo que propuso no modificar la norma, además de no generar una nueva consulta.


El Honorable Senador señor García preguntó qué se entiende por contraetiqueta. Al respecto, indicó que en los envases de botella redonda, es fácil distinguir una etiqueta principal de otra, pero en aquellos envases cuadrados o cajas de cartón o de lata es difícil hacerlo porque no hay un elemento que se adhiera sino un impreso diseñado para esos fines.  Por estas razones, se manifestó partidario de mantener una norma amplia de manera de que todos se puedan acoger.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Chahuán expresó que los envases van mutando en el tiempo e insistió en mantener la redacción actual.

El Honorable Senador señor Moreira, hizo presente su indicación 9c que otorga mayor libertad para colocar la advertencia. 


-  La indicación 1a  fue rechazada por mayoría de votos, votaron por la negativa los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señores Chahuán y García, a favor, el Honorable Senador señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Moreira.

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Lagos, agrega la frase “las consecuencias de”, luego de la expresión “advertencias sobre”.

-  La indicación 1  fue aprobada por mayoría de votos, votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Lagos, suprime la frase “y, o los modos de beber sin riesgo”.
La indicación número 2a, del Honorable Senador señor Quinteros, reemplaza el texto que sigue a continuación del primer punto seguido (.) por lo siguiente:

“Esta recomendación consistirá en la presentación de tres imágenes, haciendo alusión a la recomendación de que las mujeres embarazadas no deben consumir el producto, que éste no debiera ser consumido por menores de 18 años y que el producto no debiera ser consumido por personas que estarán a cargo de la conducción de un vehículo”.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que la indicación 2a se recoge en la indicación 9c de su autoría, la cual es más completa y que es del siguiente tenor:

“Adicionalmente, en los envases se deberá adherir o contener impreso una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada y el número 18 rodeados cada uno por una circunferencia. Las dos primeras advertencias, deberán tener una línea que atraviese la circunferencia desde la esquina superior a la inferior, con la finalidad de señalar simbólicamente que no se debe consumir alcohol en el caso de conducir vehículos motorizados o cuando una mujer está embarazada. El tamaño total de la etiqueta que contenga las tres advertencias deberá ser de 2,7 cm de largo y 0,8 cm de alto.

El responsable de la adhesión de estas etiquetas será el productor o fabricante en el caso de los productos de origen nacional y el distribuidor cuando las bebidas alcohólicas sean importadas.”.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que es partidario de aprobar la indicación 9c por cuanto adiciona la norma al disponer que, además de la advertencia escrita -que considera fundamental- exista una advertencia gráfica que muestre los tres símbolos que señala. 


El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, recordó que el Comité especial de la OMC ha sido parte del debate de otras legislaciones que han estado desarrollándose y al respecto, informó que Chile, como miembro de la OMC ha hecho reparos a una legislación específica de Tailandia, en la que, además de las advertencias escritas, se incorporaba las fotos de accidentes. Lo anterior, a petición del sector privado de nuestro país, la que se hizo, según entiende, en conocimiento del Ministerio de Agricultura. Por tanto, no obstante la voluntad soberana de las Comisiones unidas, incorporar esta proposición, podría ser contradictorio con la crítica que se ha estado planteando a terceros socios, apuntó.


-  La indicación 2a  fue rechazada por mayoría de votos, votaron por la afirmativa el Honorable Senador señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y, por la negativa los Honorables Senadores señoras Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Van Rysselberghe y señores Chahuán, García y Moreira.

-  La indicación número 2 fue votada por 4 a favor, de los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y 4 abstenciones de los Honorables Senadores señores García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

Con este resultado, la indicación quedó sin resolverse. Repetida la votación, se produjo el mismo resultado. En consecuencia, la indicación quedó aprobada por unanimidad de los miembros presentes, de conformidad al artículo 178, del Reglamento del Senado.

La indicación número 3, del Honorable Senador señor Lagos, incorpora la frase “inmediatamente bajo el logo principal de la marca en el envase”, luego de “debiendo incluirse”.
La indicación número 4, del Honorable Senador señor Lagos, elimina la frase “en cualquier campo visual del envase”.
La indicación número 4a, de S.E. Excelencia la Presidenta de la República, intercala la expresión “, sin superponerse con otro etiquetado que establezca esta ley u otra legislación específica”, a continuación de la palabra “envase”, la segunda vez que aparece, y antes del punto seguido.


- La indicación 4a fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes, con los votos de los Honorables Senadores señoras Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Garcia, Quintero (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira.

Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), rechazaron las indicaciones números 3 y 4. 

La indicación número 5, de Honorable Senador señor Chahuán, y la número 6,  del Honorable Senador señor Moreira,  reemplazan la oración “Asimismo, se establece un máximo de 5 caracteres” por “Asimismo, se establece un máximo de 10 caracteres”.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Moreira argumentó que el objetivo de la indicación es hacer consistente la  advertencia con un tamaño razonable de caracteres que permita explicitar que el consumo excesivo de alcohol puede ser perjudicial para la salud, por esta razón, indicó, se aumenta a un máximo de 10, y recordó que la industria estaba de acuerdo con esta indicación.

El Honorable Senador señor Navarro hizo presente que si bien se aumenta el número de caracteres mediante estas indicaciones, el tamaño de la letra disminuye. Explicó que se debe entregar información  clara de lo que significa beber en exceso. De esta forma, la letra debe ser legible y sugirió utilizar el mismo parámetro que tienen las cajetillas de cigarrillo para estos efectos.

El Honorable Senador señor García, aclaró que se aumentan los caracteres de la etiqueta en función de un mensaje más completo y explicativo.

La Honorable Senadora señora Goic consultó la opinión del Ejecutivo sobre esta materia.

El representante del Ejecutivo, señor Accorsi señaló que en las presentaciones que se hicieron durante la discusión de este proyecto, hubo consenso, tanto en la industria como en el Ministerio de Salud y en el de Agricultura, que el etiquetado debería tener un tamaño razonable y una letra legible, por lo que sugirió aprobar la propuesta.

-Las Comisiones Unidas, aprobaron por ocho votos a favor y uno en contra las indicaciones números 5 y 6. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y en contra el Honorable Senador señor Navarro. 

La indicación número 7, del Honorable Senador señor Chahuán, y la número 8, del Honorable Senador señor Moreira,  sustituyen la oración final “y de 10 caracteres por centímetro para letras de 3 mm” por “y de 5 caracteres por centímetro para letras de 3 mm”.

-Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y Navarro, aprobaron las indicaciones números 7 y 8, con modificaciones. 


La indicación número 9 del Honorable Senador señor Lagos, agrega, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Igual advertencia deberán contener las cajas, envases o productos promocionales o similares que comercialicen alcohol. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia deberá ser proporcional al tamaño de la letra de la marca principal, según las reglas antes mencionadas.”.


- La indicación número 9 fue aprobada por mayoría, por 7 votos a favor y 2 abstenciones.  Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Navarro, y se abstuvo el Honorable Senador señor  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).


No obstante la votación anterior, la indicación número 9 fue rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 9 a, como se describe a continuación.


Posteriormente, en el nuevo plazo para presentar indicaciones, se formuló la número 9a, del Honorable Senador señor Lagos,  que agrega, luego del punto aparte la siguiente frase: 

“Igual advertencia deberán contener las cajas o embalajes de carácter promocional que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como fiestas patrias, año nuevo, época estival y eventos deportivos. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia deberá equivaler a la mitad del tamaño de la letra de la marca principal, según las reglas antes mencionadas.”.

El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, hizo presente la necesidad de especificar en la indicación propuesta, que la advertencia se exige para los productos destinados al consumidor y no para el palet de embalaje. De esta forma se evita la confusión con los envases terciarios.

Las Comisiones unidas estuvieron contestes en agregar a la indicación la frase “destinada al consumidor” con el objeto de evitar una interpretación errada de la norma.


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor García hizo presente que no vislumbra qué busca regular la indicación, puesto que los productos están obligados a llevar una advertencia.


- La indicación 9a fue aprobada con modificaciones por mayoría de votos, votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones); en contra los Honorables Senadores señores García y Moreira y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.


En virtud del acuerdo precedente, queda rechazada la indicación número 9, con la misma votación.

Inciso segundo


El inciso segundo especifica que “La recomendación referida deberá incluir la siguiente leyenda: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior.  A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor o fabricante, las que deberán rotarse, a lo menos, cada dos años:


-“La mujer embarazada no debe beber alcohol”.


-“El consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”.


-“El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”.

La indicación número 9b, del Honorable Senador señor Quinteros que elimina el inciso segundo,  fue retirada por su autor.

La indicación número 9c, del Honorable Senador señor Moreira, reemplaza el texto que sigue a continuación del punto seguido (.) por lo siguiente:

“Adicionalmente, en los envases se deberá adherir o contener impreso una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada y el número 18 rodeados cada uno por una circunferencia. Las dos primeras advertencias, deberán tener una línea que atraviese la circunferencia desde la esquina superior a la inferior, con la finalidad de señalar simbólicamente que no se debe consumir alcohol en el caso de conducir vehículos motorizados o cuando una mujer está embarazada. El tamaño total de la etiqueta que contenga las tres advertencias deberá ser de 2,7 cm de largo y 0,8 cm de alto.

El responsable de la adhesión de estas etiquetas será el productor o fabricante en el caso de los productos de origen nacional y el distribuidor cuando las bebidas alcohólicas sean importadas.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Moreira sugirió sustituir, en el inciso segundo de su indicación, la palabra “distribuidor” por “importador”.


El Honorable Senador señor Harboe manifestó que se abstendrá en esta votación por considerar que si bien la norma es adecuada, ella no es legal, ya que a su juicio debe ser reglamentaria puesto que cualquier variación que exista en el mensaje que se quiera plantear, va a requerir una modificación legislativa. Por tanto, hizo presente la necesidad de establecer que las autoridades que digan relación  con el reglamento que se dictará para el cumplimiento de esta ley, la incorporen.


- La indicación número 9c fue aprobada por  mayoría de votos, votaron a favor los Honorables Senadores Chahuán, Girardi y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Garcia y Harboe. 

- En sesión posterior, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y Quinteros (2 votos, como miembro de ambas Comisiones), acordó reabrir debate respecto de la indicación número 9c.

El Honorable Senador señor Moreira explicó que el objetivo es reducir la información que se debe agregar en el etiquetado y dar preferencia al texto escrito de la advertencia, por lo que planteó, a fin hacer esta norma más concordante con el inciso segundo aprobado para el artículo 1° de este proyecto de ley, que el productor, fabricante o importador escoja el pictograma que corresponda según la frase por la que haya optado de conformidad al citado inciso. Del mismo modo,  correspondería  disminuir su tamaño de manera de hacerlo proporcional. 

Asimismo, se acordó que el texto de la indicación en estudio fuese aprobado como inciso tercero y cuarto, nuevos, del artículo 1°.

- En votación la indicación número 9c, con las modificaciones propuestas, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de las Comisiones unidas. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y señores Chahuán, Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones)  y Quinteros (2 votos, como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor García.


La indicación número 10, del Honorable Senador señor Chahuán, reemplaza la oración “El consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”, contenida en el segundo acápite, por la siguiente: “El consumo de alcohol en exceso puede anular su capacidad para conducir”.


- La indicación número 10 fue rechazada por  la unanimidad de los miembros presentes, con los votos de los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Moreira y Navarro.
La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye la oración “El consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”,  por: “El consumo excesivo de alcohol anula la capacidad para conducir”.


- La indicación número 11 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Moreira  (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y Navarro, y a favor el Honorable Senador señor García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).


La indicación número 12, de la Honorable Senadora señora Goic, y número 13, del Honorable Senador señor Moreira,  reemplazan,  la palabra “anula” por “limita”.

El Honorable Senador señor Navarro recordó que hubo un fuerte debate al reducir a 0,3 gramos el límite de alcohol para conducir y afirmó que ese porcentaje, en los hechos, tiene incidencia y afecta la conducción. Por tanto, a su juicio, la norma no debe hacer referencia  al exceso porque ya está establecido un mínimo que limita la capacidad para conducir y no lo anula. Se mostró contrario a establecer el  “exceso” puesto que toda la ley está orientada a no beber si conduce y sugirió aprobar la indicación que sustituye anula por limita. 


- Las indicaciones número 12 y 13 fueron aprobadas por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y Navarro y, en contra el Honorable Senador señor García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

La indicación número 14, del Honorable Senador señor Horvath,  sustituye la oración “El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”, contenida en el tercer acápite, por la siguiente: “El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”.

El Honorable Senador señor Moreira, consultó al Ejecutivo su opinión sobre la indicación en estudio.


El asesor del Ministerio de Salud, señor Accorsi, manifestó que al observar la evolución del alcohol, efectivamente, produce daño, por lo tanto, no tienen inconveniente con la propuesta.


- La indicación número 14 fue aprobada por la unanimidad de los presentes, Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y señores García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Navarro. 

Respecto de este inciso segundo, cabe recordar como consta en la página 6 y siguientes de este informe, que el Artículo primero del proyecto constituye un Reglamento Técnico, de conformidad con la definición internacional contenida en el Acuerdo de Obstáculos Técnicos al Comercio, OTC, de la Organización Mundial del Comercio OMC, y por tanto debe cumplir con las obligaciones de transparencia establecidas en dichos acuerdos internacionales, suscritos por nuestro país.


Para estos efectos, el Ministerio de Relaciones Exteriores notificó a la OMC el texto aprobado para el artículo 1° con fecha 10 de octubre de 2014, con el objeto de que los Estados miembros pudiesen hacer las observaciones que estimen pertinente y esperar el plazo estipulado -60 días- para tomar conocimiento de las eventuales observaciones efectuadas por los organismos internacionales y resolver sobre el particular.  


Transcurrido dicho plazo, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, en sesión de 8 de enero de 2015, -como consta en la parte pertinente de este Informe, página 11-, informó a las Comisiones unidas que se recibieron diversos comentarios correspondientes a la Unión Europea y a Estados Unidos, de los cuales las Comisiones unidas concordaron en que podría haber una falta de aplicación práctica de la norma y que dicen relación con los siguientes temas:


En primer lugar, la rotación, a lo menos, cada dos años de una de las siguientes advertencias: “la mujer embarazada no debe beber alcohol”, “el consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”, y “el consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”.

En general, observaron que la rotación de esas oraciones era impracticable y de difícil fiscalización.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Harboe hizo presente que si distintas instituciones públicas y privadas de Estados Unidos y de la Unión Europea, manifiestan la imposibilidad de implementar el etiquetado rotativo, sería pertinente hacer las modificaciones necesarias que eviten una situación como la planteada. En el mismo sentido se pronunciaron los demás miembros de las Comisiones unidas. 

En segundo lugar, respecto a las advertencias que se deben adicionar a elección de productor o fabricante, observaron la siguiente: “El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”, por considerar que existe una contradicción entre la norma interna que prohíbe el consumo en menores de edad y la advertencia para su salud. 


Las Comisiones unidas debatieron el punto, y al efecto, consideraron que la prohibición debe ser explícita en aquellos productos que son susceptibles de ser adquiridos por menores de edad, luego, incluir dicha advertencia podría disminuir el impacto de las demás que se establecen en la ley. Por tal motivo, acordaron eliminar la referencia a los menores de edad. 





En tercer lugar, los países socios hicieron presente la necesidad de que, para el caso de las bebidas alcohólicas importadas, la etiqueta autoadhesiva se pueda colocar en el punto de origen o en el depósito de aduana, antes de que se libere el producto al mercado. 


En esta materia, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, hizo presente que la norma establece que la elección de las advertencias radica en el productor o fabricante y señaló la necesidad de incorporar al importador porque es él quien tendrá la obligación en el caso de los productos importados.


En virtud de los argumentos expuestos, se adoptaron los siguientes criterios para modificar el artículo 1° del proyecto, de conformidad al artículo 121 del Reglamento del Senado, en el siguiente sentido:

-eliminar la rotación de la advertencia;


-suprimir de la etiqueta la referencia que: “el consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”;



-establecer, para las bebidas alcohólicas importadas, que la obligación de incluir la advertencia mediante etiquetas autoadheridas podrá recaer en el importador y no sólo en el productor o fabricante, antes que el producto se libere o ingrese al territorio nacional, ya sea en origen o en el depósito aduanero. 

En la sesión siguiente, el Honorable Senador señor Girardi hizo presente su disconformidad frente a lo que considera intervención de la OMC por estimar que es una claudicación respecto a las normas sanitarias y de salud pública, en que se invierte la prioridad. Lamentó que el Gobierno haya propiciado este procedimiento, en que voluntariamente se concurre a dicho organismo internacional y se somete a ello.


Explicó que las empresas relacionadas no están de acuerdo con ninguna de las normas propuestas para el etiquetado de bebidas alcohólicas y que amenazaron con llevar esta situación  a la OMC; no obstante lo cual, luego de muchas presiones, la Comisión de Salud logró aprobar un texto que regula esta materia y que no se impusiera este criterio.


En seguida, recordó que Chile tiene problemas graves de obesidad y de uso de alcohol y tabaquismo en niños y, no obstante que es ilegal para los menores, es una realidad en nuestro país que el 50% de los niños fuman y, por ello, somos la primera potencia mundial en tabaquismo en niños.  Del mismo modo, aseguró que la prevalencia de consumo de alcohol en niños es altísima, sin embargo, aparentemente, se nos quiere hacer creer por estos organismos internacionales, que ello no existe, que los niños chilenos, no beben, no compran alcohol y no miran las etiquetas. Por el contrario, argumentó, esta publicidad está dirigida a quienes son objeto de campañas cuantiosas, como son los niños.


Insistió en que no está dispuesto a que el trabajo legislativo quede supeditado a los criterios de la OMC, que sólo busca restringir el intento que hace el Congreso de establecer ciertos elementos de vida en común y lamentó que con la complicidad del Gobierno se pretenda cercenar instrumentos que son de salud pública. 


Expresó que votará en contra de toda propuesta de la OMC por considerar que se debe impedir a todo evento que los niños accedan al alcohol, por último, si a pesar de ser ilegal consumen alcohol, al menos que tengan la posibilidad de enfrentar una advertencia que les reitere que el consumo en los menores de edad es dañino para su salud.


En atención a lo expuesto, solicitó reapertura del debate con el objeto de votar en contra de la norma. Asimismo, dejó constancia de sus reparos para que esto no se establezca como un precedente permanente, en  que la Cancillería sea el portavoz de los intentos restrictivos de la Organización Mundial del Comercio en la legislación interna, situación que también ocurre en la ley del tabaco, acotó.


El Honorable Senador señor Moreira precisó que el proyecto de ley tiene por objetivo regular el etiquetado del alcohol. En seguida, expresó que la discusión planteada por Su Señoría, de normar restricciones y fijar sendas políticas públicas en materia de alcoholes, es muy atendible, sin embargo, ello debe darse en otra instancia. Reiteró el interés de las Comisiones unidas por despechar a la brevedad el proyecto considerando el tiempo transcurrido en su tramitación y destacó que se ha actuado de buena fe tanto por parte del Gobierno como de los Parlamentarios. 


El Honorable Senador señor Chahuán dejó constancia de su reconocimiento al trabajo realizado por las Comisiones unidas, y en particular, al Presidente de las mismas, Honorable Senador señor Moreira, porque no obstante tener que suspender la tramitación del proyecto en espera del plazo que debía transcurrir para que la OMC notificara a los países miembros del texto aprobado, sólo se suspendió la discusión del artículo 1°, que constituía un reglamento técnico, permitiendo el despacho del proyecto.


El Honorable Senador señor García hizo presente que su reparo en esta materia es formal y dice relación con el hecho de que se incorpore como indicación una recomendación de un organismo internacional. 




El Honorable Senador señor Chahuán recordó que es primera vez que se da esta situación y que entiende que se pueda pensar que atenta contra la soberanía legislativa pero también es cierto que forma para de los tratados internacionales aprobados por el parlamento en cuanto a normas de transparencia.


Destacó, frente a la ausencia de reglamentación, la importancia de fijar un procedimiento en materia legislativa, cuando existe una norma que revista el carácter de reglamento técnico, el cual servirá de precedente para otros proyectos de ley respecto de cómo aplicar las normas internacionales que autorizan a la OMC a abrir un período de observaciones, al término del cual, se traduce en propuestas que debe deliberar una determinada Comisión de la Cámara de Diputados o del Senado.  

Recordó que en este caso, se acordó recoger algunas de las propuestas e incorporarlas al texto del proyecto de conformidad con el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, que permite, por razones fundadas y por la unanimidad de los Senadores presentes, proponer otras enmiendas.


El Honorable Senador señor Harboe precisó que en la sesión pasada, se discutió respecto de la advertencia dirigida a los menores de edad  que dispone el consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual y se dijo que era ilógico y, además, contraproducente con el mensaje que establece la ley de alcoholes,  incorporar una etiqueta en los términos planteados, además, agregó, si la ley ya establece una prohibición legal de expendio y venta, no tiene sentido establecerlo como advertencia, por el contrario, va a relativizar la obligación de prohibición absoluta de expendio. Precisó que esta situación es muy distinta a la que se da en materia de alimentos, en que sí se puede ofrecer el producto a menores de edad porque hay legalidad en la oferta, situación que no posible en materia de alcoholes, insistió.


En cuanto a las otras observaciones informadas por la Cancillería se dio una discusión respecto de varios aspectos y se concordó en que podría haber una falta de aplicación práctica de la norma. En ese sentido, se adoptaron algunos criterios respecto de cuales parecían  razonables y cuales se entendían que no eran pertinentes.





Enfatizó que no se debe confundir, puesto que no se trata que el Parlamento haya incorporado observaciones de la OMC, sino que las Comisiones unidas decidieron, soberanamente, de acuerdo a la facultad reglamentaria, si estimaban razonables considerarlas o no.

 



El Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, aclaró que las Comisiones unidas invitaron a la Cancillería a exponer sobre el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos de Comercio y cuáles eran las obligaciones que se derivaban de ese acuerdo en el marco de la OMC. De esta forma, se explicó el Acuerdo señalado y su significado. A continuación, teniendo presente que era una facultad que le correspondía al Ejecutivo y no al Congreso Nacional, el Ejecutivo notificó a la OMC y durante 60 días se hicieron observaciones por entidades que representan a Estados Unidos  y a la Unión Europea. Dichas observaciones fueron remitidas mediante oficio a las Comisiones unidas, quienes invitaron a la Cancillería para que las informara. Reiteró que estas observaciones no son obligatorias; sin embargo, agregó, ello no impide el derecho de otro foro, como la Organización Mundial del Comercio, que sienta que esta normativa vulnera alguna obligación internacional, de ir a una solución de controversia u otro.





Luego del intercambio de opiniones, el Honorable Senador señor Girardi formuló indicación para reabrir el debate, el cual fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señores Chahuán, García, Girardi, Harboe, y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).





Reabierto el debate, se procedió a votar el nuevo inciso segundo del artículo 1°, respecto del cual el Honorable Senador señor Chahuán solicitó división de la votación. 

En consecuencia, se votó las modificaciones al inciso segundo, primera parte, que elimina la rotación de las advertencias e incorpora al importador para adicionar alguna de ellas.


El Honorable Senador señor Girardi fundamentó su voto en contra y señaló que toda la legislación sanitaria requiere un proceso de adaptación a los etiquetados, por ello cambiar el etiquetado ayuda a generar estados de alerta. Asimismo, no es partidario de incorporar al importador por cuanto no está de acuerdo en dejar las normas de regulación sanitaria al arbitrio de los fiscalizados, agregó que no son ellos los llamados a definir cuál va a ser la publicidad, entre otras materias.


El Honorable Senador señor Harboe hizo presente que es tremendamente lesivo que se diga que se está votando  propuestas de la OMC, por el contrario,  aclaró, se está votando una materia que fue discutida por los Senadores presentes en esa oportunidad.


Respecto al fundamento de su voto, expresó que vota a favor del texto propuesto por cuanto en la discusión que se tuvo sobre el particular en la sesión pasada, uno de los puntos que se planteó, es que esta legislación está pensada para los grandes retails pero no para las pequeñas botillerías de regiones, en las que, de modificarse la norma en los términos expuestos, no se les cursará  una multa cuando hayan pasado más de dos años y no haya habido rotación de la etiqueta. 


Por tanto, aseguró, contrariamente a lo planteado en el sentido que se deja a la industria la facultad de autoregularse, la incorporación del importador tiene por objetivo, precisamente, ampliar la cobertura de esta norma.


El Honorable Senador señor Chahuán fundamentó su voto a favor por los argumentos anteriormente señalados y enfatizó que lo que se pretende con esta modificación es incorporar además de los alcoholes nacionales a los importados en materia de advertencias, por ello se incorporó al importador para establecer la etiqueta de advertencia en el envase.


Así también, indicó que en las pequeñas botillerías, si han transcurridos más de dos años sin que se haya vendido el producto, no podrá recaer la sanción en el pequeño botillero. 


El Honorable Senador señor García expresó que vota a favor, entendiendo que la expresión “importador” que se agrega, pudiera no ser necesaria ya que el inciso primero de este artículo comprende todas las bebidas alcohólicas destinadas a su comercialización en Chile, de manera que ya estarían incluidos; no obstante, igualmente lo aprueba.


El Honorable Senador señor Moreira al fundamentar su voto favorable expresó que lo hace para que exista ley y no  gane el lobby.

Las modificaciones a la primera parte del inciso segundo, para eliminar la rotación de las advertencias e incorporar al importador para adicionar alguna de ellas, fueron aprobadas por mayoría de votos, por los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Chahuán, García, Harboe y Moreira y, en contra el Honorable Senador señor Girardi.


Luego, se puso en votación la segunda parte del inciso segundo, con el objeto de eliminar la siguiente advertencia: “El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”.

El Honorable Senador señor Harboe expresó que vota favorablemente la eliminación  por varias razones. En primer lugar, para proteger a los niños. En efecto, señaló que hoy, cualquier elemento que establezca algún grado de relativización de la prohibición expresa que tiene la ley de alcoholes en cuanto al expendio a menores de edad, es nocivo. Además, el mensaje que se pretende entregar, es insuficiente, puesto que el alcohol en menores de edad no sólo daña su capacidad física e intelectual, sino que también genera una serie de adicciones y un conjunto de otras complicaciones que no están descritas en la etiqueta.


Agregó que actualmente la ley N° 19.925, de alcoholes, establece expresamente la prohibición, y aquellos que hacen un símil con los alimentos de alto contenido en azúcar o en sodio, equivocan el argumento, ya que todos esos alimentos, sí están amparados por la oferta legal, en consecuencia, se requiere advertir en el etiquetado para que el legítimo comprador tenga conciencia de los daños que le produce.


A este respecto y completamente distinto, es el expendio de bebidas alcohólicas que está prohibido para menores de edad, de manera que no le parece que la incorporación de una frase para limitar o establecer eventuales consecuencias del consumo de alcohol en menores, vaya a aportar. Por el contrario, insistió, puede relativizar la norma que ya propuso el Congreso Nacional en cuanto a la prohibición absoluta sin excepciones del expendio de bebidas alcohólicas a menores de 18 años.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que votará en contra teniendo presente la realidad de nuestro país, en que el 70% de los niños en cuarto medio toma alcohol, luego, si bien es ilegal, igual van a tener una botella o lata de alcohol en sus manos por lo que considera que la advertencia trasciende el tema de la legalidad. 


La Honorable Senadora señora Goic se manifestó en contra de la supresión, no obstante señalar que hubiese preferido un texto distinto, que fuera más explícito en la prohibición del consumo en menores.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que  vota en contra de la supresión, asumiendo que los argumentos que ha dado el Honorable Senador señor Harboe están correctos y que fue parte de lo que argumentó la Cancillería, en cuanto a que el incorporar esta norma podría relativizar la prohibición expresa, pero, dada la realidad que existe en materia  de consumo de alcohol en menores, vota en contra.


El Honorable Senador señor García al fundar su voto en contra de la supresión señaló que si bien está prohibida la venta para menores de 18 años, lo cierto es que las bebidas alcohólicas están al  alcance de los niños, por lo que considera positivo que exista una advertencia en el etiquetado.

La supresión de la frase “El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”, fue rechazada por mayoría, por los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Chahuán, Girardi y García, el voto a favor del Honorable Senador señor Harboe y la abstención de Honorable Senador señor Moreira.

Una vez terminada la votación, el señor Buvinic, representante de la DIRECOM aclaró que las observaciones no son de la Cancillería sino que fueron realizadas por dos asociaciones, el Consejo de Bebidas Destiladas Espirituosas de Estados Unidos y el Departamento de Agricultura del mismo país. 

Inciso tercero

El inciso tercero dispone que para el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá ser adherida al envase de manera que no pueda ser despegado fácilmente.

En consideración a los acuerdos adoptados en el inciso anterior, y en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, Honorables Senadores señora Goic ( 2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y Quinteros (2 votos, como miembro de ambas Comisiones), aprobó reemplazar el inciso tercero del artículo 1° del texto aprobado en general con el objeto de señalar que la obligación de establecer la etiqueta recaerá en el importador, en el caso de las bebidas alcohólicas importadas, antes que el producto se libere, ya sea en el punto de origen o en el depósito aduanero.

El texto del inciso es el siguiente:

“En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá realizarse por medio de etiquetas autoadheridas al envase, de manera que no puedan ser despegadas fácilmente. Esta obligación recaerá en el productor, fabricante o importador antes de que el producto se libere e ingrese al territorio nacional, ya sea en el punto de origen o en el depósito aduanero.”.
Inciso cuarto


Dispone que “La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea insertada en diarios, revistas o en algún otro medio de comunicación social de tal naturaleza.  Dicha recomendación deberá insertarse dentro de un recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.”.

La indicación número 15 de la Honorable Senadora señora Goic, lo sustituye por el siguiente:

“La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios de todo tipo. Dicha recomendación deberá insertarse dentro del recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.”.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Goic explicó que la indicación tiene por objetivo ampliar la exigencia para que la advertencia se incluya no sólo en diarios y revistas sino que también  en todo medio de comunicación escrito o carteles publicitarios.  


El Honorable Senador señor Navarro reiteró su parecer en cuanto a enfrentar estas materias en forma similar  a lo realizado con el tabaco.


El Honorable Senador señor Moreira aclaró que no son comparables estas materias puesto que sólo se reitera una advertencia.

La indicación número 16 del Honorable Senador señor Lagos, reemplaza la palabra “recomendación” por “advertencia”.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó su voluntad de aprobar la indicación porque contribuye a una mejor técnica legislativa.


En el mismo sentido, el asesor del Ministerio de Salud, señor Accorsi, hizo presente que la expresión “advertencia” refleja de mejor forma el mensaje que se quiere entregar.

Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y Navarro, adoptaron los siguientes acuerdos:






-Aprobar la indicación número 15 con modificaciones;





-Aprobar la indicación números 16, y,





-Sustituir, en el inciso segundo, la palabra “recomendación” por “advertencia”. 


La indicación número 17 del Honorable Senador señor Lagos, reemplaza el guarismo “15” por “30”.


- En votación la indicación número 17. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones). Por la afirmativa, el Honorable Senador señor Navarro y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y el señor García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones). 


Repetida la votación de conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, se obtuvo el siguiente resultado: ocho votos en contra por un voto a favor. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), señores García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y  Moreira  (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y a favor el  Honorable Senador señor Navarro.   En consecuencia, la indicación número 17 fue rechazada.

Inciso quinto



El inciso quinto, establece que “En el caso de la publicidad audiovisual, se proyectará después del comercial, y por un lapso no inferior a tres segundos, un recuadro que abarque la totalidad de la pantalla, que contenga la advertencia indicada en el inciso segundo.”.

La indicación número 18, del Honorable Senador señor Chahuán, y 19, del Honorable Senador señor Moreira, lo sustituye por el siguiente:

“En el caso de la publicidad audiovisual, se proyectará, mientras se exhiba el comercial y por un lapso no inferior a tres segundos, una leyenda que cumpla con lo establecido para el etiquetado.”.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó su disconformidad con la indicación y propuso mantener el texto aprobado por el Senado por dos razones, una, porque considera más efectivo proyectar la advertencia después del comercial, ya que es lo último que se retiene visualmente, y dos, porque introduce una nueva conceptualización al reemplazar la palabra “advertencia” por “leyenda”, materia que no comparte.





El Honorable Senador señor Moreira explicó que la norma refiere una leyenda que refleja el concepto.

El Honorable Senador señor García reflexionó que el punto es dilucidar dónde es más efectiva la advertencia: al final del aviso o durante la proyección del mismo. A su juicio, considera más efectivo que la leyenda se proyecte mientras se exhiba el comercial.


-Las indicaciones números 18 y 19 fueron aprobadas con enmiendas formales, por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones),  Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y por la negativa el Honorable Senador señor Navarro.  

El Honorable Senador señor Navarro, advirtió que la norma aprobada facilitará que la leyenda pase desapercibida, ya que se incluirá en el segmento menos atractivo. Enfatizó que lo importante es advertir y no pasar inadvertido. 

La indicación número 20 del Honorable Senador señor Lagos, agrega, antes del punto aparte, la siguiente frase: “, la cual deberá expresarse en un tamaño que permita su fácil lectura”.


El Honorable Senador señor Quinteros fundamentó su voto en contra por considerar que la materia ya está regulada en las normas anteriores. 


El Honorable Senador señor Navarro se manifestó a favor de la indicación y enfatizó que no corresponde y es un error asimilar la publicidad audiovisual a la publicidad escrita del etiquetado permanente porque son absolutamente distintos y va en desmedro del objetivo de la ley que es la advertencia. Aclaró que las normas anteriores regulan la duración de la advertencia y la indicación se refiere a la proporcionalidad, la que debe tener un tamaño acorde que permita su fácil lectura. Insistió en que si ya es difícil leer la etiqueta, será imposible su lectura en 3 segundos.


El Honorable Senador señor Moreira reiteró que el objetivo es aprobar la ley y están conscientes de que hay opiniones diversas tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados. 


- La indicación 20 fue rechazada  por mayoría de votos. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones),  Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y, a favor el Honorable Senador señor Navarro.  
Inciso sexto


El inciso dispone que “En el caso de los avisos radiales, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos, cualquiera de las advertencias indicadas en el inciso segundo”.
La indicación número 20 a, del Honorable Senador señor Moreira, para reemplazarlo por el siguiente: 

“En el caso de avisos radiales, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos las siguientes frases de manera copulativa: el consumo de alcohol limita su capacidad para conducir, la mujer embarazada no debe beber alcohol y se prohíbe la venta a menores de 18 años.”

El Asesor del Ministerio de Salud, doctor Enrique Acorssi, hizo presente a Sus Señorías que el tiempo de tres segundos es un lapso extremadamente breve para la transmisión de un mensaje tan amplio como el que se desea entregar.

Por el contrario, el Honorable Senador señor Moreira estimó que en tres segundos es perfectamente posible transmitir este mensaje.

La Honorable Senadora señora Goic señaló que es partidaria de mantener el texto aprobado originalmente por estas Comisiones Unidas y, consecuencialmente, rechazar esta indicación, porque considera más adecuado que las radios tengan la libertad para escoger la advertencia que desean transmitir en el lapso de tres segundos y no  las tres advertencias en forma copulativa.

- Por todo lo anterior, el Honorable Senador señor Moreira retiró la indicación número 20a de su autoría.

Antes de continuar con la discusión particular, el Honorable Senador señor García preguntó al doctor Accorsi sobre la nueva tendencia de permitir a las mujeres embarazadas el consumo de alcohol.

El Asesor del Ministerio de Salud, doctor Accorsi, señaló que, en general, la recomendación de los médicos es que las mujeres embarazadas no consuman alcohol.

El Asesor del Departamento de Salud Mental, doctor Pemjean explicó que está claro que el alcohol en las mujeres embarazadas produce daño, aunque no se sabe en qué magnitud, porque ello depende de la susceptibilidad de la mujer y de la criatura.

Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi informó que existe una nueva corriente en medicina en materia de vínculos genéticos, que estudia los procesos de cambios en la alteración del ADN que pueden ocurrir por diversas situaciones. Señaló que si se toma un ser vivo con el mismo material genético que otro y se le cambia de ambiente se puede producir un ser totalmente distinto. Esto también puede darse cuando dos seres idénticos son alimentados con distintos alimentos, como puede suceder en el caso de las abejas.

Precisó que probablemente el alcohol no va a afectar a la mujer, sino al material genético del feto. Complementó que existe evidencia que los padres consumidores de alcohol transfieren esta carga genética sus hijos y a generaciones posteriores. Con todo, la idea es incentivar un criterio precautorio, especialmente cuando no se tiene la evidencia suficiente de que no se afectará el pleno desarrollo del menor.

La indicación número 21 del Honorable Senador señor Lagos, agrega,  después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración. “La advertencia señalada en este inciso en ningún caso podrá reproducirse a través de la modalidad doble velocidad, o con efectos aceleradores análogos que dificulten su fácil comprensión.”.
El Honorable Senador señor Navarro reiteró sus aprehensiones y señaló que en materia de audio, es muy poco lo que se puede advertir en 3 segundos, de manera que considera interesante la indicación en estudio, porque permite un desarrollo más amplio. 
El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que con esta ley, al igual como ocurrió con la publicidad del tabaco, se va a generar un cambio cultural en la población tanto por los avisos de diarios, revistas, radios y otros medios de comunicación como por la advertencia de la industria del vino, que contribuirán a tomar mayor conciencia.

El Honorable Senador señor García señaló  que quien aplique la modalidad de doble velocidad o efectos aceleradores está infringiendo la norma que obliga a reproducir la advertencia. Es obvio, acotó, que la buena fe indica que el aviso radial tiene que ser comprensible.

- La indicación 21 fue rechazada  por mayoría de votos. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones). Por la afirmativa el Honorable Senador señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y se abstuvo del Honorable Senador señor Navarro. 

Inciso séptimo


Este inciso dispone que “No se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras”.

La indicación número 22, de la Honorable Senadora señora Goic, lo reemplaza por el siguiente:

“La publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras y caminos sólo podrá emplearse para publicitar nombres, logotipos, marcas, productos o imágenes que no muestren situaciones de consumo.”.

La indicación número 22, fue retirada por su autora.

La indicación número 23, del Honorable Senador señor Moreira, lo sustituye por el siguiente:

“La publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras y rutas turísticas sólo podrá emplearse para publicitar nombres, logotipos, marcas, productos o imágenes que no muestren situaciones de consumo.”.

El Honorable Senador señor Navarro llamó la atención respecto a que en la actualidad, indiscutiblemente, ya no se venden  productos sino que se venden marcas. La marca, afirmó, es la publicidad,  la incitación al consumo. Luego, en el caso de las marcas o logo de bebidas alcohólicas, aun cuando no muestren situaciones de consumo, sí lo promueven, por lo que manifestó su rechazo a la indicación. 


El Honorable Senador señor Moreira reiteró que la indicación persigue consensuar distintos intereses. En ningún caso, incitar al consumo del alcohol y agregó que estas disposiciones no sólo afectan a la industria específica sino que también a otros sectores. Expresó que si bien coincide en muchas materias con Su Señoría, no son de fácil aprobación  y destacó su interés es despachar este proyecto que lleva más de ocho años de tramitación.

- La indicación 23 fue aprobada con modificaciones por mayoría de votos.  Votaron por la afirmativa los Honorables  Senadores señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones). Por el rechazo el Honorable Senador señor Navarro y se abstuvo el Honorable Senador señor García (2 votos, como integrante de ambas Comisiones). 


La Indicación número 24 del Honorable Senador señor Lagos, lo sustituye por el siguiente:


“No se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras, ni comercios o espacios ubicados a menos de 200 metros de establecimientos educacionales.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que la ley N°19.419, que regula los ambientes libres de humo de tabaco, prohíbe la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de cien metros de distancia de los establecimientos de educación básica y media, al igual que la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas.


El Honorable Senador señor Navarro, llamó la atención respecto a que cada día son más frecuentes los convenios con distintas marcas al interior de los establecimientos educacionales, en que incluso, algunos países celebran en los  colegios las marcas comerciales. De esta forma afirmó, la indicación en cuanto a mantener despejadas las vías es coherente con evitar los incentivos al consumo. 


El Honorable Senador Moreira señaló que votará en contra de la indicación y al respecto recordó que se prohíbe el expendio de bebidas alcohólicas a menos de 100 metros de  los establecimientos de educación. En seguida, preguntó qué sucede con un almacén o supermercado que está dentro de la norma de los 100 metros y tiene un letrero con publicidad de bebidas alcohólicas hacia el exterior en el perímetro de los 200 metros, con esta indicación, apuntó, quedaría prohibida totalmente su publicidad, en circunstancias que las reglas al momento de contratar eran distintas. Por tal motivo, reiteró que rechaza la indicación.


El Honorable Senador señor García explicó que la norma general autoriza para hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras y comercios y la indicación limita esta autorización a aquellos que estén ubicados a menos de 200 metros de un establecimiento educacional. Si bien, participa de la indicación en estudio,  planteó su duda si efectivamente se prohíbe la situación expuesta por Su Señoría respecto del negocio o almacén. 


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe  hizo presente que la norma es contradictoria, puesto que se prohíbe la venta a menos de 100 metros pero sí para hacer publicidad se amplía su restricción a 200 metros.


A su vez, el Honorable Senador señor Quinteros recordó que por cada letrero de propaganda, el comercio paga derechos por ellos.


El representante del Ejecutivo, señor Accorsi, manifestó que como Ministerio de Salud sugieren mantener el texto aprobado por la Cámara de Diputados y el Senado, en cuanto a que no se pueda hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras y agregó que en los países de la OCDE no existe la publicidad.


A su turno, el Honorable Senador señor Navarro hizo presente, respecto al espíritu de la ley, que es obvio que persigue disminuir el consumo del alcohol y uno de los elementos centrales de la misma, es la regulación de la publicidad. Luego, señaló que la indicación 23 que permite la publicidad siempre que no muestren situaciones de consumo, a su juicio, es contraria a la idea matriz. En cambio, manifestó su conformidad con la indicación 24, que sí restringe, en conformidad al proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Moreira, enfatizó que no defiende intereses y tampoco marcas o conceptos, pero es un hecho que el proyecto lleva más de ocho años de tramitación y que no ha podido avanzar. En consecuencia, lo que pretende es aunar voluntades y conciliar las distintas normas del proyecto mediante las indicaciones presentadas, a fin de contar con una legislación más expedita y eficiente en esta materia.


El Honorable Senador señor Quinteros reiteró que existe contradicción pues se autoriza locales de venta a más de 100 metros de colegios, pero para hacer publicidad se amplía a 200 metros. En esta materia, dijo, se va a prohibir a un local comercial hacer publicidad no obstante que el municipio aprobó su instalación.


En razón de los argumentos expuestos, el Honorable Senador señor García propuso aprobar la indicación 24, limitándola a 100 metros, para hacerla concordante con la legislación vigente. 


En el mismo sentido, la Comisión tuvo presente que la indicación N° 23, aprobada anteriormente, y la indicación en estudio, limitan la publicidad para el consumo de bebidas alcohólicas, por lo que acordó aprobar esta última como un nuevo inciso.


- En consecuencia, las Comisiones unidas,  aprobaron la indicación 24 con modificaciones por mayoría. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuan, García, Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Navarro y se abstuvo el Honorable Senador señor Moreira. 

El Honorable Senador señor Navarro hizo presente que en la legislación chilena en materia de regulaciones ha  primado un privilegio a las acciones de mercado más que a las situaciones de protección y se observa la siguiente paradoja: se prohíbe a los jardines infantiles instalarse a menos de 50 metros de las bombas de bencina, pero éstas pueden hacerlo donde estimen sin ninguna restricción. Señaló que esta contradicción se debe ir resolviendo y expresó que, en este caso en particular, votó a favor la restricción de los 100 metros, porque marca una coherencia entre la venta y la publicidad de bebidas alcohólicas.


El Honorable Senador señor Moreira argumentó su abstención y expresó que si actualmente, ya está funcionando un negocio o un almacén y llega un  colegio a  instalarse, aquel no podría funcionar.


En atención a lo expuesto por Su Señoría, el Honorable Senador señor Chahuán, solicitó reabrir el debate con el objeto de cambiar su voto y abstenerse.


Reabierto el debate, se procedió a repetir la votación de la indicación 24  y se aprobó con modificaciones por mayoría. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores García, Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Navarro y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chahuán y  Moreira. 

Inciso octavo


Este inciso dispone que “el Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta normativa.”.


La indicación 24 a, del  Honorable Senador señor Quinteros, lo elimina.

La indicación 24 b, del Honorable Senador señor Moreira, para reemplazarlo por el siguiente:

“El Ministerio de Agricultura fiscalizará el cumplimiento de esta normativa.”.

El Honorable Senador señor Moreira, no obstante ser autor de una de estas indicaciones, hizo presente que ambas son inadmisibles, porque se refieren a las funciones de un órgano público.

- Las indicaciones números 24a y 24b fueron declaradas inadmisibles por referirse a una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, de acuerdo al artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República. 

Enseguida, le pidió la opinión al Ejecutivo sobre el órgano competente que debe ejercer la fiscalización de esta ley.

Al efecto, doctor señor Accorsi indicó que el Ministerio de Salud tiene dos propuestas sobre la fiscalización para reemplazar el inciso final del artículo 1° por algunos de los textos, que a continuación se transcribe:

a) “El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta iniciativa, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras que recaen en el Ministerio de Agricultura en este u otros cuerpos legales.”.

b) “La fiscalización para el cumplimiento de esta normativa, se realizará conjuntamente entre el Ministerio de Salud y el Ministerio de Agricultura, según la responsabilidad que las normativas vigentes le atribuyen a cada organismo del Estado.

Estas redacciones buscan salvaguardar las atribuciones propias de cada organismo, como lo es el etiquetado, responsabilidad de Agricultura y salvaguardar la salud pública en relación a la publicidad y advertencia sanitaria.”.

El Honorable Senador señor Quinteros manifestó sus dudas respecto a la facultad del Ministerio de Salud para fiscalizar el etiquetado de las bebidas alcohólicas.

El señor Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows, señaló que el Ministerio de Salud de acuerdo al Código Sanitario tiene plenas atribuciones para intervenir en la prevención del consumo de bebidas alcohólicas y, por ende, en la fiscalización de las disposiciones de esta ley.

Por su parte, el Honorable Senador señor Moreira manifestó su inquietud respecto de la fiscalización conjunta del Ministerio de Salud y de Agricultura, porque ello podría generar una dualidad de funciones y diluir responsabilidades.

El señor Subsecretario de Salud Pública explicó que el Ministerio de Salud sólo fiscalizará el cumplimiento de la normativa que está siendo regulada por esta ley, y que el Ministerio de Agricultura continuará fiscalizando aquellas materias que le son propias de acuerdo a la legislación vigente, por lo que no debería producirse una dualidad de funciones.

El Honorable Senador señor Girardi consideró que no es conveniente pedir al Servicio Agrícola y Ganadero que fiscalice materias propias del Ministerio de Salud, porque el Ministerio de Agricultura ejerce su control bajo un criterio productivista. Propuso suprimir todas las atribuciones que se le han entregado al Servicio Agrícola y Ganadero en el área de la salud, por estimar que ello ha mermado el control de la salud de la población humana, particularmente en el control de los alimentos.

Por el contrario, el Asesor del Ministerio de Agricultura, señor Jaime Naranjo, valoró el rol que ha cumplido el Servicio Agrícola y Ganadero con respecto a las facultades que la ley le ha otorgado en diversas materias, así como la capacidad e idoneidad de sus funcionarios, que ha sido reconocida internacionalmente, lo que ha permitido al país participar en el comercio internacional. 

Luego, apoyó las propuestas formuladas por el Ministerio de Salud, porque garantizan que el Servicio Agrícola y Ganadero continuará ejerciendo las facultades que la ley vigente le ha entregado. Además, dejó en claro que las atribuciones que tiene el Servicio Agrícola y Ganadero no se vinculan a materias sanitarias sino que se refieren a la elaboración y producción de las bebidas alcohólicas.

- La unanimidad de los miembros de la Comisiones Unidad, Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y señores Chahuán, García, Girardi, Harboe, Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y Quinteros (2 votos, como miembro de ambas Comisiones), aprobó, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, reemplazar el inciso final del artículo 1°, por el siguiente:

“El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta iniciativa, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras que recaen en el Ministerio de Agricultura en este u otros cuerpos legales.”.


Con posterioridad, luego de una revisión final al texto despachado por estas Comisiones unidas, a petición del Honorable Senador señor Harboe,  y por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros (como miembro de ambas Comisiones) y Moreira  (como miembro de ambas Comisiones), se reabrió el debate de esta norma.

Al respecto, se tuvo presente que en materia de fiscalización, los órganos encargados de practicar esta función son los servicios públicos y que en esta materia en particular, uno de ellos es el Servicio Agrícola Ganadero. 

De esta forma, en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros (como miembro de ambas Comisiones) y Moreira  (como miembro de ambas Comisiones), acordaron modificar el inciso final y contemplarlo con la siguiente redacción: 

 “El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta iniciativa, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras que recaen en el Servicio Agrícola y Ganadero o en otros servicios públicos, de conformidad a las leyes especiales.”.
ARTÍCULO 2°


Este artículo, regula, en seis incisos, la publicidad de las bebidas alcohólicas.

Inciso primero


El inciso primero se establece que “La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintitrés y las seis horas.  Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.”.

La indicación número 25, de la Honorable Senadora señora Goic, lo reemplaza por el siguiente:

“Artículo 2°.- La publicidad de bebidas alcohólicas en radios y televisión sólo podrá realizarse entre las veintidós y las seis horas.”.
La indicación número 26, del Honorable Senador señor Horvath,  reemplaza la expresión “entre las veintitrés y las seis horas” por “en el horario en que estén facultados a transmitir programación para mayores de 18 años”.

La indicación número 27, del Honorable Senador señor Chahuán, y la 28, del Honorable Senador señor Harboe, para sustituir la expresión “veintitrés” por “veintidós”.

La indicación número 29, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, suprime su oración final: “Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.”.


Las Comisiones Unidas analizaron en su conjunto las distintas indicaciones dado que comprenden la misma materia. Al respecto, el Honorable Senador señor García se manifestó partidario de aprobar la indicación número 26, del Honorable Senador señor Horvath  por cuanto no precisa una hora específica de publicidad sino que lo asimila al horario establecido para transmitir programación para mayores de 18 años, lo que permite que si a futuro se modifica,  puedan ser coincidentes entre ellos.


El Honorable Senador señor Moreira consultó si las radios tienen fijado un horario para la publicidad de bebidas alcohólicas y aclaró que es partidario de establecer las 23 horas como horario restricción tanto para radio como para televisión.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que su indicación se circunscribe sólo a la televisión.


La indicación número 25 fue aprobada por mayoría  con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y en contra el Honorable Senador señor Moreira. 

No obstante la votación anterior, cabe señalar, como se consigna más adelante, que la indicación 25 fue rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 25a.


La indicación número 26, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros, Moreira  y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones). 

Las indicaciones números 27 y 28, fueron aprobadas con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y en contra el Honorable Senador señor Moreira.

La indicación número 29 fue aprobada por mayoría con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y en contra el Honorable Senador señor Moreira. 
No obstante la votación anterior, cabe señalar, como se consigna más adelante, que la indicación 29 fue rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 25 a, que sigue a continuación.

Con posterioridad y en el nuevo plazo para presentar indicaciones, se formuló la indicación 25 a del Honorable Senador  señor Moreira, para sustituirlo por el siguiente:

“La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintidós y las seis horas. Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.”

El Honorable Senador señor Harboe valoró que esta indicación proponga en los casos de los canales de televisión que la publicidad de las bebidas alcohólicas se podrá realizar a partir de las veintidós horas, porque ese horario coincide con el comienzo de la transmisión para mayores de dieciocho años, y no las veintitrés horas como señalaba el texto aprobado en general por el Senado.

En el caso de las radios, consideró, adecuado prohibir este tipo de publicidad entre las dieciséis y las dieciocho horas, porque en las noches prácticamente no se escucha por los menores de edad. Al efecto, apuntó, las audiencias juveniles están concentradas en los horarios de la tarde, por lo que se mostró partidario de aprobar esta indicación.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Girardi consultó la opinión del Ejecutivo.

El señor Subsecretario de Salud Pública señaló que es partidario de mantener la misma prohibición para radios y televisión, porque a su juicio no se justifica dar un trato especial a las radios.

El Honorable Senador señor Girardi argumentó que si se desean establecer medidas eficaces, se debe asumir que los jóvenes también escuchan la radio en la noche, por lo que propuso aprobar una restricción amplia tanto para radios, como para la televisión. De lo contrario, refirió, se tendría una restricción inequitativa, puesto que para la radio habría sólo dos horas de restricción; en cambio, para la televisión,  dieciséis horas de restricción. Por ello, insistió en una restricción amplia,  similar para radio y televisión.

El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que su intención es restringir los anuncios en los horarios de más alta audiencia en el caso de las radios, por lo que anunció su voto favorable a esta indicación.

- En votación la indicación número 25a, fue aprobada por la mayoría de los miembros de las Comisiones unidas. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Harboe, Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y Quinteros (2 votos, como miembro de ambas Comisiones). En contra votaron los Honorables Senadores señora Goic (2 votos, como miembro de ambas Comisiones) y Girardi, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.


En virtud del acuerdo anterior, con la misma votación quedaron rechazadas las indicaciones números  25 y 29.
Inciso segundo


El inciso segundo, prohíbe cualquier forma de publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta de bebidas alcohólicas en actividades deportivas, tales como la promoción, comunicación, recomendación o propaganda de dichas bebidas, sus marcas y productos.

La indicación número 30, del Honorable Senador señor Chahuán, lo reemplaza por el siguiente:

“Se prohíbe en toda actividad deportiva cualquier forma de publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiba situaciones de consumo, permitiéndose únicamente la publicidad de nombres, logotipos o marcas.”.


El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que la industria de bebidas alcohólicas está de acuerdo con la restricción que plantea su indicación. Al respecto, señaló que uno de los temas en discusión se refiere al auspicio de camisetas en las actividades deportivas y precisó que la indicación si bien prohíbe la publicidad que exhiba situaciones de consumo, permite la publicidad de nombre, logotipo o marca.


Asimismo, explicó que posteriormente, mediante la indicación 41 de su autoría, se establece que los artículos deportivos como camisetas, uniformes y otros, vinculados a actividades deportivas y que tengan como destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas de bebidas alcohólicas.


El asesor del Ministerio de Salud, Doctor Pemjean, llamó la atención respecto a que el espíritu del proyecto de ley es proteger al público y especialmente a los jóvenes, luego, argumentó, el  permitir marcas o logos no va en esa línea de protección y resaltó que la marca de una cerveza está asociada a la experiencia cultural que la población tiene respecto de esa bebida. En este sentido, dijo, considerando que la publicidad ha sido denominada como un cultivo cultural, permitir una marca no contribuye a disminuir su consumo. En este sentido, agregó que lo que sí está probado, que es que la publicidad incita al consumo temprano de los jóvenes e incrementa el consume en quienes ya lo hacen.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Chahuán recordó que son cuatro los proyectos de ley que se refundieron en el texto que está en discusión y que obedecen a iniciativas parlamentarias y explicó que ha sido muy difícil avanzar en su tramitación, nueve años, pero entiende que no se puede hacer todo el esfuerzo en una sola norma, sino que hay que ir mejorándolo en un justo equilibrio, por cuanto si bien es muy restrictiva para la industria, también afecta a la actividad deportiva. Informó que esta disciplina recibe una cifra cercana a los 5 millones de dólares  por concepto de publicidad.


En efecto, recordó que durante la discusión de este proyecto en la Cámara de Diputados, escucharon a la ANFP, quien ofreció a todos sus rostros, en cada partido, para hacer una campaña nacional y evitar el consumo, sin embargo, lamentablemente no se concretó, agregó.  Entonces, apuntó, no se puede matar otra actividad. 


El Honorable Senador señor Moreira señaló que si bien todas las sugerencias y observaciones son atendibles, insistió en que no hay ley perfecta, pero sí existe la voluntad de aprobarla y de buscar la armonía necesaria.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio expresó que efectivamente este proyecto lleva mucho tiempo en el parlamento pero, por lo mismo, instó en hacer una propuesta eficaz y ambiciosa. Resaltó que el nivel de consumo de alcohol en los jóvenes es cada vez más precoz y advirtió que sí tiene un efecto negativo en los adolescentes el logo o marcas en las camisetas y la publicidad en los estadios, aunque no muestren situaciones de consumo. Por tanto, manifestó compartir la opinión del asesor del Ministerio de Salud.


El Honorable Senador señor Chahuán explicó que se optó por esta fórmula, considerando la transmisión de partidos internacionales. En efecto, apuntó, hay una Viña chilena que es auspiciadora de un equipo de futbol extranjero, pero, con lo expuesto, significaría que no se podría exhibir un partido de ese equipo en el país, ni transmitir un gol en imagen y llamó a reflexionar en esta materia.

El Honorable Senador señor García expresó que si bien su voluntad está por prohibir las marcas y logos en las camisetas, tampoco está de acuerdo en que no se pueda transmitir un partido internacional porque un equipo en el extranjero tenga un logo en su camiseta.


En seguida, el Honorable Senador señor Moreira señaló que entiende la observación del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, pero alertó que no hay ninguna indicación presentada en ese sentido, por lo que corresponde seguir con la votación. Insistió, además, que no se está legislando para el futbol sino que el objetivo del proyecto es más bien educativo en cuanto a no incitar el consumo del alcohol.


Al votar la indicación número 30, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio solicitó dividir la votación.
En consecuencia, la primera parte de la indicación, esto es: “Se prohíbe en toda actividad deportiva cualquier forma de publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiba situaciones de consumo,”, fue aprobada por mayoría por los Honorables Senadores señores Chahuán, Quinteros, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y la abstención del Honorable Senador señor García. 
En votación la segunda parte, esto es: “permitiéndose únicamente la publicidad de nombres, logotipos o marcas.”, fue aprobada por mayoría, votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Quinteros, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), en contra el Honorable Senador señor Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y la abstención del Honorable Senador señor García.
La indicación número 31, de la Honorable Senadora señora Goic, y 32, del Honorable Senador señor Moreira, lo sustituyen por el siguiente:

“Se prohíbe en toda actividad deportiva cualquier forma de publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que muestre situaciones de consumo, permitiéndose únicamente la publicidad de nombres, logotipos o marcas.”.


La indicación número 31 fue retirada por su autora.

La indicación número 32 fue aprobada con modificaciones por mayoría, votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Quinteros y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), en contra el Honorable Senador señor Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y la abstención del Honorable Senador señor García.

La indicación número 33, del Honorable Senador señor Lagos, lo sustituye por el siguiente:


“Se prohíbe toda publicidad de bebidas alcohólicas, en cualquier modalidad directa o indirecta, durante actividades deportivas. Asimismo, se prohíbe dicha publicidad durante la transmisión televisiva o radial de actividades deportivas de cualquier especie, prohibición que incluye la hora anterior y la media hora posterior a la transmisión del evento deportivo de que se trate.”.


La indicación número 33 fue retirada por su autor.

La indicación número 34 del Honorable Senador señor Coloma, lo reemplaza por el siguiente:

“En las actividades deportivas podrá existir publicidad, sea comercial o no, siempre y cuando ella se limite exclusivamente a logotipos, marcas, nombres y slogan.”.

La indicación número 34 fue aprobada con modificaciones por mayoría, votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Quinteros y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), en contra el Honorable Senador señor Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y la abstención del Honorable Senador señor García.
Inciso tercero



El inciso tercero establece que “Igual prohibición regirá para todos los productos, actividades o publicaciones, cualquiera sea su formato, físico o virtual, destinados a menores de edad.”.

La indicación número 35 de la Honorable Senadora señora Goic,  36 del Honorable Senador señor Chahuán, y 37 del Honorable Senador señor Moreira, lo suprimen.


El Honorable Senador señor Chahuán explicó que su indicación para suprimir este inciso es coincidente con la indicación 41 para el inciso cuarto, que recoge la misma idea, al igual que la indicación 40.

Las indicaciones números 35, 36 y 37 fueron aprobadas por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
Inciso cuarto



A su vez, el inciso cuarto dispone que “Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos de “merchandising” vinculados a actividades deportivas, no podrán contener publicidad de bebidas alcohólicas, ni siquiera cuando con ello se busque replicar más fielmente algún artículo usado por un deportista o equipo deportivo determinado.”.

La indicación número 38, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, lo elimina.

Al votar la indicación número 38, se produjo un empate, votaron en contra los Honorables Senadores señores Chahuán y García, a favor el Honorable Senador señor Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y se abstuvo el Honorable Senador señor Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

Repetida la votación en virtud del artículo 182 del Reglamento de la Corporación, se rechazó la indicación 38 con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y a favor del Honorable Senador señor Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones). 
La indicación número 39, de la Honorable Senadora señora Goic, y 40, del Honorable Senador señor Moreira, lo reemplazan por el siguiente:

“Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas, sólo podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas.”.

La indicación 39 fue retirada por su autora.
La indicación número 40 fue aprobada con modificaciones por unanimidad de los miembros presentes, por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 41, del Honorable Senador señor Chahuán, lo sustituye por el siguiente:

“Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas y que tengan por destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas de bebidas alcohólicas.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, llamó la atención respecto a que el texto aprobado en general por el Senado es más amplio, en cambio la indicación propuesta es más precisa puesto que está dirigida a los menores de edad.


El Honorable Senador señor Chahuán explicó que su indicación tiene por objeto suprimir del texto palabras en idioma extranjero como es “merchandising”, debido a una mejor técnica legislativa.


El Honorable Senador señor García se manifestó partidario de aprobar la indicación número 41 por considerar que su tenor es claro y explícito.

La indicación número 41 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García,  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 42, del Honorable Senador señor Horvath, intercala a continuación de la expresión “bebidas alcohólicas,” lo siguiente: “incluido todo signo o alusión a sus marcas o productos,”.

La indicación número 42 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García,  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 43, del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la expresión:

“De forma excepcional, quedan excluidas de esta prohibición las vestimentas deportivas de las series mayores de fútbol profesional”. 
La indicación número 43 fue rechazada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García,  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
Inciso quinto



El inciso quinto prohíbe la publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada a menores de edad.

La indicación número 44, de la Honorable Senadora señora Goic, lo sustituye por el siguiente:

“Se prohíbe cualquier forma de publicidad, comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada a menores de edad.”.

La indicación número 44 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 45, del Honorable Senador señor Chahuán, lo reemplaza por el siguiente:

“Asimismo, prohíbese la publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier otra publicación o actividad destinada a menores de edad.”.

La indicación número 45 fue aprobada con modificaciones por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 46, del Honorable Senador señor Moreira, lo sustituye por el siguiente:

“Prohíbese la publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier publicación o actividad destinada, exclusivamente, a menores de edad.”.

La indicación número 46 fue aprobada con modificaciones por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 47, del Honorable Senador señor Coloma, intercala en el artículo 2°, un nuevo inciso sexto, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo, del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, se autorizará la publicidad de bebidas alcohólicas, que sin fomentar su consumo, tengan por objetivo la promoción del deporte.”.

La indicación número 47 fue rechazada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

Al finalizar la discusión del artículo 2°, el Honorable Senador señor García manifestó la necesidad de revisar el texto aprobado de manera de velar por su plena concordancia, por cuanto en los espectáculos deportivos se autorizó a utilizar marcas o logotipos, sin embargo, estas actividades son por esencia, familiares y concurren niños. Además se aprobó prohibir cualquier forma de publicidad, comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada a menores de edad.  En consecuencia, advirtió, quién define si una actividad es para menores de edad, es un tema que no está resuelto, afirmó.


El Honorable Senador señor Moreira, expresó que se puede interpretar que la prohibición rige cuando se trate de un evento exclusivamente destinado a menores de edad. En todo caso, Su Señoría tomó el acuerdo para que una vez terminado el estudio del texto del proyecto, se haga una revisión final del mismo y ver su  concordancia.

En este mismo sentido, luego de una revisión final al texto despachado por estas Comisiones unidas y a petición del Honorable Senador señor Harboe, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, se reabrió el debate de esta norma por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros (como miembro de ambas Comisiones) y Moreira  (como miembro de ambas Comisiones), y se acordó, con la misma votación incorporar a continuación de la expresión “destinada” la palabra “exclusivamente”, de manera de explicitar la prohibición de cualquier forma de publicidad de bebidas alcohólicas en productos o actividades destinadas exclusivamente a menores de edad.

Inciso sexto


Este inciso dispone que además de los organismos que fiscalizan el cumplimiento de la ley N° 19.925, la autoridad sanitaria fiscalizará el cumplimiento de lo establecido en los artículos 1° y 2° de esta ley, conforme a las normas del Código Sanitario.




Posteriormente, en el nuevo plazo para formular indicaciones, se presentaron las indicaciones número 47 a, del Honorable Senador señor Moreira y 47 b, del Honorable Senador señor Quinteros, que lo eliminan.
- Las indicaciones números 47a y 47b fueron declaradas inadmisibles, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, de acuerdo al artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República. 

ARTÍCULO 3°


Introduce, mediante siete numerales, diversas modificaciones a la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas. Al respecto cabe recordar que la Ley de Alcoholes está regulada en el Artículo primero de la citada ley N° 19.925.

Número 1

Letra b)

El literal b) intercala una nueva letra para incluir a los apart hotel dentro de los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas.

La indicación número 48, de S.E. la Presidenta de la República,  agrega en el artículo 3°, en su número 1, letra b), después del punto aparte (.), la siguiente frase “Valor Patente: 5 UTM.”. 

La indicación número 48 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 49, del Honorable Senador señor Girardi, consulta una nueva letra, del siguiente tenor:

“…) Agréguese en la letra ñ), del número 1, del artículo 3°, antes del punto a parte (.), la siguiente frase: 

“y sean para consumo dentro del mismo recinto”.

Cabe hacer presente que la letra Ñ) se refiere a los salones de té o cafeterías en los que se permite también el expendio de cerveza, de sidra y de vino, siempre que vengan envasados.

La indicación número 49 fue rechazada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
Número 3


Modifica el artículo 19 de la señalada ley, mediante las siguientes dos letras:

a) Incorpórase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:



“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicios o bombas bencineras y en cualquier otro establecimiento que se encuentre emplazado en el mismo terreno.”.
b) Reemplázase, en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la expresión “de fútbol profesional” por la palabra “masivos”.



El artículo 19 prohíbe la venta de bebidas alcohólicas en cualquier tipo de envase en los campos y recintos destinados a espectáculos deportivos, salvo que se efectúen en  recintos delimitados que tengan patente de restaurant o club social; en las vías, plazas y paseos públicos; en los teatros, cines, circos y demás y lugares de espectáculos que no paguen patente de cabaré; en las estaciones ferroviarias, en los trenes y demás vehículos de transporte.

El inciso segundo establece que no se entenderá prohibida por este artículo la entrega o reparto de bebidas alcohólicas a los establecimientos de expendio en los caminos públicos.

El inciso tercero autoriza a las municipalidades, en determinadas oportunidades, para otorgar una autorización especial transitoria para que en los lugares de uso público, se expenda y consuma bebidas alcohólicas.

El inciso cuarto, prohíbe la venta de bebidas alcohólicas en los espectáculos de fútbol profesional que el Intendente califique de alto riesgo. La norma contempla excepciones.


Cabe señalar que las indicaciones 50, 51 y 52 recayeron en la letra a) del número 3, que incorpora al artículo 19, un nuevo inciso segundo, que extiende la prohibición de expendio de bebidas alcohólicas a las estaciones de servicios o bombas bencineras y en cualquier otro establecimiento que se encuentre emplazado en el mismo terreno.


La indicación número 50, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, elimina la letra a).
La indicación número 50 fue rechazada por unanimidad de los miembros presentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 51, del Honorable Senador señor Chahuán, sustituye el inciso propuesto por el siguiente:

“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras, salvo que se trate de establecimientos que cuenten con patente que permita su consumo dentro del recinto.”.

La indicación número 52, del Honorable Senador señor Moreira, reemplaza el inciso propuesto por el siguiente:

“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras, salvo que se trate de establecimientos o restaurantes que cuenten con patente que permita su consumo dentro del local.”.
El Honorable Senador señor Chahuán explicó que las indicaciones 51 y 52 son similares y tienen por objeto permitir la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio cuando cuenten con patente que permita su consumo al interior del mismo.

El Honorable Senador señor García preguntó por las estaciones de servicios que tienen minimarket en que se permite la venta de bebidas alcohólicas, y sugirió que la norma de excepción se refiera a aquellos establecimientos que cuenten con patente que permita su venta, con el objeto de ampliar la norma y no circunscribirlo a su consumo dentro del recinto.

Las Comisiones estuvieron de acuerdo con la propuesta de Su Señoría y modificaron el inciso con la siguiente redacción.

“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras, salvo que se trate de establecimientos o restaurantes que cuenten con patente que permita su venta.”.
Las indicaciones número 51 y 52 fueron aprobadas con modificaciones por unanimidad de los miembros prsentes por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Walker, don Patricio (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
Posteriormente, en el nuevo plazo para presentar indicaciones se formuló la número 52 a, del Honorable Senador señor Quinteros para eliminar la letra b), que reemplaza, en el inciso cuarto, la expresión “de fútbol profesional” por la palabra “masivos”.

El Honorable Senador señor Harboe hizo notar que el texto del inciso cuarto del artículo 19 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas corresponde a una enmienda de la ley N° 19.327, conocida como Ley de Violencia en los Estadios que se aplica a los partidos de alto riesgo, por lo que en su opinión no se podría aprobar una modificación de esta naturaleza, porque se afectaría la facultad del Intendente para restringir la venta de bebidas alcohólicas en partidos calificados de alto riesgo. Argumentó que una enmienda a esta normativa podría generar graves consecuencias, puesto que no habría capacidad fiscalizadora. 

Por ello, sugirió a Sus Señorías aprobar la indicación que elimina la modificación que propone el texto aprobado en general por el Senado al artículo 19, inciso cuarto, de la ley N° 19.925.

En el mismo sentido, el Asesor del Ministerio de Salud, doctor Enrique Accorsi se mostró partidario de aprobar esta indicación.

- Puesta en votación la indicación número 52a, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi, Harboe y Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones).

Luego de una revisión final al texto despachado por estas Comisiones unidas y a petición del Honorable Senador señor Harboe, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado,  se reabrió el debate de esta norma por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros (como miembro de ambas Comisiones) y Moreira  (como miembro de ambas Comisiones), y se acordó, con la misma votación, modificar esta disposición con el objeto de no perjudicar a los restaurantes que tienen patente de venta de alcoholes y especificar que la excepción se refiere a cualquier otro establecimiento o restaurante que en ellas existieran y que cuenten con patente que permita su venta.
La indicación número 53, del Honorable Senador señor Girardi, para consultar el siguiente número, nuevo:

“….- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 20:

a) Reemplázace en el numeral 2 la coma “,” y la conjunción “y” por un punto y coma “;”.

b) Sustitúyese en el numeral 3 el punto aparte “.” por una coma “,” seguida de la conjunción “y”.

c) Incorpórese un número 4, nuevo, del siguiente tenor:

“….- Si el local acumulase infracciones, multas o reclamos de los vecinos, por sobre el promedio de los locales de expendio de la comuna, o del sector de la comuna donde se encuentra emplazado.”.”.

A su vez, el artículo 20 de la ley N° 19.925 establece que la municipalidad respectiva deberá suspender la autorización de expendio de bebidas alcohólicas a los establecimientos que se encuentren en los casos siguientes:
1.- Si la patente hubiere sido concedida por error, o transferida a cualquier título, a alguna de las personas señaladas en el artículo 4º;
2.- Si el local no reuniese las condiciones de salubridad, higiene y seguridad prescritas en los reglamentos respectivos, y

3.- Si la patente no fuera pagada en la oportunidad debida.

El Honorable Senador señor Moreira llamó la atención respecto a que podría considerarse que la indicación está fuera de las ideas matrices del proyecto y  ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, además de  modificar la Ley Orgánica de Municipalidades.

El Honorable Senador señor Quinteros agregó  que es difícil determinar el promedio a que hace referencia la indicación por cuanto propone que la municipalidad deberá suspender la autorización de expendio cuando el local acumulase infracciones, multas o reclamos de los vecinos, por sobre el promedio de los locales de la comuna.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Chahuán se manifestó contrario a la indicación por cuanto es muy general ya que no especifica qué tipo de reclamo y se puede prestar para abusos.

En mérito de lo expuesto la indicación número 53 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

La indicación número 54, del Honorable Senador señor Rossi, para consultar el siguiente número, nuevo:

“….- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 21 la expresión “1.00 horas” por “23.00 horas”.”.

El artículo 21 de la ley N° 19.925 señala que los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas deberán funcionar con arreglo a los siguientes horarios.

Su inciso segundo indica que los establecimientos que expendan bebidas alcohólicas que deban ser consumidas fuera del local de venta o de sus dependencias, sólo podrán funcionar entre las 9.00 y las 1.00 horas del día siguiente. La hora de cierre se ampliará en dos horas más la madrugada de los días sábado y feriados. Se exceptúan las bodegas elaboradoras o distribuidoras de vinos, licores o cerveza que expendan al por mayor, que sólo podrán funcionar entre las 10.00 y las 22.00 horas.

Su inciso tercero establece que los establecimientos que expendan bebidas alcohólicas para ser consumidas en el mismo local o en sus dependencias, sólo podrán funcionar entre las 10.00 y las 4.00 horas del día siguiente. Se exceptúan los salones de baile o discotecas, que sólo podrán funcionar entre las 19.00 y las 4.00 horas del día siguiente. La hora de cierre se ampliará en una hora más la madrugada de los días sábado y feriados.

Además, precisa que la restricción horaria no regirá el 1º de enero y los días de Fiestas Patrias.

Por último, señala que los alcaldes, con acuerdo fundado del concejo municipal, podrán disponer en la ordenanza respectiva horarios diferenciados de acuerdo a las características y necesidades de las distintas zonas de la comuna o agrupación de comunas, dentro de los márgenes establecidos en los incisos precedentes.

La indicación número 54 fue rechazada por mayoría de votos por los  Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (1 voto como miembro de la Comisión de Agricultura) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y a favor el Honorable Senador señor Quintero (1 voto como miembro de la Comisión de Salud).

La indicación número 55, del Honorable Senador señor Girardi, para consultar el siguiente número, nuevo:

“….- Agréguese en el artículo 26, inciso cuarto, antes del punto aparte (.), la siguiente oración:

“En todo caso, la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio, será determinada por el médico tratante”.”.

El artículo 26 de la ley N° 19.925 señala que lo dispuesto en el artículo precedente también tendrá lugar respecto de quienes fueren sorprendidos en la vía pública o en lugares de libre acceso al público en manifiesto estado de ebriedad.

Su inciso segundo dispone que en este caso, si una persona hubiere incurrido en dicha conducta más de tres veces en un mismo año, Carabineros denunciará el hecho al juez de policía local correspondiente. Este podrá imponer, en una audiencia que se citará al efecto, alguna de las siguientes medidas:

1º. Seguir alguno de los programas a que se refiere el artículo 33 o un tratamiento médico, sicológico o de alguna otra naturaleza, destinado a la rehabilitación, y 

2º. Internarse en un establecimiento hospitalario o comunidad terapéutica que cuente con programas para el tratamiento del alcoholismo, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 33 a 38.

Su inciso tercero prescribe que para resolver, el juez de policía local podrá requerir los informes y diligencias que estime convenientes, a efectos de determinar el diagnóstico de habitualidad de ingesta alcohólica.

Su inciso cuarto, objeto de la indicación número 55, señala que en su resolución, el juez precisará la duración de la medida, que no podrá exceder de noventa días, renovable, por una vez, por un período similar.

Por último, el inciso final establece que las resoluciones que apliquen estas medidas serán apelables de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de la ley Nº 18.287.

El Honorable Senador señor Moreira planteó que establecer la obligación de que el médico tratante deba determinar la duración de la internación puede requerir mayores recursos.

Sobre la indicación, el doctor Pemjean, Jefe de Salud Mental del Ministerio de Salud, explicó que el Ministerio solicitó la presentación de esta indicación, teniendo presente que el artículo 33 de la ley 19.925, de 2004, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, ordena que haya tratamiento en todos los servicios de salud, luego, el objetivo es que el juez no determine la duración de un tratamiento sino que lo haga el equipo tratante. Precisó que el problema se produce con los jueces del crimen que incorporan a las salas de hospitalización pacientes siquiátricos por un período indeterminado y hay que pedirle permiso al juez para su alta.  

La indicación número 55 fue aprobada por mayoría de votos por los Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y la abstención del Honorable Senador señor  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).


Asimismo, cabe señalar que , con motivo de haberse aprobado esta modificación al número 4° del artículo 3°, en cumplimiento de lo dispuesto en el  artículo 16 de la ley N 18.918, Orgánica Constitucional de Congreso Nacional, se remitió el día 11 de marzo del actual, el correspondiente oficio a la Excelentísima Corte Suprema.  
La indicación número 56, del Honorable Senador señor Chahuán,  consulta el siguiente número, nuevo:

“….- Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:

“Artículo 28.- Si un menor de dieciocho años de edad fuere sorprendido realizando alguna de las conductas prohibidas en los incisos primeros de los artículos 25 y 26, como medida de protección, será conducido por personal de Carabineros al cuartel policial o a su domicilio.

En dicha unidad policial, Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a sus padres, representante legal o personas mayores de edad, que acrediten algún grado de parentesco con el menor, acerca del lugar en que se encuentra, o bien, le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguno de ellos.

Al entregar al menor a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, Carabineros extenderá una citación al padre, madre, tutor o al menor, para que comparezcan ante el juez de policía local competente, quien podrá aplicar respecto del menor, la realización de las tareas descritas en el mismo artículo 25, si fuera mayor de catorce años y la concurrencia de los programas de prevención o rehabilitación señalados en el artículo 26, según corresponda.

Los menores de dieciocho años sorprendidos incurriendo en las conductas descritas en los incisos primeros de los artículos 25 y 26, no tendrán derecho a obtener licencia de conducir, de acuerdo a lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Tránsito, hasta que hayan transcurrido doce meses desde la última detención. El juez de policía local correspondiente deberá enviar los antecedentes del menor al Servicio de Registro Civil, para que sean incorporados al Registro de Conductores de Vehículos Motorizados.”.”.


El artículo 28 vigente señala: “Si un menor de dieciocho años de edad fuere sorprendido realizando alguna de las conductas prohibidas en los artículos 25, inciso primero, y 26, inciso primero, como medida de protección será conducido por Carabineros al cuartel policial  o a su domicilio, con la finalidad de devolverlo a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, siempre que ésta fuere mayor de edad.


Si el menor fuere conducido al cuartel policial, Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a su familia o a las personas que en él indique acerca del lugar en el que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Al devolver al menor a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, Carabineros los apercibirá por escrito que, si el menor incurriere en las contravenciones a que se refiere este artículo más de tres veces en un mismo año, se harán llegar sus antecedentes al Servicio Nacional de Menores. Asimismo, consignará en ese documento las ocasiones precedentes en que aquél hubiere realizado tales conductas. La persona que reciba al menor, previa individualización, firmará la constancia respectiva.


Carabineros, en la oportunidad que corresponda, dará cumplimiento al apercibimiento señalado en el inciso precedente.”.

La indicación 56 fue retirada por el Honorable Senador señor Chahuán como consta del debate expuesto en las páginas 58 y siguientes de este informe.

Número 4

Mediante este número, se reemplazan los incisos primero y segundo del artículo 29, por los siguientes:



“Artículo 29.- Prohíbese el ingreso de menores de dieciocho años a los cabarés, cantinas, bares y tabernas.  Prohíbese, asimismo, el ingreso de menores de dieciocho años a las discotecas cuando en ellas se expendan bebidas alcohólicas.



El administrador o dueño de esos establecimientos, así como quien atienda en ellos, estará obligado a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública a todas las personas que deseen ingresar y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad.”.


En consecuencia, el artículo 29 vigente distingue entre la prohibición de ingreso de menores de dieciocho años a cabarés, cantinas, bares y taberna, y la de menores de dieciséis años a discotecas, sin mencionar el expendio de bebidas alcohólicas.


El texto aprobado por el Senado, iguala el requisito de edad, 18 años, para el ingreso a todos los establecimientos que menciona y precisa que se prohíbe el ingreso de menores de 18 años, cuando en dichos locales se expendan bebidas alcohólicas.
La indicación número 57, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, lo suprime.
Sobre el particular, el Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que existen discotecas para menores de edad sin venta ni consumo de alcohol y considera adecuado condicionar su venta a los mayores de 18 años. Regular una actividad donde no se vende alcohol, no le parece adecuado, por cuanto se interviene una actividad económica y no es objetivo del proyecto, sino sólo cuando vendan bebidas alcohólicas.

El doctor señor Accorsi manifestó que el Ejecutivo apoya la indicación propuesta.

La indicación número 57 fue aprobada por mayoría de votos por los Honorables Senadores señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y en contra el Honorable Senador señor Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
Posteriormente, en el nuevo plazo para presentar indicaciones, se formuló la indicación número 57 a, del Honorable Senador señor Quinteros, para reemplazar el guarismo “dieciocho” por “treinta”.
Cabe precisar que esta indicación fue formulada al inciso segundo del artículo 29 del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con el objeto de autorizar el control de identidad a todas las personas que aparenten menos de treinta años.

El señor Subsecretario de Salud Pública manifestó su desacuerdo con la indicación.

El Honorable Senador señor Harboe anunció su voto en contra, por considerar que esta norma no tiene mayor sentido, toda vez que al tratarse de recintos privados el dueño, siempre, se reserva el derecho de admisión.

- La indicación número 57a fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi, Harboe y Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones).

La indicación número 58, del Honorable Senador señor Girardi, para consultar el siguiente numeral, nuevo:

“….- Modifíquese el artículo 33 de la siguiente manera: 

a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “de” y “tratamiento”, lo siguiente “prevención,”.

b) Agréguese en el inciso segundo, antes del punto aparte (.), el siguiente texto:

“y las Secretarías Ministeriales de Salud. Estas últimas deberán diferenciar y coordinar con otros sectores e instituciones de la sociedad civil, medidas de protección de la salud pública en relación al consumo nocivo de alcohol”.”.

El artículo 33 vigente señala que en todos los Servicios de Salud del país habrá un programa de tratamiento y rehabilitación para personas que presentan un consumo perjudicial de alcohol y dependencia del mismo, los que incluirán atención ambulatoria en todos los establecimientos de salud de nivel primario, sean dependientes de los municipios o de los Servicios de Salud y atención especializada ambulatoria o en régimen de internación.

El inciso segundo de esta disposición establece que en estos programas podrán participar complementaria y coordinadamente, Municipalidades, iglesias, instituciones públicas y personas jurídicas de derecho privado, las que también podrán ejecutarlos, todo ello, bajo las normas, fiscalización y certificación del Ministerio de Salud.

El inciso tercero dispone que en los programas de tratamiento y rehabilitación para bebedores problemas y alcohólicos, deberán establecerse actividades especiales para los menores de dieciocho años.

Por último el inciso final señala que el reglamento, expedido por intermedio del Ministerio de Salud, determinará las acciones de reeducación preventiva, tratamiento médico o rehabilitación psicosocial, que serán aplicables en cada caso, así como los procedimientos, plazos y entidades responsables de llevarlas a cabo y su adecuada y oportuna comunicación al juez que ordenó la medida. 


El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que la indicación considera materias de iniciativa exclusiva del Presidente de República.


El doctor señor Pemjeam explicó que las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud ya cuentan con esta atribución y aclaró que esta ley es previa a la creación de las seremis, por ello que  no se contemplan en el texto legal, por tanto, no es nueva esta materia, sino que sólo busca hacerla concordante con la legislación vigente.


El doctor señor Accorsi informó que el Ejecutivo solicitó la presentación de esta indicación y, si se estima necesario que sea formulada por el Presidente de la República, la harán llegar por escrito en su oportunidad pero necesitan más tiempo para su formulación. 


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que si bien está de acuerdo con el contenido de la indicación, considera que debe ser formulada por el  Ejecutivo.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Moreira sugirió a los representantes del Ejecutivo reponer la indicación en la Sala de la Corporación, de manera de no entorpecer el despacho del proyecto.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros argumentó su voto a favor y expresó que las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud cumplen los mandatos del ministerio respectivo.


En mérito a lo anterior, la Comisión no obstante compartir el tenor de la indicación, dado que comprende materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, procedió a votar la indicación.

En votación la indicación número 58, fue rechazada por mayoría de votos por los Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y el voto a favor del Honorable Senador señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).


No obstante la votación anterior, como consecuencia de la aprobación de la indicación número 58 a, se aprobó la indicación número 58, como se consigna más adelante.

Con posterioridad, en el nuevo plazo para formular indicaciones, se presentó la indicación 58 a, de su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente número 5, nuevo, adecuándose la numeración correlativa de los demás:
“5) Modifícase el artículo 33 en el siguiente sentido: 
a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “de” y “tratamiento”, lo siguiente “prevención,”.
b) Agrégase en el inciso segundo, antes del punto aparte (.), el siguiente texto:
“y las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud. Estas últimas deberán diferenciar y coordinar con otros sectores e instituciones de la sociedad civil, medidas de protección de la salud pública en relación al consumo nocivo de alcohol”.”.

Sobre el particular, cabe señalar que de aprobarse esta indicación se debe dar por aprobada la indicación número 58, que fue rechazada por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva de la Presidente de la República, de acuerdo al artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República. 

El Honorable Senador señor Harboe consultó al Ministerio de Salud si se compromete a disponer en la respectiva Glosa Presupuestaria de los recursos que sean necesarios para cumplir con los programas de prevención de consumo perjudicial de alcohol.

El señor Subsecretario de Salud Pública respondió afirmativamente, al señalar que se preocuparán que dichos fondos sean incluidos.

El Honorable Senador señor Harboe pidió dejar constancia de este compromiso del Ejecutivo en este informe.

- Las indicaciones números 58a en sus letras a) y b) y 58, fueron aprobadas por la unanimidad los miembros presentes de las Comisiones Unidas, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi, Harboe y Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones).

Número 5

Letra a)


Modifica, en dos literales el artículo 39 de la Ley de Alcoholes.


La letra a), se refiere al inciso primero de aquel artículo que establece que en todos los establecimientos educacionales, sean de enseñanza parvularia, básica o media, se estimulará la formación  de hábitos saludables y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol.


El texto aprobado por el Senado reemplaza la expresión “se estimulará”, por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”.


La indicación número 59, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, elimina la modificación del Senado.

El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que este punto fue objeto de una extensa discusión en la Comisión de Salud y se manifestó partidario de rechazar la indicación y mantener el texto aprobado por el Senado que es más específico por cuanto asegura que en el currículum de enseñanza se contemple la formación de hábitos de vida saludable.

La indicación número 59 fue rechazada por mayoría de votos por los Honorables Senadores señores Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), y la abstención del  Honorable Senador señor Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

Letra b)



A su vez, la letra b), sustituye el inciso cuarto, del artículo 39 por el siguiente:



“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la dirección del respectivo establecimiento, sólo a solicitud del centro general de padres y apoderados o con la aprobación de éste, podrá autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas durante Fiestas Patrias o actividades de beneficencia que se realicen hasta por tres veces en cada año calendario.  Se deberá contar, asimismo, con las autorizaciones de Carabineros de Chile y la respectiva municipalidad, las que no se concederán durante el año escolar a establecimientos que cuenten con internado.  La dirección del establecimiento velará por el correcto uso de la autorización concedida y porque la realización de la actividad no afecte, de manera alguna, el normal desarrollo de las actividades educacionales. Este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.


La indicación número 60, del Honorable Senador señor Harboe, reemplaza en el inciso propuesto la expresión “con las autorizaciones de Carabineros de Chile y” por “con la autorización de”.

La indicación número 60 fue aprobada con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

La indicación número 61, del Honorable Senador señor Rossi, consulta el siguiente número, nuevo:

“….- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 41:

a) Reemplázase su inciso final por el siguiente:

“La persona que suministre bebidas alcohólicas, o induzca a consumirlas, a personas en manifiesto estado de embriaguez, será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Estas penas se aplicarán dobladas si el destinatario de estas acciones fuera un menor de edad.”.

b) Agréguese el siguiente inciso final, nuevo:

“En las mismas sanciones señaladas en el inciso anterior incurrirán quienes en la atención de establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas las ofrezcan y/o vendan a precios inferiores al valor de adquisición que conste en la factura de compra o guía de despacho correspondiente.”.

El artículo 41 vigente establece que quienes, en la atención de los establecimientos que expendan bebidas alcohólicas para ser consumidas en el interior del local, las vendan, obsequien o suministren a funcionarios fiscalizadores, a sabiendas de que están en servicio, serán sancionados con una multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.

El inciso segundo señala que dicha cantidad podrá imponerse doblada a los administradores o dueños de los establecimientos referidos, en caso de que el suministro, en las condiciones mencionadas en el inciso precedente, haya sido inducidos por éstos.

El inciso final prescribe que en las mismas sanciones incurrirá el que suministre bebidas alcohólicas, o induzca a suministrarlas, a personas en manifiesto estado de embriaguez.

En votación la letra a) de la indicación número 61 fue aprobada por mayoría de los miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y en contra el Honorable Senador señor  Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

Luego de una revisión final al texto despachado por estas Comisiones unidas y a petición del Honorable Senador señor Harboe, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, se reabrió el debate de esta norma por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán, García, Quinteros (como miembro de ambas Comisiones) y Moreira  (como miembro de ambas Comisiones), y se acordó, con la misma votación reemplazar la expresión “penas” por sanciones”.

En votación la letra b) de la indicación número 61 fue rechazada por mayoría de votos por los Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y, a favor, el Honorable Senador señor Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

Número 6



Modifica, en dos literales, el artículo 42 de la Ley de Alcoholes que tipifica y sanciona con prisión en su grado medio y multa de 3 a 10 UTM, al que venda, obsequie o suministre bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en algunos de los establecimientos señalados en el artículo 3°.
Letra a)


En efecto, la letra a) agrega la frase final que prohíbe a los menores de dieciocho años comprar bebidas alcohólicas.
La indicación número 62, del Honorable Senador señor Rossi, para agregar la siguiente modificación:

“a.1) Sustitúyese la frase final del inciso primero “será sancionado con prisión en su grado medio y multa de tres a diez unidades tributarias mensuales” por “será sancionado con prisión en su grado máximo y multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales”.

En efecto, la indicación propone elevar la pena de prisión en su grado medio  -21 a 40 días-, a su grado máximo -41 a 60 días y la multa de 3 a 10 UTM a 10 a 50 UTM, para el que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de edad.  

En votación la indicación número 62 fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

Letra b)



A su vez, la letra b), sustituye el inciso segundo del artículo 42, por el siguiente:



“Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, quienes atiendan en esos establecimientos estarán obligados a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que deseen adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.



Cabe señalar que el actual inciso segundo permite la venta, obsequio o suministro de bebidas alcohólicas a menores cuando éstos concurran a almorzar o a comer, acompañados de sus padres, a los recintos destinados a  comedores.

La indicación número 63, del Honorable Senador señor Coloma, y la número 64, del Honorable Senador señor Larraín, reemplazan su encabezado por el siguiente:
“b) Introdúcese el siguiente inciso segundo en el artículo 42, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:”.


De esta forma, la indicación mantiene el inciso segundo vigente en la ley, pasando a ser tercero, e incorpora el nuevo inciso segundo aprobado en general por el Senado.
En votación las indicaciones números 63 y 64 fueron aprobadas por mayoría de votos de los Honorables Senadores señores  Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y la abstención del Honorable Senador señor Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

La indicación número 65, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, consulta una nueva letra del siguiente tenor:

“…) Incorpórase el siguiente inciso tercero:

“No obstante, se permitirá la venta, el obsequio o el suministro de bebidas alcohólicas a menores cuando estos concurran a almorzar o comer, acompañados de sus padres, a los recintos destinados a comedores.”.”.
La indicación número 65 fue aprobada con modificaciones por mayoría de votos, votaron a favor los Honorables Senadores señores  Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).
La indicación número 66, del Honorable Senador señor Rossi, para consultar una nueva letra, del siguiente tenor:
“…) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “diez a veinte” por “cincuenta a cien”.

La indicación número 66 se formula al inciso tercero del artículo 42 de la ley N° 19.925 que establece que si fuere el administrador o dueño del establecimiento quien ejecutare la conducta descrita en el inciso primero, la pena será prisión en su grado máximo, multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales y clausura temporal del establecimiento, por un período no superior a tres meses. Iguales penas se le aplicarán si indujere a menores de edad al consumo de bebidas alcohólicas, sea directamente o por medio de publicidad.

El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que si bien comparte la necesidad de endurecer las multas, ella debe permitir su aplicación por los jueces.

El doctor señor Accorsi informó que estas normas están vigentes en la mayoría de los  países de la OCDE.

La Comisión tuvo presente que la indicación se refiere al administrador o dueño  y  es coherente con la norma aprobada para elevar la prisión y la multa al que vendiere u obsequiare bebidas alcohólicas a un menor de edad.

En consecuencia, la indicación número 66 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).

La indicación número 67, del Honorable Senador señor Girardi, para consultar un número, nuevo, del siguiente tenor:

“….- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 57:

a) Intercálase entre las palabras “de” y “rehabilitación”, lo siguiente “tratamiento y”.

b) Agréguese entre la palabra “alcohólicas”, y la conjunción “y” el siguiente texto, eliminando la coma entre ambas:

“y a las Secretarías Regionales de Salud para medidas de protección de la salud pública en aspectos relativos al consumo nocivo de alcohol”.

c) Intercálase entre la palabra “prevención” y la conjunción “y” la siguiente frase “del consumo perjudicial de alcohol”.

d) Agrégase entre las palabras “rehabilitación” y “de”, la palabra “social”.

e) Incorpórase el siguiente inciso final:

“El reglamento a que hace mención el artículo 33, regulará la forma de administración de los montos correspondientes a salud.”.”.

El artículo 57 vigente señala que del total de las sumas que ingresen por concepto de multas aplicadas por infracción a las disposiciones de esta ley, el 40% se destinará a los Servicios de Salud para el financiamiento y desarrollo de los programas de rehabilitación de personas alcohólicas, y el 60%, a las municipalidades, para la fiscalización de dichas infracciones y para el desarrollo de los programas de prevención y rehabilitación de personas alcohólicas.
El doctor señor Pemjeam hizo presente que la indicación tiene el respaldo del Ejecutivo y que la ley vigente ya destina el 40% del presupuesto de las multas de esta ley a Salud y lo distribuye sólo a los servicios de salud para tratamiento y rehabilitación. Luego, el objetivo es que además de que llegue la misma cantidad ya establecida a los servicios, también lo tengan las Seremis, las cuales no existían al promulgarse la ley y ahora se incorporan.  

En atención a que la indicación se refiere a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, el Honorable Senador señor Moreira solicitó que ésta fuera formulada por el Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que luego de ocho años de tramitación, se está próximo a despachar el proyecto, por lo que solicitó acotar el plazo y fijar una semana para que el Ejecutivo presente la indicación y así no dilatar la tramitación del mismo.  

El doctor señor Accorsi manifestó que requieren un plazo mayor para presentar la indicación. 

El Honorable Senador señor Moreira sugirió a los representantes del Ejecutivo reponer la indicación en la Sala de la Corporación, de manera de no entorpecer el despacho del proyecto.


En mérito a lo anterior, la Comisión no obstante compartir el tenor de la indicación, dado que comprende materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, procedió a votar la indicación.


En votación la indicación número 67, fue rechazada por mayoría de votos por los Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y el voto a favor del Honorable Senador señor Quinteros. (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) 

No obstante la votación anterior, como consecuencia de la aprobación de la indicación número 67 a, la indicación número 67 queda aprobada con modificaciones según consta a continuación.





Con posterioridad, en el nuevo plazo para formular indicaciones, se presentó la indicación número 67 a, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente número 9, nuevo:
“9) Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera: 
a) Intercálase entre las palabras “de” y “rehabilitación”, lo siguiente: “prevención, tratamiento y”.

b) Reemplázase la palabra “alcohólicas”, por el siguiente texto:

“que presentan un consumo perjudicial de alcohol y dependencia del mismo y a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud para medidas de protección de la salud pública en aspectos relativos al consumo nocivo de alcohol”.

c) Intercálase entre la palabra “prevención” y la conjunción “y” la siguiente frase “del consumo perjudicial de alcohol”.

d) Agrégase entre las palabras “rehabilitación” y “de”, la palabra “social”.

e) Agrégase el siguiente inciso final:

“El reglamento a que hace mención el artículo 33, regulará la forma de administración de los montos correspondientes a salud.”.”.

Cabe señalar, que de probarse esta indicación,  debe darse por aprobada, con modificaciones, la indicación número 67, que fue rechazada por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva de la Presidente de la República, de acuerdo al artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República. 

- La indicación número 67a, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi, Harboe y Moreira (como miembro de ambas Comisiones).


Con la misma votación, se da por aprobada la indicación número 67, con modificaciones.

Artículo 6°

El artículo 6° aprobado en general por el Senado establece que los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en sus envases o etiquetas los elementos que contienen. Para ello, el Ministerio de Salud dictará un reglamento que determinará, además, la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de las bebidas alcohólicas, velando especialmente porque la información que en ellos se contenga sea visible y de fácil comprensión por la población.”. 
La indicación número 68, del Honorable Senador señor Moreira, lo reemplaza por el siguiente:

“Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en sus envases o etiquetas los elementos que contienen. Asimismo, deberán informar la cantidad de calorías en las bebidas alcohólicas por cada 100 ml, según las normas establecidas en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.”.


El Honorable Senador señor Chahuán  recordó que en su oportunidad, en la Comisión de Salud, presentó una indicación del  mismo tener, pero que posteriormente la retiró al considerar que las bebidas alcohólicas, en general, no tienen esta información estandarizada en el mercado internacional y que, además, podría ser un incentivo perverso para consumir determinadas bebidas alcohólicas versus otras.


No obstante lo anterior, manifestó su voluntad para reevaluar esta materia.


El doctor señor Pemjeam informó que han estado en conversaciones con el Departamento de Políticas Públicas y Nutriciones del Ministerio de Salud, quienes han considerado interesante esta indicación y señaló que la composición calórica del alcohol es de 9 calorías por gramo.  Afirmó que desde el punto de vista de la operación asistencial, en un país con alto nivel de obesidad y sobrepeso, es positivo que las etiquetas incluyan, además, el número de calorías que tiene cada bebida alcohólica, en consecuencia, expresó que el Ejecutivo está de acuerdo con la propuesta.


El Honorable Senador señor Moreira argumentó que es importante enviar una señal en esta materia, considerando que en las diversas actividades se sigue la misma lógica, no obstante que ha sido criticada por las distintas asociaciones.  


El Honorable Senador señor Chahuán expresó su voluntad de suscribir la indicación en estudio y votarla favorablemente dado que su texto es coincidente con la que formuló durante la discusión en la Comisión de Salud.


En votación la indicación número 68, fue aprobada con enmiendas formales, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán (2 votos, como integrante de ambas Comisiones), Quinteros  (2 votos, como integrante de ambas Comisiones) y Moreira (2 votos, como integrante de ambas Comisiones).





Con posterioridad, en el nuevo plazo para formular  indicaciones, se presentó la número 67 b, del Honorable Senador señor Quinteros, para eliminarlo.

- La indicación número 67b fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi, Harboe y Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones).

La indicación número 68 a, de  Su Excelencia, la señora  Presidenta de la República, lo sustituye por el siguiente:

“Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en los envases o etiquetas de éstas, la cantidad de energía presente en la bebidas alcohólicas por cada 100 ml del producto, según las normas establecidas en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Dicha obligación no obsta al cumplimiento de la normativa específica en materia de producción, elaboración, comercialización y rotulación de bebidas alcohólicas.”.
El Honorable Senador señor Harboe consultó al Ejecutivo si existe espacio en la etiqueta para incluir esta nueva obligación, que agrega información sobre la cantidad de energía que tiene cada bebida alcohólica. Se le respondió afirmativamente.

- La indicación número 68a fue aprobada con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi, Harboe y Moreira (2 votos, como miembro de ambas Comisiones).

Dado que la indicación 68 aprobada, se encuentra comprendida en la indicación 68 a, ambas se aprueban con la misma votación, con el texto de la indicación 68a y, enmiendas formales de redacción.

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestras Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, tienen el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:
Artículo 1°

Inciso primero

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre las consecuencias de su consumo excesivo. Esta advertencia deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase, sin superponerse con otro etiquetado que establezca esta ley u otra legislación específica.  El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 milímetros para envases menores de 237 mililitros; de 2 milímetros para envases de hasta 1,5 litros, y de 3 milímetros para envases de más de 1,5 litros.  Asimismo, se establece un máximo de 10 caracteres por centímetro para letras de 1,5 milímetros; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 milímetros, y de 5 caracteres por centímetro para letras de 3 milímetros. Igual advertencia deberán contener las cajas o embalajes de carácter promocional destinadas al consumidor, que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como fiestas patrias, año nuevo, época estival y eventos deportivos. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia deberá equivaler a la mitad del tamaño de la letra de la marca principal, según las reglas antes mencionadas.”.

(Indicaciones 1, mayoría, 4x2x1; 2, unanimidad artículo 178 Reglamento; 4 a, unanimidad 8x0; 5 y 6 mayoría 8x1; 7 y 8 unanimidad 9x0, y 9 a, mayoría 4x2x2).

Inciso segundo



Reemplazarlo por el siguiente:



“La advertencia referida deberá incluir la siguiente leyenda: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior.  A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor, fabricante o importador:



-“La mujer embarazada no debe beber alcohol”.



-“El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir”.



-“El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”.
(Indicaciones 12 y 13, mayoría 7x2; 14, unanimidad 9x0, y  artículo 121 del Reglamento del Senado).

° ° °

Incorporar los siguientes incisos tercero y cuarto,  nuevos:

“Adicionalmente, en los envases se deberá adherir o contener impreso una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada o un número 18 rodeados cada uno por una circunferencia, en conformidad a la oración escogida en el inciso anterior. Las dos primeras advertencias, deberán tener una línea que atraviese la circunferencia desde la esquina superior a la inferior, con la finalidad de señalar simbólicamente que no se debe consumir alcohol en el caso de conducir vehículos motorizados o cuando una mujer está embarazada. El tamaño de la etiqueta que contenga la advertencia deberá ser de 0,8 centímetros de largo y de alto.

El responsable de la adhesión de estas etiquetas será el productor o fabricante en el caso de los productos de origen nacional y el importador cuando las bebidas alcohólicas sean importadas.”.

(Indicación 9c, mayoría 7x 1 abstención).

Inciso tercero
Pasa a ser quinto, con el siguiente texto:


“En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá realizarse por medio de etiquetas autoadheridas al envase, de manera que no puedan ser despegadas fácilmente. Esta obligación recaerá en el productor, fabricante o importador antes de que el producto se libere e ingrese al territorio nacional, ya sea en el punto de origen o en el depósito aduanero.”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad).

Inciso cuarto





Pasa a ser inciso sexto, reemplazado por el siguiente:

“La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios de todo tipo. Dicha advertencia deberá insertarse dentro del recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.”.

(Indicaciones 15 y 16, unanimidad 9x0).

Inciso quinto

Pasa a ser séptimo con el siguiente texto:


“En la publicidad audiovisual, se proyectará, mientras se exhiba el comercial y por un lapso no inferior a tres segundos, una leyenda que cumpla con lo establecido para el etiquetado.”.

(Indicaciones 18 y 19, mayoría 6x1).

Inciso sexto


Pasa a ser inciso octavo, sin enmiendas

Inciso séptimo


Pasa a ser inciso noveno, con el siguiente texto:

 “La publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras y rutas turísticas sólo podrá emplearse para publicitar nombres, logotipos, marcas, productos o imágenes que no muestren situaciones de consumo.  Con todo, no se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras, ni comercios o espacios ubicados a menos de 100 metros de establecimientos educacionales.”.

(Indicaciones 23, mayoría 4x1x2abstenciones y 24, mayoría 5x2 abstenciones).


Inciso octavo




Pasa a ser inciso décimo con la redacción siguiente:


“El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta ley, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras que recaen en los organismos competentes del Ministerio de Agricultura o en otros servicios públicos de conformidad a leyes especiales.”.
(Artículo 121 Reglamento del Senado).

Artículo 2°

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 2.- La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintidós y las seis horas. Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.”.

(Indicaciones  25a, mayoría 6x3x1;  27 y 28, mayoría 5x1).

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:
“Se prohíbe en toda actividad deportiva cualquier forma de publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiba situaciones de consumo, permitiéndose únicamente la publicidad de nombres, logotipos o marcas.”.

(Indicaciones  30, primera parte, 6x1abstención, y segunda parte 4x2x1;  32 y 34 mayoría 4x2x1).
Inciso tercero


Suprimirlo.

(Indicaciones 35, 36 y 37, unanimidad 7x0).

Inciso cuarto

Pasa a ser tercero, reemplazado por el siguiente:

“Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas y que tengan por destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas de bebidas alcohólicas, incluido todo signo o alusión a sus marcas o productos.”.

(Indicaciones 40, 41 y 42, unanimidad 6x0.).

Inciso quinto

Pasa a ser cuarto, sustituido por el que sigue:

“Se prohíbe cualquier forma de publicidad, comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada, exclusivamente, a menores de edad.”.

(Indicaciones 44, 45 y 46 y artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 6x0).

Inciso sexto


Pasa a ser quinto, sin enmiendas.

Artículo 3°

Número 1

Letra b)





Agrégase, después del punto aparte, la siguiente frase “Valor Patente: 5 UTM.”.



(Indicación 48, unanimidad 6x0).

Número 3

Reemplazarlo por el siguiente:


“3.- Incorpórase, en el artículo 19, el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:

“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras, salvo que en ellas existieran establecimientos o restaurantes que cuenten con patente que permita su venta.”.”.

(Indicaciones 51 y 52, 52 a, y artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 6x0).

° ° °
Consultar el siguiente número 4, nuevo:





“4.- Agréguese, en el inciso cuarto del  artículo 26, antes del punto aparte (.), la siguiente oración:

“En todo caso, la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio, será determinada por el médico tratante”.”.

(Indicación 55 mayoría 4x2 abstenciones).

° ° °

Número 4
Suprimirlo.

(Indicación 57, mayoría 4x2 en contra).
° ° °





Incorporar el siguiente número 5, nuevo:

“5.- Modifícase el artículo 33 en el siguiente sentido: 
a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “de” y “tratamiento”, lo siguiente “prevención,”.
b) Agrégase en el inciso segundo, antes del punto aparte (.), el siguiente texto:
“y las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud. Estas últimas deberán diferenciar y coordinar con otros sectores e instituciones de la sociedad civil, medidas de protección de la salud pública en relación al consumo nocivo de alcohol”.”.

(Unanimidad, indicación 58 y 58 a, unanimidad 6x0).
° ° °
Número 5
Pasa a ser 6, con la siguiente enmienda, a la letra b).

Letra b)

Sustituir, en el inciso propuesto, la expresión “con las autorizaciones de Carabineros de Chile y la”  por “con la autorización de Carabineros de Chile y de la”.

(Indicación 60, unanimidad 6x0).
° ° °

Incorporar el siguiente número 7 nuevo:





“7.- Reemplázase el inciso final del artículo 41, por el siguiente:

 “La persona que suministre bebidas alcohólicas, o induzca a consumirlas, a personas en manifiesto estado de embriaguez, será sancionada con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Estas sanciones se aplicarán dobladas si el destinatario de estas acciones fuera un menor de edad.”.”.

(Indicación 61, letra a), mayoría 4x2 en contra, artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad).

° ° °

Número 6

Pasa a ser número 8, con las siguientes enmiendas:

Letra a)

Reemplazarla por la siguiente:

“a) Sustitúyese el inciso primero por el que sigue a continuación:

“Artículo 42.- El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3°, será sancionado con prisión en su grado máximo y multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales. Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años  comprar bebidas alcohólicas”.”.

(Indicación 62, unanimidad, 6x0).

Letra b)

Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:

“b) Introdúcese el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:”.
(Indicaciones 63, 64 y 65, mayoría 4x2 abstenciones). 

° ° °

Agregar la siguiente letra c), nueva:
“c) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “diez a veinte” por “cincuenta a cien”.

(Indicación 66, unanimidad 6x0).

° ° °
Número 7

Pasa a ser número 9, sin enmiendas.

° ° °

Agregar el siguiente  número 10, nuevo:

“10.- Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera: 
a) Intercálase entre las palabras “de” y “rehabilitación”, lo siguiente: “prevención, tratamiento y”.

b) Reemplázase la palabra “alcohólicas”, por el siguiente texto:

“que presentan un consumo perjudicial de alcohol y dependencia del mismo y a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud para medidas de protección de la salud pública en aspectos relativos al consumo nocivo de alcohol”.

c) Intercálase entre la palabra “prevención” y la conjunción “y” la siguiente frase “del consumo perjudicial de alcohol”.

d) Agrégase entre las palabras “rehabilitación” y “de”, la palabra “social”.

e) Agrégase el siguiente inciso final:

“El reglamento a que hace mención el artículo 33, regulará la forma de administración de los montos correspondientes a salud.”.”.

(Indicación 67y  67 a, unanimidad, 6x0).

° ° °
Artículo 6°

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en los envases o etiquetas de éstas, la cantidad de energía presente en las bebidas alcohólicas por cada 100 mililitros del producto, según las normas establecidas en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Dicha obligación no obsta al cumplimiento de la normativa específica en materia de producción, elaboración, comercialización y rotulación de bebidas alcohólicas.”.
(Indicación 60 y 68 a, unanimidad, 6x0).

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“Artículo 1°.- Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre las consecuencias de su consumo excesivo. Esta advertencia deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase, sin superponerse con otro etiquetado que establezca esta ley u otra legislación específica.  El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 milímetros para envases menores de 237 mililitros; de 2 milímetros para envases de hasta 1,5 litros, y de 3 milímetros para envases de más de 1,5 litros.  Asimismo, se establece un máximo de 10 caracteres por centímetro para letras de 1,5 milímetros; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 milímetros, y de 5 caracteres por centímetro para letras de 3 milímetros. Igual advertencia deberán contener las cajas o embalajes de carácter promocional destinadas al consumidor, que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como fiestas patrias, año nuevo, época estival y eventos deportivos. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia deberá equivaler a la mitad del tamaño de la letra de la marca principal, según las reglas antes mencionadas.



La advertencia referida deberá incluir la siguiente leyenda: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior.  A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor, fabricante o importador:



“-La mujer embarazada no debe beber alcohol.”.



“-El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir.”.



“-El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual.”.

Adicionalmente, en los envases se deberá adherir o contener impreso una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada o un número 18, rodeados cada uno por una circunferencia, en conformidad a la oración escogida en el inciso anterior. Las dos primeras advertencias, deberán tener una línea que atraviese la circunferencia desde la esquina superior a la inferior, con la finalidad de señalar simbólicamente que no se debe consumir alcohol en el caso de conducir vehículos motorizados o cuando una mujer está embarazada. El tamaño de la etiqueta que contenga la advertencia deberá ser de 0,8 centímetros de largo y de alto.

El responsable de la adhesión de estas etiquetas será el productor o fabricante en el caso de los productos de origen nacional y el importador cuando las bebidas alcohólicas sean importadas.


En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá realizarse por medio de etiquetas autoadheridas al envase, de manera que no puedan ser despegadas fácilmente. Esta obligación recaerá en el productor, fabricante o importador antes de que el producto se libere e ingrese al territorio nacional, ya sea en el punto de origen o en el depósito aduanero.

La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios de todo tipo. Dicha advertencia deberá insertarse dentro del recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.


En la publicidad audiovisual, se proyectará, mientras se exhiba el comercial y por un lapso no inferior a tres segundos, una leyenda que cumpla con lo establecido para el etiquetado.

En el caso de los avisos radiales, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos, cualquiera de las advertencias indicadas en el inciso segundo.

La publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras y rutas turísticas sólo podrá emplearse para publicitar nombres, logotipos, marcas, productos o imágenes que no muestren situaciones de consumo.  Con todo, no se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles, carreteras, ni comercios o espacios ubicados a menos de 100 metros de establecimientos educacionales.


El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta ley, sin perjuicio de las atribuciones fiscalizadoras que recaen en los organismos competentes del Ministerio de Agricultura o en otros servicios públicos de conformidad a leyes especiales.

Artículo 2°.- La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintidós y las seis horas. Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.



Se prohíbe en toda actividad deportiva cualquier forma de publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiba situaciones de consumo, permitiéndose únicamente la publicidad de nombres, logotipos o marcas.

Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas y que tengan por destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas de bebidas alcohólicas, incluido todo signo o alusión a sus marcas o productos.
Se prohíbe cualquier forma de publicidad, comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada, exclusivamente, a menores de edad.



Además de los organismos que fiscalizan el cumplimiento de la ley N° 19.925, la autoridad sanitaria fiscalizará el cumplimiento de lo establecido en los artículos 1° y 2° de esta ley, conforme a las normas del Código Sanitario.



Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas:



1.- Modifícase la letra l) del artículo 3° en los siguientes términos:



a) Agrégase, después de la expresión “HOTELES,” lo siguiente: “APART HOTELES,”.



b) Intercálase la siguiente letra b), pasando la actual letra b) a ser c), y así sucesivamente:



“b) Apart hotel, en el que se presta al turista servicio de hospedaje, sin perjuicio de otros servicios, con expendio de bebidas alcohólicas. Valor Patente: 5 UTM.”.


2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 9°, por el siguiente:



“Igual anotación se hará respecto del adquirente de una patente, en caso de transferencia, o respecto del poseedor o tenedor a cualquier título de ella. Si fuere una persona jurídica, deberá dejarse constancia del o los administradores o gerentes. Las patentes sólo pueden transferirse previa inscripción en la oficina municipal que corresponda, y a personas que no estén comprendidas en las prohibiciones del artículo 4°.”.



3.- Incorpórase, en el artículo 19, el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:



“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas bencineras, salvo que en ellas existieran establecimientos o restaurantes que cuenten con patente que permita su venta.”.

4.- Agréguese en el inciso cuarto del artículo 26, antes del punto aparte (.), la siguiente oración:

“En todo caso, la duración de la internación o del tratamiento ambulatorio, será determinada por el médico tratante”.

5.-
 Modifícase el artículo 33 en el siguiente sentido: 
a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “de” y “tratamiento”, lo siguiente “prevención,”.
b) Agrégase en el inciso segundo, antes del punto aparte (.), el siguiente texto:
“y las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud. Estas últimas deberán diferenciar y coordinar con otros sectores e instituciones de la sociedad civil, medidas de protección de la salud pública en relación al consumo nocivo de alcohol”.”.



6.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 39.



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “se estimulará” por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”.



b) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:



“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la dirección del respectivo establecimiento, sólo a solicitud del centro general de padres y apoderados o con la aprobación de éste, podrá autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas durante Fiestas Patrias o actividades de beneficencia que se realicen hasta por tres veces en cada año calendario.  Se deberá contar, asimismo, con la autorización de Carabineros de Chile y de la respectiva municipalidad, las que no se concederán durante el año escolar a establecimientos que cuenten con internado.  La dirección del establecimiento velará por el correcto uso de la autorización concedida y porque la realización de la actividad no afecte, de manera alguna, el normal desarrollo de las actividades educacionales. Este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.
7.- Reemplázase el inciso final del artículo 41, por el siguiente:

“La persona que suministre bebidas alcohólicas, o induzca a consumirlas, a personas en manifiesto estado de embriaguez, será sancionada con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Estas sanciones se aplicarán dobladas si el destinatario de estas acciones fuera un menor de edad.”.



8.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 42:

a) Sustitúyese el inciso primero por el que sigue a continuación:

“Artículo 42.- El que vendiere, obsequiare o suministrare bebidas alcohólicas, a cualquier título, a un menor de dieciocho años, en alguno de los establecimientos señalados en el artículo 3°, será sancionado con prisión en su grado máximo y multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales. Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años  comprar bebidas alcohólicas.”.


b) Introdúcese el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:



“Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, quienes atiendan en esos establecimientos estarán obligados a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que deseen adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “diez a veinte” por “cincuenta a cien”.



9.- Agréganse, en el artículo 51, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Para todos los efectos legales, el dueño, empresario, sean ellos personas naturales o jurídicas, o el regente de un establecimiento, se entenderán emplazados cuando la boleta de citación sea recibida por una persona adulta que se encuentre a cargo del local en que se cometa el hecho denunciado, debiendo, en el parte o denuncia respectiva, dejarse constancia, a lo menos, de la individualización del regente y de la persona a cargo del local al momento de la citación, si no fuere el regente o administrador.



Deberá, asimismo, mantenerse en un lugar visible del local, un cartel con la individualización del regente administrador.”.

10.- Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera: 
a) Intercálase entre las palabras “de” y “rehabilitación”, lo siguiente: “prevención, tratamiento y”.

b) Reemplázase la palabra “alcohólicas”, por el siguiente texto:

“que presentan un consumo perjudicial de alcohol y dependencia del mismo y a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud para medidas de protección de la salud pública en aspectos relativos al consumo nocivo de alcohol”.

c) Intercálase entre la palabra “prevención” y la conjunción “y” la siguiente frase “del consumo perjudicial de alcohol”.

d) Agrégase entre las palabras “rehabilitación” y “de”, la palabra “social”.

e) Agrégase el siguiente inciso final:

“El reglamento a que hace mención el artículo 33, regulará la forma de administración de los montos correspondientes a salud.”.”.



Artículo 4°.- Los planes y programas de estudio y prevención a que se refieren los incisos primero, segundo y final del artículo 39 de la ley N° 19.925, deberán estar en ejecución un año después de la publicación de esta ley.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 13 de la ley N° 18.290:


a) Sustitúyese en el número 3.- la conjunción “y” final y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;).

b) Reemplázase en el número 4.- el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”.



c) Agrégase el siguiente número 5:



“5.- No haber sido sorprendido por Carabineros realizando alguna de las conductas descritas en los incisos primero de los artículos 25 y 26 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, en los últimos doce meses.”.
Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en los envases o etiquetas de éstas, la cantidad de energía presente en la bebidas alcohólicas por cada 100 mililitro del producto, según las normas establecidas en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Dicha obligación no obsta al cumplimiento de la normativa específica en materia de producción, elaboración, comercialización y rotulación de bebidas alcohólicas.”.


Artículo transitorio.- El artículo 1° de esta ley entrará en vigencia a partir de un año contado desde la fecha de su publicación.



El artículo 2° de esta ley entrará en vigencia a partir de dos años contados desde la fecha de su publicación.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4, 11 y 18 de junio; 2 y 9 de julio; 6 de agosto; 24 de septiembre; 1 de octubre; 5 y 19 de noviembre y 10 de diciembre de 2014; 7 de enero;  4 y 11 de marzo de 2005 presididas por el Honorable Senador señor Iván Moreira Barros, y 1 de abril de 2015 presidida por el Honorable Senador señor José García Ruminot (Presidente Accidental).  Asistieron por la Comisión de Agricultura, los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Francisco Chahuán Chahuán), Felipe Harboe Bascuñán, Rabindranath Quinteros Lara y Patricio Walker Prieto (Carolina Goic Boroevic); y por la Comisión de Salud, los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Alejandro Navarro Brain y Felipe Harboe Bascuñán), Francisco Chahuán Chahuán (José García Ruminot), señora Carolina Goic Boroevic (Patricio Walker Prieto y Manuel Antonio Matta), Fulvio Rossi Ciocca (Rabindranath Quinteros Lara) y señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Iván Moreira Barros).




Sala de las Comisiones unidas, a 6 de abril de 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL, PARA EVITAR LA DILACIÓN INJUSTIFICADA DE LAS AUDIENCIAS EN EL JUICIO PENAL

(9.152-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero y José García Ruminot.




A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron, por el Ministerio Público, la Fiscal Nacional (S), señora Solange Huerta, y el abogado de la Unidad de Asesoría Jurídica de la Fiscalía Nacional, señor Hernán Libedinsky.





Asimismo, por la Defensoría Penal Pública concurrieron el Defensor Nacional, señor Andrés Mahnke; la Jefa de Gabinete del Defensor Nacional, señora Daniela Báez, y los abogados señores Francisco Geisse y Jorge Moraga.





En representación de la Asociación de Fiscales de Chile participó su Presidente, señor Claudio Uribe, y el Vicepresidente, señor Marcelo Leiva.




Estuvieron presentes, además, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Giovanni Somería; la asesora legislativa del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Diana Maquilón; el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; los asesores del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallea y señor Claudio Rodríguez; la Jefa de Gabinete del Honorable Senador señor Espina, señora Andrea Balladares, y su asesor, señor Leonardo Contreras, y los asesores del Honorable Senador señor Larraín, señora Barbara Vidaurre y señor Héctor Mery.

- - -





Cabe hacer presente que aun cuando la iniciativa es de artículo único, fue discutida solamente en general por la Comisión, de manera de dar la oportunidad de introducirle los ajustes y perfeccionamientos pertinentes a través de las indicaciones que se presenten durante la fase de la discusión en particular.

OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto en estudio tiene como propósito introducir modificaciones al Código Procesal Penal con la finalidad de evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



El texto de la iniciativa no contiene disposiciones que requieran de un quórum especial para su aprobación.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Derecho Interno

Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, particularmente su artículo 19, número 3°, que garantiza a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.



2) Código Procesal Penal, especialmente sus artículos 10, que forma parte de los principios básicos del procedimiento penal y que regula la cautela de garantías, y 269, sobre comparecencia del fiscal y del defensor.


3) Ley N° 19718, Orgánica de la Defensoría Penal Pública.

2.- Derecho Internacional

Convención Americana sobre Derechos Humanos, denominada “Pacto de San José de Costa Rica”, incorporada a nuestra normativa interna mediante decreto N° 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 5 de enero de 1991, particularmente su artículo 8°, sobre las garantías judiciales de las personas.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- La Moción

La Moción con que se inició la tramitación del proyecto de ley en estudio, hace presente, en primer término, que nuestra Carta Fundamental establece que es deber del Estado dar protección a la población y a la familia, asegurando, asimismo, a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos, lo que se traduce en que todas ellas tienen derecho a defensa jurídica en la forma en que la ley señale y en que ninguna autoridad o individuo, cualquiera que sea, podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida.





Recuerda, a continuación, que según la Constitución Política de la República, corresponde al legislador arbitrar los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos, asegurando que toda persona imputada de un delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley y que corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos.




Sostiene, enseguida, que los derechos y garantías precedentemente citados jamás deben traducirse en un aprovechamiento ilegítimo de aquellos, con el propósito de dilatar indebidamente los procedimientos judiciales a través de subterfugios, acciones u omisiones que apunten claramente a debilitar la acción de la justicia y obtener la impunidad del delito que se pretende juzgar.




En este contexto, informa que en los últimos años se han podido constatar empíricamente diversas formas de dilación indebida producto de interpretaciones amplias de las normas vigentes por parte de algunos jueces de garantía, las que vienen a impedir u obstaculizar la persecución penal que debe llevar adelante el Ministerio Público.




Para solucionar lo anteriormente expuesto, la iniciativa propone modificar los artículos 10 y 269 del Código Procesal Penal en la forma que se explica a continuación.





Al primero de los citados preceptos, que forma parte de los principios básicos contenidos en el Título I del Libro Primero del referido Código, se propone agregarle el siguiente inciso final, nuevo:





“Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento cuando la afectación sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor.”.





En consecuencia, el artículo 10 del mencionado Código quedaría corno sigue:





“Artículo 10.- Cautela de garantías. En cualquiera etapa del procedimiento en que el juez de garantía estimare que el imputado no está en condiciones de ejercer los derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución Política, en las leyes o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, adoptará, de oficio o a petición de parte, las medidas necesarias para permitir dicho ejercicio.





Si esas medidas no fueren suficientes para evitar que pudiere producirse una afectación sustancial de los derechos del imputado, el juez ordenará la suspensión del procedimiento y citará a los intervinientes a una audiencia que se celebrará con los que asistan. Con el mérito de los antecedentes reunidos y de lo que en dicha audiencia se expusiere, resolverá la continuación del procedimiento o decretará el sobreseimiento temporal del mismo.





Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento cuando la afectación sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor.”.




Adicionalmente, en relación al artículo 269 del Código Procesal Penal, se proponen las siguientes dos enmiendas:





- Introducir, en el inciso segundo, entre la oración “designará un defensor” y la frase “de oficio al imputado”, la expresión “de la Defensoría Penal Pública”, y




- Agregar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:





“El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público”.





Como consecuencia de estas modificaciones, el ya citado artículo 269 quedaría como sigue:





“Artículo 269.- Comparecencia del fiscal y del defensor. La presencia del fiscal y del defensor del imputado durante la audiencia constituye un requisito de validez de la misma.





La falta de comparecencia del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, quien además pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional. Si no compareciere el defensor, el tribunal declarará el abandono de la defensa, designará un defensor de la Defensoría Penal Pública de oficio al imputado y dispondrá la suspensión de la audiencia por un plazo que no excediere de cinco días, a objeto de permitir que el defensor designado se interiorice del caso.





El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público.





La ausencia o abandono injustificados de la audiencia por parte del defensor o del fiscal será sancionada conforme a lo previsto en el artículo 287.”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio inicio a la discusión en general del proyecto anunciando que, dada la naturaleza del asunto en estudio y el hecho de haber tenido origen en una Moción parlamentaria, resultaba de particular interés conocer la opinión de representantes de las instituciones vinculadas en forma directa con la materia en estudio, cuales son el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública.


Sugirió, asimismo, ponderar al final de este análisis, la conveniencia de aprobar solamente en general el proyecto aun cuando éste es de artículo único. Ello, explicó, daría a la Comisión la oportunidad de introducirle los perfeccionamientos que resultaren pertinentes mediante la presentación de las correspondientes indicaciones.


Iniciado el estudio del proyecto, ofreció la palabra a la señora Solange Huerta, Fiscal Nacional (S) del Ministerio Público.


La señora Huerta agradeció la invitación a participar en este debate e inició su presentación señalando que se encuentra en elaboración en la institución que representa un estudio formal sobre el tema en estudio. Anticipó que el persecutor fiscal comparte el fundamento de la iniciativa y observa la misma necesidad que expresan sus autores respecto de la urgencia de regular este tema.

Explicó que el problema abordado por el proyecto se ha transformado en una verdadera estrategia de defensa especialmente en ciertos casos complejos contra organizaciones criminales dedicadas al tráfico de estupefacientes. Por lo anterior, valoró el interés de la Comisión por avanzar en esta materia.


Manifestó, enseguida, que la dilación de audiencias genera costos para todo el sistema procesal penal. Explicó que, por ejemplo, el agendamiento de una audiencia de preparación del juicio oral para un caso complejo implica destinar, de manera exclusiva, a un juez de garantía por un período de hasta tres meses, lo que deja a ese funcionario marginado del conocimiento de todos los restantes asuntos que pasen por el correspondiente tribunal. Agregó que similar situación se produce respecto del fiscal asignado a la causa y del defensor público que representa a alguno de los coimputados que no tiene abogado particular. Indicó que la dilación tiene un impacto aún mayor cuando ocurre durante el juicio oral propiamente tal, pues en ese caso también se perjudica a los peritos y testigos que han sido citados.


Expresó, a continuación, que el Código Procesal Penal regula el abandono de la defensa y prevé sanciones para el abogado que incurre en ella, precisando que, sin embargo, en la práctica esas reglas son letra muerta sin que se conozca situaciones en las que por esta causa se haya inhabilitado a abogados para el ejercicio de la profesión.


En relación con las modificaciones específicamente propuestas por el proyecto, formuló los siguientes planteamientos:



1.- Tocante a la enmienda al artículo 10 del Código Procesal Penal, expresó que ella podría dar lugar a requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, pues la redacción sugerida parte de la base que la afectación de los derechos del imputado debida a una acción u omisión directa de éste o de su defensa no da derecho al estatuto de protección de garantías. Indicó que en esta materia existiría un error de conceptos, pues cuando la defensa de forma maliciosa interrumpe su actuación poco antes de la audiencia respectiva, genera una suerte de apariencia de afectación de los derechos del imputado y no propiamente una infracción de la garantía del defensor técnico.

Para solucionar este punto, recomendó reemplazar el texto propuesto por otro que disponga que no se podrá alegar afectación de garantías cuando el fundamento sean actos propios de la defensa. Lo que interesa, aseguró, es adoptar una redacción explicíta sobre este punto, basada en el principio de que nadie puede beneficiarse de su propio dolo.

2.- En lo referente al artículo 269 del Código Procesal Penal, opinó que el proyecto debería tomar como base una visión más sistemática del derecho de defensa, entendido en su contexto completo. Para ello, señaló que cabría intervenir también de manera correlativa las normas que rodean el indicado precepto. Desde este punto de vista, acotó, deberían revisarse las disposiciones que regulan el efecto de la ausencia del defensor en la audiencia del proceso oral (artículo 286) y en todas las diligencias procesales donde sea requerida su presencia (artículo 103). Todo ello, agregó, también con la finalidad de no perjudicar a la víctima y al proceso penal en su conjunto.

Hizo notar que el texto propuesto requiere que el defensor público nombrado en reemplazo del abogado particular que no asiste a la audiencia, actúe "conjuntamente" con el representante privado que posteriormente el imputado designe. Al respecto, manifestó que aunque en principio ello parecería ser una forma de asegurar la presencia de la defensa técnica y de superar las posibles dilaciones, en la práctica la forma como está redactada la propuesta puede acarrear el efecto contrario, pues la expresión antes citada podría interpretarse en términos de que para la validez de cualquier gestión será necesario que estén presentes ambos defensores, tanto el de oficio nominado por el tribunal como el privado.


Hizo notar que aunque el Código Procesal Penal no lo dispone expresamente, en ciertas situaciones límite donde ha fallado una larga sucesión de audiencias prefijadas, ciertos jueces de garantía de Santiago, echando mano a las reglas supletorias del Código de Procedimiento Civil, han nombrado a abogados de la Defensoría Penal Pública como defensores alternos de los imputados involucrados en aquellos casos, con el propósito de tener siempre a un abogado representante del acusado en las diligencias que así lo requieran. Expresó que lo anterior podría explorarse como una solución alternativa.


En último término, puso de relieve que el Código Procesal Penal ya contempla un procedimiento sancionatorio para el abogado que no concurre a las audiencias agendadas, el que, no obstante, no es aplicado en la práctica. Observó que bien podría acudirse más frecuentemente a estas reglas. Recordó que en otras latitudes las actividades de los abogados están muy regladas y hay fuertes sanciones que se aplican entre los propios pares, lo que, sin embargo, en Chile no ocurre.

En todos estos aspectos, destacó, es relevante de preservar la buena fe procesal y la necesidad de que haya un comportamiento ético de parte de todos los intervinientes en el proceso penal. Ello, añadió, supone efectuar una mirada sistemática de las reglas que lo rigen, de manera de evitar que las enmiendas que se introduzcan den lugar a colisiones.

Finalizando su intervención, ofreció hacer llegar a la Comisión algunas sugerencias escritas para una mejor redacción.


A continuación, hizo uso de la palabra el Defensor Nacional, señor Andrés Mahnke.


El señor Mahnke agradeció la convocatoria a participar en la discusión de este proyecto, el que, señaló, resulta del mayor interés para la Defensoría Penal Pública, dado que busca consagrar normas que afectarían sustancialmente el efectivo ejercicio y respeto al derecho a defensa, el cual, en el marco de los derechos constitucionales asegurados en el Capítulo III de nuestra Constitución Política, se presenta como básico, infranqueable e irrenunciable en nuestro ordenamiento.


Por ello, señaló, tal derecho no puede interpretarse de forma restringida, sino, más bien, necesariamente como un conjunto de derechos cuya congruencia configura un presupuesto básico de todo Estado de Derecho y opera de forma permanente a favor del imputado durante todo el proceso penal. Indicó que este presupuesto irrenunciable a todo enjuiciamiento penal es lo que se conoce como Debido Proceso, esto es, un conjunto de derechos y garantías que protegen al imputado de abusos y violaciones a sus derechos, en todas las circunstancias, estados y grados del respectivo proceso.

Hizo presente que entre las consideraciones explicitadas en el preámbulo del proyecto se indica que existirían aprovechamientos ilegítimos de los derechos y garantías establecidas en el procedimiento penal, a través de los cuales se perseguiría “dilatar indebidamente los procedimientos judiciales a través de subterfugios, acciones u omisiones que apuntan a debilitar la acción de la justicia y obtener la impunidad del delito que se pretende juzgar”. Afirmó que, más allá de prácticas que puedan haber ocurrido en casos puntuales y siempre excepcionales, la eventual existencia de dichas maniobras puede ser perfectamente subsanable y adecuadamente enfrentada si se aplican correctamente las reglas del Código Procesal Penal, de forma que el juez se encuentre en condiciones de poder adoptar las medidas más apropiadas frente a una situación de renuncia del defensor privado o de declaración de abandono de defensa.

Agregó que, en términos generales, bajo una visión sistémica resulta necesario hacer ver, desde ya, que el actual sistema procesal penal se caracteriza desde su primer día -no habiendo antecedentes que hagan pensar que ello variará en lo venidero-, por la celeridad con que se resuelven los casos bajo su conocimiento, sin que alguna mala práctica que se pueda haber dado en algún caso concreto amenace la mantención de dicha bondad de nuestro actual sistema, como tampoco ponga en entredicho las posibilidades de proceder, en definitiva, al enjuiciamiento y castigo de los delitos.

Sostuvo que la manifiesta celeridad en la tramitación judicial de las causas bajo el actual sistema procesal penal permite que, según el Informe Estadístico de la Defensoría Penal Pública correspondiente al año 2014, el 38% de las que vieron finalizada su tramitación en esa institución fueron terminadas en un período de un mes o menos, desde la fecha en que se inició su tramitación judicial. Por su parte, el 56% de las causas terminadas finalizó su estado como causa vigente en tres meses o menos de tramitación. Por último, destacó que sólo el 11,7% del total de causas finalizadas en el año 2014 tuvo una tramitación de más de un año.




Dijo, enseguida, que cabía afirmar, sin temor a equivocarse o exagerar, que el establecimiento de una obligación de los defensores penales públicos de continuar ejerciendo una co-defensa junto a un defensor privado -escenario pretendido a través de la iniciativa en estudio, que busca incorporar un nuevo inciso tercero al artículo 269 del Código Procesal Penal- desconoce en su esencia el derecho a la defensa de confianza por parte del imputado, perturbando su adecuado ejercicio y respeto. Sostuvo que tal propuesta implica, además, y en términos prácticos, una situación del todo irrealizable por parte de la Defensoría Penal Pública sin un sustancial detrimento en la calidad del servicio que brinda a los cientos de miles de usuarios que defiende a lo largo del país todos los años.





Por lo anterior, informó que su visión institucional acerca de las principales innovaciones legislativas propuestas por este proyecto es crítica y pasó a explicitar las consideraciones que la sustentan.





Como comentario general, señaló que en nuestro país el proceso penal presenta una agilidad razonable en su duración atendidos sus fines, tan sensibles en toda sociedad. Añadió que las modificaciones propuestas tienen por causa, probablemente, una sensación de dilación injustificada de los procesos penales motivada por un número reducido de casos concretos en que tal indeseable situación efectivamente se ha dado y que no resultan, en lo absoluto, representativos de la realidad nacional.




Señaló que una prístina demostración de lo excepcional que resulta la mencionada situación es que durante los años 2013 y 2014 hubo un total de 1,05 y 1,19 audiencias de “fijación de nuevo día y hora”, respectivamente, por cada causa-imputado, durante la total tramitación del respectivo caso. Es decir, en cada causa se registra sólo una audiencia de fijación de nuevo día y hora, la que puede tener múltiples causas, siendo una notificación fallida la de mayor ocurrencia.





Expresó que una forma más directa de tener claridad sobre el actual tiempo que demanda un caso penal para ser sentenciado al entrar en su etapa final o definitoria, es recordar que durante el año 2014 transcurrieron, en promedio, 137 días desde que se notificó el cierre de la investigación hasta la fecha en que la respectiva causa fue sentenciada.





Destacó que, conforme se ha demostrado y tal como en un inicio se indicó, la legítima inquietud de los autores de la iniciativa de buscar cambios en nuestro ordenamiento que aseguren que no se dilatarán los procesos penales más allá de lo aconsejable, se debe probablemente a casos puntuales y excepcionales, en que aquella situación efectivamente se ha dado y respecto de los cuales pueden no haberse ejercido las facultades con que cuentan los tribunales a fin de evitar un abuso en el ejercicio de los derechos del imputado y/o de su defensa, respecto de los que también es necesario considerar el particular contexto en que se desarrollaron.





Manifestó que la celeridad de los procesos penales y el derecho de todo imputado o acusado a ser enjuiciado en el más breve plazo posible es uno de los valores principales del nuevo sistema de enjuiciamiento penal. Hizo notar que, bajo ese entendido, la Defensoría comparte la permanente preocupación de buscar los mecanismos legales y adoptar las resoluciones judiciales tendientes a hacer una efectiva realidad tal garantía. Agregó que lo anterior se maximiza si se piensa en imputados que son inocentes y que esperan con angustia, muchas veces privados de libertad, el juicio penal que aclare y declare su real inocencia en los hechos por los que se les acusa.




Aseguró que la preocupación sobre esta materia está tan presente en el quehacer de la institución que encabeza que es objeto de expresa mención en el establecimiento de los estándares de defensa que se han definido para el desempeño de todos sus defensores penales públicos. En efecto, destacó, bajo el estándar de “la competencia profesional del abogado en las actividades de defensa”, se prescribe que una preocupación básica de todo defensor penal público ha de ser que los imputados no estén sometidos a una investigación más allá del tiempo estrictamente necesario.




A continuación, pasó a revisar las modificaciones propuestas por el proyecto.





En primer lugar, en relación a la incorporación de un inciso final, nuevo, al artículo 10 del Código Procesal Penal, recordó que la función de ese precepto, denominado “cautela de garantías”, es resguardar las garantías del procedimiento de que es titular todo imputado. En dicho sentido, añadió, se trata de una de las normas más relevantes en el establecimiento y consagración legal de un procedimiento racional y justo. Como tal, prosiguió, se encuentra en el Título I del señalado Código, que regula los principios básicos del proceso. Hizo notar que el hecho de que aquel cuerpo normativo comience con la regulación de tales principios no es casual. En efecto, en tanto resguardan derechos fundamentales como el debido proceso, son estos principios los que guían toda la regulación específica que se establece posteriormente. Afirmó que es por ese importante rol que cumplen que no deben regular situaciones específicas, sino materias generales, ampliando así su posibilidad de aplicación a la infinita cantidad de situaciones limitadoras de garantías que puedan darse en el marco de un proceso.





Concluyó que, por lo expresado, un eventual sacrificio o relativización del derecho a impetrar la debida tutela judicial mediante la correspondiente cautela de garantías vendría a constituir un fuerte golpe a uno de los más relevantes fundamentos y garantías de un sistema de administración de justicia, que reconoce en el imputado y en todo momento a un sujeto de derechos respecto del cual no se puede desplegar todo el poder penal del Estado sin una mínima consideración y resguardo de lo que son sus derechos básicos en la defensa, material y técnica, que, como garantía básica o cardinal, siempre aquél ha de poder ejercer.




Indicó que, asimismo, para una adecuada dimensión de los efectos que conllevaría una modificación legal como la propuesta, debe precisarse que el conjunto total de procesos penales en que se decreta la suspensión en la tramitación de la causa en razón del aludido artículo 10 es bastante reducido, no constituyéndose como un factor de peso o de real incidencia en la eventual dilación de los procesos penales. De hecho, dijo, consultado el sistema informático de registro y seguimiento de causas puede indicarse que durante el año 2014 se realizaron 2.756 audiencias de cautela de garantías, esto es, una de estas audiencias por cada 124 causas-imputados en que intervinieron defensores penales públicos. Respecto de ellas, destacó que no todas las cautelas de garantía son interpuestas por la defensa ni son acogidas por el tribunal, ni mucho menos tienen una común causal o implican alguna efectiva suspensión en la tramitación del procedimiento.




Añadió que fuera de los casos señalados en el punto anterior, las suspensiones por afectación de derechos del imputado atribuibles -en los términos del proyecto-, a “una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor”, representan una parte ínfima de los ya pocos casos en que el juez decreta la suspensión en aplicación de lo dispuesto en el ya citado artículo 10, dado que la gran mayoría de esas suspensiones se da cuando por algún tipo de problema de salud, físico o mental, o sospecha de la existencia de un cuadro en tal sentido, se determina que la persona del imputado no se encuentra en condiciones de seguir enfrentando un proceso penal respecto del cual tiene el derecho a conocer su sentido y alcance, pudiendo, de esta forma, ejercer de una manera efectiva y activa su defensa penal.




Explicó que la institución contenida en el ya indicado precepto constituye uno de los principales elementos de garantía del imputado dentro de nuestro proceso penal. Por ello, manifestó que socavar esta institución significaría desequilibrar el modelo procesal penal de manera considerable y en desmedro de una garantía básica en la estructura del modelo de enjuiciamiento imperante.




Asimismo, opinó que el poder determinar cuándo la afectación de los derechos del imputado que motiva la cautela de garantías ha de ser atribuible a una acción u omisión directa o indirecta del imputado o su defensor, en la gran mayoría de los casos ha de resultar difícil y ambiguo. Opinó que se trata de una referencia excesivamente amplia en términos de causalidad, muy especialmente cuando se llegan a mencionar “omisiones indirectas”. Declaró que esta última categoría resulta imposible de limitar, pudiendo considerarse en ella todas las acciones imaginables que un defensor pudo haber realizado pero no hizo, cualquiera sea la razón.




A continuación, se refirió a las enmiendas propuestas al artículo 269.





En relación a la explicitación de que el defensor designado de oficio, en la hipótesis de que se declare el abandono de una defensa, será un defensor público, señaló que ello corresponde a la realidad que se vive día a día en los tribunales y se condice con lo dispuesto por el artículo 106 del mismo Código. Advirtió que, sin embargo, no parece conveniente rigidizar la norma, ya que pueden producirse situaciones excepcionales en que la concurrencia de un defensor penal público resulte imposible, como por ejemplo en situaciones de aislamiento de localidades de difícil acceso, tratándose de audiencias en que la presencia de un defensor resulta indispensable para la efectiva representación de los derechos del imputado y la continuidad del procedimiento. En esos casos, dijo, casi de nula ocurrencia, parece adecuado no prohibir expresamente la posibilidad de que el juez designe a otro abogado, preferentemente de una institución pública y sólo para la audiencia del caso, hipótesis que resulta factible con la actual redacción.





Luego, se refirió a la incorporación de un inciso tercero al artículo 269 del siguiente tenor: “El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público.”.




Al respecto, sostuvo que si bien esta modificación busca, en último término, evitar una nueva suspensión de la audiencia judicial a realizar fundándose en la necesidad de que el nuevo defensor se interiorice del caso, el método de corrección del problema resulta erróneo, impracticable y equivocado, pues con el propósito de solucionar deficiencias o eventuales problemas entre el imputado y su defensor privado, conlleva el establecimiento de un nuevo escenario que desconoce la esencia del derecho a contar con un defensor de confianza, amén de consagrar un escenario en que habría de existir una absorción de trabajo por parte de la Defensoría y sus defensores que resulta imposible de abordar con su actual dotación y que, en todo evento, ha de afectar muy negativamente el servicio de defensa penal que se brinda a miles de personas que efectivamente deben recurrir a él, que muy mayoritariamente son los chilenos de más escasos recursos y que, por lo mismo, en caso alguno tienen la posibilidad de contratar un abogado particular.





Puso de manifiesto que el fin de la Defensoría Penal Pública es la protección de los derechos de quienes no cuentan con un defensor privado y, en ese sentido, disponer de un defensor público al servicio de quien ha contratado uno privado debilita esta garantía por razones que, como ya se señalara, representan una solución errada a un problema cuya real existencia suscita dudas, considerado en su globalidad el sistema de justicia penal. Añadió que la modificación en estudio resulta también contraria al derecho a designar libremente un defensor de confianza, establecida en el artículo 102 del Código Procesal Penal, al forzar al imputado a que su defensa sea conocida igualmente por un abogado que no ha designado y que, a diferencia del abogado particular, no cuenta con su confianza. Afirmó que si el imputado confía su defensa penal a un profesional del área privada y se le exige que en conjunto se adhiera a ésta un defensor penal público, estaremos en contradicción con principios que sustentan en nuestro ordenamiento jurídico las bases primarias del derecho a defensa.





Por otra parte, continuó diciendo que la solución que propone el proyecto generaría significativos e insalvables problemas prácticos para la defensa pública en nuestro país. Destacó que sólo cuando el imputado no cuenta con un abogado de su confianza es que se requiere la designación de un defensor público, no siendo éste el caso. Añadió que se fuerza entonces al imputado, bajo la hipótesis de que se designe un defensor privado luego que haya existido una declaración de abandono de defensa privada, a ser defendido en el respectivo juicio penal por un letrado que no ha designado y que le es innecesario, toda vez que ya cuenta con un abogado. Del mismo modo, se obligaría a dos abogados a trabajar juntos en una misma causa, pudiendo en muchas ocasiones no tener una visión profesional ni cercanamente común respecto al caso a representar y darse, de esta forma, causas en que ambos profesionales no concuerden en cuestiones básicas de la defensa penal a realizar, dificultándose y retrasándose con toda seguridad el trabajo de la defensa.





Aseveró que la inconveniencia de esta iniciativa legal resulta evidente si se hace una analogía con la medicina, suponiendo que en ese ámbito se propusiera la existencia del deber de acompañar al médico de clínicas privadas por parte de un médico funcionario público de un servicio de salud, al momento de otorgar algún tratamiento o decisión médica, cualquiera fuere el caso a tratar.





Dijo que desde un punto de vista práctico y tal como resulta palmario considerando el ejemplo del médico, se ha de reconocer que en cualquier ejercicio profesional, las estrategias y determinaciones del profesional llamado a intervenir pueden variar, dependiendo de las características académicas, éticas o incluso experimentales de éste. Por ende, obligar a la intervención de dos profesionales, uno privado y otro público, suponiendo que habrán de compatibilizar las necesarias estrategias y teorías para un caso, puede resultar no sólo abiertamente perjudicial para el imputado, sino que además puede generar un abierto efecto complejizador e incluso, y en definitiva, dilatorio del proceso penal. En efecto, precisó, si lo que se busca es evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal, la modificación en análisis se convertiría probablemente en una arma de doble filo, pues al obligar al defensor público a seguir trabajando hasta el final del juicio en conjunto con el defensor particular, igualmente se afectaría la economía procesal debido a los desencuentros teóricos y prácticos cotidianos que podrían producirse entre los referidos profesionales, con la consecuente merma en la calidad de la defensa.




Continuando con el análisis desde un prisma eminentemente práctico, señaló que fuera de toda duda, en términos de cargas de trabajo es impensable que con la actual dotación de defensores resulte factible destinar una parte no menor de ellos a preparar defensas penales respecto de causas en las que resultará necesario para dicho profesional intervenir no obstante que el imputado cuente con un defensor particular. Serían muchos casos al año aquellos en que los defensores tendrían que preocuparse de conocer la causa, relacionarse con su representado, eventualmente solicitar pericias de descargo y, en definitiva, preparar y ejecutar una determinada estrategia de defensa. Para todo ello ha de resultar imprescindible que el defensor penal público logre conciliar su estrategia de defensa con aquella que sostenga el respectivo abogado particular designado por el imputado, quien, como ya se indicó, puede tener una visión profesional sobre la defensa del caso diametralmente distinta al del respectivo defensor público, con las naturales dificultades que aquello conllevaría.




Sostuvo que un escenario de este tipo implicaría un sustancial incremento en la carga de trabajo de los defensores, lo cual no parece acertado si se considera que tal situación se habría de verificar en razón de un trabajo de defensa llamado a ser prestado en circunstancias que existe un defensor privado asignado por el respectivo imputado o acusado. Por otra parte, destacó el alto costo presupuestario que para el servicio implicaría una medida como la comentada, dado el incremento de casos que éste debería asumir como defensa, respecto de las cuales la circunstancia de encontrarse ésta compartida con un defensor privado no liberará a sus defensores de realizar todas las gestiones o actuaciones propias de un defensor penal, como, por ejemplo, requerir los informes periciales que aparezcan necesarios o convenientes para el caso concreto.




Finalmente, señaló que un escenario como el comentado implicaría, indudablemente, un significativo desmedro en la calidad del servicio que los defensores brindan en los casos en que clara y efectivamente tienen la labor de ejercer la defensa y en favor de que, precisamente, las personas que por falta de medios no tienen ninguna posibilidad de contratar un abogado de ejercicio privado de la profesión.



Complementariamente, el señor Mahnke formuló las siguientes consideraciones:





En primer lugar, reiteró que las herramientas legales tendientes a evitar una dilación injustificada en los procesos penales, en lo sustancial, ya existen en nuestro Código Procesal Penal. Así, muchos de los inevitables efectos que genera una renuncia de defensor privado ad portas de una audiencia relevante (piénsese, por ejemplo, en audiencia de juicio abreviado, preparación de juicio o de juicio oral), pueden atenuarse mediante el uso efectivo de la prerrogativa que confiere el artículo 106 del Código Procesal Penal al establecer que “la renuncia formal del defensor no lo liberará de su deber de realizar todos los actos inmediatos y urgentes que fueren necesarios para impedir la indefensión del imputado.”.




Sostuvo que, sin embargo, hay algunas modificaciones legales menores que podrían contribuir a evitar dilaciones de audiencias. Sobre el particular, sugirió las siguientes:





a) En cuanto a la eventual modificación de la herramienta legal de solicitar al juez una cautela de garantías reconocida en el artículo 10 del Código Procesal Penal, podría ayudar a evitar dilaciones del proceso añadir en dicho artículo que la suspensión del procedimiento, en caso de decretarse, deberá extenderse sólo durante el plazo estrictamente necesario para la salvaguarda de derechos y garantías del imputado, mención que actualmente no existe. De esta forma, se protegería el debido proceso tanto respecto de las garantías del imputado como respecto a la evitación de dilaciones indebidas.




b) Se refirió, enseguida, al caso en que se proceda por parte del respectivo tribunal a declarar el abandono de una defensa penal. Probablemente, señaló, nuestra legislación no ha previsto una adecuada sanción al profesional que genera tal declaración judicial que viene a dejar, de forma imprevista, sin abogado defensor al respectivo imputado o acusado. En efecto, agregó, la norma que contempla la sanción para estas hipótesis, el artículo 287 del Código Procesal Penal, establece una sanción de suspensión en el ejercicio de la profesión, fijando un tiempo máximo para ella de dos meses, pero no establece un mínimo de tiempo para la misma, atendido lo cual, muchas veces o no se impone suspensión alguna al profesional causante de esta situación o se la establece por un plazo mínimo que resulta de tan insignificante entidad que no constituye una eficiente herramienta judicial para evitar que estas situaciones se den cotidianamente, e incluso, en varias ocasiones de manera repetida respecto de un mismo abogado. Opinó que un avance en esta materia sería consagrar un mínimo de tiempo para la suspensión del ejercicio de la profesión por parte del abogado a cuyo respecto se declara el abandono de defensa, constituyéndose de este modo en una real y efectiva sanción disciplinaria, con efectos disuasivos.




c) Expresó, finalmente, que al regularse la renuncia a una causa por parte del respectivo defensor penal, sería ventajoso limitar esta posibilidad respecto de su ejercicio, fijando un mínimo de antelación en relación a la realización de las audiencias más significativas del proceso penal. De esta forma, de requerirse la intervención imprevista de un defensor penal público, ello ocurriría con una anticipación tal que permitiría a este letrado asumir la audiencia encomendada sin necesidad de pedir la fijación de una nueva fecha para su realización por no estar en condiciones de llevar a cabo una adecuada defensa.


A continuación, se ofreció el uso de la palabra al Presidente de la Asociación Gremial de Fiscales del Ministerio Público, señor Claudio Uribe.


El señor Uribe agradeció, en nombre de la asociación que preside, la oportunidad de participar en el estudio de esta iniciativa, cuyo propósito informó que comparte.


Explicó que, en la práctica, las audiencias por cautela de garantías no son efectivamente muy numerosas, si bien que la resolución de ellas repercute en muchas otras audiencias posteriores de aquel proceso y de los que están relacionados. Por lo anterior, señaló que lo que allí se considere tiene relevancia.


Manifestó que también hay casos en que esta audiencia especial tiene lugar cuando poco antes de la citación el abogado patrocinante renuncia, presentándose a la respectiva sesión otro profesional que está recién llegado a la causa y que, por ello, solicita al juez más tiempo para estudiar los antecedentes. Expresó que esta figura es fuente de muchas suspensiones y que no está recogida en el proyecto que ahora se estudia.


Señaló que, tal como ya se ha dicho en este debate, cada vez que se suspende una audiencia previamente agendada queda mucho trabajo perdido para la Fiscalía y muchas horas de comparecencia judicial que se transforman en tiempos muertos, lo que es muy relevante para una institución ya colapsada por su flujo de trabajo, como es el caso del Ministerio Público.

Por ello, apoyó los objetivos del proyecto, los que consideró del todo justificados.

Cabe señalar que en el análisis del proyecto, la Comisión tuvo también en consideración las siguientes sugerencias formuladas por el señor Jorge Abbott, Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, a través de un documento escrito del siguiente tenor:





“1. Materia sobre la que versa el proyecto:




El proyecto de ley propone modificar dos artículos del Código Procesal Penal, con el fin de evitar dilaciones indebidas de los procesos judiciales. Señala en la introducción del proyecto que se ha podido constatar diversas formas de dilaciones indebidas producto de interpretaciones amplias de normas legales vigentes por parte de algunos jueces de garantía, que impiden u obstaculizan la persecución penal que debe llevar adelante el Ministerio Público”; no obstante, no señala, ni a modo de ejemplo, cuáles serían estas formas.




Por lo expuesto, proponen modificar los artículos 10 y 269 del Código Procesal Penal.




2. Modificaciones propuestas y observaciones:




2.1. Al artículo 10 del Código Procesal Penal se propone incorporar un inciso final del siguiente tenor:





“Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento, cuando la afectación sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor.”.




Estamos de acuerdo con la finalidad de la norma, que viene a corregir una utilización muchas veces abusiva de la misma; no obstante, creemos que debe tenerse cuidado en los siguientes aspectos:

· Se puede entender que, a raíz de esta redacción, en todos los demás casos sí procede la suspensión, cuestión que no corresponde pues depende de la ponderación que haga el juez.
· No hay pronunciamiento respecto del sobreseimiento temporal como consecuencia de la cautela; nos imaginamos que la lógica es que tampoco opere, pero sería mejor explicitarlo.




Por tanto, una redacción más acorde con lo pretendido por los autores podría ser:





“Con todo, nunca habrá lugar a la suspensión del procedimiento ni al sobreseimiento temporal, cuando la afectación sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor.”.




2.2. Al artículo 269 del Código Procesal Penal: el proyecto de ley plantea introducir en el inciso segundo la expresión “de la Defensoría Penal Pública” y agregar un nuevo inciso tercero del siguiente tenor:





“El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público.”.




Si bien la modificación pretendida apunta a una de las principales causas de dilaciones injustificadas y abusivas del ejercicio de un derecho, como es el de designar libremente al abogado defensor, o a renunciar al patrocinio en el caso del abogado, la redacción pretendida presenta los siguientes problemas:




a) La inclusión de la expresión “de la Defensoría Penal Pública” está demás, dado que el tribunal sólo puede nombrar de oficio a abogados de la defensoría penal pública.





b) La actuación conjunta del defensor penal público con el abogado particular, toda vez que dicha actuación colisiona con lo establecido por la Constitución Política de la República en su artículo 19, Nº 3, inciso cuarto, que consagra el derecho irrenunciable a ser asistido por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno, es decir que el abogado estatal sólo puede operar en ausencia del abogado particular.





La actuación conjunta presenta el problema práctico, no resuelto por la norma pretendida, de quién toma la o las decisiones finales de la defensa en caso que no exista acuerdo (teoría del caso, presentación o no de prueba, liberación de testigos, realizar o no preguntas, etc.), ¿será el abogado particular de confianza o el defensor público?





Tampoco se puede pretender limitar la libertad para elegir al abogado que lo represente, imposibilitando que designe a uno de su confianza cuando se ha decretado el abandono de la defensa o se ha revocado el patrocinio y poder.




Si bien se reconoce que la modificación apunta a la dirección correcta para evitar abusos en el ejercicio de los derechos del imputado, esta debe ser perfeccionada a fin de evitar que socave los mismos.




Una posibilidad que puede respetar las garantías expuestas y evitar las dilaciones, es que el defensor público que sea designado por el tribunal en la hipótesis del artículo 269 o en caso de renuncia o de revocación del patrocinio, se mantenga como defensor en carácter de alterno para el evento que el imputado designe un defensor de su confianza.”.

Una vez finalizadas las exposiciones ya consignadas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, ofreció la palabra a los restantes miembros de la Comisión.


El Honorable Senador señor Araya inició su discurso felicitando a los autores de la iniciativa, por haber detectado un problema grave que requiere de una pronta solución legal. Con todo, observó que en la materia en estudio es menester separar dos cuestiones. Por una parte, dijo, está el abandono premeditado de la defensa, que es una situación marginal pero con serias consecuencias prácticas, y por otra está el caso de la eventual indefensión en que queda el imputado cuyo abogado recurre a esta práctica, que también debe ser considerado.

Expresó que compartía la idea del señor Defensor Nacional, en orden a que la solución de este problema va por el camino de enfatizar el aspecto disciplinario contra los abogados que incurren en esta práctica, más que por la vía de quitar garantías al imputado. Añadió que los procesos disciplinarios también deberían emplearse cuando los abogados, en forma intempestiva, excusan su asistencia mediante certificados médicos de dudoso mérito, que nunca son corroborados por los tribunales.

Indicó que, por otra parte, la preocupación planteada por el representante gremial de los fiscales requiere de alguna norma que la solucione, aun cuando no aparece recogida en el proyecto. Explicó que una posible solución sería establecer un plazo máximo para que el imputado revoque un patrocinio antes de una audiencia. Advirtió que, sin embargo, esta vía requiere de un acabado estudio porque podría aparecer como una limitación al derecho a nombrar a un representante de confianza.


El Honorable Senador señor Larraín informó que también comparte las ideas matrices del proyecto, por cuanto atiende en forma concreta y práctica a ciertas dificultades que se presentan en los juicios penales. No obstante, consideró necesario introducir ajustes a lo menos a la primera parte del texto en estudio para evitar los inconvenientes detectados por la señora Fiscal Nacional (S) del Ministerio Público.

En relación con las modificaciones al artículo 269 del Código Procesal Penal, sostuvo que ellas abordan un asunto más complejo, por cuanto es difícil conciliar el derecho fundamental a tener un defensor de confianza con una regla que impone un abogado de oficio en los casos que allí se contemplan.

Expresó que la solución alternativa planteada por el Ministerio Público en orden a tener un defensor que opere como alterno al abogado particular parece ser la vía correcta, siempre y cuando se provea a esa institución de los resguardos presupuestarios necesarios para llevarla a la práctica.


Por las razones antes señaladas, sugirió aprobar solamente en general la iniciativa en esta oportunidad, de manera de poder estudiar los cambios necesarios durante el próximo trámite reglamentario.


A continuación, hizo uso de la palabra la Fiscal Nacional (S), señora Huerta, quien destacó que no existen derechos constitucionales ilimitados y que, por el contrario, no se puede amparar el ejercicio abusivo de los mismos, por cuanto, tal como lo señalara precedentemente, nadie puede beneficiarse de su propio dolo. Por tal razón, se mostró partidaria de introducir las precisiones del caso al artículo 10 del ya referido Código, sin perder de vista el señalado principio.

Subrayó que el problema de que trata este proyecto deriva del ejercicio profesional de algunos abogados particulares que operan en el foro y en ningún caso del de los profesionales de la Defensoría Penal Pública, quienes no incurren en prácticas reñidas con la ética.


Expresó que aunque efectivamente se dan pocos casos como los que se han señalado en este debate, ellos se concentran en procesos en los que el Ministerio Público hace un despliegue relevante de personal y de recursos, como son las causas sobre narcotráfico. Por ello, prosiguió, el daño es relevante no solo para la institución que representa, sino también para la Administración de Justicia en su totalidad, pues muchas veces estas situaciones perjudican también a los testigos y a los peritos citados al juicio. Añadió que este fraude puede incluso tener una faceta aún más reprochable, pues no ha faltado el caso en que un abogado particular ha hecho fracasar una audiencia de control de medidas cautelares personales con el único propósito de asegurar la permanencia de su representado en la cárcel, teniendo en vista que quien se encuentra en esa situación naturalmente estará más proclive a desembolsar honorarios.


El Honorable Senador señor Espina expresó su agradecimiento a los invitados a la sesión, quienes de consuno han reconocido que el problema que la Moción atiende, efectivamente existe. Manifestó que la elaboración de esta iniciativa deriva de las innumerables experiencias que ha tenido oportunidad de conocer, que incluyen casos en los cuales ha habido más de una veintena de suspensiones de audiencias. Se trata, agregó, de una inquietud compartida por las correspondientes víctimas y también por los jueces de garantía y por los fiscales, quienes resienten este verdadero fraude procesal.


Informó que hay casos graves, de narcotráfico o de delitos terroristas, en que estas prácticas dilatorias llegan a un límite, revelándose como verdaderas estrategias para aplazar juicios, ganar tiempo y amedrentar o cansar a testigos y peritos, de forma tal de debilitar y hacer caer la teoría sustentada por el Ministerio Público. Señaló que aun cuando estos eventos pueden no ser tan numerosos, la gravedad de los mismos se potencia con el hecho de que ellos generan negativos efectos que irradian a todo el sistema.


Recordó, por otra parte, que el artículo 14 del Código Orgánico de Tribunales expresamente establece, como primer deber del juez de garantía, asegurar el respeto de los derechos de todos los intervinientes del proceso penal, calidad en la cual se encuentra no sólo el imputado, sino también la víctima y el Ministerio Público.


Connotó el interés de las observaciones y sugerencias planteadas y solicitó a los invitados aportar a la Comisión a la mayor brevedad posible las redacciones que aún faltan para mejorar la formulación del texto, de manera de no afectar de ningún modo los derechos de los involucrados.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, agradeció a los invitados presentes las exposiciones y planteamientos formulados. Manifestó que el debate realizado indica claramente que existe consenso en torno a la pertinencia de la iniciativa en estudio. Señaló que, no obstante, también ha quedado de relieve la necesidad de introducir ciertos ajustes al texto planteado, de forma tal que la redacción que se alcance represente una solución idónea para los problemas planteados y no venga a ocasionar nuevas dificultades.

Por lo anterior, declaró cerrada la discusión en general de la iniciativa y sugirió a la Comisión pronunciarse únicamente sobre la idea de legislar, de manera de dar oportunidad de presentar, durante la discusión en particular, las indicaciones que resulten pertinentes.


Hubo acuerdo de parte de los restantes miembros presentes de la Comisión en torno a este criterio.

- En consecuencia, puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti (Presidente), Espina y Larraín.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado anteriormente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general el siguiente:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:





1.- Agrégase al artículo 10 el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento cuando la afectación sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor.”.


2.- Modifícase el artículo 269 de la siguiente forma:





a) Introdúcese, en el inciso segundo, entre la oración “designará un defensor” y la frase “de oficio al imputado”, la expresión “de la Defensoría Penal Pública”.




b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:





“El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público.”.”. (Aprobado en general, unanimidad, 4 x 0).
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 1 de abril de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Logton (Presidente), Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, 6 de abril de 2015.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL SEGURO DE CESANTÍA DE LA LEY N° 19.728

(9.126-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente señor Sebastián Piñera Echenique, al que la actual Jefa de Estado, señora Michelle Bachelet Jeria formuló una indicación en el primer trámite constitucional. 


-Cabe señalar que la Sala del Senado, en sesión de 4 de marzo de 2015, autorizó a la Comisión para discutir esta iniciativa en general y en particular en el primer informe. Con todo, se deja constancia que contempla normas que deben ser conocidas –oportunamente- por la Comisión de Hacienda.

NORMAS DE QUÓRUM


Cabe señalar que los numerales 1) a 5) del artículo 1°-que pasó a ser artículo único- tienen el carácter de normas de quórum calificado, por regular el ejercicio del derecho a la seguridad social, en conformidad con el número 18 del artículo 19 de la Constitución Política, requiriendo para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los senadores en ejercicio, en cumplimiento de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 66 de la misma Ley Fundamental.

OBJETIVOS PRINCIPALES DEL PROYECTO DE LEY


-Aumentar el promedio de remuneraciones en todos los giros con cargo a la cuenta individual por cesantía, entre el primer y séptimo mes.


-Establecer que el trabajador cesante podrá percibir hasta diez pagos en un período de cinco años, financiados con cargo al Fondo de Cesantía.


-Incrementar los topes mínimos y máximos de entrega del seguro de cesantía para los trabajadores con contrato indefinido y a plazo fijo o para obra o faena.


-Aportar a la cuenta de capitalización de AFP del trabajador sujeto al Fondo de Cesantía un monto equivalente al 10% de la prestación.


-Ampliar el acceso al Sistema de Información Laboral y a la Bolsa Nacional de Empleo a todos los trabajadores cesantes mayores de 18 años.

ASISTENCIA


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social señora Javiera Blanco Suárez, el Subsecretario del Trabajo señor Francisco Javier Díaz Verdugo, el Subsecretario de Previsión Social señor Marcos Barraza Gómez, la Jefa de Gabinete de la Ministra, señora Elvira Oyanguren, la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría del Trabajo señora Andrea Soto Araya, la Jefa de Prensa del Subsecretario de Previsión Social señora Jeannette Aguilar Paulsen y el coordinador legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco del Río Correa; el Jefe del Departamento AFC Chile y del Fondo de Cesantía de la Superintendencia de Pensiones, señor Ernesto Frelijj Gallardo y la abogada de Derecho de la Seguridad Social de la misma entidad, señora Pía Villalobos Donoso; el asesor de Coordinación de Políticas Sociales del Ministerio de Hacienda, señor Juan Manuel Badilla y los analistas de la Dirección de Presupuestos, señora Sara Canales y señor Eduardo Román; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin Granada; el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, abogado Sergio Morales; los asesores parlamentarios: de la Senadora Goic el señor Juan Pablo Severín, del Senador Letelier el señor José Fuentes y de la Senadora Von Baer el señor Agustín Briceño; el periodista, la asesora comunicacional y el fotógrafo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Rodolfo Carrasco; señora Pilar Zamora y señor Pablo Yovane, respectivamente.
 
Especialmente invitados concurrieron a la sesión de fecha 4 de marzo de 2015, en representación de la Central Autónoma de Trabajadores de Chile (CAT), el Secretario General señor Alfonso Pastene Uribe, el Consejero Nacional del Departamento de Comunicaciones señor Juan Olguín Parra y la Consejera Nacional del Departamento de Formación y Capacitación señora María Teresa Fevriel Tapia.


A la sesión de fecha 11 de marzo de 2015, asistieron en representación de la Administradora de Fondos de Cesantía (AFC Chile), el Gerente General señor Patricio Calvo Ebensperger y el Gerente de Operaciones señor Edhín Cárcamo y en representación de la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía, el Presidente, señor Hugo Cifuentes Lillo y el representante de Confederación de la Producción y del Comercio señor Pablo Bobic Concha.
-------
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-Ley N° 19.728, que establece un seguro de desempleo, publicada el año 2001 y la ley N° 19.223, que tipifica figuras penales relativas a la informática, publicada el año 1993.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


1) El Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, que dio inicio al proyecto de ley en análisis se fundamentó en la necesidad de aumentar la protección de los trabajadores que se encuentren en condición de cesantía y en la respuesta satisfactoria del seguro durante los más de diez años de operaciones del sistema, que ha permitido acumular recursos muy por sobre lo proyectado.


2) Indicación de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, presentada en la Cámara de Diputados con fecha 16 de diciembre de 2014, que reconoce como característica de las economías modernas, estables y en crecimiento que la creación y eliminación de puestos de trabajo son situaciones propias de su funcionamiento. En consecuencia, agrega que la ausencia o debilidad de una institucionalidad que permita compensar tales pérdidas y que simultáneamente apoye los esfuerzos de los trabajadores cesantes para encontrar ocupaciones productivas, incrementa el riesgo de que el término de una relación laboral derive en situaciones de pobreza o vulnerabilidad del trabajador y de su entorno familiar.


Asimismo, en los considerandos de la indicación se proyecta el perfeccionamiento del seguro de desempleo para garantizar más y mejores beneficios, erigiéndose en un apoyo fundamental a las personas que habiendo quedado sin empleo, desarrollan acciones positivas para su búsqueda.


Finalmente, la Jefa de Estado estima que avanzar hacia un crecimiento inclusivo que permita mejorar la productividad de las empresas y, por ende, de la economía, debe ir acompañado de herramientas que faciliten la promoción y protección del empleo de calidad, mejorando la empleabilidad de los trabajadores y las trabajadoras de nuestro país.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

-El texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados consta de dos artículos permanentes y de dos artículos transitorios.


El artículo 1°, que modifica la ley N° 19.728, que establece un seguro de desempleo, contempla 10 numerales, que aumentan el monto de los beneficios del seguro, tanto para trabajadores con contrato indefinido como de plazo fijo; flexibilizan la restricción para recibir prestaciones del Fondo de Cesantía Solidario; reducen las lagunas previsionales haciendo imponible las prestaciones del Fondo; fortalecen los servicios de información e intermediación laboral y disponen que la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo tendrá derecho a una retribución cuyo financiamiento será de cargo del Fondo de Cesantía Solidario.


El artículo 2° establece una retribución adicional para la sociedad administradora de fondos de cesantía, la que se pagará con cargo al Fondo de Cesantía Solidario.


El artículo primero transitorio dispone la vigencia de la ley y el artículo segundo transitorio se refiere al mayor gasto fiscal que representa, sujetando su financiamiento durante el año de entrada en vigencia a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en lo que faltare con cargo al Tesoro Público. En los años siguientes se aplicará a los recursos que contemple la ley de Presupuestos. 

SESIÓN DE 4 DE MARZO DE 2015

En la primera sesión dedicada al estudio del proyecto de ley, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de la Central Autónoma de Trabajadores y seguidamente a la Ministra del Trabajo y Previsión Social.

CENTRAL AUTÓNOMA DE TRABAJADORES
 
El Secretario General de la Central Autónoma de Trabajadores, señor Alfonso Pastene, expuso el parecer de dicha organización respecto de las disposiciones contenidas en la iniciativa legal en estudio.

 
En primer lugar, manifestó que, durante el análisis de la iniciativa debe considerarse que la pérdida del puesto de trabajo y el posterior período de cesantía, no sólo produce problemas económicos para el trabajador, sino que, además, genera diversas consecuencias en el ámbito sicológico, tales como pérdida de confianza y baja autoestima, y efectos negativos en materia de salud y previsión social.

 
Dichas problemáticas, añadió, generan la necesidad de promover e implementar diversas medidas que permitan sobrellevar de mejor manera el período de cesantía. En ese contexto, aseveró que la Central Autónoma de Trabajadores de Chile evalúa positivamente el contenido del proyecto de ley en estudio, toda vez que apunta a incrementar los beneficios financiados con cargo a la cuenta individual del trabajador, eleva el porcentaje promedio del monto del seguro de cesantía y amplía los beneficios financiados con cargo al Fondo Solidario.
 
Asimismo, añadió que la iniciativa propone aumentar los beneficios con cargo al Fondo Solidario de Cesantía para los trabajadores y trabajadoras con contrato a plazo fijo, incorpora un tercer giro al promedio de remuneraciones devengadas y elimina la restricción que permite sólo recibir prestaciones del Fondo Solidario de Cesantía hasta dos veces en cinco años, permitiendo que los trabajadores puedan recibir hasta diez pagos en un plazo de cinco años.
 
Por otra parte, destacó la entrega de un aporte equivalente al 10% de las prestaciones, destinadas a la respectiva cuenta de capitalización individual obligatoria para pensiones, durante los meses en que el trabajador opte por el Fondo Solidario de Cesantía.

 
Sin embargo, abogó por la extensión de las prestaciones del seguro de cesantía a todos los trabajadores, sin importar la figura contractual en cuya virtud hubieren prestado servicios. Asimismo, manifestó que existe la necesidad de promover mejoras sustantivas a los planes y programas de capacitación, habida cuenta de su relevancia para favorecer la estabilidad laboral y el ingreso al desempeño de actividades remuneradas.

 
En la misma línea, afirmó que, considerando la forma de financiamiento del seguro de cesantía -que, tratándose del Fondo Solidario contempla el aporte del trabajador, el empleador y el Estado-, resulta necesario evitar que el empleador pueda deducir las cotizaciones que hubiere efectuado cuando el término del contrato opere en conformidad al artículo 161 del Código del Trabajo, esto es, por necesidades de la empresa, establecimiento o servicio. En efecto, aseveró que, de continuar con esta facultad del empleador, se mantendría cierta asimetría en las relaciones laborales, no sólo durante la relación contractual, sino que, además, durante el período de cesantía del trabajador, generando, al mismo tiempo, una afectación de los principios que informan el sistema de financiamiento del fondo.

 
Enseguida, manifestó que, en la legislación vigente, se contempla que en aquellos casos en que el empleador incurriere en alguna infracción relativa al pago del seguro será sancionado con una multa a beneficio fiscal. No obstante, aseveró que el destino de dicha sanción –cuya cuantía, agregó, resulta ser muy inferior en proporción a la gravedad de la infracción- resulta ser erróneo, toda vez que el afectado por el incumplimiento del empleador es el trabajador, debiendo establecerse el pago de una multa en su beneficio o de la organización sindical que lo representa. 

 
A continuación, explicó que el artículo 55 de la ley N° 19.278, que establece seguro de cesantía, de 2001, establece la creación de una Comisión de Usuarios compuesta por tres representantes de los trabajadores y tres de los empresarios, cuyo propósito apunta a conocer los criterios empleados para administrar los fondos de cesantía. Agregó que la creación de una organización única, salvo escasas excepciones, genera una serie de efectos desfavorables, al impedir la creación de nuevas entidades y excluir a un amplio número de trabajadores.

 
Seguidamente, expuso las observaciones de la entidad respecto del texto aprobado, en primer trámite constitucional, por la Cámara de Diputados.

 
Afirmó, que, en general, la Central Autónoma de Trabajadores manifiesta su conformidad con las disposiciones contenidas en el texto sometido a la consideración de la Comisión. Con todo, abogó por establecer los mecanismos que eviten cualquier menoscabo de la condición laboral, estudios o competencias de los trabajadores, tanto en el empleo como en la capacitación ofrecida. 
 
Asimismo, agregó que, en lo tocante al porcentaje de la remuneración requerida para aceptar o rechazar un empleo, debe considerarse que, según un estudio de “Fundación Sol”, la mitad de los trabajadores obtiene una remuneración inferior a $300.000 mensuales, en tanto que cerca del 70% de los trabajadores obtiene una cifra inferior a $426.000 al mes. En consecuencia, explicó que, habida cuenta del tenor del texto aprobado por la Cámara de Diputados, cerca de la mitad de los trabajadores, al enfrentar una situación de cesantía, deberían acceder a una remuneración inferior al ingreso mínimo legal para evitar el cese del pago de dicho beneficio.

 
Finalmente, añadió que la principal problemática que debe atender la legislación laboral dice relación con la calidad del empleo. De esa forma, agregó que, mediante el mejoramiento de las condiciones laborales, es posible garantizar elevar los indicadores de estabilidad laboral y asegurar el pago de remuneraciones acordes a las necesidades que los trabajadores deben satisfacer.
MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL,
SEÑORA JAVIERA BLANCO
 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, expuso respecto de los objetivos generales y el funcionamiento del seguro de cesantía, que establece la ley N°19.728, de 2001. Asimismo, explicó el texto del proyecto despachado por la Cámara de Diputados cuyas modificaciones a la ley del seguro de desempleo derivan, enfatizó, de las recomendaciones de la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía.

 
En primer lugar, explicó que el seguro de cesantía constituye una herramienta destinada a apoyar el período en que un trabajador no se encontrare realizando actividades remuneradas, siendo aplicable a contratos de trabajo a plazo fijo o de carácter indefinido. En efecto, detalló que, tratándose de contratos a plazo fijo, la cotización es pagada en su totalidad por el empleador, en tanto que, en un contrato indefinido, el 0,6% de la cotización es de cargo del trabajador, y el 2,4% es de cargo del empleador. En cualquier caso, añadió, un porcentaje del aporte se destina a la cuenta individual del trabajador, y otro porcentaje ingresa al Fondo Solidario.

 
En ese contexto, sostuvo que el Fondo Solidario de Cesantía –que requiere, para ser utilizado por un trabajador, la existencia de doce cotizaciones continuas o discontinuas- constituye un instrumento utilizado por aquellos trabajadores que no tuvieren fondos suficientes en sus cuentas individuales y su contrato de trabajo hubiere terminado por las causales de necesidades de la empresa, establecimiento o servicio, o caso fortuito o fuerza mayor. Asimismo, afirmó que, tratándose del resto de las causales de terminación del contrato de trabajo –incluyendo la renuncia- es posible utilizar el fondo individual que hubiere acumulado cada trabajador, siempre que hubiere enterado, a lo menos, seis cotizaciones.
 
Con todo, aseveró que se ha detectado una baja utilización de ambos mecanismos, los que son gestionados por la Administradora de Fondos de Cesantía. En efecto, sostuvo que, tratándose del Fondo Solidario, se han utilizado cerca del 13% del total de los fondos disponibles, y, en el caso de las cuentas individuales, tal indicador alcanza, en promedio, a un 33%. Agregó que el total de los fondos existentes en dicho fondo alcanzan a MMUS$ 7.000.

 
En ese contexto, enfatizó que el proyecto de ley pretende aumentar los beneficios que contempla el seguro de cesantía -respecto de las cuentas individuales como del Fondo Solidario- mediante el incremento que resulta de comparar el monto del beneficio y el promedio de la remuneración de los últimos 6 o 12 meses, y los topes máximos que operan para el referido Fondo Solidario. Asimismo, agregó que se propone, en el caso de los contratos a plazo fijo, un aumento en el número de veces en que se puede proceder al retiro de los fondos y se perfecciona el funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo.
 
En lo tocante al incremento de los beneficios contemplados en la cuenta individual, explicó que el texto aprobado en primer trámite constitucional apunta a aumentar los porcentajes que es posible retirar de cada cuenta, en proporción a las últimas remuneraciones que hubiere percibido el trabajador. Al efecto, expuso el siguiente gráfico explicativo, que da cuenta de dicho indicador en la legislación vigente, en el texto del Mensaje presentado por la anterior administración y en la indicación sustitutiva que fue despachada por la Cámara de Diputados:
	Meses
	Situación Actual
	Proyecto de Ley presentado por el Gobierno anterior
	Proyecto aprobado por la Cámara de Diputados

	
	% promedio remuneración  últimos 6 ó 12 meses
	% promedio remuneración  últimos 6 ó 12 meses
	% promedio remuneración  últimos 6 ó 12 meses

	Primero
	50%
	70%
	70%

	Segundo
	45%
	55%
	55%

	Tercero
	40%
	45%
	45%

	Cuarto
	35%
	35%
	40%

	Quinto
	30%
	30%
	35%

	Sexto
	25%
	25%
	30%

	Séptimo o superior
	20%
	25%
	30%


 
En lo que concierne al Fondo Solidario, explicó que la legislación vigente permite su utilización por dos veces en un período de cinco años, en tanto que el texto aprobado en primer trámite constitucional establece que pueden realizarse diez pagos en cinco años. Asimismo, agregó que, tratándose de contratos de trabajo indefinido o a plazo fijo, con cargo al Fondo Solidario, es posible realizar dos pagos adicionales cuando el nivel de desempleo, a nivel nacional, sobrepase en un punto el promedio de los últimos cuatro años.

 
En la misma línea, afirmó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados contempla un aumento de los beneficios del Fondo de Cesantía Solidario para trabajadores con contrato indefinido, aumentando el número de cuotas que se pueden cobrar, los porcentajes del beneficio en relación a las últimas remuneraciones del trabajador y elevando los límites superiores e inferiores del monto de dicho subsidio, los que son reajustados anualmente. Al efecto, presentó el siguiente gráfico explicativo:

	Meses
	Situación Actual
	Proyecto de Ley presentado por el Gobierno anterior
	Texto aprobado por la Cámara de Diputados

	
	% prom. Remun.  últimos 12 meses
	Límites
	% prom. Remun

últimos 12 meses
	Límites
	% prom. Remun. últimos 12 meses
	Límites

	
	
	Superior
(*)
	Inferior
(*)
	
	Superior
	Inferior
	
	 Superior
	Inferior

	Primero
	50%
	247.583
	114.670
	70%
	525.000
	147.000
	70%
	525.000
	157.500

	Segundo
	45%
	222.825
	95.125
	55%
	412.500
	115.500
	55%
	412.500
	123.750

	Tercero
	40%
	198.066
	83.397
	45%
	337.500
	94.500
	45%
	337.500
	101.250

	Cuarto
	35%
	173.308
	72.973
	35%
	262.500
	73.500
	40%
	 300.000
	90.000

	Quinto
	30%
	148.550
	62.584
	30%
	225.000
	63.000
	35%
	262.500
	78.750


 
Por otra parte, añadió que la propuesta del Ejecutivo, aprobada por la Cámara de Diputados, apunta a financiar un aporte a la cuenta de capitalización individual para pensiones, por el equivalente al 10% de las prestaciones, durante los meses que el trabajador opte por el Fondo Solidario de Cesantía, sin que exista la necesidad de cotizar por el seguro contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, el que, por mandato legal, cubre al trabajador durante los doce meses siguientes contados desde la fecha de terminación del contrato de trabajo.
 
En lo tocante al perfeccionamiento de los requisitos y medios de verificación de búsqueda de empleo, sostuvo que el proyecto desarrolla la noción del seguro de cesantía como un instrumento que acompaña al trabajador durante el período de búsqueda de trabajo. En consecuencia, detalló que las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados apuntan a incentivar el proceso de postulación al empleo, en cuyo caso, ante el incumplimiento de las condiciones requeridas para la mantención del subsidio -tales como la falta de postulación a la Bolsa Nacional de Empleo, la inasistencia a entrevistas de trabajo o el rechazo injustificado a una oportunidad de empleo-se produce la extinción o suspensión en el pago de dicho beneficio.
 
Por otra parte, señaló que se contempla que la información contenida en la Bolsa Nacional de Empleo puede ser utilizada por las Subsecretarías de Hacienda, de Servicios Sociales, de Evaluación Social, del Trabajo y de Previsión Social, la Superintendencia de Seguridad Social y la Dirección de Presupuestos, para el ejercicio de sus funciones y el diseño de políticas públicas. 
 
Asimismo, agregó que se propone la ampliación del acceso a la Bolsa Nacional de Empleo a todas las personas en situación de cesantía, mayores de 18 años de edad, con la finalidad de promover el ingreso al desempeño de actividades remuneradas.

 
Enseguida, la abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, expuso a la Comisión respecto del régimen de compensación que la propuesta del Ejecutivo contempla en relación a las Administradoras del Fondo de Cesantía, habida cuenta del aumento de los beneficios que éstas proveen.

 
En efecto, sostuvo que el artículo 2° permanente del texto sometido a la consideración de la Comisión entrega una retribución adicional que se determinará calculando, para los meses que resten de vigencia del contrato, la comisión base contemplada en el artículo 30 de la ley N° 19.728, por los recursos del Fondo de Cesantía Solidario que se destinen al pago de los beneficios que reciban aquellos beneficiarios del Seguro de Cesantía que no hubiesen tenido derecho a tales prestaciones antes de su entrada en vigencia o que correspondan a un mayor monto de prestaciones. Dicha retribución, añadió, se devengará a contar de la entrada en vigencia de la ley y hasta el término del contrato de administración del Seguro de Cesantía, pagándose con cargo al Fondo de Cesantía Solidario en los plazos y en la forma que determine la Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general.

 


Por su parte, el Jefe del Departamento de Administradoras de Fondos de Cesantía, señor Ernesto Frelijj, explicó que la entidad ha estimado el impacto de los cambios propuestos sobre el nivel del Fondo de Cesantía Solidario durante los próximos 10 años, en conformidad a las disposiciones legales que exigen la realización de un estudio actuarial cada vez que se propongan modificaciones a las prestaciones del seguro. 
 


En ese contexto, detalló que se ha considerado el aumento de las tasas de uso para todo el período de proyección, en tres veces para los contratos a plazo indefinido y en cinco veces para los contratos a plazo fijo, y se ha supuesto un escenario adicional de dos crisis económicas -la primera de las cuales comenzaría en julio de 2017 y termina en julio 2019, y la segunda crisis comenzaría en julio 2022 y finaliza en julio 2024, en que el número de cotizantes presenta una caída máxima de 7,5% (aumento en desempleo similar al periodo de crisis 1997-1998), lo que se traduce en un mayor número de solicitudes de beneficios.

 


De ese modo, añadió, es posible prever que, dado que la reforma propuesta aumenta los beneficios otorgados por el seguro de cesantía, en el escenario normal –esto es, sin crisis económica- el fondo crecería a tasas más bajas que en un escenario sin reforma. Con todo, aseveró, en dicha hipótesis la tasa de crecimiento del Fondo, después de la reforma, es positiva y sostenida.
 


Asimismo, arguyó que, tratándose de un escenario con crisis económicas, el fondo experimentaría períodos en que se produce menor acumulación. Con todo, una vez que se disipan los efectos de la crisis, a raíz de la caída de cotizantes y el aumento de solicitudes, el fondo continuaría siendo sustentable y presentaría una tasa de crecimiento positiva. 

 


En consecuencia, aseveró que los cambios propuestos no amenazan la sustentabilidad de largo plazo del fondo, habida cuenta de la magnitud del fondo ya acumulado. 
Consultas

 
El Senador señor Larraín consultó respecto de las razones que explican la baja utilización del fondo de cesantía.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que los bajos índices de utilización del seguro de cesantía se explican por el desconocimiento que existe entre los trabajadores respecto del funcionamiento de dicho instrumento, junto a la disminución de los índices de desempleo en el país durante los últimos años y la existencia de mecanismos que desincentivan su utilización, tales como limitaciones relativas al número de oportunidades en que puede ser recibido. Agregó que dichas falencias son resueltas mediante las disposiciones contenidas en la iniciativa legal en estudio.

 
El Subsecretario de Previsión Social, señor Marcos Barraza, añadió que, asimismo, se contempla la incorporación de todos los trabajadores que no estuvieren afiliados al seguro de cesantía a la Bolsa Nacional de Empleo, lo que generaría un costo cercano a los M$73.
 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las causales que generan la suspensión del pago del subsidio por cesantía.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que el pago deja de efectuarse una vez que los fondos de la cuenta individual se extinguen, ante el re-ingreso al desempeño de actividades remuneradas o ante la solicitud del beneficiario, en cuya virtud manifiesta su voluntad de cesar el pago, aun cuando se encontrare en situación de desempleo y contare con fondos en su cuenta.

 
Respecto del carácter sucesivo de los pagos provenientes del fondo individual y del Fondo Solidario, explicó que el trabajador, al momento de manifestar su voluntad relativa a utilizar el seguro de cesantía, debe indicar si utilizará ambos instrumentos o únicamente el Fondo Solidario una vez que aquél se extinga. De ese modo, aseveró, es posible incentivar el reingreso del trabajador al desempeño de actividades remuneradas, con las limitaciones temporales que operan en su caso.

 
En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, agregó que dicha regulación deriva de la concepción del seguro de cesantía como un instrumento de apoyo durante el período de búsqueda de trabajo, y no como un mecanismo que favorece indefinidamente a una persona en situación de desempleo.

 
El Senador señor Allamand consultó respecto de la determinación de la entidad encargada de la administración de la Bolsa Nacional de Empleo.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, indicó que el funcionamiento de dicho sistema opera mediante un proceso de licitación pública. Detalló que, actualmente, el contrato derivado de dicho proceso se encuentra vencido, sin perjuicio de la prórroga que se ha suscrito con la entidad proveedora en tanto se implementa un nuevo procedimiento licitatorio.

 
El Senador señor Letelier abogó por establecer, junto con una retribución a las Administradoras del Fondo de Cesantía por el aumento de los beneficios que debe proveer, un mecanismo que garantice su presencia en todas las regiones del país, con particular énfasis en aquellas zonas geográficas más alejadas de los centros urbanos.

 
Asimismo, abogó por incorporar, en las disposiciones contenidas en la iniciativa, a los trabajadores que prestan servicios en virtud de un contrato por obra o faena, con particular énfasis en los trabajadores agrícolas de temporada, y evaluar la inclusión de los funcionarios públicos a las prestaciones de dicho seguro.
SESIÓN DE 11 DE MARZO DE 2015


En la segunda sesión dedicada al estudio del proyecto en informe, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía y de la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía.

Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía de Chile

 
El Presidente de la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía de Chile II S.A., señor Patricio Calvo, expuso el parecer de dicha entidad respecto de las disposiciones contenidas en la iniciativa legal en estudio.

 
En primer lugar, explicó que la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía se adjudicó la administración del seguro de cesantía por el período comprendido entre los años 2013 y 2022. La entidad, detalló, debe administrar y gestionar de modo eficiente dicho instrumento y atender oportunamente a sus afiliados, tal como, aseveró, reconoce el 96% de los beneficiarios que acudieron a una sucursal durante los últimos años.

 
En ese contexto, detalló que el seguro de cesantía opera respecto de 8,2 millones de afiliados y 4,35 millones de personas que enteran cotizaciones mensualmente, habiendo recaudado un fondo que excede los US$ 8.183 millones, pagando cerca de $41.000 millones cada mes mediante 195.000 operaciones.
 
En lo concerniente a la cobertura nacional de la entidad, aseveró que en todas las capitales regionales existe al menos un punto de atención de la Administradora de Fondos de Pensiones, con un total de 51 sucursales. Asimismo, sostuvo que se han implementado 13 puntos de atención presencial parcial en capitales provinciales con menos de 30 mil habitantes.

 
Seguidamente, expuso a la Comisión respecto del efecto que produciría la aprobación del proyecto de ley en estudio en el funcionamiento del seguro de cesantía.

 
En efecto, sostuvo que, considerando información obtenida durante el año 2014, 522.888 trabajadores contratados a plazo indefinido solicitaron el pago del seguro de cesantía, de los cuales el 51% no pudieron acceder al Fondo Solidario, atendiendo a la causal de terminación del contrato de trabajo. Agregó que del 49% restante, un 34% -equivalente a 180.210 trabajadores- presenta un saldo insuficiente en su cuenta individual, por lo que son beneficiados directamente por el Fondo Solidario de Cesantía. Agregó que, atendido el tenor de la iniciativa en análisis, se produciría un aumento en los topes del seguro de cesantía que contempla la legislación vigente.

 
Respecto de aquellos trabajadores que cuentan con fondos suficientes para acceder a su cuenta individual, detalló que, al producirse el aumento de los valores superiores e inferiores que operan en su caso, el saldo respectivo se tornaría insuficiente, pudiendo optar al Fondo Solidario de Cesantía generando, en consecuencia, un aumento en el monto de dicho beneficio.

 
Tratándose de los trabajadores contratados a plazo fijo, explicó que, de un universo de 730.594 beneficiarios, un 72% cumplían los requisitos para acceder al Fondo Solidario de Cesantía. Agregó que un 59% de ellos presenta de un saldo suficiente en sus cuentas individuales, en tanto que, respecto de quienes carecen de dichos fondos, la iniciativa contempla un incremento de la prestación que opera en su caso, lo que permite mejorar la cobertura del seguro.

  
En consecuencia, aseveró que la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía de Chile II S.A. manifiesta su conformidad con el contenido de las disposiciones sometidas a la consideración de la Comisión.

Consultas

 
El Senador señor Letelier aseveró que no existe cobertura de las Administradoras del Fondo de Cesantía en las 54 provincias del país, toda vez que se han instalado únicamente 51 sucursales. En consecuencia, abogó por la instalación de sedes provinciales de las administradoras del Fondo de Cesantía en todo el país, con la finalidad de facilitar la atención de los beneficiarios que viven en zonas más alejadas de los centros urbanos.

 
Por otra parte, consultó respecto de los efectos que las modificaciones propuestas por el proyecto de ley en estudio podrían generar en las condiciones contractuales contenidas en la licitación adjudicada por la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía.

El Presidente de la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía de Chile II S.A., señor Patricio Calvo, aseveró que las disposiciones contenidas en la iniciativa de ley en análisis podrían afectar los ingresos que percibe la entidad, toda vez que, al producirse una mayor utilización del fondo de cesantía, disminuye el saldo conforme al cual se determina la respectiva utilidad. Con todo, sostuvo que dicha situación se encuentra resuelta por el artículo 2° del proyecto de ley en estudio, que propone una retribución adicional a la que perciben en conformidad al artículo 30 de la ley N° 19.728, la que se calcula sobre la base de comisiones de cargo de los aportantes, siendo deducida de los aportes o de los Fondos de Cesantía.

 
El Senador señor Letelier solicitó información respecto de la cuantía de las utilidades percibidas por las Administradoras del Fondo de Cesantía durante los últimos años.

 
El Presidente de la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía de Chile II S.A., señor Patricio Calvo, afirmó que la comisión que recibe la entidad por la administración de los recursos disminuyó de un 0,6% a 0,49% de los fondos recaudados, habiendo obtenido una rentabilidad por la gestión de los fondos que excede dicho porcentaje. En efecto, agregó que tal indicador determina el monto de la utilidad percibida por la administradora.

 
La Senadora señora Muñoz consultó respecto del plazo que resta de vigencia del contrato de licitación pública adjudicado a la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía de Chile II S.A.

 
Asimismo, solicitó información respecto de la forma de cálculo de la retribución adicional que establece el artículo 2° del proyecto de ley en estudio, y de las disposiciones reglamentarias aplicables en su caso.

 
El Presidente de la Sociedad Administradora del Fondo de Cesantía de Chile II S.A., señor Patricio Calvo, indicó que el contrato tiene un plazo de vigencia de diez años, contados desde el 7 octubre de 2013.

 
Por otra parte, agregó que la fórmula de cálculo de la retribución adicional se obtiene comparando los efectos de utilizar el seguro de cesantía con la legislación actualmente vigente con aquellos que generaría el aumento de los beneficios que propone la iniciativa en estudio. De ese modo, añadió, la diferencia entre ambos indicadores constituye la base sobre la cual se calcula la retribución adicional que operaría en cada caso.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, indicó que, en su caso, operan las disposiciones reglamentarias que, al efecto, debe emitir la Superintendencia de Pensiones.

COMISIÓN DE USUARIOS DEL SEGURO DE CESANTÍA

 
El Presidente de la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía, señor Hugo Cifuentes, expuso ante la Comisión respecto del funcionamiento y el marco normativo del Comité de Usuarios del Seguro de Cesantía. Asimismo, dio cuenta de las observaciones de dicha entidad en lo tocante al proyecto de ley en estudio.

 
En primer término, explicó que la ley N°19.728, que establece seguro de cesantía, de 2001, consagra, en su artículo 55, la creación de una Comisión de Usuarios integrada por tres representantes de los empleadores; tres representantes de los trabajadores cotizantes del seguro de cesantía y un académico universitario, cuyo propósito apunta a conocer los criterios empleados por la Sociedad Administradora para administrar los Fondos de Cesantía. Asimismo, agregó que dicha entidad se encuentra regulada por el decreto supremo N°49, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 2001, que aprueba el Reglamento de la Comisión de Usuarios del sistema de seguro de desempleo.
 
En ese contexto, aseveró que la Comisión permite cumplir uno de los principios básicos de la seguridad social, consistente en la participación social, al estar integrada por los trabajadores, los empleadores y la academia, debiendo emitir un informe anual relativo al funcionamiento del seguro y las labores que hubiere desarrollado durante cada año. En específico, explicó que dichas funciones dicen relación con los procedimientos para asegurar el pago oportuno y pertinente de las prestaciones del Seguro, conocer los criterios utilizados para cumplir con las políticas e instrucciones sobre información a los cotizantes en materia de rentabilidad y comisiones determinadas por la Superintendencia de Pensiones, y analizar las medidas, instrumentos y procedimientos para el adecuado cumplimiento de las obligaciones contenidas en el contrato de prestación de servicios de administración de los Fondos de Cesantía.

 
En lo concerniente al contenido del proyecto de ley en estudio, sostuvo que sus disposiciones recogen las propuestas emanadas por la Comisión de Usuarios, las que, desde el año 2011, apuntan a introducir ajustes al seguro de cesantía. En consecuencia, manifestó su conformidad con el contenido de la iniciativa legal en análisis.

Consultas

 
El Senador señor Letelier sostuvo que del total de trabajadores del país, cerca de la mitad se encuentra afiliado al seguro de cesantía, por lo que un alto porcentaje no se encuentra protegido por las prestaciones que provee. En consecuencia, abogó por extender dicho beneficio no solamente respecto de su cuantía, sino también en su extensión hacia aquellos que no se encuentran afiliados, cualquiera sea la figura contractual que opere en su caso.

 
Asimismo, manifestó que existe la necesidad de modificar los requisitos que establece la ley para que los trabajadores por obra o faena puedan acceder de mejor manera a las prestaciones del seguro de cesantía.

 
El Presidente de la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía, señor Hugo Cifuentes, afirmó que la cobertura del seguro de cesantía constituye una de las materias de mayor relevancia que debe ser abordada a propósito de las modificaciones que pueden introducirse al régimen legal que lo regula. En efecto, detalló que el artículo 2° de la ley N° 19.728 establece que sus prestaciones operan respecto de los trabajadores dependientes que inicien o reinicien actividades laborales. De ello deriva, agregó, la necesidad de evaluar la ampliación de las prestaciones del seguro de cesantía, tal como ocurriría respecto de los trabajadores independientes o de los funcionarios públicos.
 
El Subsecretario de Previsión Social, señor Marcos Barraza, aseveró que el Ejecutivo ha suscrito un protocolo de acuerdo con organizaciones sindicales y organizaciones de funcionarios públicos, en cuya virtud se iniciará el estudio de los cambios legales que ofrezcan mejores condiciones laborales y estabilidad para los funcionarios que prestan servicios bajo el régimen de contrata, incluyendo el acceso a las prestaciones que provee el seguro de cesantía.

 
En consecuencia, afirmó que el Ejecutivo se encuentra promoviendo el análisis de las modificaciones legales que permitan extender la aplicación de dicho instrumento, incluyendo, además, a los trabajadores independientes.

 
El Senador Letelier consultó respecto de la necesidad de modificar los requisitos que establece la ley para que los trabajadores por obra o faena puedan acceder, en mejores condiciones, a las prestaciones del seguro de cesantía.

 
Asimismo, abogó por garantizar la instalación de sucursales provinciales de la Administradora del Fondo de Cesantía en todo el país, toda vez que, de ese modo, es posible favorecer el acceso de los trabajadores a las prestaciones que provee dicho seguro.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que, sin perjuicio de la necesidad de mejorar la cobertura de la Administradora del Fondo de Cesantía en todo el país, debe considerase que el pago de dicha prestación se verifica mediante mecanismos electrónicos que no requieren la comparecencia personal del afiliado. De ese modo, agregó, la existencia de un mayor número de sucursales puede resultar útil para la entrega de información y solución de requerimientos del trabajador, aun cuando, de acuerdo a las disposiciones legales vigentes, no existe la facultad para exigir la instalación de dichas sedes provinciales.

 
El Senador señor Larraín compartió la necesidad de ampliar la cobertura territorial de la Administradora del Seguro de Cesantía a las provincias y comunas del país.

APROBACIÓN EN GENERAL


-Puesto en votación en general el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL ARTICULADO DEL PROYECTO

EN SESIONES CELEBRADAS LOS DÍAS 11 Y 18 DE MARZO DE 2015

Seguidamente, la Comisión discutió y votó el articulado del proyecto de ley en estudio.
ARTÍCULO 1°
MODIFICA LA LEY N° 19.728 QUE ESTABLECE UN SEGURO DE DESEMPLEO
NUMERAL 1)


Este numeral reemplaza la tabla del inciso segundo del artículo 15, disposición que regula la modalidad de retiro de fondos de la cuenta individual por cesantía y que en la tabla mencionada fija el monto de la prestación por cesantía para cada mes.


Cabe tener presente que el trabajador podrá realizar tantos giros mensuales de su cuenta individual como el saldo se lo permita.


La sustitución de la tabla significa aumentar el porcentaje promedio de remuneraciones en todos los giros entre el primer y séptimo mes.

 
El Senador señor Larraín consultó respecto de las implicancias financieras que, para las arcas fiscales, generaría la ampliación de dicho porcentaje.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que la Superintendencia de Pensiones ha realizado diversos estudios respecto del funcionamiento del Fondo Solidario y las cuentas individuales, tomando como supuesto el eventual aumento de la frecuencia del uso del seguro, incluso en un escenario económico internacional adverso. En ese sentido, sostuvo que, aun en un contexto financiero en crisis, el Fondo resulta ser sustentable en el mediano y largo plazo.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de la necesidad de modificar el porcentaje promedio de remuneración respecto del séptimo mes o superior –el que, en el texto sometido a la consideración de la Comisión, equivale a un 30%-, toda vez que, en conformidad al inciso cuarto del artículo 15 de la ley N° 19.728, el último mes de prestación a que tenga derecho el trabajador podrá ser inferior al porcentaje indicado en la tabla y corresponderá al saldo pendiente de la Cuenta Individual por Cesantía. En todo caso, agregó, dicha disposición establece que si el último giro a que tiene derecho el trabajador es igual o inferior al 20% del monto del giro, deberán ser pagados conjuntamente.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que debe distinguirse el porcentaje del promedio de remuneraciones, los que son especificados en la tabla del inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 19.728, y el porcentaje de la cuota mensual pagada con anterioridad. En consecuencia, sostuvo que, considerando que el numeral sometido a la consideración de la Comisión apunta evitar el pago de una suma ostensiblemente inferior al promedio de la remuneración del trabajador, es necesario mantener dicho porcentaje.


-Puesto en votación el numeral 1) fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

NUMERAL 2)


Este numeral reemplaza el inciso segundo del artículo 24, disposición que establece los requisitos para tener derecho a recibir prestaciones del Fondo de Cesantía, restringiendo –en el inciso segundo- el uso del Fondo a dos veces en cinco años.


La modificación consiste en permitir que el trabajador perciba hasta diez pagos en un período de cinco años.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que el actual inciso segundo del artículo 24 de la ley N° 19.728 establece que el trabajador no podrá recibir prestaciones con cargo al Fondo de Cesantía Solidario más de dos veces en un período de 5 años. Con todo, explicó que, a su turno, el numeral 2) del artículo 1° del texto sometido a la consideración de la Comisión aumenta el número de pagos a que tuviere derecho el trabajador en el plazo de cinco años.

 
En consecuencia, consultó acerca de las razones que explican la diferenciación en la terminología utilizada en las expresiones “pagos” y “veces” para especificar el número de ocasiones en que el trabajador puede percibir prestaciones financiadas con cargo al Fondo Solidario de Cesantía.
 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que la disposición vigente –que se refiere al número de veces en que se puede impetrar el beneficio- implica, en el mejor de los casos, que el trabajador puede recibir el beneficio en diez ocasiones, toda vez que cada uso del Fondo Solidario tiene un máximo de cinco giros que sólo podían ser gatillados en dos ocasiones.

 
Sin embargo, aseveró que la disposición sometida a la consideración de la Comisión introduce un mayor grado de flexibilidad a dicha regulación, toda vez que permite que el trabajador tenga un mayor número de oportunidades para gatillar el pago del seguro de cesantía, incluso hasta por diez veces.


-Puesto en votación el numeral 2) fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

NUMERAL 3)


Este numeral efectúa siete modificaciones al artículo 25 de la ley N° 19.728, en concordancia con la enmienda al artículo 15, elevando el porcentaje promedio de remuneraciones en todos los giros y aumentando los topes mínimos y máximos de entrega del beneficio. Además, se incrementan los beneficios financiados con cargo al Fondo Solidario de Cesantía para los trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena.

Letra a) del numeral 3) del artículo 1°

 
La letra a) del numeral 3) del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados propone reemplazar la tabla contenida en el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728, en lo tocante al monto de la prestación por cesantía correspondiente al Fondo Solidario, el porcentaje del promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador en los doce meses anteriores al del término de la relación laboral y los valores superiores e inferiores aplicables en cada caso.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que dicha tabla regula los beneficios derivados de un contrato indefinido, en cuyo caso la propuesta legislativa apunta a modificar los valores mínimos y máximos del seguro de cesantía.

 
-Puesta en votación la letra a) del numeral 3) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra b) del numeral 3) del artículo 1°

 
La letra b) del numeral 3) del artículo 1° del texto sometido a la consideración de la Comisión apunta a establecer que, en el caso de los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, la prestación por cesantía se extenderá hasta el tercer mes con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados en el inciso tercero del artículo 25 de la ley N° 19.728.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, afirmó que dicha propuesta pretende aumentar de dos a tres la cantidad de pagos para los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado.

 
-Puesta en votación la letra b) del numeral 3) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra c) del numeral 3) del artículo 1°

 
La letra c) del numeral 3) del artículo 1° del proyecto de ley en estudio pretende incorporar, entre el actual inciso segundo y el inciso tercero del artículo 25 de la ley N° 19.728, una tabla que establece el porcentaje promedio de la remuneración de los últimos doce meses y los valores superiores e inferiores del seguro de cesantía, con cargo al Fondo Solidario, aplicables a los trabajadores contratados a plazo fijo o para una obra, trabajo o servicio determinado.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, detalló que dicha disposición incorpora una tabla específica aplicable a los trabajadores contratados a plazo fijo o para una obra, trabajo o servicio determinado, toda vez que, en la legislación vigente, resultaban aplicables los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados para los meses cuarto y quinto de los trabajadores contratados a plazo indefinido. Dicha modificación, agregó, supone un incremento en el porcentaje de pagos y en los valores superiores e inferiores aplicables en su caso.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las razones que explican que el trabajador a plazo fijo, o para una obra, faena o servicio determinado, deba enterar 12 cotizaciones continuas o discontinuas en 24 meses para optar el Fondo Solidario, en los mismos términos que se exige para un trabajador a plazo indefinido.

 
La asesora de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, aseveró que dicho artículo pretende evitar que un trabajador a plazo fijo, o para una obra, faena o servicio determinado, pueda utilizar fraudulentamente el seguro de cesantía mediante la suscripción de sucesivos contratos simulados. 

 
El Jefe del Departamento de Administradora de Fondo de Cesantía de la Superintendencia de Pensiones, señor Ernesto Frelijj, añadió que tratándose de un contrato a plazo fijo, un 2,8% de la cotización del trabajador se destina a su cuenta individual, y sólo un 0,2% se agrega al Fondo Solidario, lo que explica el establecimiento de los requisitos necesarios para su utilización. 

 
En la misma línea, la asesora de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, añadió que debe considerarse que, tratándose de los contratos a plazo fijo o por obra o faena determinada, la obligación de enterar la cotización recae exclusivamente en el empleador.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de los descuentos que pudieren generarse al seguro de cesantía que recibe el afiliado, con particular énfasis en las indemnizaciones que hubiere recibido a raíz del término del contrato de trabajo.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el seguro de cesantía no altera el régimen indemnizatorio que existía con anterioridad a la ley N° 19.728, que establece dicho beneficio.

 
En efecto, aseveró que, al tratarse de un aporte del empleador, en el caso de un contrato a plazo fijo o por obra o faena determinada, lo que hubiere acumulado por dicho concepto, más la rentabilidad obtenida en su caso, se imputa a la indemnización por el término de contrato de trabajo. De ese modo, agregó, el empleador realiza, en la práctica, anticipos o provisiones por concepto de indemnizaciones ante el término del vínculo laboral.

 
Asimismo, sostuvo que el propósito de dicha indemnización tiene como fundamento compensar el daño que deriva de la aplicación unilateral de una causal de término del contrato de trabajo.

 
La asesora de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, añadió que las razones que explican la deducción del saldo de la cuenta individual respecto de la indemnización por término unilateral del contrato de trabajo apuntan a incentivar la aplicación de la causal de necesidades de la empresa, establecimiento o servicio, con la indemnización que procede en su caso, evitando, en consecuencia, la utilización de otras causales de modo artificioso, tales como la renuncia voluntaria del trabajador.

 
El Senador señor Letelier enfatizó que el seguro de cesantía constituye un instrumento propio del sistema de previsión social, por lo que no debe ser confundido con la indemnización ante el término del contrato de trabajo, cuyo propósito apunta, aseveró, a encarecer el despido del trabajador. En consecuencia, abogó por introducir las modificaciones que permitan establecer la compatibilidad entre ambos instrumentos.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que, en la generalidad de los ordenamientos, la indemnización por años de servicio apunta a encarecer el término de la relación laboral. Con todo, sostuvo que la fórmula que establece la deducción del saldo de la cuenta individual respecto de la indemnización por término unilateral del contrato de trabajo apunta a incentivar la utilización de la causal de necesidades de la empresa, establecimiento o servicio.

 
El Senador señor Letelier reiteró sus observaciones relativas a la imputación existente entre el pago del seguro de cesantía y la indemnización por años de servicio, toda vez que se trata de instrumentos que operan en ámbitos distintos.

 
En efecto, señaló que, como el trabajador no se encuentra obligado a hacer uso de su cuenta individual de cesantía al momento de cesar un contrato de trabajo, no resulta correcto que la cuantía de dichos fondos sean descontados de la indemnización por años de servicio que recibiere.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aseveró que, por regla general, la indemnización por años de servicio es un instrumento destinado a proteger al trabajador al término de la relación laboral. Con todo, sostuvo que la imputación que, en su caso, opera respecto de los fondos acumulados en la cuenta individual por cesantía del trabajador, apunta a incentivar la aplicación de la causal de necesidades de la empresa, establecimiento o servicio, evitando la suscripción de una renuncia que, en la práctica, oculta la existencia de dicha causal.

 
Asimismo, reiteró que se trata de una materia que debe ser abordada en conjunto con organizaciones sindicales y la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía, con la finalidad de evaluar la necesidad de introducir las modificaciones legales que permitan compatibilizar ambos instrumentos.

 
-Puesta en votación la letra c) del numeral 3) del proyecto de ley, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra d) del numeral 3) del artículo 1°

 
La letra d) del numeral 3) del artículo 1° del proyecto de ley reemplaza la tabla del inciso tercero del artículo 25 de la ley N° 19.728, aumentando el porcentaje promedio de la remuneración de los últimos doce meses y los valores superiores e inferiores, aplicables en el sexto y séptimo mes de pago del beneficio.

 
Puesta en votación la letra d) del numeral 3) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra e) del numeral 3) del artículo 1°

La letra e) del numeral 3) del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados propone modificar, en el inciso cuarto del artículo 25 de la ley N°19.728, el momento en que los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, pueden acceder a dos giros adicionales del seguro de cesantía cuando las condiciones de desempleo publicada por el Instituto Nacional de Estadísticas exceda en 1 punto porcentual el promedio de dicha tasa, correspondiente a los cuatro años anteriores.

 
-Puesta en votación la letra e) del numeral 3) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra f) del numeral 3) del artículo 1°

 
La letra f) del numeral 3) del artículo 1° del proyecto de ley propone intercalar, en el artículo 25 de la ley N°19.728, un inciso quinto, nuevo, para establecer que los giros adicionales señalados en los incisos tercero y cuarto de dicho artículo no se considerarán para el número máximo de pagos de prestaciones que consagra el inciso segundo del artículo 24, equivalente a más de diez pagos de prestaciones financiadas parcial o totalmente con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en un período de cinco años.

 
-Puesta en votación la letra f) del numeral 3) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Letra g) del numeral 3) del artículo 1°

La letra g) del numeral 3) del artículo 1° del texto sometido a la consideración de la Comisión apunta a establecer que valores superiores e inferiores establecidos en los incisos primero, segundo y tercero del artículo 25 de la ley N°19.728 se reajustarán el 1º de marzo de cada año, en el 100% de la variación que haya experimentado en el año calendario anterior el Índice de Precios al Consumidor. Asimismo, dichos valores inferiores y superiores se reajustarán en la misma oportunidad en el 100% de la variación que haya experimentado en el año calendario anterior el Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el organismo que lo reemplace. 

 
-Puesta en votación la letra g) del numeral 3) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

NUMERAL 4)


El numeral 4) agrega un artículo 25 ter a la ley N° 19.728, por medio del cual el Fondo de Cesantía Solidario aportará a la cuenta de capitalización individual para pensiones de los trabajadores que opten por dicho Fondo, un monto equivalente al 10% de la prestación por cesantía que perciban. Dicho aporte deberá ser enterado por la Sociedad Administradora del Fondo y no estará afecto al cobro de comisiones por la AFP correspondiente.


-Puesto en votación el numeral 4) fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

NUMERAL 5)


Este numeral sustituye el artículo 28 de la ley N° 19.728, que regula los casos en que los trabajadores no tendrán derecho a las prestaciones con cargo al Fondo de Cesantía Solidario.


El reemplazo del artículo 28 introduce la noción de búsqueda efectiva de empleo por parte del trabajador y se enumeran las situaciones en que ello ocurre; también se ejemplifican los casos en que habría causas justificadas del beneficiario para no buscar empleo. Asimismo, se entrega a un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por el Ministro de Hacienda, el establecimiento de los requisitos para determinar la procedencia de las causas justificadas.


Al iniciarse el estudio del numeral 5) del artículo 1°, el Senador señor Letelier aseveró que el texto aprobado por la Cámara de Diputados introduce una mayor rigidez en la regulación del acceso a las prestaciones previstas en el seguro de cesantía.

 
En efecto, sostuvo que, tratándose de las causales que justifican la negativa a un empleo ofrecido, debe agregarse una referencia a la beca de capacitación que fuere incompatible con las habilidades o destrezas del empleo anterior u ocasiona un serio menoscabo a su condición laboral o a sus estudios profesionales, universitarios o técnicos.

 
Por otra parte, abogó por establecer que, tratándose del rechazo de una beca de capacitación ofrecida y financiada por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, como causal que impide el acceso a las prestaciones del seguro de cesantía, debe realizarse una referencia a la ausencia de una causa justificada.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó su conformidad con dichas proposiciones.

 
Asimismo, añadió que la disposición sometida a consideración de la Comisión apunta a incentivar la búsqueda de empleo por parte del trabajador que se encontrare cesante. 

 
-Puesto en votación el numeral 5) del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.
NUMERAL 6)


El numeral 6), con las letras a) y b) modifica el artículo 34 B de la ley N° 19.728, que permite a distintos organismos públicos exigir la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones y los datos personales contenidos en la Base de Datos de los trabajadores sujetos al seguro, que mantiene la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía (incluye el registro general de información del trabajador, los movimientos de las cuentas individuales por cesantía y el archivo de documentos).

La enmienda agrega a la Subsecretaría de Previsión Social y a la Superintendencia de Seguridad Social entre los organismos facultados para requerir la mencionada información. Ya la tienen las Subsecretarías de Hacienda, de Servicios Sociales, de Evaluación Social (Ministerio del Desarrollo Social) y del Trabajo y la Dirección de Presupuestos.


-Puestas en votación las letras a) y b) del numeral 6) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.

NUMERAL 7)


Este numeral modifica el artículo 61 de la ley N° 19.728, disposición que crea el Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo, sustituyendo la expresión que comprende a los trabajadores cesantes afiliados al Seguro de Cesantía como el objetivo de la labor de dichas entidades, por una más amplia que permite el acceso a todos los trabajadores cesantes mayores de 18 años de edad.


Al iniciarse el estudio del numeral 7), la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que la disposición apunta a ampliar el ámbito de aplicación del Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo, considerando que, actualmente, cerca de un 20% de sus usuarios no se encuentra afiliado al Seguro de Cesantía. De ese modo, agregó, es posible facilitar la búsqueda de empleo permitiendo que dicha plataforma pueda ser utilizada por los trabajadores cesantes mayores de 18 años de edad.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que, considerando que el Código del Trabajo permite que los mayores de quince años y menores de dieciocho puedan realizar labores remuneradas, cumpliendo los requisitos que establece al efecto, es necesario analizar la pertinencia de incorporar al Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo a dichos trabajadores.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, afirmó que, sin perjuicio de que la legislación laboral permite que los mayores de quince años y menores de dieciocho puedan realizar labores remuneradas, no resulta correcto que las políticas públicas, en materia laboral, incentiven el trabajo de los menores de edad. 

 
-Puesto en votación el numeral 7) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.
NUMERAL 8)


El numeral 8) introduce las siguientes enmiendas al artículo 63 de la ley N° 19.728:


-Ampliar el acceso a la Bolsa Nacional de Empleo a todos los trabajadores mayores de 18 años, estableciendo como obligaciones del administrador de la Bolsa comunicar a los cesantes inscritos las oportunidades de capacitación y de empleos disponibles y mantener una base de datos de los trabajadores inscritos y de aquellos empleadores que ofrezcan vacantes de trabajo.


-Agregar a la Subsecretaría del Trabajo como otro organismo que podrá acceder a las bases de datos del administrador de la Bolsa para el ejercicio de sus funciones. Ya cuentan con dicha autorización el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, las Oficinas de Información Laboral de las Municipalidades, otros servicios públicos y las entidades privadas que ejecuten programas de apresto para facilitar la reinserción laboral de los cesantes que se encuentren percibiendo el seguro.
 
El Senador señor Letelier consultó respecto de la entidad que se adjudicó la administración de la Bolsa Nacional de Empleo,  la evaluación acerca de su funcionamiento y los índices de empleabilidad del servicio que provee.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, explicó que la última licitación, cuyo propósito apunta a prestar el servicio de búsqueda de empleo, fue adjudicada en el año 2010 al portal “Trabajando.com”. Agregó que la vigencia de dicho contrato ha sido prorrogada sucesivamente, encontrándose vigente a la fecha. Asimismo, añadió que una de las ventajas que provee dicha plataforma dice relación con el acceso que permite desde las oficinas municipales de intermediación laboral (OMIL), facilitando la búsqueda de empleo para el medio millón de personas inscritas en dicho sistema.
 
En la misma línea, la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría del Trabajo, señora Andrea Soto, sostuvo que la evaluación realizada al funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo, mediante el proveedor indicado precedentemente, da cuenta de algunas falencias en materia de seguridad y actualización de las aplicaciones que ésta provee.


-Puestas en votación las letras a), b) y c) del numeral 8) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.

NUMERAL 9)


El numeral 9) modifica el artículo 64 de la ley N° 19.728 incluyendo al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo –junto al Fondo de Cesantía Solidario- en el financiamiento de la retribución a que tiene derecho la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo, en la proporción que se establezca en un reglamento emitido por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.


Además, extinguido el contrato de administración de la Bolsa, la entidad pertinente deberá transferir a la Subsecretaría del Trabajo o a quién ésta determine, aparte de las bases de datos, los sistemas informáticos.


En caso de provocarse un daño no fortuito a las bases de datos o niegue u obstaculice su entrega, se aplicará una sanción a la entidad administradora consistente las penas de presidio menor en cualquiera de sus grados.

letra a) del numeral 9)
Retribución a la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo y transferencia de los sistemas informáticos y de las bases de datos al término del contrato de administración

 
El Senador señor Letelier consultó acerca del monto equivalente a la retribución que ha recibido la empresa que se adjudicó la administración de la Bolsa Nacional de Empleo.

 
Asimismo, consultó acerca de las razones que explican la externalización de dicho servicio. Al efecto, abogó por su desarrollo mediante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo u otro organismo público.

 
La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría del Trabajo, señora Andrea Soto, afirmó que, habiéndose vencido el contrato de licitación, y tratándose de un trato directo, el monto se calcula considerando el plazo en que se solicitará el servicio. De ese modo, sostuvo que la renovación, por cuatro meses, ha tenido un valor de 34 millones de pesos, en tanto que, durante los últimos años, la mantención del servicio ha generado un gasto de alrededor de 400 millones de pesos.

 
La abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, explicó que, desde el año 2001 a 2009, dicho instrumento estuvo a cargo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. Sin embargo, agregó que, con esa fecha, se dispuso la externalización del servicio.

 
-Puesta en votación la letra a) del numeral 9) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
letra b) del numeral 9)

Sanción para la persona que haga uso de la información incluida en la Bolsa Nacional de Empleo para un fin distinto a de la ley


El texto actual del artículo 64 hace referencia a un fin distinto al establecido en el mismo artículo y la enmienda lo amplía al fin distinto de la ley N° 19.728.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las razones que hubieren motivado dicha disposición, particularmente en cuanto a las dificultades en materia de fiscalización que pudiere haber enfrentado el organismo.

 
La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría del Trabajo, señora Andrea Soto, explicó que, sin perjuicio de no haberse detectado falencias en materias de fiscalización, resulta necesario ampliar el margen de actuación de la potestad sancionatoria administrativa ante la vulneración de las finalidades que la ley establece para la información incluida en la Bolsa Nacional de Empleo.

 
-Puesta en votación la letra b) del numeral 9) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

letra c) del numeral 9)

Sanciones por daño no fortuito a las bases de datos o por la negación u obstaculización de su entrega o por entrega incompleta

La letra c) del numeral 9) del artículo 1° del texto sometido a la consideración de la Comisión propone establecer, en el inciso quinto del artículo 64 de la ley N° 19.728, que la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo que durante el traspaso de la concesión provoque un daño no fortuito a las bases de datos que forman parte de ella, o niegue u obstaculice su entrega o la otorgue en forma incompleta, será sancionado con las penas a que se refiere el inciso sexto del artículo 34, sin perjuicio de las demás sanciones pertinentes. Dicha propuesta, a diferencia de la disposición actualmente vigente -que circunscribe las sanciones aplicables únicamente a aquellas que se establezcan en las bases de licitación y el contrato respectivo- permite la aplicación de sanciones penales en su caso.
Por su parte, el inciso sexto del referido artículo 34 de la ley N° 19.728, aplicable a la Administradora del Fondo de Cesantía, establece que aquella persona que durante el período de vigencia del Contrato de Administración, o con posterioridad a él, haga uso de la información incluida en la Base de Datos que mantenga la Sociedad Administradora para un fin distinto al establecido en la ley N° 19.728, será sancionado con las penas de presidio menor en cualquiera de sus grados, sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan de conformidad al decreto con fuerza de ley que establece el estatuto orgánico de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.

 
La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría del Trabajo, señora Andrea Soto, explicó que dicha propuesta apunta a equiparar las sanciones administrativas y penales que operan respecto del administrador de la Bolsa Nacional de Empleo, contenidas en el artículo 64 de la ley N° 19.728, con aquellas existentes para la Administradora del Fondo de Cesantía, en cuyo caso se aplica el artículo 34 de dicho cuerpo legal.


Los integrantes presentes de la Comisión observaron que la enmienda contenida en la letra c) está dirigida a sancionar con pena de presidio menor en cualquiera de sus grados a una persona jurídica, cual es la administradora de la Bolsa Nacional de Empleo, en circunstancias que si la finalidad es sancionar el daño no fortuito a las bases de datos o la negación u obstáculo de su entrega o que se otorgue en forma incompleta corresponde sancionar penalmente a la persona o personas naturales que incurran en dichas conductas y, por ende, la sanción a la entidad administradora debe ser resuelta por otra vía.


La abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, coincidió con esta idea y propuso que la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo sea sancionada de conformidad con lo que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.


Ante una consulta relativa a la diferencia entre las sanciones para la entidad administradora de la Bolsa y las sanciones para la sociedad administradora del Fondo de Cesantía, esta última sujeta al decreto con fuerza de ley N° 101, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, del año 1980, que establece el Estatuto Orgánico de la Superintendencia de Pensiones, indicó que la supervigilancia de la Bolsa Nacional de Empleo corresponde al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, y la supervigilancia, control y fiscalización de la Administradora del Fondo de Cesantía corresponde a la Superintendencia de Pensiones, entidad que puede aplicar sanciones que van desde la censura hasta multas de 15.000 UF, facultades con las que no cuenta el SENCE en su ley orgánica, de modo que las sanciones sólo pueden dejarse establecidas en las bases de licitación y especificarlas en el contrato.


La Comisión, atendidas las razones anteriormente explicitadas concordó en que la letra c) del numeral 9) aprobada por la Cámara de Diputados debía ser objeto de modificaciones, con la finalidad de establecer la sanción penal respecto de la persona o personas naturales que provoquen un daño no fortuito a las bases de datos o nieguen u obstaculicen su entrega o la otorguen en forma incompleta, sin perjuicio de las sanciones que se dispongan para la entidad administradora en las bases de licitación y el contrato respectivo.

 
-Puesta en votación la letra c) del numeral 9) fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

NUMERAL 10)


Este numeral efectúa una adecuación a la mención de un artículo de la ley N° 19.518, que contiene el Estatuto del SENCE, relativo a las Oficinas de Información Laboral de las Municipalidades.

El Senador señor Letelier consultó respecto del estatuto legal que regula a las Oficinas de Información Laboral.

La abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, explicó que la regulación aplicable en su caso se encuentra contenida en la ley N°19.518, que fija nuevo estatuto de capacitación y empleo, de 1997, particularmente en sus artículos 73 y 74.

 
-Puesto en votación el numeral 10) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
ARTÍCULO 2°


El artículo 2° del proyecto de ley en estudio preceptúa que la sociedad administradora de fondos de cesantía tendrá derecho a una retribución adicional a la que consagra el artículo 30 de la ley N° 19.728.

 
El artículo 30 de la ley N° 19.728 dispone que la Sociedad Administradora tendrá derecho a una retribución establecida sobre la base de comisiones, de cargo de los aportantes, la que será deducida de los aportes o de los Fondos de Cesantía. Sólo podrán estar sujetos al cobro de comisiones los trabajadores que se encuentren cotizando.


La retribución adicional se determinará calculando, para los meses que resten de vigencia del contrato, la comisión base contemplada en el referido artículo 30 por los recursos del Fondo de Cesantía Solidario que se destinen al pago de los beneficios que reciban aquellos beneficiarios del seguro de cesantía que no hubieren tenido derecho a tales prestaciones antes de la entrada en vigencia de la ley o que correspondan a un mayor monto de prestaciones.

 
El Senador señor Letelier sostuvo que, considerando que dicha retribución opera únicamente respecto del contrato de licitación con la Administradora del Fondo de Cesantía que se encuentra vigente, en los sucesivos procesos de licitación dicha figura no será utilizada. En consecuencia, aseveró que se trata de una disposición transitoria, y no de una norma de carácter permanente.

 
Por otra parte, consultó respecto de las razones que explican la existencia de dicha retribución adicional.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que, considerando que la Administradora del Fondo de Cesantía accede a su retribución sobre la base de comisiones de cargo de los aportantes, la que será deducida de los aportes o de los Fondos de Cesantía, al producirse un incremento en el pago de los beneficios se produciría una disminución del fondo sobre el que dicha retribución se calcula, lo que podría afectar las proyecciones que tuvieron en consideración las partes al suscribir el contrato.

 
La abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, añadió que similar disposición se ha introducido en aquellas ocasiones en se ha producido una alteración de la conmutatividad de las prestaciones que emanan del contrato de Administración del Fondo de Cesantía, tal como ocurre en el artículo 20 de la ley N° 20.351, del año 2009, sobre protección al empleo y fomento a la capacitación laboral.

 
-Puesto en votación el artículo 2° del proyecto de ley, que pasa a ser su artículo primero transitorio, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


Regula la entrada en vigencia diferida al primer día del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial, con excepción de los numerales 4) a 9) del artículo 1°, que comenzarán a regir el primer día del cuarto mes contado desde la publicación.


Asimismo, prescribe que las solicitudes del beneficio presentadas con anterioridad a dicha fecha continuarán rigiéndose por las normas vigentes al momento de su presentación.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto de las razones que explican que, tratándose las solicitudes del beneficio presentadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la ley, continuarán rigiéndose por las normas vigentes al momento de su presentación.
 
La abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Pía Villalobos, sostuvo que dicha disposición regula el caso de aquellos trabajadores que se encuentran haciendo uso del Fondo de Cesantía Solidario, en cuyo caso deben aplicarse las disposiciones vigentes al momento en que solicitaron dicho beneficio.

 
El Senador señor Letelier abogó por eliminar aquella parte de la disposición que prescribe que las solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley continuarán rigiéndose por las normas vigentes al momento de su presentación, toda vez que, de ese modo, se perjudica a aquellos beneficiarios que lo estuvieren recibiendo.
 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, coincidió con dicha proposición, considerando que la Superintendencia de Seguridad Social adoptará las medidas para que, administrativamente, los trabajadores que se encontraren recibiendo el seguro de cesantía puedan acceder a las disposiciones de la ley en estudio, sin importar si el pago lo hubieren solicitado con anterioridad a su entrada en vigencia.

 
-Puesto en votación el artículo primero transitorio del proyecto de ley, que pasa a ser segundo transitorio, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


Se ocupa del financiamiento del mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley. Durante el año de entrada en vigencia con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y del Tesoro Público. En los años siguientes, con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.

 
-Puesto en votación el artículo segundo transitorio del proyecto de ley, que pasa a ser tercero transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. 

-------
 
Se deja constancia que la Comisión autorizó a la Secretaría para realizar enmiendas de carácter formal, cuya mención en tal carácter se registra en el capítulo de modificaciones.

-------
MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala introducir las siguientes modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados:

ARTÍCULO 1°

Pasa a ser Artículo único.
(Adecuación formal)

NUMERAL 1)

Encabezamiento
Sustitúyese la palabra “tercero” por “segundo”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 4)

Reemplázase el vocablo “éste” por “dicho Fondo”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 5)
Artículo 28

letra e) del inciso primero

Intercálase, a continuación de la palabra “Rechazare”, la frase “, sin causa justificada,”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier).

letra c) del inciso segundo


Sustitúyese la frase “El empleo ofrecido no guarda” por “El empleo o beca de capacitación ofrecidos no guardan” y la palabra “ocasiona” por “ocasionan”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier).

Inciso final

Reemplázase la locución “Ministerio de” por “Ministerio del”

(Adecuación formal)

NUMERAL 7)
Sustitúyese la locución “al final del inciso único del” por “, en el”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 9)
letra b)

Reemplázase la expresión “la presente ley” por “esta ley”.

(Adecuación formal)
letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:


“El que durante el traspaso de la administración de la Bolsa Nacional de Empleo provoque un daño no fortuito a las bases de datos que forman parte de ella, o niegue u obstaculice su entrega o la otorgue en forma incompleta, será sancionado con las penas que se contemplan en el inciso sexto del artículo 34, sin perjuicio de la aplicación a la entidad administradora de dicha Bolsa de las sanciones que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.”.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier).

ARTÍCULO 2°

Pasa a ser Artículo primero transitorio, sin enmiendas.

(Unanimidad 4X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


Pasa a ser artículo segundo, con las siguientes enmiendas:

 
-Sustituyése la frase “artículo 1°, que entrarán en vigencia” por “artículo único, que comenzarán a regir”.


-Elimínase la segunda oración.

(Unanimidad 4X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier).

Artículo segundo
Pasa a ser artículo tercero, sin enmiendas.

(Adecuación formal)

-------
TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY
 
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.728, que establece un Seguro de Desempleo:

1) Reemplázase la tabla del inciso segundo del artículo 15 por la siguiente:

	Meses
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 6 o 12 MESES DE COTIZACIONES, SEGÚN CORRESPONDA 

	Primero
	70%

	Segundo
	55%

	Tercero
	45%

	Cuarto
	40%

	Quinto
	35%

	Sexto
	30%

	Séptimo o superior
	30%


2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 24 por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, un trabajador no podrá recibir más de diez pagos de prestaciones financiadas parcial o totalmente con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en un período de cinco años.”.

3) Modifícase el artículo 25 de la siguiente forma:

a) Reemplázase la tabla del inciso primero por la siguiente: 

	MESES
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 12 MESES
	VALOR SUPERIOR
	VALOR INFERIOR

	Primero
	70%
	$525.000
	$157.500

	Segundo
	55%
	$412.500
	$123.750

	Tercero
	45%
	$337.500
	$101.250

	Cuarto
	40%
	$300.000
	$ 90.000

	Quinto
	35%
	$262.500
	$ 78.750


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “segundo mes, con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados para los meses cuarto y quinto de la tabla establecida en el inciso anterior” por “tercer mes, con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados en la tabla siguiente:”. 

c) Intercálase, entre el actual inciso segundo y el inciso tercero, la siguiente tabla: 

	MESES
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 12 MESES
	VALOR SUPERIOR
	VALOR INFERIOR

	Primero
	50%
	$375.000
	$112.500

	Segundo
	40%
	$300.000
	$90.000

	Tercero
	35%
	$262.500
	$78.750


d) Reemplázase la tabla del inciso tercero por la siguiente:

	MESES
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 12 MESES
	VALOR SUPERIOR
	VALOR INFERIOR

	Sexto
	30%
	$225.000
	$67.500

	Séptimo
	30%
	$225.000
	$67.500


e) Reemplázanse, en el inciso cuarto, las expresiones “segundo giro” por “tercer giro” y “tercer y cuarto giro” por “cuarto y quinto giro”. 

f) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“Los giros adicionales señalados en los incisos tercero y cuarto no se considerarán para el número máximo de pagos de prestaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 24.”.
g) Reemplázase, en la primera oración del inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la expresión “primero y tercero” por “primero, segundo y tercero”, y la palabra “febrero” por “marzo”.

4) Agrégase, a continuación del artículo 25 bis, el siguiente artículo 25 ter, nuevo:

“Artículo 25 ter.- El Fondo de Cesantía Solidario aportará a la cuenta de capitalización individual obligatoria para pensiones de los beneficiarios que hayan optado por dicho Fondo, el monto equivalente al 10% de la prestación por cesantía que les corresponda recibir de acuerdo al artículo 25. El aporte a que se refiere este artículo deberá ser enterado por la Sociedad Administradora del Fondo y no estará afecto al cobro de comisiones por parte de la Administradora de Fondos de Pensiones correspondiente.”.

5) Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:

“Artículo 28.- El beneficiario no tendrá derecho a las prestaciones previstas en este párrafo, o cesarán las concedidas, según el caso y para cada evento de cesantía, si no busca de manera efectiva un empleo. Para estos efectos se considerará que el beneficiario no busca de manera efectiva un empleo cuando:

a) No se inscribiere en la Bolsa Nacional de Empleo.

b) No postulare, reiteradamente y sin causa justificada, a una oportunidad de empleo que se encuentre disponible según le informare la respectiva Oficina Municipal de Intermediación Laboral o la Bolsa Nacional de Empleo. 

c) No concurriere, reiteradamente y sin causa justificada, a entrevistas de empleo  debidamente intermediadas por las mismas instituciones a que se refiere la letra anterior.

d) Rechazare, sin causa justificada, una oportunidad de empleo intermediada o la capacitación ofrecida por la respectiva oficina Municipal de Intermediación Laboral o la Bolsa Nacional de Empleo.

e) Rechazare, sin causa justificada, una beca de capacitación ofrecida y financiada por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.

Para los efectos del inciso anterior, serán consideradas como causas justificadas del beneficiario, causas de similar entidad, tales como: 

a) Padecer alguna enfermedad o discapacidad que le impida desarrollar el empleo ofrecido. 

b) Residir en una localidad distante del lugar donde se realice la entrevista de empleo, donde deba desempeñarse el respectivo empleo o donde se realice la capacitación ofrecida.

c) El empleo o beca de capacitación ofrecidos no guardan relación con las habilidades o destrezas del empleo anterior u ocasionan un serio menoscabo a su condición laboral o a sus estudios profesionales, universitarios o técnicos.

d) El empleo ofrecido no le permita percibir una remuneración igual o superior al 50% de la última devengada en el empleo anterior.

Sin perjuicio de lo anterior, un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los criterios y condiciones para determinar la procedencia de las  causas justificadas a que se refiere este artículo, así como los requisitos, procedimiento y mecanismos para acreditar su concurrencia y, en general, toda norma para la correcta aplicación de esta disposición.”. 

6) Modifícase el artículo 34 B de la siguiente forma:

a) Elimínase, en su inciso primero, la palabra “Subsecretaría” que sigue a la expresión “Hacienda,”.

b) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “y del Trabajo” por “, del Trabajo y de Previsión Social, la Superintendencia de Seguridad Social”.

7) Reemplázase, en el artículo 61, la expresión “afiliados al Seguro de Cesantía” por “mayores de 18 años de edad”.

8) Modifícase el artículo 63 de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en su inciso primero y en la primera oración de su inciso segundo, la expresión “afiliados al Seguro” por “mayores de 18 años de edad”.

b) Reemplázanse sus incisos tercero y cuarto por los siguientes:

“El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá comunicar a los cesantes inscritos las oportunidades de capacitación y de empleos disponibles, según el orden de prioridad que establezca el índice de empleabilidad elaborado por la Subsecretaría del Trabajo.

Igualmente, deberá mantener una base de datos de los trabajadores inscritos, con información del trabajador y su índice de empleabilidad, como asimismo de aquellos empleadores que ofrezcan vacantes de trabajo y los demás registros que determine la Subsecretaría del Trabajo, de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación.”.

c) Reemplázase, al comienzo del inciso quinto, la palabra “El” por la expresión “La Subsecretaría del Trabajo, el”.

9) Modifícase el artículo 64 de la siguiente forma:

a) Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:

“La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo tendrá derecho a una retribución cuyo financiamiento será de cargo del Fondo de Cesantía Solidario y del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en la proporción que se establezca en un reglamento emitido en conjunto por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.

Extinguido el contrato de administración de la Bolsa Nacional de Empleo por las causas establecidas en las bases de licitación, la entidad que estuviere prestando el servicio deberá transferir a la Subsecretaría del Trabajo o a quién ésta determine los sistemas informáticos y las bases de datos utilizadas, para permitir la continuidad de dicho servicio.”.

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “este artículo” por “esta ley”.

             c) Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:

              “El que durante el traspaso de la administración de la Bolsa Nacional de Empleo provoque un daño no fortuito a las bases de datos que forman parte de ella, o niegue u obstaculice su entrega o la otorgue en forma incompleta, será sancionado con las penas que se contemplan en el inciso sexto del artículo 34, sin perjuicio de la aplicación a la entidad administradora de dicha Bolsa de las sanciones que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.”.

10) Reemplázase, en el artículo 65, el guarismo “78” por “73”. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía tendrá derecho a una retribución adicional a la que se refiere el artículo 30 de la ley N° 19.728.

La retribución adicional se determinará calculando, para los meses que resten de vigencia del contrato, la comisión base contemplada en el artículo 30 de la ley N° 19.728 por los recursos del Fondo de Cesantía Solidario que se destinen al pago de los beneficios contemplados en la presente ley, que reciban aquellos beneficiarios del Seguro de Cesantía que no hubiesen tenido derecho a tales prestaciones antes de su entrada en vigencia o que correspondan a un mayor monto de prestaciones.

La retribución establecida en este artículo se devengará a contar de la entrada en vigencia de esta ley y hasta el término del contrato de administración del Seguro de Cesantía y se pagará con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en los plazos y en la forma que determine la Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general.


Artículo segundo.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial, salvo en lo que respecta a los numerales 4), 5), 7), 8) y 9) del artículo único, que comenzarán a regir el primer día del cuarto mes contado desde dicha publicación. 



Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público del Presupuesto del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 4 de marzo de 2015, con asistencia de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier (Presidente accidental); en sesión celebrada el 11 de marzo de 2015, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Larraín y Letelier y en sesión de 18 de  marzo de 2015, con asistencia de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand y Letelier (Presidente).


Sala de la Comisión, a 27 de marzo de 2015.
(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión

7
CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL SEGURO DE CESANTÍA DE LA LEY N° 19.728

(9.126-13)

Certifico que el día de hoy, 7 de abril de 2015, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el seguro de cesantía de la ley N° 19.728.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Ministra, señora Javiera Blanco; el Subsecretario de Previsión Social, señor Marcos Barraza; el asesor, señor Francisco del Río; la funcionaria de Comunicaciones de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Pilar Zamora, y el asesor de prensa, señor Rodolfo Carrasco.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

De la Dirección de Presupuestos, el analista, señor Eduardo Román.

De la Superintendencia de Pensiones, la Jefa de la División Normativa, señora Marcia Salinas, y la abogada, señora Pía Villalobos.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor, señor Samuel Argüello.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Benjamín Rug.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -


Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión de 4 de marzo de 2015, autorizó la discusión en general y en particular de la iniciativa en el primer informe. 


Posteriormente, con fecha 31 de marzo de 2015, por acuerdo de los Comités del Senado, ratificado por la Sala, se dispuso que el proyecto fuera enviado a la Comisión de Hacienda con el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


En el trámite reglamentario seguido ante la Comisión de Hacienda, en tanto, el Ejecutivo formuló las indicaciones signadas con los números 1 y 2, de las que se da cuenta oportunamente.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM


La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su informe.

- - -

DISCUSIÓN 

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: numerales 5) y 9) del artículo único, y artículos primero y tercero transitorios. Lo hizo en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Del mismo modo, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre las indicaciones formuladas por el Ejecutivo.

Dichas indicaciones son del siguiente tenor:

La indicación número 1, para sustituir el artículo segundo transitorio por el que sigue:

“Artículo segundo.- La presente ley entrará en vigencia a contar del día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, salvo en lo que respecta a los numerales 4), 5), 7), 8) y 9) del artículo único que comenzarán a regir el primer día del cuarto mes contado desde dicha publicación.”.

La indicación número 2, para intercalar los siguientes artículos tercero, cuarto y quinto transitorios, nuevos, pasando el actual artículo tercero a ser sexto:

“Artículo tercero.- Los trabajadores afiliados al Seguro de Cesantía contemplado en la ley N° 19.728, cuyo lugar de trabajo se encontrare dentro de la Región de Atacama o de las comunas de Antofagasta y Taltal, podrán acceder en condiciones especiales a los beneficios que consagra dicha ley cuando se hubiere puesto término a sus respectivos contratos de trabajo entre el 1 de marzo de 2015 y el 31 de agosto del mismo año, ambas fechas inclusive. Para los efectos de acceder al Fondo de Cesantía Solidario, se entenderá que cumple con el requisito exigido en la letra a) del artículo 24 de la ley N° 19.728 quien registre ocho cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación del trabajador al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubiere tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, el trabajador deberá cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. El promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728 se calculará con las que se hayan devengado en los últimos ocho meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.

A su vez, en estos casos, el requisito establecido en la letra b) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual será de un mínimo de 8 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral, para aquellos trabajadores que se encuentren contratados con duración indefinida.

Tratándose de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, el requisito de la letra c) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual será de un mínimo de 4 cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 4 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.

Artículo cuarto.- Los trabajadores cuyo lugar de trabajo se encontrare dentro de las zonas a que se refiere el artículo anterior, que perciban un último giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en el período comprendido entre el mes de febrero y el mes de agosto de 2015, tendrán derecho a los dos giros adicionales señalados en el artículo 25 de la ley Nº 19.728, sin que sea necesario considerar el requisito de alto desempleo establecido en el inciso tercero del citado artículo 25.

Artículo quinto.- Las prestaciones de los artículos segundo y tercero transitorios de la presente ley no se considerarán para la aplicación de la restricción de acceso al Fondo de Cesantía Solidario que contempla el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 19.728.

Para los efectos de la obtención de los beneficios que establecen los artículos segundo y tercero transitorio de la presente ley se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 de la ley N° 19.728.”.
- Puestas en votación las disposiciones de competencia de la Comisión –numerales 5) y 9) del artículo único, y artículos primero y tercero transitorios, resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar. 

- Puestas en votación las indicaciones formuladas por el Ejecutivo, en tanto, la número 1 y los artículos cuarto y quinto transitorios de la número 2 fueron aprobadas sin enmiendas, mientras el artículo tercero transitorio propuesto por esta última fue aprobada con una enmienda consistente en intercalar en la primera oración de su primer inciso, entre las expresiones “cuyo” y “lugar”, la palabra “último”. En todos los casos, la aprobación se realizó con la misma unanimidad precedentemente señalada. 

Cabe señalar, finalmente, que en virtud de la aprobación de la indicación número 2, el artículo tercero transitorio aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social pasó a ser artículo sexto transitorio, sin enmiendas.

- - -

INFORME FINANCIERO


Con fecha 15 de octubre de 2010, la Dirección de Presupuestos emitió el Informe Financiero correspondiente al proyecto de ley original presentado por el Ejecutivo de la época. Señala lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley tiene por objeto perfeccionar el funcionamiento del seguro de cesantía establecido en la Ley N° 19.728.

2. De esta manera, el proyecto de ley propone las siguientes reformas al seguro de cesantía de la ley N° 19.728:
a. Se incrementan las tasas de reemplazo de los beneficios financiados tanto con el saldo de la Cuenta Individual por Cesantía, como con el Fondo de Cesantía Solidario, para los primeros tres giros a que tengan derecho los trabajadores, pasando desde 50%, 45% y 40%, a 70%, 55% y 45%, respectivamente.

b. Respecto de la Cuenta Individual por Cesantía, se incrementa la tasa de reemplazo para el giro correspondiente al séptimo mes o superior, desde un 20% a un 25%. Lo anterior, para homologarla a la tasa de reemplazo del Fondo de Cesantía Solidario.

c. Se incrementan los valores superiores e inferiores de los beneficios con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, señalados en el artículo 25 de la Ley N° 19.728: para el primer giro, desde $234.794 a $525.000 el límite superior, y desde $108.747 a $147.000 el límite inferior.

d. Se financian las cotizaciones previsionales de pensiones de aquellos trabajadores que tengan derecho y hayan optado por percibir beneficios con cargo al Fondo de Cesantía Solidario. Dichas cotizaciones serán calculadas en función del monto de la prestación por cesantía a que tenga derecho el trabajador en el mes correspondiente, independiente de si esa prestación es financiada con cargo a la Cuenta Individual o al Fondo de Cesantía Solidario y sólo surtirán efecto para la obtención de los beneficios que establece el sistema de pensiones del D.L. N° 3.500. El financiamiento consistirá en el pago de la cotización del 10 % para pensiones y de la cotización para el seguro de invalidez y sobrevivencia. Estas cotizaciones no estarán afectas al pago de comisiones a las administradoras de fondos de pensiones.

e. Se flexibiliza la restricción del número de accesos al Fondo de Cesantía Solidario, pasando de 2 veces en 5 años, a 10 pagos en 6 años.

f. Se elimina la disposición actual que establece la posibilidad de hacer un último giro desde la Cuenta Individual por Cesantía, correspondiente al mes en que el trabajador dejó de ser cesante.

g. Se modifica la fecha de reajuste de los valores superiores e inferiores de las prestaciones con cargo al Fondo Solidario, desde febrero a marzo de cada año, considerando que durante los primeros días de febrero no está disponible el valor del índice de Remuneraciones Reales.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las modificaciones al Seguro de Cesantía presentadas en el presente proyecto de ley no implican mayor gasto fiscal.

En atención a los montos que se mantienen en las Cuentas Individuales por Cesantía y en el Fondo de Cesantía Solidario y a la proyección de acumulación y uso futuro de ambos Fondos, el estudio actuarial que acompaña la presentación de este Proyecto de Ley, de conformidad al artículo 37 de la Ley N° 19.728, concluye que es posible aumentar los beneficios que contempla el actual proyecto con cargo a estos fondos, sin comprometer la solvencia ni la viabilidad financiera del Seguro de Cesantía.”.


Posteriormente, con fecha 15 de diciembre de 2014, la Dirección de Presupuestos elaboró un Informe Financiero Sustitutivo, que se acompañó a la indicación sustitutiva que el Gobierno –que había asumido en el mes de marzo del mismo año- formuló al proyecto de ley. Su contenido es el que sigue:

“I Antecedentes.

1. La indicación al proyecto de ley tiene por objeto perfeccionar el funcionamiento del seguro de cesantía establecido en la Ley N° 19.728.

De esta manera, la indicación propone las siguientes modificaciones:

a) Incrementar los beneficios financiados con cargo a la Cuenta Individual de Cesantía, elevando el porcentaje promedio de remuneraciones en todos los giros. En este contexto, las prestaciones por cesantía se elevarán entre los meses primero y séptimo y en los superiores a este último cuando corresponda, respectivamente, de 50% a 70%; de 45% a 55%; de 40% a 45%; de 35% a 40%; de 30% a 35%; de 25% a 30% y de 20% a 30% del promedio de remuneraciones devengadas por los trabajadores en los últimos doce meses.

b) Eliminar la restricción que permite sólo recibir prestaciones del Fondo Solidario de Cesantía hasta dos veces en 5 años. En reemplazo se permitirá que los trabajadores puedan recibir hasta diez pagos en un plazo de 5 años.

c) Incrementar los beneficios financiados con cargo al Fondo Solidario de Cesantía, elevando el porcentaje promedio de remuneraciones en todos los giros, en los mismos porcentajes a que se refiere el literal a), salvo el correspondiente al séptimo mes que sube del actual 25% a 30%.

d) Aumentar los topes mínimos y máximos de entrega del beneficio, llegando, el primer mes a un tope máximo de $ 525.000 y un mínimo de $ 157.500 y el sexto y séptimo mes a un tope máximo de $ 225.000 y un mínimo de $ 67.500.

e) Aumentar los beneficios financiados con cargos al Fondo Solidario de Cesantía para los trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra o faena, elevando el porcentaje promedio de remuneraciones considerados para los giros que pasan de 35% a 50% el primer mes y de 30% a 40% el segundo mes. Asimismo, se incorpora un tercer giro equivalente al 35% del promedio de remuneraciones devengadas por los trabajadores en los últimos doce meses. Esto permitirá a los trabajadores más vulnerables acceder a más y mejores beneficios.

f) Financiar un aporte equivalente al 10% de las prestaciones destinado a la respectiva cuenta de capitalización individual obligatoria para pensiones, durante los meses que el trabajador opte por el Fondo Solidario de Cesantía.

g) Fortalecer los servicios de información e intermediación laboral para apoyar a los trabajadores cesantes en la búsqueda de empleo, ampliando el acceso a todos los trabajadores cesantes a la Bolsa Nacional de Empleo.

h) Perfeccionar los requisitos y medios de verificación para garantizar que efectivamente el trabajador cesante busca empleo.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Las modificaciones al Seguro de Cesantía presentadas en la presente indicación sólo implican mayor gasto fiscal, en los costos asociados a la ampliación de acceso a todos los trabajadores cesantes a la Bolsa Nacional de Empleo.

El costo para 2015 es de $ 73.412 miles y para los años siguientes éste debiese disminuir considerando que la tasa de afiliación al seguro de desempleo debiese incrementarse.

El mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.

2. Por su parte, en atención a los montos que se mantienen en las Cuentas Individuales por Cesantía y en el Fondo de Cesantía Solidario y a la proyección de acumulación y uso futuro de ambos Fondos, se ha concluido que es posible aumentar los beneficios que contempla el actual proyecto de ley con cargo a éstos, sin comprometer la solvencia ni la viabilidad financiera del Seguro de Cesantía, según se da cuenta en el estudio realizado de conformidad al artículo 37 de la Ley N° 19.728.”.
Finalmente, se presentó un Informe Financiero Complementario, de fecha 7 de abril de 2015, que se acompañó a las indicaciones presentadas en la Comisión de Hacienda. Es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes.
1. Las presentes indicaciones establecen que los trabajadores afiliados al Seguro de Cesantía contemplado en la ley N° 19.728, cuyo lugar de trabajo se encontrare dentro de la Región de Atacama o de las comunas de Antofagasta y Taltal, podrán acceder en condiciones especiales a los beneficios que consagra dicha ley cuando se hubiere puesto término a sus respectivos contratos de trabajo entre el 1 de marzo de 2015 y el 31 de agosto del mismo año, ambas fechas inclusive.

2. Asimismo, establecen que los trabajadores cuyo lugar de trabajo se encontraba dentro de las zonas señaladas en el punto anterior, que perciban un último giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en el período comprendido entre el mes de febrero y el mes de agosto de 2015, tendrán derecho a los dos giros adicionales señalados en el artículo 25 de la ley N° 19.728, sin que sea necesario considerar el requisito de alto desempleo establecido en el inciso tercero del citado artículo 25.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Las modificaciones al Seguro de Cesantía presentadas en las presentes indicaciones no implican gasto fiscal adicional a lo informado en IF N° 114 del 15 de diciembre de 2014.

2. Por su parte, en atención a los montos que se mantienen en las Cuentas Individuales por Cesantía y en el Fondo de Cesantía Solidario y a la proyección de acumulación y uso futuro de ambos Fondos, se ha concluido que es posible aumentar los beneficios que contemplan las presentes indicaciones con cargo a éstos, sin comprometer la solvencia ni la viabilidad financiera del Seguro de Cesantía, según se da cuenta en el estudio realizado de conformidad al artículo 37 de la Ley N° 19.728.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda propone a la Sala la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con las siguientes enmiendas:

Artículo segundo transitorio

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo segundo: La presente ley entrará en vigencia a contar del día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, salvo en lo que respecta a los numerales 4), 5), 7), 8) y 9) del artículo único, que comenzarán a regir el primer día del cuarto mes contado desde dicha publicación.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1)
- - -

Intercalar los siguientes artículos tercero, cuarto y quinto transitorios, nuevos, pasando el actual artículo tercero a ser sexto:

“Artículo tercero.- Los trabajadores afiliados al Seguro de Cesantía contemplado en la ley N° 19.728, cuyo último lugar de trabajo se encontrare dentro de la Región de Atacama o de las comunas de Antofagasta y Taltal, podrán acceder en condiciones especiales a los beneficios que consagra dicha ley cuando se hubiere puesto término a sus respectivos contratos de trabajo entre el 1 de marzo de 2015 y el 31 de agosto del mismo año, ambas fechas inclusive. Para los efectos de acceder al Fondo de Cesantía Solidario, se entenderá que cumple con el requisito exigido en la letra a) del artículo 24 de la ley N° 19.728 quien registre ocho cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación del trabajador al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubiere tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, el trabajador deberá cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. El promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728 se calculará con las que se hayan devengado en los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.

A su vez, en estos casos, el requisito establecido en la letra b) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual será de un mínimo de ocho cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral, para aquellos trabajadores que se encuentren contratados con duración indefinida.

Tratándose de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, el requisito de la letra c) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual será de un mínimo de cuatro cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 4 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.

Artículo cuarto.- Los trabajadores cuyo lugar de trabajo se encontrare dentro de las zonas a que se refiere el artículo anterior, que perciban un último giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en el período comprendido entre el mes de febrero y el mes de agosto de 2015, tendrán derecho a los dos giros adicionales señalados en el artículo 25 de la ley Nº 19.728, sin que sea necesario considerar el requisito de alto desempleo establecido en el inciso tercero del citado artículo 25.

Artículo quinto.- Las prestaciones de los artículos segundo y tercero transitorios de la presente ley no se considerarán para la aplicación de la restricción de acceso al Fondo de Cesantía Solidario que contempla el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 19.728.

Para los efectos de la obtención de los beneficios que establecen los artículos segundo y tercero transitorio de la presente ley se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 de la ley N° 19.728.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 2)
- - -

Artículo tercero transitorio

Pasó a ser artículo sexto transitorio, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

 
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.728, que establece un Seguro de Desempleo:

1) Reemplázase la tabla del inciso segundo del artículo 15 por la siguiente:

	Meses
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 6 o 12 MESES DE COTIZACIONES, SEGÚN CORRESPONDA 

	Primero
	70%

	Segundo
	55%

	Tercero
	45%

	Cuarto
	40%

	Quinto
	35%

	Sexto
	30%

	Séptimo o superior
	30%


2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 24 por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, un trabajador no podrá recibir más de diez pagos de prestaciones financiadas parcial o totalmente con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en un período de cinco años.”.

3) Modifícase el artículo 25 de la siguiente forma:

a) Reemplázase la tabla del inciso primero por la siguiente: 

	MESES
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 12 MESES
	VALOR SUPERIOR
	VALOR INFERIOR

	Primero
	70%
	$525.000
	$157.500

	Segundo
	55%
	$412.500
	$123.750

	Tercero
	45%
	$337.500
	$101.250

	Cuarto
	40%
	$300.000
	$ 90.000

	Quinto
	35%
	$262.500
	$ 78.750


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “segundo mes, con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados para los meses cuarto y quinto de la tabla establecida en el inciso anterior” por “tercer mes, con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados en la tabla siguiente:”. 

c) Intercálase, entre el actual inciso segundo y el inciso tercero, la siguiente tabla: 

	MESES
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 12 MESES
	VALOR SUPERIOR
	VALOR INFERIOR

	Primero
	50%
	$375.000
	$112.500

	Segundo
	40%
	$300.000
	$90.000

	Tercero
	35%
	$262.500
	$78.750


d) Reemplázase la tabla del inciso tercero por la siguiente:

	MESES
	PORCENTAJE PROMEDIO REMUNERACIÓN ÚLTIMOS 12 MESES
	VALOR SUPERIOR
	VALOR INFERIOR

	Sexto
	30%
	$225.000
	$67.500

	Séptimo
	30%
	$225.000
	$67.500


e) Reemplázanse, en el inciso cuarto, las expresiones “segundo giro” por “tercer giro” y “tercer y cuarto giro” por “cuarto y quinto giro”. 

f) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“Los giros adicionales señalados en los incisos tercero y cuarto no se considerarán para el número máximo de pagos de prestaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 24.”.

g) Reemplázase, en la primera oración del inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la expresión “primero y tercero” por “primero, segundo y tercero”, y la palabra “febrero” por “marzo”.

4) Agrégase, a continuación del artículo 25 bis, el siguiente artículo 25 ter, nuevo:

“Artículo 25 ter.- El Fondo de Cesantía Solidario aportará a la cuenta de capitalización individual obligatoria para pensiones de los beneficiarios que hayan optado por dicho Fondo, el monto equivalente al 10% de la prestación por cesantía que les corresponda recibir de acuerdo al artículo 25. El aporte a que se refiere este artículo deberá ser enterado por la Sociedad Administradora del Fondo y no estará afecto al cobro de comisiones por parte de la Administradora de Fondos de Pensiones correspondiente.”.

5) Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:

“Artículo 28.- El beneficiario no tendrá derecho a las prestaciones previstas en este párrafo, o cesarán las concedidas, según el caso y para cada evento de cesantía, si no busca de manera efectiva un empleo. Para estos efectos se considerará que el beneficiario no busca de manera efectiva un empleo cuando:

a) No se inscribiere en la Bolsa Nacional de Empleo.

b) No postulare, reiteradamente y sin causa justificada, a una oportunidad de empleo que se encuentre disponible según le informare la respectiva Oficina Municipal de Intermediación Laboral o la Bolsa Nacional de Empleo. 

c) No concurriere, reiteradamente y sin causa justificada, a entrevistas de empleo  debidamente intermediadas por las mismas instituciones a que se refiere la letra anterior.

d) Rechazare, sin causa justificada, una oportunidad de empleo intermediada o la capacitación ofrecida por la respectiva oficina Municipal de Intermediación Laboral o la Bolsa Nacional de Empleo.

e) Rechazare, sin causa justificada, una beca de capacitación ofrecida y financiada por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.

Para los efectos del inciso anterior, serán consideradas como causas justificadas del beneficiario, causas de similar entidad, tales como: 

a) Padecer alguna enfermedad o discapacidad que le impida desarrollar el empleo ofrecido. 

b) Residir en una localidad distante del lugar donde se realice la entrevista de empleo, donde deba desempeñarse el respectivo empleo o donde se realice la capacitación ofrecida.

c) El empleo o beca de capacitación ofrecidos no guardan relación con las habilidades o destrezas del empleo anterior u ocasionan un serio menoscabo a su condición laboral o a sus estudios profesionales, universitarios o técnicos.

d) El empleo ofrecido no le permita percibir una remuneración igual o superior al 50% de la última devengada en el empleo anterior.

Sin perjuicio de lo anterior, un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los criterios y condiciones para determinar la procedencia de las  causas justificadas a que se refiere este artículo, así como los requisitos, procedimiento y mecanismos para acreditar su concurrencia y, en general, toda norma para la correcta aplicación de esta disposición.”. 

6) Modifícase el artículo 34 B de la siguiente forma:

a) Elimínase, en su inciso primero, la palabra “Subsecretaría” que sigue a la expresión “Hacienda,”.

b) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “y del Trabajo” por “, del Trabajo y de Previsión Social, la Superintendencia de Seguridad Social”.

7) Reemplázase, en el artículo 61, la expresión “afiliados al Seguro de Cesantía” por “mayores de 18 años de edad”.

8) Modifícase el artículo 63 de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en su inciso primero y en la primera oración de su inciso segundo, la expresión “afiliados al Seguro” por “mayores de 18 años de edad”.

b) Reemplázanse sus incisos tercero y cuarto por los siguientes:

“El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá comunicar a los cesantes inscritos las oportunidades de capacitación y de empleos disponibles, según el orden de prioridad que establezca el índice de empleabilidad elaborado por la Subsecretaría del Trabajo.

Igualmente, deberá mantener una base de datos de los trabajadores inscritos, con información del trabajador y su índice de empleabilidad, como asimismo de aquellos empleadores que ofrezcan vacantes de trabajo y los demás registros que determine la Subsecretaría del Trabajo, de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación.”.

c) Reemplázase, al comienzo del inciso quinto, la palabra “El” por la expresión “La Subsecretaría del Trabajo, el”.

9) Modifícase el artículo 64 de la siguiente forma:

a) Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:

“La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo tendrá derecho a una retribución cuyo financiamiento será de cargo del Fondo de Cesantía Solidario y del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en la proporción que se establezca en un reglamento emitido en conjunto por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.

Extinguido el contrato de administración de la Bolsa Nacional de Empleo por las causas establecidas en las bases de licitación, la entidad que estuviere prestando el servicio deberá transferir a la Subsecretaría del Trabajo o a quién ésta determine los sistemas informáticos y las bases de datos utilizadas, para permitir la continuidad de dicho servicio.”.

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “este artículo” por “esta ley”.

c) Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:

“El que durante el traspaso de la administración de la Bolsa Nacional de Empleo provoque un daño no fortuito a las bases de datos que forman parte de ella, o niegue u obstaculice su entrega o la otorgue en forma incompleta, será sancionado con las penas que se contemplan en el inciso sexto del artículo 34, sin perjuicio de la aplicación a la entidad administradora de dicha Bolsa de las sanciones que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.”.

10) Reemplázase, en el artículo 65, el guarismo “78” por “73”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía tendrá derecho a una retribución adicional a la que se refiere el artículo 30 de la ley N° 19.728.


La retribución adicional se determinará calculando, para los meses que resten de vigencia del contrato, la comisión base contemplada en el artículo 30 de la ley N° 19.728 por los recursos del Fondo de Cesantía Solidario que se destinen al pago de los beneficios contemplados en la presente ley, que reciban aquellos beneficiarios del Seguro de Cesantía que no hubiesen tenido derecho a tales prestaciones antes de su entrada en vigencia o que correspondan a un mayor monto de prestaciones.


La retribución establecida en este artículo se devengará a contar de la entrada en vigencia de esta ley y hasta el término del contrato de administración del Seguro de Cesantía y se pagará con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en los plazos y en la forma que determine la Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general.


Artículo segundo: La presente ley entrará en vigencia a contar del día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, salvo en lo que respecta a los numerales 4), 5), 7), 8) y 9) del artículo único, que comenzarán a regir el primer día del cuarto mes contado desde dicha publicación.

Artículo tercero.- Los trabajadores afiliados al Seguro de Cesantía contemplado en la ley N° 19.728, cuyo último lugar de trabajo se encontrare dentro de la Región de Atacama o de las comunas de Antofagasta y Taltal, podrán acceder en condiciones especiales a los beneficios que consagra dicha ley cuando se hubiere puesto término a sus respectivos contratos de trabajo entre el 1 de marzo de 2015 y el 31 de agosto del mismo año, ambas fechas inclusive. Para los efectos de acceder al Fondo de Cesantía Solidario, se entenderá que cumple con el requisito exigido en la letra a) del artículo 24 de la ley N° 19.728 quien registre ocho cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde la afiliación del trabajador al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubiere tenido derecho, siempre que éstas se hayan registrado en los últimos 24 meses anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, el trabajador deberá cumplir con el requisito de las tres últimas cotizaciones continuas con el mismo empleador. El promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el inciso primero del artículo 25 de la ley N° 19.728 se calculará con las que se hayan devengado en los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.

A su vez, en estos casos, el requisito establecido en la letra b) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual será de un mínimo de ocho cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 8 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral, para aquellos trabajadores que se encuentren contratados con duración indefinida.

Tratándose de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, el requisito de la letra c) del artículo 12 de la ley Nº 19.728 para acceder a prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta de Capitalización Individual será de un mínimo de cuatro cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, y el promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador a que se refiere el artículo 15 de la citada ley, se calculará con los últimos 4 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.

Artículo cuarto.- Los trabajadores cuyo lugar de trabajo se encontrare dentro de las zonas a que se refiere el artículo anterior, que perciban un último giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, en el período comprendido entre el mes de febrero y el mes de agosto de 2015, tendrán derecho a los dos giros adicionales señalados en el artículo 25 de la ley Nº 19.728, sin que sea necesario considerar el requisito de alto desempleo establecido en el inciso tercero del citado artículo 25.

Artículo quinto.- Las prestaciones de los artículos segundo y tercero transitorios de la presente ley no se considerarán para la aplicación de la restricción de acceso al Fondo de Cesantía Solidario que contempla el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 19.728.


Para los efectos de la obtención de los beneficios que establecen los artículos segundo y tercero transitorio de la presente ley se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 de la ley N° 19.728.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público del Presupuesto del Sector Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la ley de Presupuestos.”.

- - -

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
� “Artículo 9º.- La casa matriz del fabricante o el importador de los productos de tabaco deberán informar anualmente al Ministerio de Salud, según éste lo determine, sobre sus constituyentes y los aditivos que se incorporan a ellos, en calidad y cantidad, así como las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco. No podrán comercializarse los productos de tabaco que contengan aditivos que no hayan sido previamente informados al Ministerio de Salud.


�     El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos. Además, en los casos mencionados anteriormente, podrá establecer los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos de tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores.


�     Los envases de cigarrillos deberán expresar clara y visiblemente en una de sus caras laterales los principales componentes de este producto en los términos establecidos por el Ministerio de Salud.





� Letra e) del artículo 6° de la ley N° 19.419.


� “3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 4°, la oración "Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos solo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.", por la siguiente: "Se prohíbe la instalación y el uso de máquinas expendedoras automáticas de tabaco.".”.





� “5) Agrégase el siguiente artículo 5° bis:





"Artículo 5° bis.- Se prohíbe la fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro artículo que asemeje o tenga forma de pipa, cigarrillo u otro producto de tabaco.".”.





� “7) Sustitúyese el artículo 8°, por el siguiente:





 “Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre, envases o propiedades asociadas a la marca de productos de tabaco se utilicen términos tales como “light”, “suave”, “ligero”, “bajo en” u otros que tengan el efecto directo o indirecto de crear la impresión de que un determinado producto de tabaco es menos nocivo que otros, o que su consumo importa consecuencias positivas para la persona. 





Las prohibiciones establecidas en el presente artículo se aplican a palabras de cualquier idioma o dialecto.”.”.





� Pasó a ser N° 17).


� Ley N° 20.660, publicada el 08 de febrero de 2013.


� Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290 (Artículo 167 N° 2).
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